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Popular). Nuevamente intervienen los señores Alzaga Vi- 
llaamil y Ministm & Educacibn y Ciencia. E1 señor Mar- 
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pos Popular, Minoría Catalana, Mixto, Vasco (PNV) y 
Centrista. 

Se aprueban, en votacibn, los artículos del Título Prelimi- 
nar, con excepcibn del número 3. 

En sucesivas votaciones, son rechazadas las enmiendas for- 
muladas al articulo 3.0 por los Grupos Parlamentarioi 
Popular, Vasco (PNV), Mixto y Minoría Catalana. 

Se aprueba el texto del dictamen al artículo 3.0 
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Para una cuestibn ¿e orden intewiene el seríor Martín 
Toval. 

Sometidas a sucesivas votaciones las enmiendas presenta- 
d a s  al Título 1, con excepcibn de los articdos 13, 14.2,20 
y 24.3, son desestimadas &as mantenidas por los Grupos 
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artículo, que sustituye al texto del dictamen. 

Se desestiman las enmiendas mantenidas al artículo 14.2 
por los Grupos Mixto y Popular. Se aprueba una enmien- 
da transaccional que sustituye al texto del dictamen. 

El señor Presidente informa del texto propuesto para el ar- 
tículo 20, de acuerdo con las enmiendas transaccwnaie-s 
admitidas a trdmite. 

Sometida a votacibn la enmienda 160, del Grupo Mixto, al 
articulo 20, es áesatimada. Se rechaza una enmienda 
transaccional del Grupo Popular. Se aprueba el articulo 
20 con la incorporacibn de una enmienda transaccional 
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Se suspende la sesibn a las nueve y veinte minutos de la 
noche. 

Se reanuda la sesidn a las diez y diez minutos de la maña- 
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PROYECTO DE LEY ORCANICA DEL DERECHO A LA 
EDUCACION (continuación) 

El señor PRESIDENTE Se reanuda la sesibn, y para de- 
fender sus enmiendas, en nombre del G t u p s  Parlamenta- 
rio de la Minoría Catalana, tiene la palabra el señor Durán 
Lleida. 

El sefior DURAN LLEIDA Sefior Presidente, seiioras y 
setiores Diputados, en nombre del Grupo Parlamentario 
Minoría Catalana, me dispongo a consumir un turno de 
defensa de nuestras enmiendas al articulo 3.0 del proyecto 
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de Ley Orgánica del Derecho a la Educación, enmiendas 
números 237 y 238, de Minoría Catalana. Ambas -por la 
lectura que SS. SS. ya han efectuado- pretenden, en todo 
caso, la incorporación, la inclusión, en el marco del ejerci- 
cio de la libertad de cátedra por parte de los profesores, 
del respeto al carácter propio o ideario de los centros. 

Como ya se dijo reiteradamente a lo largo del debate de 
Comisión y también ayer en este mismo Pleno, SS. SS. sa- 
ben que estamos precisamente en este artículo 3.0 ante 
uno de los artículos más importantes de este proyecto de 
Ley; artículo que ni se debe ni se puede contemplar de 
una forma aislada, hay que hacerlo teniendo en cuenta lo 
que este artículo significa, teniendo en cuenta que el ar- 
tículo 3.0 es uno de los hilos fundamentales del tramado 
de libertades que la LODE debería aportar en el marco 
del artículo 27 de la Constitución, y digo que debería 
aportar porque, sin duda, no las aporta en su actual redac- 
tado. 

Por la importancia que precisamente el artículo 3.0 tie- 
ne para este Grupo Parlamentario, y, como decía antes, 
para todas SS.SS. por las desviaciones que ya he dicho 
tienen también en el conjunto de derechos, creo oportu- 
no, con permiso de SS. SS., recordar algunas de las frases 
que este mismo Grupo Parlamentario decía, precisamente 
también a través de este Diputado, en el debate de totali- 
dad. 

Minoría Catalana se refería a los esfuerzos que había 
que hacer para conseguir lo que entonces calificábamos 
como pacto escolar. Decíamos que, por esas razones, no- 
sotros deberíamos plantear el rechazo a la LODE enmen- 
dándola en su totalidad y dar soporte a aquellas otras po- 
siciones que pretendían los mismos objetivos. Pero qué 
duda cabe -añadíamos-, que el sistema educativo cons- 
tituye una pieza básica para la modernización del Estado 
y que el sistema educativo -tal como dije al principio de 
mi intervención- requiere una estabilidad, estabilidad 
que sólo puede venir a través de un pacto entre las fuer- 
zas políticas de la sociedad, un pacto que, en cualquier 
caso, nunca puede significar apartarse de los derechos y 
libertades que fija la Constitución sobre la enseñanza, vol- 
ver, en cierta manera, al pacto de la Constitución. 

Ahadíamos también que el realismo y nuestra voluntad 
de diálogo han motivado nuestra actitud hasta ahora y 
motivará nuestra abstención en las votaciones de hoy. No 
creemos firmemente que la LODE satisfaga a un amplio 
sector de nuestra sociedad. Mientras no reconozca las 
competencias autonómicas y garantice el auténtico ejerci- 
cio del derecho a la gratuidad sin poner condiciones ina- 
ceptables, y reconozca el derecho de elección y creación 
de centros con todas las connotaciones ya aludidas, esta 
LODE, señorías, no podría ser aceptada, pero puede serlo 
si abrimos un camino de diálogo. 

Renunciamos a cualquier protagonismo. Nuestra oposi- 
ción al proyecto de Ley Orgánica del Derecho a la Educa- 
ción remitido por el Gobierno no era y no es una pieza de 
determinada estrategia política. En nuestra actuación se 
ha encontrado, se encuentra y se va a encontrar una única 
voluntad: hacer de la Ley Orgánica del Derecho a la Edu- 
cación una Ley que nunca podrá ser ya nuestra Ley por 

las discrepancias notables que mantenemos con ella. En 
el mejor de los casos, se trata de hacer de la LODE una 
norma que reúna unos requisitos mínimos. Hoy no puede 
hablarse ya de pacto escolar, los acontecimientos, las acti- 
tudes, lo hacen imposible. A pesar de ello, este Grupo Par- 
lamentario seguirá intentando, por todos los medios que 
el marco parlamentario define, establecer unos mínimos 
necesarios para garantizar aquella estabilidad escolar, 
aquella convivencia escolar a la que me refería en la se- 
sión del debate de totalidad como totalmente necesaria. 

El señor Ministro de Educación nos decia el martes que 
la LODE es la Ley de todas las libertades y hablaba de li- 
bertades para todos. 

De la misma manera que no regateamos o regatearemos 
ni una sola palabra cuando hay o haya que constatar que 
el proyecto de la LODE ha sido modificado sustancial- 
mente y en algún título en concreto muy significativamen- 
te, tampoco nos vamos a quedar atrás cuando sea necesa- 
rio afirmar, como lo es ahora, que esta Ley, en su redac- 
ción actual, no sólo no es la Ley de todas las libertades, 
sino que, de aprobarse tal como está, supondría, sin duda, 
una libertad menos: la libertad de enseñanza. Y si digo no  
regateamos esfuerzos para afirmar que se han introduci- 
do novedades fundamentales en el marco de las compe- 
tencias autonómicas, que se han admitido 27 de nuestras 
enmiendas, que se ha excluido de las competencias del 
Consejo escolar la aprobación de la línea pedagógica o el 
que éste debe ejercer sus funciones en el marco de la Ley, 
tampoco ahorramos palabras para decir que hoy la LODE 
no  puede ser aceptada como mínimamente enmarcada en 
la letra y el espíritu del artículo 27 de la Constitución. 

Deben corregirse algunos aspectos fundamentales, y el 
articulo 3.0 es uno de ellos. Si no los modifican no sola- 
mente deberá rectificar el señor Ministro sus palabras de 
la sesión del martes, a las que antes aludía, sino que debe- 
rá enviar o remitir una nueva carta a los padres para ex- 
plicarles la verdad de que la enseñanza no será gratuita, 
que es posible que cada alumno tenga un puesto escolar 
cerca de casa, pero no el que hayan elegido sus padres, y 
que su intervención en el sistema educativo, totalmente 
deseable, no comportará necesariamente una mayor cali- 
dad. 

iPero qué dice exactamente el artículo 3.0 del proyecto 
de Ley dictaminado en Comisión? Dice: #LOS profesores, 
dentro del respeto a la Constitución y a las Leyes. tienen 
garantizada la libertad de cátedra. Su ejercicio se orienta- 
rá a la realización de los fines educativos, de conformidad 
con los principios establecidos en esta Ley*. Define, por 
tanto, la libertad de cátedra como consecuencia del dere- 
cho que nuestro texto constitucional protege en el artícu- 
lo 20.1, c), derecho que ya en la misma Constitución en- 
cuentra sus limitaciones al decir el artículo 20.4 que estas 
libertades tienen su limite en el respeto a los derechos re- 
conocidos en  este Titulo. Y como ustedes saben, señorías, 
el artículo 27 de la Constitución no  sólo reconoce la liber- 
tad de enseñanza, sino que se reconoce a 12s personas físi- 
cas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes 
y, como bien saben también, por creación, como dijera el 
portavoz de la Ponencia constitucional en este artículo, 
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debe entenderse también dirección de los centros, y así 
consta en el *Diario de Sesiones*. 
No es mi intención describir ahora una visión general 

sobre el ámbito de la libertad de cátedra a través de un 
recorrido sobre el desarrollo histórico de la misma en  
nuestro país. Me basta con transcribir lo que el propio 
Tribunal Constitucional afirma en la sentencia de 13 de 
febrero de 1981. aAunque tradicionalmente. - d i c e  el Tri- 
bunal Constitucional- apor libertad de cátedra se ha en- 
tendido una libertad propia s610 de los docentes en la en- 
señanza superior. (o quizá más precisamente de los titula- 
res de puestos docentes denominados cátedras, y todavía 
hoy en la doctrina alemana se entiende en un sentido aná- 
logo que la libertad es predicable sólo respecto de aque- 
llos profesores cuya docencia es proyección de la propia 
labor investigadora) rresulta evidente. -a la vista de los 
debates parlamentarios que son un importante elemento 
de interpretación aunque no lo determine- aque el cons- 
tituyente de 1978 ha querido atribuir esta libertad a todos 
los docentes, sea cual hiere el nivel de enseñanza en  el 
que actúen. y la relación que media entre su docencia y 
su propia labor investigadora. 

Reconocemos, pues, y respetamos la libertad de cátedra 
para el prfesor; libertad que, como bien decía el sefior MI. 
nistro, hay que armonizar con otras libertades. Pues bien, 
hagámoslo. Armonizar sí, no imponerla sobre otros dere- 
chos que la Constitución ampara - c o m o  antes decía- en 
el artículo 27. No imponer al carácter propio la libertad 
de cátedra. Si así lo hiciéramos, como podría suceder de 
no modificarse el articuio 3.0, anularíamos el complemen- 
to que el carácter propio significa para la libertad de crea- 
ción de centros y dirección de los mismos. 

Si a través de la libertad de cátedra no se permltc el ca- 
rácter propio o ideario, se está impidiendo que existan 
centros diferentes; no habrá pluralidad de opciones esco- 
lares y volveriamos a aquellas tesis, familiares para algu- 
nos, de escuela única. 

En consecuencia, no solamente se inviabiliza el derecho 
al carácter propio sí no se adapta a la Constitución el ejer- 
cicio de la libertad de cátedra, sino que se hace inviable la 
libertad de enseñanza, la libertad de elegir. 

El problema surge cuando aparezca una posible coli- 
sión entre la libertad de cátedra -derecho que reconoce- 
mos- y el respeto al carácter propio del centro. Ya s& -y 
así lo dejaba sentado en Comisión- que éstos pueden ser 
precisamente casos especiales. Decía en Comisi6n que po- 
demos suponer que en la mayoría de los casos, los profe- 
sores de un centro privado que han definido un carácter 
propio, han asumido y han hecho suyos los principios 
educativos que expresan este carácter propio y no hay 
por qut  pensar en conflictos y tensiones innecesarias. 

Pero también creemos, señorías, que lar cosas deben si- 
tuarse en su justo lugar, ya que la libertad de cátedra 
- q u e ,  insisto, respetamos- mal conceptuada y mal apll. 
cada podría conducirnos a un pluralismo ideológico en  
los centros en contra de su carácter propio y, consecuen- 
temente, en contra del derecho de los padres a decidir so- 
bre el tipo de educaci6n que sus hijos han de recibir. Eso 
es precisamente lo que hay que evitar. Parece que no aca- 

bamos de entender y de aceptar que el pluralismo roclal, 
en una sociedad que respeta derech0s.y Ilbertader, debe 
traducirse en una pluralidad de escuelas dirtintar, lo que 
no impide que algunas tengan un proyecto educatívo que 
recoja y refleje el mismo pluralismo existente en nuertra 
sociedad. 

Pero, ¿qué ocurre precisamente con esta posible coli. 
sión entre ambos derechos? El articulo 22 del proyecto 
dictaminado por la Comisión, recogiendo una cnmlcndr 
de Minoría Catalana, establece que en el marco de loa 
principios constitucionales y de los derechos garantlzadoi 
en el Título Preliminar de esta Ley a profesores, padreo y 
alumnos, los títularca de los centros privados tendrán de- 
recho a establecer el carácter propio de Ins mismos, en el 
marco, pues, de los derechos garantlzados en al Titule 
Preliminar de esta Ley a proferores. 
¿Qué derechos garantiza el Tltulo Prelimlnar a profeoo. 

res? ¿Es aquí cuando en todo caso cabe collrlón con el ar. 
tículo 3.0? Como decía antes, el artículo 3." setiala: .Loa 
profesores, dentro del respeto a la Constltucíón y a lag 
Leyes, tienen garantizada la lbiertad de cAtedraw. 1Reape. 
ta esta doble referencia a la Constltucl6n y a las Leyea la 
interpretación que el Tribunal Constituclonal hlzo en 1s 
aludida sentencia de ambos derechos? ¿Por que la remi. 
sión a lar Leyes? ¿A qué Leyes? Aparte de la misma LODE, 
iqué Leyes futurar? ¿Puede el ejercicio del derecho cons- 
titucional del carácter proplo quedarpe wpeditado B una 
norma de rango inferior? 
No hablo tampoco, sefiorlas, de una supeditaclón a la 

inversa, de una sumisión. Respetamos la exlstenela de arn. 
bos derechos, respetamos incluro su tramitación un la Ley 
por separado; pero, en todo caro, la Ley, ni Brin ni una fu= 
tura, puede ampliar el marco que la propia Constltucibn 
establece para el ejercicio de la libertad de cátedra y, BR 
SU caro, la propia sentencia del Tribunal Constituclonal, 
sentencia que no ea diáfana, whor Ministro, y que -hay 
que reconocer- enmarca la libertad de cátedra en el ca. 
rácter propio del centro, en el puesto educativo donde f e  
ejerce. 

Aunque suponga reiteración, creo nocesrrlo apartsr 
nuevamente el testimonio dc la tan mencionada rentctnclri 
en la que se declara válida y conrtituclonri Ir fbrmula que 
nosotros aportamos en nuestras enmlendrr y que ea la 
que contenía más amplia todavla o utilizaba el articulo 15 
de le todavía vigente Ley Orgánica del Estatuto de Cen- 
tres Escolarar. Recuerden, señorías, la sentencia del Trl- 
bunal Conrtitucionrl del 13 de febrero, Fugndo decla que 
la libertad de cátedra del profelor do oftw n e n t w  -oe 
está refiriendo aquí a los centror prlvadoa- OB tan plena 
como la de los proferores de los ccntror pJblicoa y ni el 
artículo 15 de la Ley Or#nlca del btatuto dc Centroa La. 
colares ni ningún otro precepto de ertr Ley la violan al 
imponer como límite de la libertad de cnwñrnzr de 100 
profesores el respeto al ideario propio. Y Ir mlsma nene 
tencia continuaba diciendo: la existencia de un idoario coa 
nocido por el profesor al incorporarse libremente al cun- 
tro o libremente aceptado cuando el centro SQ dota de tal 
ideario después de era incorporacibn, no le obllp, coma 
es evidente, ni a convertirse en apologirta del mlsmo, nl B 
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transformar su enseñanza en propaganda o adoctrina 
miento, ni a subordinar a ese ideario las exigencias que el 
rigor científico impone a su labor. El profesor es libre, 
como profesor, en el ejercicio d e  su actividad especifica. 
Su libertad es. sin embargo, libertad en el puesto docente 
que ocupa, es decir, en un determinado centro, v ha d e  ser 
compatible, por tanto, con la libcrtad del centro dcl que 
forma parte el ideario. 

Y decía 1arnbii.n la sentencia: en los centros privados la 
definición de ese puesto docente viene dada, además de 
por las características propias del nivel educativo, y en 
cuanto aqui interesa, por el ideario que, en uso de la liber- 
tad de enseñanza v dentro de los límites antes señalados, 
hava dado a aqud  su titular. Y n o  sólo la sentencia, sino 
rccicntcmcntc el ponente socialista, don Victorino Mavo- 
ral, en un debate organirado por el ilustre Colegio de Doc- 
tores y Licenciados en Filosofía v Letras del distrito un¡- 
vcrsitario de Madrid, concretamente en unas jornadas de 
política educativa, decía lo siguiente: los profesores debe- 
rán protcgcr a la juventud, respetar el desarrollo de su 
personalidad, el del carácter propio del centro los dere- 
chos educativos de los padres, de acuerdo con la scntcn- 
cia del Tribunal Constitucional. 

El martes, en SU intervención ante esta Cámara, el señor 
Ministro dccia: Vamos a avanzar con sinceridad e n  todas 
estas libertades; en esas libertades por las que i.1 dccia los 
socialistas habían luchado más que nadie y que nosotros 
como mininio hemos luchado tanto como los socialistas. 
Nosotros asuniimos este reto y decimos: avancemos 
avancemos cvidcntcmcntc con sinceridad. 

Están todavía ustedes a tiempo de encauzar el proyecto 
de la Ley Orgánica del derecho a la educación por el mar- 
co constitucional y si es cierto, como dice el señor Mayo- 
ral, o al menos dccia en el aludido acto, que los profcsoixs 
deben ixspctar el carácter propio del centro, admitan 
nueslra cnniicnda u ofrezcan al menos ese requisito niini-  
mo ncccsaiio para que. ,juntamente con otros, pueda asc- 

guiarse esa iiiininia convivencia escolar: reconozcan que 
la Constitución cs clara (de acuerdo con la intcrprctacibn 
que el Tribunal Constitucional hace como suprcnio in1i.r- 
pi.ctc) en torno a la libertad de catedra y su adaptación al 
carácter propio v al puesto docente; no continúen con la 
inadmisibilidad de someter el c,jcrcicio de u n  dcivcho 
constitucional a una Ley de rango infciior conocida, o in- 
cluso a Leyes por conocer; vuelvan ustedes, señorías, se- 
ñor Ministro. a la Constitución. de  donde nunca hubieran 
debido salir. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Durán 

Para u n  turno en contia de las enmiendas. tiene la pala- 
Llcida. 

bra el scñoi. Mavoral. 

El señor MAYORAL CORTES Señor Presidente, scño- 
rias, hace poco más de  cien atios una oprobiosa circular 
elaborada por un Ministro de un Gabinete liberal conser- 
vador, el señor Orovio, Gabinete liberal conservadoi. del 

señor Canchas, puso Fuera d e  la Universidad a decenas de 
profesores. 

Naturalmente que cuando yo he hablado d e  un Gabine- 
te liberal conservador no he querido ni mucho menos es- 
tablecer una comparación entre aquellos liberales conser- 
vadores y los que actualmente se sientan en la parte dere- 
cha de  este hemiciclo, porque yo sé que muchos de  los ac- 
tuales liberales conservadores estarían dispuestos, ante 
una circular como aquella del señor Orovio, a adoptar las 
actitudes que en su día adoptaron personas de tanta im- 
portancia e n  la historia de España como el señor Castelar, 
que decidib abandonar la Universidad antes d e  verse obli- 
gado a faltar a la verdad científica, o como el señor Cincr 
de los Ríos, que se negó a permanecer en la Universidad 
avalando con su presencia el que la Universidad se convir- 
tiera en instrumento sometido a cualquier tipo d e  podci- 
político o religioso; o actitudes como la del señor Salmc- 
rón ( v  este fue, naturalmcnte, un precedente de las pala- 
brae de  aquel Rey de Hannovcr que citaba aver don Oscai- 
Alzaga, de  que todo se podia comprar, bailarinas, profeso- 
res, prostitutas), que se fue de la Universidad en aquella 
ocasión porque se negó a que la universidad tuviera unos 
profesores que pudieran convertirse en autthticos sofis- 
tas, dispuestos a defender en cada instante, e n  razón al 
poder que las dictase, las verdades que fuesen considera- 
das como oficiales, o verdades sociales: porque, en defini- 
tiva. la circular del señor Orovio lo que quería era impo- 
ner la verdad social por encima del criterio derivado de la 
investigación del profesor y'de la libre asunción por parte 
del profesor de planteamientos de  carácter científico asu- 
midos e n  razón a la objetividad y a la conciencia moral. 

Pues bien, señorías, pese al dilatado tiempo transcurri- 
do desde aquella oprobiosa circular, pese a que todos he- 
mos profundizado mucho en la valoración de todas las l i -  
bertades públicas, pese a la jurisprudencia de  los Tribu- 
nales Constitucionales -especialmente el nuestro- \ la 
doctrina de los juristas, tanibibn al hecho de que los va- 
lores cientificos se hayan convertido en valores de orden 
cultural, hoy practicados por todos los sectores, principal- 
mente en los paises de nuestra área de civilizaci0n, pese a 
todo esto, scñoihs, todavia csistc el riesgo patente de que 
un número determinado de profesores tengan, en un mo- 
mento determinado; que optar entre la sumisión a una 
\wdad  oficial o social, y la renuncia al pucsto de trabajo y 
al salario que percibe. 

Señorías, no  estoy hablando en cstc momcnto de pura 
tcoih No estoy hablando, ni mucho menos, de fantasias. 
Hay casos i'ecicntcs en la Historia de Espana que demues- 
tran que el riesgo al que me refiero es un riesgo inniedia- 
to, es un riesgo real. Todavía en 1974 un profesor de Filo- 
sofia de una Escuela de Magisterio fue sancionado por la 
Administracibn, pese a que la enseñanza que impartia se 
aicnia de la manera más rigurosa a la racionalidad cicntí- 
rica v experimental. Este profesor fue sancionado por la 
Administración en 1974 y fue el Tribunal Supremo, en 
una sentencia de la cual fue ponente el señor Arozamena, 
el que determinó la anulación de  esta decisión de orden 
disciplinario. 

Evidentemente, esta sancibn tiene lugar en una circuns- 
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tancia en la cual este derecho, esta libertad de cátedra, no 
está reconocido en España. Hoy nosotros estimamos que, 
desde luego, desde el punto de vista del sector público, no 
seria posible semejante actuación de la Administración, 
porque ya, a través del reconocimiento de la libertad de 
cátedra y de la neutralidad de la enseñanza en los centros 
públicos, esto seria impensable. 

Pero hay más casos recientes, señorias. En 1980, el dia- 
rio uEI País* recogía la carta de una profesora de EGB de 
un centro privado en la que protestaba por el despido al 
que habia sido sometida, despido derivado no de que la 
profesora hubiera atacado el principio ideológico que ins- 
piraba al centro, sino por no ser transmisora, por no acep- 
tar convertirse en transmisora del ideario, de la ideologia 
que ese centro transmitia. 

En 1982, el diario .Ya* se hacia eco del despido de una 
profesora no católica de un  colegio de Barcelona, también 
por motivos similares; en esta ocasión el motivo era, con- 
cretamente, no practicar la ideologia o la confesión pro- 
pia del centro donde impartía su enseñanza. Este despido 
fue declarado nulo e improcedente por el Tribunal y la 
profesora, como la noticia del periódico daba a entender 
claramente, fue readmitida. puesto que, al ser radicalmcn- 
te nula la decisión, el centro estuvo obligado a rcadmitir- 
la. 

En 1983 tambikn la Prensa se hizo eco de otro despido 
de estas'caracteristicas: profesora despedida de un  cole- 
gio por hablar a sus alumnas sobre el aborto. Tambii.n e n  
este caso nos encontramos ante otro supuesto de viola- 
ción de los derechos del profesor, porque la profesora ac- 
tuó de acuerdo con un planteamiento que era rigurosa- 
mente objetivo y en ningún caso pretendió hacer ningún 
ataque contra la ideologia o la confesión propia del cen- 
tro. La profesora simplemente actuó en razbn a la peti- 
ción que sus alumnas le hicieron de que les explicase en 
qué consistía el aborto, toda vez que -deb ido  a las noti- 
cias de Prensa, a las conversaciones que las alumnas ha- 
bían escuchado cn distintos ámbitos de su vida particular, 
en el recreo, etcétera- tenian una interrogante sobre 
aquella cuestión del aborto que tanta información provo- 
caba a su alrededor. Por este hecho, por hablar sobre el 
tema del aborto, la profesora fue sancionada v despedida, 
decisión que fue protestada por los padres dc las alurn- 
nas. 

Por tanto, señorias, no se trata de planteamientos teóri- 
cos, no se trata de una disquisición entre juristas, no se 
trata de que discutamos sobre el contenido o el alcance 
de una sentencia o sobre el contenido o alcance de unos 
planteamientos juridicos o doctrinales de unos articulos 
de la Constitución. Se trata, simple y llanamente. de reali- 
dades y es preciso decir que en el momento presente ya 
no es el Estado ante quien los profesores reivindican Fun- 
damentalmente este derecho. Eso ha sido así, cvidente- 
mente, en el momento inicial de la construcción de este 
derecho de libertad de cátedra, momento en el que se 
tuvo que reafirmar Fundamentalmente frente al Estado, 
frente al poder del Estado que intentaba imponer una 
doctrina oficial, unas tesis oficiales. Hoy, dcsgraciadamen- 
te, los profesores reivindican esta libertad de cátedra fun- 

damentalmente ante los poderes de los particulares, que 
tienen. naturalmente, el poder de dirección, directores o 
titulares del centro. 

Pero hay que decir también que hoy, como ayer, mu- 
chos somos conscientes de que protegiendo esta libertad 
de catedra estamos creando, necesitamos crear, las condi- 
ciones de independencia y libertad de espiritu que reque- 
rimos para que cientificos y profesores avancen sin tcrno- 
res en orden a la innovación v el perfeccionamiento peda- 
gógico. 

Señorías. todavía hov existen poderes de orden econ0- 
mico, social y politico que pueden limitar las innovacio- 
nes y la introducción de verdades que nos aportan la rca- 
lidad social, cultural v cientifica, v lo pueden hacer funda- 
mentalmente, seriorías, en raz8n a los intereses, ideas o 
prejuicios que estos poderes rnantcngan. 

En este aspecto, sciioi. Alzaga, .yo quisiera reafirmarme 
en las palabras que recogia esa publicación que usted 
aver mencionaba. Evidentemente para los que n o  tene- 
mos unos planteamientos determinados el hccho de que 
la sociedad se dote de ámbitos en los cuales solamente 
sea la conciencia del individuo, rigiéndosc por los princi- 
pios de la verdad v el rigor científico quien determine lo 
que es la realidad social, económica cultural v la pueda 
enseñar v transmitir libre de cualquier otro elemento. 
para los que pensamos as¡, evidentemente, hav que crear 
un espacio que esti. rigurosamente protegido por la Lcv. 

Bien es verdad que no todos los centros, no iodos los 
particulares, no todos los titulares pueden, ni deben. ser 
acusados de estas prácticas a las que vo antes me rcfcria. 
Estas actuaciones de las que se deriva a veces el despido 
ilegitimo del profesor, no todos las hacen, cvidcntcmentc. 
Yo diría que la inmensa mayoria se atienen al respeto de 
los derechos que tiene el profesor. En todo caso, son casos 
que existen; son situaciones que se dan y son manifcsta- 
ciones. cuando se producen, de la utilización de la gran- 
diosa idea de la libertad de enseñanza en propio bcncfi- 
cio. Se trata de auténticos fraudes de Ley que vacian de 
contenido las libertades ajenas y los derechos laborales 
que corresponden al profesor, cuando estas actuaciones 
se producen. Son manifestaciones palmarias de u n  res- 
trictivo concepto de la libertad de enseñanza consistente 
en la aplicación, al mundo, de los establecimientos escola- 
res, del mris puro y duro principio clásico de la libre cm- 
presa. Lisa y llanamente. señorias, se traslada al campo de 
la educación, sin paliativos ni limites de ningún genero, el 
poder de despedir que tienen los restantes empresarios, 
sin advertir que de csta manera el titular de un centro pri- 
vado de enseñanza acumula, junto al poder laboral que 
tiene cualquier otro empresario, un poder ideológico del 
que no dispone ningún otro empresario. 

Con razón, señorias, cstc tipo de despido es corrccta- 
mente denominado entre los profesores como despido 
ideológico, cuya causa de ordinario deriva n o  sólo dc la 
ignorancia ingenua o maliqiosa que algunos hacen dc la Ii-  
bertad de cátedra reconocida y protegida en el articulo 20 
de nuestra Constitución, sino tambii'n de la vulneración 
del articulo 16 de la misma que garantiza la libertad idco- 
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lógica, religiosa y de  culto y la facultad d e  los ciudadanos 
d e  no  ser obligados a declarar sobre su ideologia. 

Los perjuicios que algunos sectores de  la enseñanza ma. 
nifiestan acerca d e  la libertad d e  cátedra, las visiones pe. 
simistas sobre la autonomia del profesor en ejercicio de 
su función docente. las posiciones maximalistas d e  algu. 
nos frente a esta libertad d e  cátedra, solicitando su expre- 
sa sumisión al ideario o la subordinación de  la misma al 
reglamento del régimen interior, se han explicitado aqui 
e n  esta Cámara y han constituido la auténtica aportación 
realizada por algunos a este debate sobre la libertad de 
cátedra. 

Antes que profundizar en las características, en la razón 
de  ser de  la libertad de cátedra algunos han pretendido 
acumular, d e  manera presurosa, argumentos en  orden a 
cortar el paso al desarrollo de  esta libertad y poner limi- 
tes a la misma, donde han visto en esta libertad, funda- 
mentalmente, una vía abierta a la libertad del error que 
no están dispuesto a tolerar. 

La raices del mal residen en que para algunos, la liber- 
tad de  ensenanza y la libertad d e  cátedra son términos an- 
tagónicos, son términos extraños entre sí y no se pueden 
ejercitar, al parecer, simultáneamente. 

Olvidan el contenido de  la sentencia del Tribunal Cons- 
titucional, que tanto mencionan y que tan reiteradas ve- 
ces han traído aqui a esta Cámara. Olvidan que, según la 
sentencia del Tribunal Constitucional, la libertad d e  ense- 
ñanza, reconocida en el articulo 27.1 d e  la Constitución, 
implica, por una parte, el derecho a crear instituciones 
educativas -artículo 27.6 de  la Constitución-. y de otra, 
el derecho que tienen quienes llevan a cabo personalmen- 
te la función de  enseñar, a desarrollar con libertad, den- 
tro de  los limites propios del puesto docente, la función 
que les corresponde. 

De esta manera, vemos cómo el Tribunal Constitucional 
viene a reconocer en su doctrina jurisprudencia1 algo que 
cualquier lector atento a la Historia ha podido deducir de  
la lectura d e  los avatares que la defensa de  los principios 
de  secularización v de  democratización de  la vida han 
aportado las personas que han luchado por ello. 

La libertad de  catedra es una manifestación singular de  
la libertad de expresión del profesor, forma parte d e  la I i -  
bertad de  ensenanza y no se trata de  un termino antagóni- 
co, sino que es, como digo, como repite y reconoce el Tri- 
bunal Constitucional, parte Fundamental de  esa libertad 
de  enseñanza. La libertad de  enseñanza, senorías, es el 
tronco del árbol que plantaron los hombres que, a lo largo 
de  la Historia, se atrevieron a investigar, a pensar y a ex- 
presarse en libertad, según el dictamen de  su conciencia. 
Y la libertad d e  cátedra es una de  las raíces vitales que ali- 
mentan ese árbol y que, si se corta v se elimina, provocará 
la muerte d e  ese tronco d e  la libertad d e  ensenanza. 

Por otra parte. señorias, según la sentencia mencionada 
del Tribunal Constitucional. cuyo monopolio algunos se 
quieren atribuir para avalar, naturalmente, sus propias te- 
sis, la libertad de  cátedra se extiende a todo el personal 
docente, sea cual fuera el nivel d e  enseñanza y su carácter 
público o privado. Es una libertad a la que nuestra Consti- 
tución no pone límites derivados de  quién sea el dueno 

del centro. No varia su naturaleza, señorías, y contenido 
sustancial por el hecho de  afirmarse bien frente al Poder 
público, bien frente al particular. Porque no se puede ad- 
mitir la tesis de  que las libertades públicas tengan una va- 
riación sustancial en orden a si se ejercen en un ámbito 
público, en un ámbito relacionado con los Poderes públi- 
cos o e n  un ámbito relacionado con sectores privados. 

Como tiene establecido el Tribunal Constitucional, la l i -  
bertad d e  cátedra del profesor en los centros privados, te- 
niendo en cuenta, naturalmente, la definición del puesto 
docente por el nivel educativo y la existencia del ideario. 
la libertad de  cátedra del profesor en el centro privado es 
tan plena como la del profesor en los centros públicos y 
tiene los mismos contenidos de  orden positivo y de  orden 
nega tivo. 

Tiene un contenido negativo, que consiste en que se ha- 
bilita al docente para poder resistir cualquier mandato de  
dar a la enseñanza una orientación ideológica determina- 
da. Así, en el motivo 10, párrafo tercero, de  la sentencia 
del Tribunal Constitucional, se dice d e  una manera clara y 
contundente que la existencia de  un ideario, conocida por 
el profesor al incorporarse al centro o libremente acepta- 
da  cuando se dota d e  tal ideario después de  incorporarse 
al centro. no  le obliga, como es evidente, ni a convertirse 
en apologista del mismo ni a transformar su ensenanza en 
propaganda o adoctrinamiento ni a subordinar a ese idea- 
rio las exigencias que el rigor científico impone a su labor. 
porque el profesor, dice el Tribunal Constitucional. es l i -  
bre como prolesor en el ejercicio de  su actividad educati- 
va. De ello se deduce, senorias, que la llamada virtualidad 
limitante del ideario no puede tener el alcance que algu- 
nos quisieran darle de  autentica asfixia para la libertad 
del profesor. 

La libertad de  cátedra tiene también un contenido de  
orden positivo dentro de los centros privados d e  enseñan- 
za. Este contenido de  orden positivo consiste en la facul- 
tad del profesor para asumir v expresar ideas o conviccio- 
nes como profesional de  la enseñanza, en relación, natu- 
ralmente, no a su ideología particular, sino en mlación a 
la materia que imparte, así como el método de  exposición 
a utilizar. El profesor. señorias. ha de  responsabilizarse, 
como profesional, de  sus conocimientos y de  la pedagogía 
que utiliza para transmitirlos, porque esto constituye fun- 
damentalmente su deber. Como decia un liberal dcl siglo 
XIX, Gil de  Zárate, es preciso cultivar las ciencias por sólo 
el amor que se las tiene. Y eso es lo que tiene que hacer el 
profesor, cultivar las ciencias por sólo el amor que hay 
que tenerlas. Esto como primer deber como profesional. 

Asi como la sentencia del Tribunal Constitucional de- 
termina que el ideario o carácter propio tiene unos limi- 
tes que derivan del marco de  los principios constituciona- 
les. del respeto a los derechos fundamentales, del servicio 
a la verdad, a las exigencias de  la ciencia y d e  las restantes 
linalidades de  la educación mencionadas en el artículo 
27.2 de  la Constitución - q u e  dicho sea de  paso son preci- 
samente los mismos a las que se debe la libertad de cáte- 
dra-, pues bien, asi como el ideario tiene sus limites. no- 
sotros también reconocemos que la libertad d e  cátedra 
tiene los suyos propios. La libertad de  cátedra tiene un 
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marco, tiene un terreno de juego, unos límites que la 
Constitución establece fundamentalmente en el artículo 
20.4: *El respeto a los derechos reconocidos en  este Títu- 
l o ~  y .a la proteccionde la juventud y de la infanciau. 

Según el artículo 20.2 de la Constitución, el ejercicio de 
la libertad de cátedra uno puede restringirse mediante 
ningún tipo de censura previau. Pero de ello nosotros 
tampoco deducimos, naturalmente, que se trate de un de- 
recho ilimitado. Los limites de la libertad de cátedra, se- 
gún el planteamiento jurisprudencia1 que nos aporta la 
sentencia, derivan de que la libertad de cátedra ha de ade- 
cuarse al nivel de enseñanza propio del puesto docente. 
De esta manera, los planes de estudios, los contenidos, los 
medios pedagógicos tienen, naturalmente, una incidencia 
sobre el ejercicio de esta libertad. Por tanto, también hay 
que reconocer que el ejercicio de la libertad de cátedra 
tiene un estrechamiento acomodado a los niveles infcrio- 
res de la enseñanza y no puede convertirse tampoco en 
instrumento -también hay que reconoced- para ata- 
car al ideario o al carácter propio. 

Señorías, siendo el marco de ejercicio de la libertad de 
cátedra la propia Constitución, no puede pretenderse una 
subordinación expresa, directa o indirecta, de la libertad 
de cátedra al ideario o carácter propio del centro o al re- 
glamento de rkgimen interior, como propugnan algunos. 
Conviene recordar que la sentencia del Tribunal Constitu- 
cional, en su motivo 10. párrafo segundo, establece que la 
enseñanza, sobre todo en los niveles no universitarios, tie- 
ne ((exigencias propias que son incompatibles con una 
tendencia expansiva de cualquiera de estas dos liberta- 
desu, bien sea la libertad de cátedra o bien sea el ideario; 
lo que nos lleva a concluir a nosotros que la existencia del 
ideario ha de ser compatible con el respeto al contenido 
esencial del derecho a la libertad de cátedra, y ese conte- 
nido esencial del derecho a la libertad de cátedra -ya lo 
he mencionado anteriormente- en  las dos dimensiones 
que tiene: bien desde la perspectiva negativa, consistente 
en  la facultad de resistir órdenes o imposiciones para con- 
vertir al profesor en adoctrinador, bien en la dimensión 
positiva de la facultad del profesor a asumir condiciones y 
principios relacionados con la materia que imparte y el 
método para impartirla. 

Es necesario, por tanto, reiterar que la libertad de cáte- 
dra del docente del centro privado es tan plena como la 
del profesor del centro público, y esta plenitud va relacio- 
nada con el fin que, según el Tribunal Constitucional, ha 
de tener la libertad de cátedra dentro del sector privado: 
habilita al profesor fundamentalmente para desarrollar 
su actividad en los términos que considere más adecua- 
dos y que, con arreglo a su criterio serio y objetivo, no re- 
sulten contrarios a la actuación del resto de los derechos 
en el centro. 

Esta es, señorías, la auténtica dimensión de la libertad 
de cátedra en el sector privado de la enseñanza: autono- 
mía para desarrollar la actividad educativa con arreglo a 
criterios de objetividad. 

La regulación y los límites de esta libertad de cátedra se 
encuentran básicamente en la Constitución y en los dere- 
chos que ésta reconoce al resto de los agentes de la ense- 

ñanza. Por esto, nosotros estaríamos en la tesitura de ad- 
mitir el planteamiento que se ha hecho anteriormente por 
mi predecesor en el uso de la palabra, señor Durán, que 
ha hablado de su disposición a admitir una posible ade- 
cuación de la redacción que actualmente tiene el artículo 
3 . O  y que nosotros propondríamos como una enmienda 
t ransacc ional. 

Esta enmienda transaccional iría dirigida fundamental- 
mente a ubicar la referencia de la libertad de cátedra al 
respeto, pero al respeto que hay que establecer en el mar- 
co del articulo 21.4 de la Constitución donde se establece 
principalmente la limitación del ejercicio de la libertad de 
catedra, lo que nos lleva, naturalmente, a una referencia 
al marco constitucional donde se articula, precisamente, 
el conjunto de derechos que es preciso respetar. 

La libertad de cátedra, señorías, tiene este ámbito de ar- 
ticulación porque se trata de una libertad de carácter ins- 
titucional. Y es una libertad de carácter institucional no  
solamente porque haya sido regulada en el Capitulo se- 
gundo, Titulo 1, de la Constitución, este dotada de las ga- 
rantías que establece el artículo 53 y goce de la protección 
jurisdiccional de que la dota la Ley de Proteccion Juris- 
diccional de Derechos Fundamentales de 1978, sino tam- 
bién la libertad de cátedra es una libertad institucional 
porque está establecida, señorías, no  sólo en beneficio del 
propio profesor como individualidad, sino en beneficio de 
la propia función docente y, sobre todo, también e n  bene- 
ficio del pleno desarrollo de la personalidad del alumno, 
que está establecido en el articulo 27.2 de nuestra Consti- 
tución. No se trata, por tanto, de la libertad de cátedra en- 
tendida en una dimensión de mera libertad de expresión 
política individual, expresión de las ideas particulares del 
profesor: la libertad de cátedra tiene una dimensión insti- 
tucional porque, repito, no está establecida en beneficio 
exclusivo de la individualidad, sino en  beneficio de la fun- 
ción docente y en beneficio, también, de la formación de 
la personalidad de los alumnos. 

Acceder, señorías, al contenido de las enmiendas plan- 
teadas por el Grupo Popular y por otros Grupos Parla- 
mentarios seria ceder ante una consideración unilateral 
del carácter expansivo del ideario o del carácter propio, 
con subordinación y merma sustancial de la libertad de 
cátedra. 
No podemos olvidar, por otra parte, señorías, la reali- 

dad actual a la que me he referido anteriormente. Esa rea- 
lidad nos manifiesta fundamentalmente que, por un lado, 
existe una sobreprotección del ideario, y ahí lo tendria- 
mos regulado en parte en la Ley de Libertad Religiosa, 
aparte de la regulación que se contiene en este proyecto 
de Ley Orgánica del Derecho a la Educación, y, por otro 
lado, existe una situación de rninusvaloración de los dere- 
chos del profesor que arrastran, naturalmente, toda la he- 
rencia histórica de la desvalorización, del desprecio, de la 
desconsideración con que durante muchos y muchos 
años el profesor ha sido contemplado por parte de nues- 
tra legislación, bien en lo referido al sector público, bien 
en lo referido al sector privado. 

Precisamente por eso, porque existe esa descompensa- 
ción en la práctica, en la realidad, esa descompensación 
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tan importante entre el ejercicio de los derechos de una 
de las partes y el ejercicio del derecho por parte de  la otra 
sobre protección de los derechos del titular y la infrapro- 
tección por parte del profesor es por lo que, además, la 
realidad nos aporta un argumento más en beneficio de 
que se regule la libertad de cátedra de la manera que está 
prevista en el artículo 3." de este proyecto de Ley. Pero 
ello, naturalmente, sin saltar en ningún caso la normativa 
constitucional y sin salir del ámbito en que nos sitúa la re- 
gulación de la libertad de cátedra en el artículo 20 de 
nuestra Constitución. 

Por otro lado, el Grupo Parlamentario Socialista quiere 
también hacer constar que por parte del Tribunal Consti- 
tucional se ha manifestado de una manera clara en la sen- 
tencia la imposibilidad de establecer aprioristicamente 
una doctrina general que sirva de  marco para la delimita- 
ción exacta del alcance de las dos libertades considera- 
das. El Tribunal Constitucional ha llegado hasta un punto 
determinado; ha hecho un análisis del contenido de cada 
una de  las libertades, pero luego nadie puede encontrar 
ningún argumento para determinar cuál de esas dos liber- 
tades es la determinante, es la importante, es la predomi- 
nante. En ningún párrafo de la sentencia del Tribunal 
Constitucional se contiene el predominio del ideario o el 
carácter propio sobre la libertad de cátedra. Por eso pre- 
cisamente, y porque el Tribunal Constitucional reconoce 
la imposibilidad de  establecer aprioristicamente una doc- 
trina general, es por lo que serán los tribunales los que, 
estudiando caso por caso las cuestiones que se planteen, 
nos digan en cada situación cuándo ha habido o no viola- 
ción del carácter propio del centro, cuándo ha habido o 
no violación de la libertad de cátedra del profesor. Porque 
u a  priorin lo único que se puede establecer por cualquier 
doctrina -y eso es lo que establece la doctrina del Tribu- 
nal Constitucional- es que existen dos derechos en nues- 
tra Constitución, que son el derecho a la libertad de cáte- 
dra y el ideario, que se tienen que articular recíprocamen- 
te, pero que en ningún supuesto se puede determinar 
cuándo puede predominar uno y cuándo puede predomi- 
nar otro. Es el caso concreto el que nos dirá en la corres- 
pondiente sentencia cuál es el derecho que está violado y 
cuál es el derecho que debe ser restablecido. 

No podemos consentir, señorias, consagrar ((a priori. el 
predominio de una de las dos libertades, y menos hacerlo 
con olvido del papel relevante que el profesor tiene en el 
hecho educativo. Como decía Luzuriaga, recogiendo una 
frase muy querida para Ciner de  los Ríos, d e  todos los fac- 
tores que intervienen en la educación, el más importante 
es el profesor. Son muy importantes los edificios, son muy 
importantes los programas, pero lo más importante, natu- 
ralmente, es el profesor. De ahí, señorías, la trascendencia 
que tiene el dotar al profesor de un «status* social y jurí- 
dico, de  una articulación, de  una preservación, de  un ám- 
bit0 de derechos que le permitan pensar autónomamente 
y desarrollar su función de  acuerdo con los principios que 
le dicte su conciencia y el recto conocimiento de la ver- 
dad y de  la ciencia. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que vaya terminando, 
señor Mayoral. 

El señor MAYORAL CORTES: Tampoco se puede acep- 
tar -y termino con esto, señorías- que el carácter limi- 
tante que algunos quieren dar al ideario alcance, ilegíti- 
mamente, también a la vida privada de los profesores. 
Porque para algunos no se trataría de que el profesor so- 
lamente fuera propagandista del ideario dentro del cen- 
tro, sino también fuera del centro, adaptando su conducta 
a las particulares exigencias derivadas de una ideología 
particular. De admitirse tal pretensión, señorias, estaría- 
mos ante una situación en la cual se ha hecho una exten- 
sión de  la relación de servicios laborales a las actividades 
particulares de los individuos. Sería abrir un  nuevo capi- 
tulo a las posibilidades de despido y sería un instrumento 
más que establecería unas coacciones inadecuadas para 
la actuación del profesor. Si por parte de alguno se siguie- 
ra entendiendo que esto es posible, que se puede minimi- 
zar la libertad de cátedra de la manera que se plantea, no- 
sotros consideramos más lógico que se pida la supresión 
del artículo 20.1, c), de la Constitución, camino más lógico 
que buscar distintos instrumentos por distintas vías para 
su reducción al mínimo. 

En cuanto a los socialistas, defenderemos la existencia 
de la libertad de cátedra y no consentiremos. de ninguna 
manera, su falseamiento. Estimarnos que si cada cual hace 
un correcto uso de  su derecho, teniendo en cuenta el rcs- 
peto a la Ley y a los derechos de los demás, que son el fun- 
damento del orden político y de la paz social, no habrá ni 
despidos ideológicos ni desprecio a las convicciones de 
los titulares por parte de los profesores. Nosotros estima- 
mos, señorías, que en este proyecto de Ley se establecen 
las bases para que ello sea posible. 

Por otra parte, existen Leyes y disposiciones comple- 
mentarias que establecen las garantías jurisdiccionales 
para la defensa de  los derechos de  cada cual, bien de la li-  
bertad de cátedra del profesor, bien de la libertad de en- 
señanza reconocida al titular del centro. 

Estimamos, señorías, que, reconocidas por las Leyes las 
garantías jurisdiccionales, lo único que nos resta es que la 
tolerancia de  todos ponga lo que es necesario para que la 
articulación recíproca entre estos dos derechos sea una 
realidad y e n  los centros n o  se desarrolle una guerra de  
todos contra todos, sino un respeto mutuo entre ambas l i -  
bertades. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Mayoral. 
Ruego a SS. SS. que se ajusten al tiempo indicado. En 

todo caso, la Presidencia, que ha sido flexible en la prime- 
ra intervención, no lo va a ser en la réplica. Por consi- 
guiente, tendrán cinco minutos cada uno  para la réplica. 

Tiene la palabra el señor Alzaga. 

El señor ALZACA VILLAAMIL: Señor Presidente, para 

A los oídos de nuestro Grupo Parlamentario no ha que- . 
una cuestión de orden. 

dado totalmente claro si se ha presentado o no una en- 
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mienda transaccional. En caso afirmativo, ¿cuál es su te- 
nor literal? No sé si la Presidencia nos lo puede aclarar. 

El señor PRESIDENTE El Presidente, que tiene buen 

Tiene la palabra el señor Mayoral. 
oido como el señor Alzaga, tampoco ha oído nada. 

El señor MAYORAL CORTES Si, señor Presidente. Y o  
he hecho en  mi intervención una referencia a la prcsenta- 
ción d e  esta enmienda transaccional. 

Si el señor Presidente lo permite estaría dispuesto a 
leerla, como lo solicita el señor Alzaga. 

El señor PRESIDENTE: Puede hacerlo. 

El señor MAYORAL CORTES: La enmienda transaccio- 
nal al artículo 3." tendría la siguiente redacción: QLOS pro- 
fesores, en el marco de la Constitución...)). Y el resto seria 
similar al contenido del dictamen d e  la Comisión. 

El señor PRESIDENTE Les ruego traigan la enmienda 
transaccional a la Mesa, por favor. 

En todo caso, las enmiendas transaccionales no  tienen 
estado parlamentario hasta que no  se leen o no se presen- 
tan. 

La enmienda transaccional presentada dice: «Los profe- 
sores, en  el marco de  la Constitución ... .. El resto, similar 
al dictamen d e  la Comisión. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: ¿Donde empalma exac- 
tamente? 

El señor PRESIDENTE El dictamen dice: QLOS profeso- 
res, dentro del respeto a la Constitución ..... Y ahora dice: 
.Los profesores, en el marco de  la Constitución ... *. Se sus- 
tituye, por consiguiente, *dentro del respeto a la Constitu- 
ción. por aen el marco de  la Constitución». 

El señor MAYORAL CORTES: Se suprime la referencia 
a las Leyes quedaría, simplemente: Q... en el marco d e  la 
Constitución...*, y a continuación: «... tienen garantizada la 
libertad d e  cátedra ...B. Se suprimen las Leyes. 

El señor PRESIDENTE: Se suprime también: u... dentro 
del respeto a la Constitución ... * y se pone: Q... e n  el marco 
d e  la Constitución ... n. 

La enmienda transaccional entiendo que dice lo si- 
guiente: «Los profesores, en el marco d e  la Constitución, 
tienen garantizada la libertad de  cátedra. Su ejercicio se 
orientará a la realización d e  los fines educativos, d e  con- 
formidad con los principios establecidos en esta Ley*. 

Respecto a qué enmienda es, ¿la transaccional, señor 
Mayoral? 

El señor MAYORAL CORTES: Respecto a la enmienda 
número 237; me parece que se menciona en el documento 
que les he pasado. 

El señor PRESIDENTE: Sí, efectivamente, respecto a la 
enmienda número 237, d e  Minoría Catalana. 

Señor Durán, presentada esta enmienda transaccional, 
iretira su Grupo Parlamentario la enmienda número 237? 

El señor DURAN LLEIDA: Si, aceptamos esta enmienda 
transaccional, y quisiera hacer una consideración ... 

El senor PRESIDENTE: En este momento solamente 
tiene que contestar a la pregunta; luego tiene usted, en la 
réplica, posibilidad de hacer las manifestaciones d e  todo 
tipo que considere oportunas. 

¿Algún Grupo Parlamentario se opone a la tramitación 
d e  esta enmienda transaccional? 

El senor ALZAGA VILLAAMIL: Si, señor Presidente, 
porque entendemos que no se transa nada y que empeo- 
ra... 

El señor PRESIDENTE: En este momento simplemente 
tiene que contestar a la pregunta. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Ratificamos nuestra 
oposición, por las razones que esperamos poder exponer 
en su momento. 

El señor PRESIDENTE: Ahora le daré la palabra para 

Tiene la palabra el señor Martín Toval. 
ello, señor Alzaga. (El  senor Marríri Tova1 pide la palabra.) 

El señor MARTIN TOVAL Para una cuestión de  orden, 
señor Presidente. 

Nosotros entendemos que en este trámite lo que corres- 
pondía a cada Grupo era aceptar o n o  a trámite esta en- 
mienda. Toda vez que la transacción no era con el Grupo 
Popular, sino con la Minoría Catalana, y como parece que 
el Grupo Popular se niega a su tramitación, mi Grupo 
quiere dejar constancia de  que en otro trámite legislativo 
d e  esta Lev se intentará que ese texto se fije en ella. 

El señor PRESIDENTE No es el momento. 

El señor MARTlN TOVAL Hace referencia a la cues- 
t ión,  y, en todo caso, ya lo he dicho. 

El señor PRESIDENTE: Sikntese, por favor. La próxima 
vez n o  daré la palabra más que para cuestiones d e  orden 
autCnticas, señor Martin Toval. 

Al oponerse el Grupo Parlamentario Popular a la discu- 
sión y tramitación de  esta enmienda transaccional, no se 
admite a trámite la misma, d e  acuerdo con el Reglamento. 

Para réplica tiene la palabra el señor Alzaga. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Y o  me atrevería, sefior 
Presidente. a rogar de  su acreditada benevolencia ... (Mur- 
inullor.) 

El señor PRESIDENTE Un momento, señor Alzaga. 
Ruego silencio a SS. SS.  
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El señor ALZAGA VILLAAMIL Decía, señor Presidente, 
que apelaba a su acreditada benevolencia y buen sentido, 
porque la importancia de la cuestión, la extensión de la 
exposición del señor Mayoral y el hecho de aparecer una 
enmienda transaccional cuya oposición a su tramitación 
tenemos de alguna forma que explicar, es algo que, aun 
haciendo alardes de síntesis, nos parece difícilmente resu- 
mible en cinco minutos. Pero voy a intentar ser muy bre- 

Señor Mayoral, a nosotros no nos parece buen camino 
venir a traer a colación ciertas vulneraciones de la liber- 
tad de cátedra, que realmente lamentamos tanto o más 
que cualquiera de los Diputados del Grupo mayoritario, 
porque realmente esas situaciones están, afortunadamen- 
te, superadas en nuestra Patria y no tiene ninguna rela- 
ción con la realidad que esta Ley viene a normar. (Un se- 
tior Diputado pronuncia palabras que no se perciben.) 

ve. 

El señor PRESIDENTE: ¡Señor Diputado! 

El scñor ALZAGA VILLAAMIL Y puestos a referirnos a 
esas situaciones históricas podía muy bien haber empeza- 
do S .  S .  por la Universidad de Cervera, que dejó sentado 
aquello de .lejos de nosotros la funesta manía de pensaru. 
Podría haber visto que, cuando se discutió en esta Cámara 
la LOECE, éste Diputado, que tiene el honor de dirigirse 
en este momento a SS. SS.. lamentó públicamente las limi- 
taciones que en su dia sufrieron en nuestra Patria los pro- 
fesores de la Institución Libre de Enseñanza, y yo no que- 
rría seguirme adentrando en análisis históricos, porque 
ese es mal camino. Ese es u n  camino que nos llevaría de 
nuevo a traer a colación citas como la que, por ejemplo, 
traje en el debate de totalidad, de don Rodolfo Llopis, v 
que no estaba tomada de mi invención, sino de la obra 
a L a  revolución en la escuela. Dos años en la Dirección Ge- 
neral de Primera Enseñanza.. Madrid, Ediciones Aguilar, 
1933 (página 233), para la debida ilustración del señor Mi- 
nistro. Pero espero que ni la mayoría que sustenta al Go- 
bierno ni esta oposición quieran hoy acantonarse en posi- 
ciones periclitadas. 

Actualmente hay ya una realidad docente a todos los ni- 
veles en España infinitamente más libre que la del siglo 
pasado o principios de éste. infinitamente mejor desde 
cualquier óptica, incluida la de la calidad, y es desde ella 
desde la que, sin demagogias, debemos intentar dar un 
paso adelante y no hablar de resolver problemas supera- 
dos, como el de la escolarización. que se está trayendo a 
colación y que está resuelto en la práctica desde 1979, o 
éste que también está resuelto en la práctica en  España: 
me refiero a la libertad de la docencia, respetado en la en- 
señanza universitaria desde 1886, como mínimo. según to- 
dos los autores. 

Señor Mayoral, n o  me parece que exista el riesgo, ni in- 
mediato ni real, que S. S. ha mencionado cuando traia a 
colación una referencia de *El Pais. respecto a una carta 
de una profesora el año 1980, o una información del dia- 
rio .Ya*, en 1982, sobre un despido nulo. y otra informa- 
ción de 1983 referente a una profesora que no nos ha di- 
cho si acabó siendo despedida o no, o qué dijo en su caso 

la Magistratura. En todo caso, es mal mecanismo de racio- 
cinio la elevación de la anécdota a la categoría. 

Lo que yo puedo decir es que no hay problemática ge- 
neralizada de extensión del ideario, más allá de sus justos 
términos, contra la libertad docente. Esto es asi porque, 
entre otras cosas, no hay una realidad de recursos de am- 
paro interpuestos sobre esta materia ante el Tribunal 
Constitucional para proteger, como podría ser el caso, los 
derechos vulnerados por esos excesos en la aplicación del 
ideario respecto de la libertad docente de que son titula- 
res los profesores. Cítense, si no, cuáles son tales recursos 
de amparo. 

Pero en todos los países, señor Mayoral, hay, entre las li- 
bertades que son colindantes, problemas de estos tipos, 
problemas marginales, que, como es natural, deben ir a 
los Tribunales, según señalaba yo ayer, y deben ser resuel- 
tos allí. Es lo cierto que tanto la jurisprudencia francesa 
como la italiana, que he tenido ocasión de repasar estos 
dias atrás y que ahora no  puedo citar con detalle, vienen 
resolviendo en la mayor parte de los casos estos conflictos 
a favor de los titulares de los centros privados, porque, al 
parecer, al menos en esos paises. hay más excesos de una 
parte que de otra. 

En cualquier caso, el argumento simplista -permítame, 
señor Mayoral, que se lo diga- de que lo importante en la 
docencia es el profesor, olvida, cuando menos, que en la 
docencia hay u n  factor no menos importante, que es el 
alumno, y yo, como profesor, he tenido siempre la convic- 
ción, que no creo errónea, de que yo estaba al servicio de 
la educación de los escolares, no que los escolares esta- 
ban al servicio de mi libertad de cátedra. (El señor DIAZ- 
PINES MVÑOZ: ¡Muy bien!) Me parece, señor Mayoral, que 
hay algo de doctrinarismo en su exposición. Me parece 
preocupante ese desprecio al derecho, en nombre de la 
realidad, que he creído ver en sus palabras: derecho y rea- 
lidad no son excluventes, v menos en un Estado de Dere- 
cho como lo es el nuestro, por imperativo del articulo 1.0 
de la Constitución. 
Yo diria que no se puede hablar de que aquí se está in- 

tentando defender, pura y llanamente, una libertad de 
empresa dura y una libertad de despido. La flexibilización 
de plantillas la han defendido, señor Mavoral, otras perso- 
nas, no yo, y la han defendido personas que se sientan en 
el banco azul, incluso en la cabecera del banco azul, ha- 
blando con empresarios alemanes. 

Vavamos a la cuestión. La cuestión es la libertad de cá- 
tedra. No vamos a entrar en el debate doctrinal. que es 
muy complejo y sobre el cual no han recaído conclusiones 
indiscutidas de si es una libertad personal o institucional, 
porque, además, nada cambia, en cuanto a su conexión, 
con el resto de la libertad de ensenanza. El hecho es que 
lo que intentan nuestras enmiendas es introducir el respe- 
to pleno a las fórmulas declaradas por el Tribunal Consti- 
tucional. No se puede decir a estas alturas, señor Mayoral, 
que el artículo 16.2 de la Constitución afirma que nadie 
puede ser obligado a declarar sobre su ideología, religión 
o creencias y que la presencia del ideario vulnera esto, 
porque eso mismo afirmaron los Senadores socialistas 
que recurrieron la LOECE, y se encargó el Tribunal Cons- 
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titucional en dejar sentado que no había tal contraven- 
ción del artículo 16. El Tribunal Constitucional habla de 
virtualidad limitante, y cuando S. S. aludía a quienes nos 
hablan de la condición limitante del ideario, esos quiénes 
son los Jueces del Tribunal Constitucional. 

Sus citas a la sentencia del Tribunal Constitucional, bre- 
ves, cortas, extraídas de contexto, si no me falla la memo- 
ria, son todas ellas de párrafos, de expresiones que y o  re- 
cogi en el resumen que hice, con la mayor objetividad PO- 
sible, de la tesis sostenida en su célebre sentencia por el 
Tribunal Constitucional, pero, evidentemente, sus citas 01- 
vidan aspectos capitales del fallo y de la doctrina sentada 
por el Tribunal Constitucional. 

Nosotros no  queremos asfixiar -lo deciamos ayer y lo 
repetimos hoy, sin ambages- la libertad de cátedra con 
la libertad de enseñanza, y afirmar lo contrario es practi- 
car el rnaniqueísmo, es inventarse el maniqueo para facili- 
tar el vapuleo. 

Nosotros, señor Mayoral, no estamos asumiendo posi- 
ciones radicales ni posiciones que vayan contra la liber- 
tad de cátedra que hay que reconocer a los docentes. No- 
sotros tan sólo decimos que se aplique por entero, que se 
recoja en esta Ley la tesis del Tribunal Constitucional en 
cuanto que esa libertad se practica en un centro, se practi- 
ca dentro de un puesto docente y, por tanto, con-tos Iírni- 
tes inherentes a las características de ese centro docente. 
Yo terminaría por decir, porque estoy excediéndome en 

el tiempo, que para nosotros, señor Presidente, esta es 
una cuesti6n d e  libertad, ésta es un cuestión de pluralis- 
mo. Para nosotros, el ideario es el sentido del centro. De- 
cía doña Gimena Menéndez Pida1 - q u e  bien se merece 
que se le tribute aunque sea este modesto homenaje- 
que, así como en una familia se acercan en amistad los 
que siente con ella concordancia, el espíritu de una insti- 
tución es el que atrae a las personas por un deseo de com- 
partirlo. Luego será, en el laborar de cada hora, cuando el 
arte de hacer se les irá comunicando; ahí la transmisión 
del espíritu educativo. 

Una institución de ensefianza tiene un espíritu educati- 
vo con el que se compenetran lor profesores y que se 
debe respetar sin entrar en el panegirisrno, y así tendre- 
mos pluralismo educativo, según quiere la Conrtitución. 

También quiero decir unas palabras sobre por qub no 
nos oponemos arbitrariamente a esa enmienda que se ha 
presentado como transaccional. Yo diría que, por princi- 
pio, no nos vamos a oponer a las enmiendas transacciona- 
les que tenga a bien presentarnos la mayoría en el debate 
de Pleno de esta Cámara. Esperamos, incluso, algunas 
más sustanciosas, y, a este rerpecto, nos llegan noticias de 
alguna enmienda, por ejemplo, una vertida al artículo 50, 
que creemos que, si bien en los términos la podremos ... 

El sefior PRESIDENTE Aténgase a la cuestión, señor Al- 
zaga. 

El señor A U A G A  VILLAAMIL Gracias, señor Presiden- 
te; lo voy a hacer como S. S. me ordena. 

Por lo que se refiere a la enmienda que ha sido presen- 
tada, nosotros entendemos que es una enmienda que ni si- 

quiera cumple ciertos mínimos, rino que, en térmlnos ae- 
ronáuticos, está bajo mínimos, y lo ertá porque no incluye 
ninguna referencia al respecto del carácter proplo del 
centro y lo que se hace es limitar lo que ya re dlce, de que 
el profesor debe respetar la Constitución y las Leyec, Ilml. 
tarlo a lo primero, a que respete tan 8610 la Constltuclón; 
y el articulo 9.0, 1, de nuetra Constitución afirma que lor 
ciudadanos y los Poderes públicos están suletos a la Cona. 
titución y al resto del ordenamiento jurídico, Pero er que 
el artículo 20.4 de la Constitución, en el que so habla de la 
libertad de ensefianza v que ha lefdo S. S. olviddndore un 
inciso, dice: aEstas libertades tienen su límite en el rerpo- 
to a los derechos reconocidos en este Título*. Hacta ahí 
leía S.S., pero es que hay una coma, y, a continuación, 
dice: -en los preceptos de las L x y e ~  que lo desarrollan.. 
Consiguientemente, el profesor debe respetar la Conotltu. 
ción, debe respetar los derechos reconocldoc en eoe Títus 
lo, que están en la Constitución, y los precepto0 de lao 
Leyes que lo desarrollan y, en conrecuencla, la referencia 
a las Leyes, que venia en el informe de la Ponencia, en el 
dictamen de la Comisi6n y en la totalidad de lar enmien. 
das presentadas por todos los Grupos, es correcta y B ~ I  
constitucional. Lo que se trata es de que, adomir de res. 
petar la Constitucich, hay que respetar el desarrollo nor- 
mativo 16glco de esa Constitucibn, y en ese terreno del de: 
sarrollo constituclonal es en el que, como ha declarado el 
Tribunal Constitucional, tiene rentído el rtspeto al carác. 
ter propio del centro. 

Señor Presidente, muchas gracias por su bondad; le BU. 

giero, incluso, que me descuente el tiempo de algunno de 
mis próximas intervenciones. 

El señor PRESIDENTE: No será necerario, refior Alzagr. 
Muchas gracias. 

El señor Aguirre tiene la palabra. Aunque sea samintico 
decirlo en este debate, por un tiempo máximo de cinco 
minutos. (Risas.) 

El señor ACUIRRE KEREXETA: Graclar, rcfior Preni- 
dente. Intentaremos sincroniiar los tiempos, 

Seiior Mayoral, muy buenos dlar: Yo me alogro de que 
los servicios de documentaci6n del Grupo Parlamontnria 
Socialista funcionen tan bien. Lástima que se utilicen tan 
mal pnra hacer Leyes. Porque, hablando de clrcularcr, no 
hace falta remontarse al siglo XIX; podríamos hablar de 
una que, según tengo cntendldo, por la Prensa, el sefisr 
Ministro, aquí presente, ha enviado a lor prdres, y #B dlce 
que a todos los padres de todos los ccntror. Yo, como pos 
dre de tres alumnos, aunque, no Ir he recibido, me hubie. 
ra gustado tenerla a la altura de erte debate prrr, tal VBZ, 
comentarla o, al menos, conocerla en 01 momento que 
proceda. Supongo que estará en cara cuando vurlvr y 
que, cuando estos debates terminen, podrcmor doloitar. 
nos con Ira promesas que en ella se hacen y que luego re- 
sulta que son tan dlfíclloi do cumplir. 

Señor representante del Grupo Piirlrmenirrle Sociallo. 
ta, aquí no se ha cuestionado la libertad de citodrr, al mor 
nos por nuestro Grupo, y creo que por ninguno, b únka 
cuestión que se ha hecho de ese derecho me da Ir lmpru- 
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sión de  que ha venido por escaños de  la izquierda, y me 
refiero a la izquierda física. No somos nosotros, lea usted 
las actas de  la sesión d e  ayer, quienes abogamos -y lo 
dije expresamente- por la sumisión, por la adhesión y 
por la comunión entre la libertad d e  cátedra y el derecho 
del profesor con el derecho al ideario. Y no me refiero 
sólo al contenido de  la defensa que ayer mismo hicimos, 
sino que me refiero a experiencias acumuladas por lo me- 
nos durante cincuenta años d e  historia. Estudie usted, 
como ayer se lo decia el señor Ministro, la génesis, el desa- 
rrollo, los contenidos y la libertad de  cátedra utilihdos a 
través del sistema de  las aikastolasm y ahí verá usted que, 
mucho antes de  preocuparse por hacer Leyes similares a 
las que ahora estamos intentando que se apliquen, veni- 
mos ya nosotros aplicando, dentro d e  modelo d e  las nikas- 
tolasn, la libertad de cátedra, perfectamente compatible, 
además (Rrrmores.), señores Diputados. con el ideario su- 
byacente en ese fenómeno docente. Hasta ahi no nos in- 
ventamos nada; lleva bastante más años y meses que el 
Partido Socialista en el Poder. 

Habla usted, señor Mayoral, de  la obligación o, casi di- 
ría yo, del ideal de  colocar la libertad d e  cátedra supedita- 
da  al cultivo de  la ciencia, como garantía precisamente de  
esa libertad. Por supuesto, y ahí van a encontrar el gran 
escollo. Ahí puede estar, con el mayor d e  los respetos ha- 
cia los cuerpos docentes, el quid de  la cuestión. Me da  la 
impresión de  que su declaración es una declaración de  
buenas intenciones, que va a poder desarrollarse mínima- 
mente e n  estos niveles educativos n o  universitarios, por- 
que usted conoce de  sobra cuál es la calificación Científica 
d e  los cuerpos docentes, repito que con el mayor de  los 
respetos hacia los cuerpos docentes. Su usted tiene hijos 
en una escuela, pública o privada, habrá visto también el 
nivel d e  calidad profesional que d e  ahí se ha podido cole- 
gir. Si usted es profesor universitario, como lo son el se- 
ñor Beviá, el señor Alzaga y otros muchos Diputados de 
esta Cámara, habrá podido comprobar cuál es el nivel d e  
calidad cientifica d e  las nuevas promociones, de  los nue- 
vos alumnos que nos vienen en los últimos cinco anos. ¿Y 
ustedes van a cambiar, con la libertad d e  cátedra precisa- 
mente, el nivel d e  preparación científica? ¡Ojalá!, pero lo 
dudo mucho, y posiblemente en alguna otra legislatura, 
en la que las fuerzas se inviertan, podamos seguir hablan- 
d o  de  la cuestión. Yo, al menos, espero seguir hablando: 
no sé si el señor Ministro seguirá estando aquí, ni tampo- 
co  usted. 

Pero d e  esa profesionalidad científica todavía queda 
mucho que hacer, y queda mucho que hacer, entre otras 
cuestiones, porque el sistema de  campos cerrados, el sis- 
tema tapón, que se ha introducido para el acceso al profe- 
sorado, tanto en niveles no  universitarios como en niveles 
universitarios, setior Ministro, con la LRU, va a imposibili- 
tar el acceso d e  los jóvenes investigadores a la docencia, y 
aquí tenemos una pescadilla que se está mordiendo la 
cola. Esto no se salva con buenas intenciones, se salva con 
la realidad de  la aplicación y la constatación sociológica, 
incluso, de  cuáles son las coordenadas de  partida d e  la si- 
tuación. No podemos hacer tabla rasa de  la situación del 
profesorado; no podemos hacer -tal vez convendría ha- 

cerlo- tabla rasa d e  su cuestión científica, y hablar de  la 
libertad de  cátedra como asentada en  el carácter cientifi- 
co de  los niveles no universitarios, con todos los respetos, 
es una utopía. Hoy por hoy, en Europa occidental es una 
utopía, y en un país mediterráneo, como el Estado espa- 
ñol, es una utopía elevada al cuadrado. 

Nos ha presentado usted, por fin, una enmienda tran- 
saccional. Yo ayer o anteayer barrunté que aquí las cosas 
empezaban a cambiar; no sé por qué, pero cambiaban. 
Pero esa enmienda transaccional, señor Presidente, no  so- 
luciona nada, deja las cosas, incluso, peor d e  lo que están. 
Porque, en definitiva, iqué  pasa con el artículo 10 de  la 
Constitución? Estará asumido, por supuesto, pero el res- 
peto a las Leyes del texto original entraña también un res- 
peto a los Estatutos d e  Autonomía, que son Leyes y que 
ustedes ahora, con el apoyo, quizá de  otros Grupos, pre- 
tenden eliminar del texto. Y eliminar los Estatutos d e  Au- 
tonomía. yo  desde luego no soy partidario de  hacerlo. 

Gracias, señor Presidente. Creo que me quedan todavía 
seis segundos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Aguirre. 
Tiene la palabra el señor Durán. 

El señor DURAN LLEIDA: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, es evidente que la referencia hecha a 
que la supresión d e  las Leyes puede suponer, entre otras 
cosas, la posibilidad d e  no  aceptación d e  los Estatutos d e  
autonomía. Pero los Estatutos de  autonomía derivan del 
Título VI11 de  la Constitución espanola y sigue habiendo 
una expresa referencia al marco de  la Constitución espa- 
ñola. 

En mi intervención, concretamente en nombre del Gru- 
PO Parlamentario de  Minoría Catalana, ha quedado bien 
clara cuál había sido la posición de  este Grupo Parlamen- 
tario a lo largo de  la Ley. Partíamos d e  una total discre- 
pancia con la Ley, discrepancia profunda que todavía hoy 
se mantiene con muchos de  los apartados y d e  los articu- 
los de  este proyecto de  Ley, pero éramos conscientes -y, 
afortunadamente, con elogios se nos decía ayer que posi- 
bilistas- d e  que una Ley que inicialmente, en este caso, 
va con criterio subjetivo, era a nuestro entender una Ley 
mala, se está convirtiendo en una Ley menos mala, y en 
este proceso de  conversión, evidentemente, había dos ac- 
titudes: una actitud -no tengo por qué-razonar ni expli- 
car otras actitudes, pero si la d e  Minoría Catalana- d e  in- 
tentar modificar, no para conseguir el pacto escolar que, 
claro está, ha sido imposible por muchas y variadas razo- 
nes, pero si, como mínimo, garantizar unas normas míni- 
mas d e  convivencia escolar, que no solamente las plantea 
Minoría Catalana como Grupo Parlamentrio sino que hay 
quien decia en el debate d e  totalidad en el Pleno que re- 
presentaban determinados intereses, y estos determina- 
dos intereses que representa Minoría Catalana en el terre- 
no de  la enseñanza también convienen en que es bueno y 
es positivo convertir esta LODE -inicialmente no acepta- 
da y todavía no aceptada hoy por nosotros- en una Ley 
menos mala. 

En este proceso de posibilidades, Minoría Catalana ha 
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hecho lo que creia oportuno con el aval. o como quieran 
llamarlo, en estos sectores a los cuales intentamos repre- 
sentar dignamente. 

Algunas d e  las referencias iniciales que ha hecho el se- 
ñor Mayoral en cuanto a los diferentes supuestos que él 
explicitó por lo que respecta a los conflictos del ideario y 
de  la libertad de  cátedra, creo que tampoco han sido exce- 
sivamente afortunados. Estoy de  acuerdo -y lo dije en mi 
intervención, no sólo hoy, sino en Comisión- en que se 
trata de  dos derechos separados, la libertad d e  cátedra, y 
así lo contempla el  Tribunal Constitucional en su senten- 
cia interpretativa y, por otra, «carácter propio), o .idea- 
rion. El ideario no es el término que se recoge, pero como 
el Tribunal Constitucional equipara ambos términos, de  
hecho ya está recogido también en el actual proyecto d e  
Ley dictaminado en Comisión. 

El señor Alzaga se ha referido a que para nosotros no es 
el objetivo principal, el elemento fundamental de  la edu- 
cación. el profesor, sino que, evidentemente, el alumno 
tiene mucho que decir en este sentido, resaltando la im- 
portancia del alumno en todo el proceso educativo. 

iCuáI ha sido en todo caso el criterio para que Minoria 
Catalana aceptara concretamente la enmienda transaccio- 
nal? Iba a decir antes, cuando, lógicamente, de  acuerdo 
con el Reglamento, el señor Presidente me corrigió al que- 
rer hacer uso de  la palabra, que nosotros aceptábamos 
esta enmienda transaccional, a pesar d e  no ser nuestra en- 
mienda -puesto que las enmiendas que hemos presenta- 
d o  a este articulo hablan del respeto al carácter propi- 
porque creíamos que, dentro de  esta posibilidad, era posi- 
t ivo el hecho de  que la norma fuera elevada a carácter de  
principio, el hecho de que n o  se hablara simplemente de  
«respeto a la Constitución. sólo sino «en el marco de  la 
Cons t i  tucibn U. 

En efecto. el :ii.ticulo 27 de  la Constitución habla de  los 
derechos de  enseñanza y hay una sentencia que entra 
dentro de  este marco d e  la Constitución, cuya sentencia 
ha interpretado estos derechos del articulo 27, ha inter- 
pretado la libertad de  cátedra y que ha interpretado el ca- 
rácter propio del centro. Y aquí viene mi explicitación, 
por cuanto tiene d e  importante el elemento interpretativo 
- c o m o  el propio Tribunal Constitucional dice y en estos 
debates parlamentarios se puede afirmar- por parte d e  
nuestro Grupo Parlamentario: que entendemos que esta 
referencia, según he creído entender al ponente socialista, 
en el marco constitucional quiere decir que se está ha- 
blando d e  la libertad d e  cátedra contemplada en el articu- 
lo 2O.l.c). de  la Constitución, con la propia limitación al 
artículo 20.4 d e  la misma cuando dice que estas libertades 
tendrán como limite los derechos establecidos en ese Ti- 
tufo, y e n  ese Titulo consta el artículo 27 en el que se regu- 
la el derecho fundamental d e  la enseñanza. Este articulo 
27, que es el límite d e  la libertad de  cátedra d e  acuerdo 
con este marco d e  la Constitución que establecería a par- 
tir de  ahora esta enmienda transaccional, ha tenido una 
interpretación constitucional, a la que todos hemos hecho 
referencia, en la sentencia del 13 de  febrero de  1982, que 
deja situado lo que es la libertad de  cátedra y lo que es el 
carácter propio o ideario. 

Respetamos el hecho de  que creo que en esta legislatu- 
ra, por primera vez, a juzgar por lo que me decían mis 
compañeros d e  anteriores legislaturas, en un tema h n d a -  
mental no se permite, por razones de  procedimiento o d e  
contenido, el que prospere una enmineda transaccional. 
Nosotros ahora mantenemos nuestra enmienda y solicita- 
mos del Grupo Socialista que la presente en el Senado. 
Nosotros seguiremos manteniendo nuestras enmiendas y 
seguiremos haciendo un esfuerzo para mejorar la Ley. 
Creemos que se está obstaculizando, no el pacto escolar, 
que ya he dicho que había sido imposible por muchos fac- 
tores, sino la obtención de  estas normas minimas de  con-  
vivencia escolar. y lo lamentamos porque nosotros cree- 
mos que, aunque no era ni mucho menos un paso definiti- 
vo, si era un paso importante. 

Insisto que este artículo 3.0 de  la Ley Orgánica del Dere- 
cho a la Educación debia remitir el marco general de la 
Constitución, y que, remitiendo al marco general de  la 
Constitución, estábamos haciendo una limitación de  la I i -  
bertad d e  cátedra de  acuerdo con la interpretación que el 
Tribunal Constitucional hace del articulo 27 sobre los de- 
rechos fundamentales en materia de  enseñanza. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Durán. 
Tiene la palabra el señor Mayoral. 

El señor MAYORAL CORTES: Señor Presidente, seño- 
rías, al hacer uso de  la palabra otra vez debo lamentar, 
una vez más, que el debate sobre la libertad de  cátedra se 

haya convertido en el debate sobre los limites de la liber- 
tad de  cátedra y el alcance del ideario. Yo creo que este 
proyecto de  Ley tiene un articulo en el que se regula el ca- 
rácter propio, o lo que algunos llaman el ideario del cen- 
tro, y que alli tendríamos ocasión de  debatir en prohindi- 
dad la cuestión del ideario. 

Señor Alzaga, cuando yo me he  referido a los casos de  
vulneración no me he referido a casos que estén supera- 
dos. Desgraciadamente, no es una situación histórica, que 
n o  esté superada por la realidad. Y o  he hecho referencia a 
tres casos recogidos por la Prensa durante 1980, 1982 y 
1983. pero podría haber traído muchos más. Por desgra- 
cia, no se trata, ni mucho menos, de un caso de carácter 
histórico o superado, lo cual no  quiere decir que sean 
unos casos que estén excesivamente extendidos; tampoco 
es que se trate d e  una práctica que siga la mayor parte d e  
los titulares d e  los centros. En absoluto. En ningún mo- 
mento lo he dicho yo. En todo caso se trata d e  un peligro 
que está ahi y al que nosotros, como legisladores, tenemos 
que acudir e n  busca de  las soluciones adecuadas para 
ello. 

N o  es suficiente, señor Alzaga, con que las Leyes esta- 
blezcan el recurso d e  amparo u otros instrumentos juris- 
diccionales, que todos conocemos, desgraciadamente, los 
profesores, porque no han sido suficientemente informa- 
dos o porque no tienen q u i d  todavía, en razón a la dimen- 
sión cultural, al nivel d e  profundizacíón cultural de  las li- 
bertades democráticas en nuestro país, un conocimiento 
profundo d e  este tipo de  libertades, los profesores no han 
podido utilizar, no han utilizado el derecho al recurso d e  
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amparo. Pero sí se han utilizado los recursos ante los Tri- 
bunales de  Trabajo, y estos Tribunales muy frecuente- 
mente han dictado sentencias declarando los despidos 
improcedentes precisamente por no existir causas. de  or- 
den laboral y remitirse el despido a causas d e  origen ideo- 
lbgico. 

La jurisprudencia que usted ha mencionado, la juris- 
prudencia de  los paises extranjeros, que según usted am- 
para en principio los derechos de los titulares, y o  creo 
que hay que manejarla con más cuidado. Acudiendo, por 
ejemplo, a un caso italiano que tuvo una enorme resonan- 
cia, el caso Cordero, hay que decir que el despido d e  este 
profesor de  la Universidad del Sacro Cuore de  Milán fue 
un despido situado en un marco que n o  es el normal, por- 
que esa Universidad deriva de  un concordato existente 
entre el Vaticano y el Estado italiano que permite utilizar 
al Vaticano el “nihil obstat» en lo que se refiere al profe- 
sor, en lo que se refiere a la aprobación de  la persona que 
tiene que impartir allí la enseñanza. A este profesor le fue 
retirada la licencia, pero n o  asi la posibilidad de  seguir en 
la Universidad. porque, también d e  acuerdo con la norma 
concordataria, cl profesor podría seguir e n  la Universidad 
c n  razbn a su cualidad de  profesor del sector público. Lo 
único que se hizo en este caso fue retirarle la licencia para 
enseñar dentro de  esa Universidad. Pero repito que se tra- 
taba d e  un caso muy especial, y hay que analizar los casos 
de  jurisprudencia extranjeros uno por uno para determi- 
nar el autentico alcance que puedan tener cuando se in- 
tenta traerlos a esta Cámara corno ejemplo de  lo que se 
refiere a una práctica de  los Tribunales de  otros paises. 

Señor Alzaga, creo que de  mis palabras en ningún caso 
se puede deducir la existencia d e  un desprecio tal al Dere- 
cho e n  nombre a la realidad. Usted, como buen jurista, 
sabe que la misión del Derecho fundamentalmente es la 
d e  normar la realidad, es conformar la realidad. Pues 
bien. aqui tenemos una realidad frente a la cual creo que 
como legisladores nos tenemos que pronunciar, v nos te- 
nemos que pronunciar no dictando una setencia o esta- 
bleciendo un redactado al proyecto de  Ley que en este 
caso pudiera prejuzgar ya muchas cosas en relación a la 
práctica, al entendimiento que algunos tienen de  lo que es 
su derecho a la libertad para determinar el carácter pro- 
pio del ideario. 

He hablado, evidentemente, de  una especie de  descom- 
pensación que se aprecia entre la sobreprotección del ca- 
rácter propio y la infravaloración de  la libertad de  cátedra 
por causas, diriamos, legislativas, e incluso históricas, y 
creo que añadir en este momento un factor más a esa des- 
compensación sería no solamente extraño al marco cons- 
titucional, sino que también operaria sobre la realidad d e  
una manera desaconsejable. 

Por otra parte, quisiera decir tambien que, desde luego, 
lamentamos mucho que por otra parte d e  su Grupo, señor 
Alzaga, se haya obstaculizado, se haya manifestado una 
posición contraria a la admisión de  la enmienda transac- 
cional propuesta por nuestro Grupo. Nosotros estimamos 
que n o  es bueno que cuando se está predicando el enten- 
dimiento y el pacto escolar se obstaculicen todos aquellos 

intentos d e  acercamiento que existan entre los Grupos d e  
la Cámara. 

Bien es  verdad que la propuesta que nosotros hacemos, 
por otra parte, incluso incluye el espíritu de  la enmienda 
transaccional a la que usted en algún momento ha aludi- 
do. Porque al hablar del marco constitucional, tal como se 
recoge en nuestra enmienda, estamos hablando no sólo 
de  los artículos 20 y 27 de  la Constitución, sino que inclu- 
so estamos haciendo una referencia, si bien indirecta, al 
contenido de  la sentencia del Tribunal Constitucional. Lo 
que n o  podíamos hacer en ningún caso, señor Alzaga. es 
recoger la redacción que usted literalmente nos proponía, 
a saber, mencionar en una Ley Orgánica precisamente la 
sentencia del Tribunal Constitucional, porque desconoce- 
rnos que en la práctica legislativa de  este pais eso se haya 
producido. Es como si e n  una reforma del Código Civil se 
propugnase incluir una referencia expresa a las senten- 
cias del Tribunal Supremo. Todos sabemos que las sen- 
tencias reiteradas constituyen doctrina, fuente del Dere- 
cho. Pues bien, nosotros entendemos que eso es asi, es 
una fuente autbnoma del Derecho, pero lo que n o  podc- 
mos hacer es confundir las distintas fuentes del Derecho. 

En lo que se refiere al planteamiento del señor Aguirre, 
relativo a la defensa que ha hecho de que el reglamento 
opere tambikn. como limite a la libertad de  cátedra, y o  
creo, señor Aguirre, que esta enmienda es -y perdone la 
expresión que voy a utilizar- la más arcaica d e  las e n -  
miendas que se han propuesto a este articulo 3.0 d e  la Ley 
Orgánica del Derecho a la Educación. Y lo es porque, de 
acuerdo con el Planteamiento que se contiene e n  esa e n -  
mienda, señor Aguirre, se equipara el reglamento d e  régi- 
men interior nada menos que a la propia Constitución o 
al resto del ordenamiento a nivel de  Leyes; al reglamento 
de  r2gimen interno se le equipara prácticamente a la 
Constitucibn y se abre una via de  posibles vulneraciones a 
la libertad d e  cátedra. Porque, iquién hace el reglamento 
de  regimen interno? Lo hace el Consejo escolar. Bien es 
verdad que nosotros cstimamos que la mayor parte de  los 
componentes de  ese Consejo escolar serán respetuosos 
con todas las libertades, pero no  cabe duda de  que por la 
vía de  la emnienda que ustedes proponen se establecería 
un cauce para que el derecho del profesor, la libertad d e  
cátedra del profesor, tuviera posibles instrumentos de l i -  
mitación absolutamente descontrolados, y no creemos 
que la seguridad jurídica que deba imperar sobre todo en 
el ejercicio de  libertades tan fundamentales como Esta 
permita u n  limite de  un carácter tal como el del regla- 
mento d e  régimen interior que ustedes proponen. 

Por otra parte, señor Aguirre, también tengo que lamen- 
tar la poca -no creo que ésa haya sido su intención- 
consideración, a mi juicio, que ha expresado usted en re- 
lación al nivel de  preparacion de los profesores de  los ni- 
veles n o  universitarios. Creo que ha sido una apreciación 
absolutamente gratuita, fuera de contexto. Señor Aguirre, 
creo que usted no lo ha hecho e n  absoluto con ninguna in- 
tención predeterminada de  descalificar, pero hay que te- 
ner en  cuenta. señor Aguirre, que cuando nosotros habla- 
mos de  libertad d e  cátedra no estamos hablando de  la pri- 
mera figura de  libertad d e  cátedra que existe, que ha exis- 
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tido históricamente, que va referida, naturalmente, al ca- 
tedrático de Universidad y referida básicamente al cultivo 
de la ciencia. Nosotros estamos hablando de una libertad 
de cátedra que deriva del desarrollo histórico de la liber- 
tad de cátedra en su momento actual, y en el momento ac- 
tual, la libertad de cátedra ha salido del marco universita- 
rio, ha salido del marco de la pura investigación científica. 
La libertad de cátedra, señor Aguirre, se ha expandido 
ya ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Mayoral, le ruego que 
vaya terminando. 

El señor MAYORAL CORTES Voy terminando, señor 
Presidente. 

La libertad de cátedra se expande fuera del sector uni- 
versitario alcanzando otros niveles no universitarios, y no 
solamente consiste en la libertad para investigar, consiste 
también en la libertad para transmitir, de acuerdo con los 
principios del honesto ejercicio profesional, los conoci- 
mientos, los contenidos que el profesor asume utilizando 
la propia deontología profesional. Porque ya que se reco- 
noce la existencia de una deontología profesional referida 
a los profesionales de otras áreas, como médicos, aboga- 
dos, también el profesor tiene una deontología profesio- 
nal, tiene también un ámbito en el cual hay que reconocer 
el ejercicio de un derecho de acuerdo con unos principios 
de objetividad y de acuerdo con su conciencia rectamente 
conformada. 

Pues bien, la libertad de cátedra, señor Aguirre, es algo 
más que la libertad científica, es la libertad de transmitir 
conocimientos y es la libertad también de asumir méto- 
dos en orden a la impartición de esos conocimientos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, sefior Mayoral. 
(El señor Ministro de Educación pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: El señor Ministro tiene la pala- 
bra. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA (Ma- 
ravall Herrero): Señor Presidente,. señoras y señores Dipu- 
tados, al intervenir sobre el Título Preliminar del proyec- 
to de Ley relacioné el marco de las libertades relativas a 
la enseñanza, algunas de las cuales ya hemos discutido en 
las sesiones de anteayer, y señalé como un componente 
esencial de estas libertades relativas a la enseñanza la li- 
bertad de cátedra, que queda recogida y amparada en 
este artículo 3.0 del proyecto. indiqué en dicha interven- 
ción que había que distinguir entre unos derechos y liber- 
tades de carácter irrenunciable, que son obligatorios, y 
unas libertades de ejercicio potestativo respecto de las 
cuales los poderes públicos tienen la obligación de asegu- 
rar que no se van a producir interferencias externas, así 
como que se ampara un ámbito de inmunidad para que se 
puedan ejercer. 

Señalé también que había que distinguir unas liberta- 
des concurrentes. Hay libertades que no afectan a otras; 

por ejemplo, la libertad de creación de centros no es una 
libertad concurrente. Pero hay otras libertades que sí se 
producen en un espacio dado, que concurren frente a 
otras, y no cabe contemplarlas desde la perspectiva de 
que se pueda dar una extensión injustificada de esa liber- 
tad frente a otras libertades, y entre esas libertades y esos 
derechos de carácter concurrente se encuentra, por ejem- 
plo, el derecho a elegir centro frente al derecho a la edu- 
cación y se encuentra, desde luego, la libertad de cátedra 
ante el carácter propio del centro. 

El artículo 3.0 garantiza la libertad de cátedra, y esta l i -  
bertad de cátedra es expresión de la libertad de enseñan- 
za. Está, por tanto, recogida implícitamente en el artículo 
27.1 de la Constitución; no es que sea compatible o que se 
tenga que hacer compatible con la libertad de enseñanza, 
es que es expresión de la libertad de enseñanza, y la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional del 13 de febrero de 
1981, tantas veces citada, lo deja muy claro en el motivo 
primero, fundamento 7, en la página 19 del uBoletín Ofi- 
cial del Estado,, cuando dice: «... la libertad de enseñanza, 
reconocida en el artículo 27.1 de la Constitución, implica, 
de una parte, el derecho a crear instituciones educativas 
(artículo 27.6) y, de otra, el derecho de quienes llevan a 
cabo personalmente la función de enseñar, a desarrollarla 
con libertad...)). Por tanto, es expresión de la libertad de 
enseñanza la libertad de cátedra. No es que tenga que ha- 
cerse compatible con ella, es intrínseca a la libertad de 
enseñanza. Es también expresión de la libertad de con- 
ciencia, regulada en el artículo 16 de la Constitución, y es 
también manifestación de la libertad de expresión regula- 
da en el artículo ZO.l,a), de la Constitución. 

Esta libertad, además, para darle más énfasis, está reco- 
gida específicamente en el artículo 20.l,c), de la Constitu- 
ción, donde se señala que se reconocen y protegen los de- 
rechos a la libertad de cátedra, que es tanto un derecho 
fundamental. Y señala también dicho artículo: «El ejerci- 
cio de estos derechos no puede restringirse mediante nin- 
gún tipo de censura previa,. 

Este artículo 3.0 desarrolla también el artículo 18.1 del 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos y 
se ajusta a la sentencia del Tribunal Constitucional, que 
ya he señalado, de 13 de febrero de 1981, en sus funda- 
mentos 9.0 y 10.0 Y en el proyecto de Ley Orgánica del De- 
recho a la Educación se recoge entre los derechos corres- 
pondientes a los alumnos, a los padres y a los profesores, 
en el Título Preliminar. 

Decía que se trata de un derecho o de una libertad de 
carácter concurrente, y por eso la expresión #en el marco 
de la Constitución, me parece perfectamente válida, por- 
que, ademh, no solamente es correcta, sino que responde 
al propósito de la Ley, y creo yo que la transaccional del 
Grupo Socialista ha reflejado una disposición al diálogo 
que se ha manifestado a lo largo de toda la tramitación de 
este proyecto. 

Señala también este artículo 3.0 que el ejercicio de esta 
libertad de cátedra se orientará a la realización de los fi- 
nes educativos, de conformidad con los principios esta- 
blecidos en esta Ley. Ahora bien, quiero hacer dos consi- 
deraciones adicionales. El que la libertad de cátedra sea 
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una libertad de  carácter concurrente n o  significa que con- 
duzca a recortar o a censurar este derecho o esta libertad 
para salvaguardar otra libertad, la libertad del empresa- 
rio a crear o a definir un ideario, respecto de  la cual se su- 
bordinen v se sometan todas las demás. N o  cabe una cen- 
sura previa a la libertad de  cátedra. Y, además, lo scnala 
asi el articulo 20.1, apartado c), de  la Constitución, que he 
señalado antes. 

Segunda precisión: si la libertad de  cátedra exige tole- 
rancia frente a las propias convicciones del profesor, en- 
tonces n o  cabe que ese profesor manifieste intolcrcncia 
frente a las convicciones ajenas, evidentemente, v en ese 
sentido es u n  derecho o una libertad de carácter concu- 
rrente. v así está extensamente tratada en la sentencia del 
Tribunal Constitucional. que recoge lo que se podria Ila- 
mar su contenido esencial y lo que se podria 1ambii.n Ila- 
mai’ su virtualidad liniitantc ante otros derechos v libcrta- 
des que concurren en la actividad docente. Esa actividad 
docente constituvc u n  espacio de  derechos concurrentes. 
fundamentalmente de dos tipos: el espacio constituido o 
encarnado por los centros públicos v el espacio constitui- 
do  o encarnado por los centros privados. 

En los centros públicos esa libertad de carácter concu- 
rrente se tiene que compatibilizar y tiene que respetar 
sicnipie la libertad de  conciencia v, por tanto, la libertad 
de cátedra se encuentra ante u n  contenido negativo: signi- 
fica la capacidad de resistir una orientación ideológica 
oficial y ,  al mismo tiempo, significa que el centro, corno 
tal centro, ha de ser ideológicamente neutral que esa 
neutralidad ha de imbuir todos v cada uno de  los puestos 
doccn te s. 

Decia el otro dia en la intervención sobre el Titulo prcli- 
minar que los derechos v libertades recogidos e n  este Ti- 
tulo se ramifican en otros artículos v en otros Titulos. Es- 
tos dos ámbitos particulares, o estos dos campos donde se 

expresan los derechos concurrentes, están regulados en 
los articulos 18 y 22. Este ámbito, en el caso de los centros 
públicos, está, y o  creo, claramente definido: «En los ccn- 
tros públicos las enseñanzas se impartirán con sujeción a 
los principios constitucionales, dentro de  la garantía de 
dicha neutralidad ideológica y con respeto a las opciones 
religiosas y morales de  los padres,,. 

El marco de  actuación de  la libertad de  cátedra en los 
centros piiblicos es, por tanto, i-stc: sujeción a los princi- 
pios constitucionales. Fundamentalmente a lo que previc- 
ne el articulo 27.2 de la Constitución. una  enseñanza que 
permita el pleno desarrollo de  la personalidad, una ense- 
nanza en el respeto a los principios democráticos de  con- 
vivencia, una enseñanza con respeto a los derechos y I i -  
bertadcs fundamentales. Primera dimensión de este mar- 
co de  actuación en los centros públicos. 

Segunda dimensión, esa neutralidad ideológica de  los 
centros docentes públicos y d e  todas las instituciones pú- 
blicas - d i c e  el Tribunal Constitucional-, que es consc- 
cuencia de un sistema juridico-politico basado en el plu- 
ralismo, basado e n  la libertad ideológica y religiosa y ba- 
sado en la aconfesionalidad del Estado. Las razones de  
esa neutralidad ideológica están bien claras. ¿Por qué esa 
neutralidad ideológica? ¿Por respeto a la familia? Por res- 

peto a la libertad de  conciencia, Fundamentalmente. Por 
tanto, repito, se trata de  que los docentes renuncien a 
cualquier tipo de  adoctrinamiento ideológico y se trata de 
que la libertad de cátedra se conjugue con ese contenido 
negativo de resistir a cualquier orientación ideológica y 
de manifestar. tambii-n dentro d e  esa neutralidad, la tole- 
rancia hacia los demás, que es contrapartida inevitable de 
la tolerancia hacia uno mismo. 

La tercera dimensión de ese marco donde se ejerce la Ii-  
bertad de  ensenanza es la posible organización en los cen- 
tros de enseñanza de  seguimientos libres que hagan posi- 
ble el derecho de  los padres a elegir para los hi,ios la for- 
mación religiosa y moral que cstC de acuerdo con sus con- 
vicciones, respetando, por tanto, el artículo 27.3 de la 
Constitucibn v el artículo 4.0 del proyecto de  Lev. El prin- 
cipio fundamental de  este marco integrado por los ccn- 
tros públicos, principio fundamental que ha de respetar 
esta libertad recurrente, es la libertad de conciencia. To- 
dos estos aspectos de este marco de  los centros públicos 
intentan, fundamentalmente, amparar la libertad de con-  
ciencia. 

El segundo marco de actuación es en los centros priva- 
dos. En los centros privados, la libertad de  conciencia n o  
es el único factor que  debe tenerse en cuenta en el caso 
del ejercicio de esa libertad de carácter concurrente que 
cs la libertad de cátedra, n o  es el único factor de  la libcr- 
tad de conciencia, sino que ha de tenerse en cuenta tam- 
bith el derecho del titular a definir un carácter propio. 
Este caracter propio, que es un derecho de  los titulares de 
los centros privados. es tairibien un aspecto de la libertad 
de enseñanza ligado a la libertad de creacibn de centros; 
es decir, engarza con el artículo 21 del provecto de Ley v 
sus bases se encuentran en el articulo 2.0 1 ,  c), de la Lcv 
Orgánica de  libertad religiosa; en el articulo 18 de la Dc- 
claración de las Naciones Unidas v en el artículo 9.0 del 
Convenio de Roma. N o  está explícitamente señalado e n  la 
Constitución, pero con la Sentencia del Tribunal Constitu- 
cional sobre el Estatuto de Centros Docentes queda claro 
que es u n  derecho derivado de  la libertad de  creación de  
centros docentes, que tiene un carácter concurrente v que 
se mueve en un determinado marco que lo condiciona v 
lo limita. Ese marco es el respeto a los principios constitu- 
cionales v las derivaciones del articulo 27.2 de la Constitu- 
ción, es decir, una ensenariza dentro de los principios de- 
mocráticos de  convivencia, etcbtera, que, dice el Tribunal 
Constitucional. N o  cumplen una función meramente linii- 
tativa, sino de  inspiración positiva. Es decir, ese derecho 
al carácter propio no es un derecho ilimitado, lo que deja 
bien claro la Sentencia del Tribunal Constitucional. Por 
tanto. el que n o  sea un derecho ilimitado y el que sea una 
libertad y un derecho de carácter concurrente significa 
que se tiene que conjugar con la libertad de  cátedra y así, 
efectivamente. en lo que respecta al derecho a definir un 
carácter propio, &te n o  podrá tener una tendencia expan- 
siva, de  la misma forma que n o  podrá tener una tendencia 
cxpansiva la libertad de  cátedra a costa de  este derecho o 
de  esta libertad, de  tal forma que el titular del centro si 
tendrá derecho a que ese ideario sea respetado, pero n o  
tendrá derecho a que tenga una extensión exorbitante 
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que infrinja otros derechos y que fuerce la libertad de  
conciencia. 

Agradezco, por lo demás, la cita de  Cimena Men6ndez 
Pida1 como definidora de  un ideario, porque fue directora 
v profesora mía durante muchos anos; es amiga mia v,  
cfcctivamentc. ha cmtcndido el proyecto docente de  un 
centro como un c,jemplo d e  tolerancia. 

Por lo que se rclicrc a los profesores, ese carácter pro- 
pio será un punto de  referencia, v tanto más en los aspec- 
tos formativos. pero n o  podrá coartar la transmisión rigu- 
rosa d e  los conocimientos; n o  podra. 

El profesor es libre en cuanto profesor y esa libertad d e  
cátedra la tiene garantizada por la Constitución. Ahora 
bien. a su vez esa libertad de  cátedra n o  se podrá extcn- 
der exorbitantemente hasta el abuso de otros derechos. 
Es decir. n o  podri  dirigir esc profesor ataques abiertos o 
solapados, ctcetcra, contra el ideario del centro, como se- 
ñala la sentencia del Tribunal Constitucional. N o  está 
obligado por el carácter propio a convertirse en un apolo- 
gista o a transformar su enseñanza en un adoctrinamien- 
to; n o  debe suponcr trabas a la transmisión del conoci- 
miento científico. El profesor -rcpit- es libre en cuan- 
to profesor. 

Ahora bien, la libertad de  cátedra, a su vez, n o  le faculta 
a dirigir ataques abiertos o solapados contra el ideario, a 
desvirtuar el carácter propio y, en ese sentido, la scntcn- 
cia del Tribunal Constitucional refleja muy cxactamcntc 
la doctrina dcl Consejo Constitucional frances sobre el Ila- 
mado dcbcr d e  reserva del profesor. En ambos casos se 
trata a la vez d e  una libertad de  cátedra que tiene una I i -  
mitación positiva v una inspiración en el artículo 27.2 de 
la Constitución, igual que la definición del carácter pro- 
pio. Es decir, que las actividades escolares tienen que res- 
petar, siempre v e n  todo caso, tanto desde el punto d e  vis- 
ta del carácter propio del centro. como desde el punto d e  
vista de  la libertad de  cátedra del profesor, la libertad de 
conciencia del alumno y lo previsto en el articulo 27.2 de  
la Constitución, sobre una enseñanza que garantice el ple- 
n o  desarrollo de  la personalidad humana, el respeto il los 
principios democráticos de  convivencia v a los derechos v 
libertades fundamentales. 

Repito, es fundamental el respeto a la libertad de  con- 
ciencia y especialmente d e  los alumnos. Por tanto, el Tri- 
bunal Constitucional n o  da ninguna primacía. Son libcrta- 
des que tienen un contenido esencial y unas virtualidades 
limitantcs y hav que armonizarlas, no subordinar una a la 
otra. En ese sentido se podria expresar más claramente 
diciendo: n o  cabe la censura previa del profesor y n o  cabe 
la deslealtad del profesor respecto del centro. 

A mí me gustaría, en ese sentido, que se pudiera decir 
de  los centros docentes españoles y más aún de  los cen- 
tros sostenidos con fondos públicos +on mucha más ra- 
zón lógicamente- lo que se dice de  los centros escolares 
en  los paises democráticos. En primer lugar, que son un 
elemento básico de  cohesión nacional; en segundo lugar, 
que son un elemento básico de  integración social; en ter- 
cer lugar, que son un elemento básico en la formación de  
los valores democráticos y, en cuarto lugar, que son un 

elemento básico en la promoción de  la igualdad d e  opor- 
tunidades. 

Este es el objetivo que a mi me gustaría poder alcanzar 
y me niego a aceptar que un centro escolar sea como un 
Partido o como un sindicato. No tiene nada que ver. Se 
trata de conseguir comunidades abiertas integradoras v 
tolerantes. 

En esta situación se pueden producir, sin duda, conflic- 
tos. Dice el Tribunal Constitucional: Es evidente que la di- 
ferencia d e  criterio entre el titular del centro v el profesor 
que en i.1 presta sus servicios puede dar lugar a conflictos 
cuva solución habrá dc  buscarse a travtis de  la jurisdic- 
ción competente v,  e n  último termino, v cuando haya le- 
sión de  derechos fundamentales o libertades públicas, a 
trav6s d e  este mismo Tribunal por la vía de  amparo y n o  
mediante el establecimiento apriorístico de  una doctrina 
general. 

Evidentemente, n o  vamos a introducir en este artículo 
3." una doctrina general que pase, además, por la subordi- 
nación de  la libertad de cátedra 4 e r c c h o  fundamcntal- 
a otros derechos, porque el choque de  dos derechos Fun- 
daincntales -voy a acabar va señor Presidente- impide 
,,a prior¡* establecer cuál de  los dos bienes juridicamentc 
protegibles ha de  ser atendido con preferencia al otro en 
cada caso concreto. Por tanto, este provecto de  Lev n o  va 
a subordinar la libertad del profesor. como tal profesor, 
su libertad d e  cátedra, al carácter propio. mucho menos a 
un reglamento de régimen interior; mucho menos, porque 
es un derecho fundamental. 

Intervenciones que dicen basarse en la libertad de  ense- 
ñanza no pueden pretender recortar la libertad de cátc- 
dra, evidentemente, porque sería una broma entender 
que la libertad de  enseñanza significa la garantia de  que 
un actor tiene la libertad para recortar las libertadcs -las 
libertades fundamentales en el texto constitucional- d e  
otros actores en el mundo de la educación. 

En el proyecto de  Ley queda amparada esta libertad de  
cátedra, respetando las demás libertades. 

En España, por desgracia -y lo decía alguien que ha in- 
tervenido anteriormente-, durante mucho- tiempo, se ha 
dado n o  ya una tendencia cxpansiva del derecho a la I i -  
bertad d e  cátedra, sino ni siquiera un ejercicio normal de  
tal libertad, como ha sucedido e n  los sistemas educativos 
de paises democráticos durante mucho tiempo. Decirlo 
así es un eufemismo, v lo saben ustedes. 

N o  pretendo darles lecciones, en absoluto, ni pretendo 
decir a ningún representante del Grupo Popular algo a lo 
que él se haya opuesto, porque se han opuesto, y se ha 
opuesto el señor Alzaga, que ha intervenido antes, duran- 
te muchos años a estos recortes en la libertad d e  cátedra. 
No pretendo, repito, dar  lecciones, pero si constatar un 

hecho histórico y serialar que ese hecho histórico todavía 
se prolonga en la práctica, y que es verdad lo que decía el 
señor Mayoral en el sentido de  que es un derecho que aún 
tiene que ser abiertamente amparado en el mundo de la 
enseñanza. Y esta Ley lo hará. 

Al intervenir sobre el Titulo Preliminar dije que este 
proyecto de  Ley, cuando se apruebe, será la Ley d c  todas 
las libertades y para todos. También la libertad de  cáte- 
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dra, que es un derecho fundamental, y también las liberta- 
des de los profesionales para los cuales ksta es la libertad 
central. 

Como en alguna intervención parece que se quiere mos- 
trar una obsesión sobre cuánto tiempo voy a durar como 
Ministro de Educación, quiero decir que n o  si. lo que du- 
rar& pero sí que voy a amparar -y este texto va a ampa- 
rar- la libertad de cátedra. 

Muchas gracias. (Aplairsos. El seiior Alzaga pide la pala- 
bra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 
Señor Alzaga, entiende que ha sido replicado. Parece 

correcta la interpretación. Brevemente, tiene la palabra. 

El señor ALZACA VILLAAMIL Querría, señor Presiden- 
te, empezar por hacer un  ruego al señor Ministro, que es 
el de que, va que, al parecer, va a tener la deferencia hacia 
esta Cámara de intervenir a lo largo de los debates, si no 
le importa, lo haga antes, lo haga e n  la cabecera del deba- 
te, lo cual, primero, nos ilustraría, va n o  digo que nos de 
clases ni lecciones más o menos magistrales, pero nos 
ilustraría sobre cuál, en  su opinibn, es la voluntad del Go- 
bierno al respaldar este provecto de Lev. Y, para decirlo 
todo, nos permitiría 1ambii.n discutir con tiempo sus tesis, 
lo cual, parlamentariamente, es muv de agradecer. porque 
el Presidente me acaba de decir, con amabilidad v en fi-a- 
se baja: cinco minutos, señor Alzaga. 

Nosotros le pediríamos 1ambii.n. puestos a hacerle un  
ruego, que, cuando defienda sus posiciones. no piense 
tanto en esa pequeña cámara que se sitúa a la derecha y 
que le suele sacar e n  los telediarios siempre q u e  hace una 
intervención, y, por tanto, no refleje en sus intervencio- 
nes, en tan gran medida, los aspectos de defensa de la li-  
bertad, tal y como nosotros la entendemos, y se centre en 
aquellos puntos, en  aquellos aspectos, e n  que S. S.. el Go- 
bierno v el Grupo Parlamentario Socialista discrepan 
realmente de nuestras posiciones. 

Tengo que hacer, además, una aclaración previa. Tengo 
que decir, con mucho dolor. que el Partido Socialista en 
esta Lcv no ha tenido disposición al diálogo. Y tengo que  
decirlo porque en la Ponencia. sin ir más lejos, los tres po- 
nentes socialistas, que han trabajado de forma meritoria 
e n  la Ley, con frecuencia. cuando se planteaba u n  artícu- 
lo, decían: este artículo ahora no se puede cambiar. 

El señor PRESIDENTE: Atkngase a la cuestión, señor Al- 
zaga, por favor. 

El seiior AUACA VILLAAMIL: insinuaban la posibili- 
dad de una transaccional, bien en Comisión, bien en el 
Pleno. Y a la pregunta del contenido. para ir dialogando 
sobre esa materia transaccional, se nos decía que en su 
momento lo veríamos. 

Eso. señor Ministro, eso, señores de la mayoría socialis- 
ta, no es disposición al diálogo. Eso es elaborar las Leyes 
por un mecanismo que se acuñó ya respecto de otra Ley a 
principios del siglo XIX, que, en la práctica jurídica espa- 
ñola se traducqa la expresión atrágalau. 

Nosotros estamos de acuerdo en que aqui hay dos liber- 
tades, y estamos de acuerdo con usted, señor Ministro, sin 
reservas de género alguno. en que hay que respetar la I i -  
bcrtad de cátedra en sus naturales dimensiones y en que 
hay que respetar la libertad que corresponde a quien es t i -  
tular dc un centro, y que el mismo centro venga a impar- 
tir un tipo de enseñanza concreta, a que el centro no se 
desvirtúe. 

Usted nos dice que en el articulo 3.0 se garantiza la l i -  
bertad de cátedra. Cuente usted con nuestro apoyo para 
garantizarla v para que se respete la libertad de cátedra. 
Lo que estamos discutiendo es que en el artículo 3.0 o en 
alguno de sus correlativos +omo en el 22- se garantice 
también la libertad a mantener la entidad propia de un  
centro, porque en el artículo 22 se subordina (usted dice 
que son dos libertades al mismo nivel, pero allí se subor- 
dina) el derecho de establecer un ideario al derecho a la 
libertad de cátedra. 
Yo no tcngo tiempo para discutirle a usted su construc- 

ción sobre la libertad de cátedra, pero si le digo que es fá- 
cilmente discutible. Su señoría parte de la tesis de que la 
libertad de cátedra es manifestación de la libertad de en- 
se ñ a n za . 

Está en lo cierto. TambiCn me aceptará que es manifes- 
taci8n de la libertad de expresión, v de ahí que aquella I i -  
bertad sistemáticamente esti. consagrada en nuestro tcxto 
político fundamental, no en el artículo 27, sino en el ar- 
ticulo 20, que es donde se cobija el amparo constitucional 
a la libertad de expresión; lo que ocurre es que, en última 
instancia, la libertad de enseñanza -que es una libertad 
grande, una libertad de libertades- es, entre otras cosas, 
u n a  rama de la libertad de expresión, porque la libertad 
de enseñanza es, aparte de una libertad de creación, apar- 
te de tener familiaridad con la libertad de fundación, con 
la libertad de reunión, etcétera, es una rama de la libertad 
de expresión cuando la misma se vierte a la actividad edu- 
cativa. Y desde luego no me parece que tenga sentido ve- 
nir a pregonar, venir a predicar la libertad de conciencia 
frente a la libertad de los titulares de los centros de ense- 
ñanza desde el momento en que el articulo 16 de la Cons- 
titución, que es  el q u e  garantiza la libertad de conciencia, 
la garantiza para los individuos v para las comunidades. 

En nuestro Derecho, como en el Derecho público más 
moderno, existc una libertad de conciencia, señor Minis- 
tro, referida a las Comunidades, v esa es la que n o  está su- 
ficientemente garantizada en esta Lev. Por tanto, lo que 
hav que intentar es no desvirtuar nuestras posiciones, y se 
desvirtúan si se dice que nosotros tenemos una tendencia 
cxpansiva en la libertad de enseñanza o en eunas facetas 
de la libertad de enseñanza frente a la libertad de cátedra. 
N o  es verdad. Queremos que se respete la libertad de cá- 
tedra v que se respeten las otras facetas de la libertad de 
enseñanza en los tSrminos que dice el Tribunal Constitu- 
cional. Nosotros no queremos ningún tipo de censura prc- 
via y esperamos que el señor Ministro no la vuelva a que- 
rer, se trate de catecismos o se trate de otros aspectos de 
la enseñanza. Nosotros, señor Ministro, queremos respeto 
para la idea medular de las instituciones plurales que se 
dedican a la educación en nuestro país, y queremos esc 
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respeto en los términos de una sentencia que el Tribunal 
Constitucional dictó contra la posición socialista, es decir, 
inadmitiendo las tesis de un recurso socialista. 

Aquí se está buscando decirnos que eso se acepta por la 
via de una remisión en el marco de la Constitución. Señor 
Ministro, por definición, nuestro ordenamiento jurídico 
está claro que está en el marco de la Constitución. Ese es 
simplemente una cláusula de estilo. Eso no añade, por de- 
finición, nada. Eso es mantener, como mínimo, una ambi- 
güedad que como legisladores tenemos que colmar dando 
contenido, dando respeto a las libertades que están en 
juego. Lo que ocurre aquí es que en el fondo el Partido So- 
cialista perdió un recurso ante el Tribunal Constitucional, 
pero sigue afincado en las tesis de la escuela única v pú- 
blica e intenta, por la via de los conciertos, llevar a los 
centros privados a que sean menos privados, a que en la 
práctica se conviertan en públicos, como el señor Mayoral 
ha declarado en Badajoz, según recogía un  periódico de 
esa ciudad, el 30 de noviembre último. 

Señor Ministro, los temas de libertades están todos co- 
nectados, como usted dice. La filosofia de la libertad es 
una, y en esta materia ustedes están intentando llevar 
progresivamente un sistema de escuela plural hacia un 
sistema cada vez más próximo al dc escuela única, igual 
que ustedes son partidarios, no dc la televisión plural v I i -  
bre, sino de la televisión única. Nosotros, sin embargo, 
creernos que este mecanismo del artículo 3.", que va ir di- 
luyendo y que va a ir constriñendo la libertad de los cen- 
tros libres. es grave. 
Y termino poniéndole un ejemplo. Imagínese S. S. por 

un momento -aunque le resulte dificil, quizá, ponerse en 
esa hipótesis- que cualquiera de los altos directivos de la 
Fundación Pablo Iglesias abandona el Partido Socialista, 
abandona los planteamientos políticos del Partido Socia- 
lista y acepta cualesquiera otros que sean contrarios o 
contradictorios. En esa tesitura, entre la libertad indivi- 
dual y la libertad de la Comunidad, ¿cuál debe prevale- 
cer? ¿Es preciso amparar a ese directivo de la Fundación 
Pablo Iglesias hasta el punto de que, realmente, pueda 
desvirtuar el sentido de la Fundación Pablo Iglesias o es 
más importante, como nosotros creemos, para la demo- 
cracia espanola, para construir un sistema pluralista, ge- 
nuinamente democratico en España, que la Fundación Pa- 
blo Iglesias siga siendo socialista? 

El señor PRESIDENTE Vaya terminando, señor Alzaga. 

El señor AUACA VILLAAMIL Termino ya, señor Presi- 
dente. 

Si de nosotros depende, ampararemos, sin perjuicio de 
los derechos inherentes a ese directivo, que si el mismo 
viene a atacar las ideas medulares de la Fundación Pablo 
Iglesias, la misma busque una fofmula para superar ese 
encontronazo. Nosotros ampararíamos los derechos de la 
Fundación. Simplemente le pedimos, sefior Ministro, que 
usted ampare los derechos de otras Comunidades, aun- 
que por las mismas no sienta simpatía, porque, como Mi- 
nistro de Educación, tengo que reconocer que tiene dere- 
cho también a tener sus propias simpatías. 

Nada más. Muchas gracias. (Aplausos en los bancos de lri 
derecha. Runiores en los bancos de la iqiiierda.) 

El senor PRESIDENTE Gracias, seiior Alzaga. 
El señor Ministro tiene la palabra, brevernentu, por fa. 

vor. 

El scñor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA (Ma. 
ravall Herrero): Señor Presidente, una matizacihn, una 
aclaración para empezar: cl Director de la Fundacibn Pa- 
blo iglesias no es miembro del Partidu Socinliuta; don Fci'. 
nando Claudín no es miembro del Partido 8ocialista, El 
Partido Socialista no suele actuar con sectarismos jamár. 
(Rumores.) 

Segunda precisión, yo intcivcnBo, oeiioríau, cuando mc 
corresponde. (Ririiiorrs.) 

El señor PRESIDENTE Señor Ministro, por favor. 
Señores Diputados, les ruego silencio. (El w l u r  DiuL- 

Piriés prvttiiticia puluhru que t i 0  se perciben.) 
Por favor, wnor Diaz-Pinks, mantenga silencio. 
Señor Ministro, continúe EU intervención. 

El señor MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA (Ma. 
ravall Herrero): Naturalmente, intervengo pare dufcndor 
el proyecto de Ley, para evitar que oen diotorslonado v 
con el máximo respeto a S S .  S S .  siempre, (Rumores,) 

El diálogo lo ha practicado el Grupo Parlnmenrarlo con 
todos los que han estado en Ponencla y Comloián, Mal 4c 

puede practicar con quien no ha catado en elloo, fVurioc 
seiiores Dipulados: iMuv bien! Aplausos en los batrcor de /u 
izquierda. Rumores eri los bancos de la derecha.) 

Señorías, a veces, parece que da igual el proyecto de 
Ley que se presente y que da igual lu que E# diga. Yo hice 
una larga intervención en el debate de totalidad que rnc 
da la impresión que no ha sido suflcientemcnte atendida 
por SS. SS. 

Basta con leer csa intervencibn. pero basta con algo 
más sencillo: leer la Ley. Anteayer yo hacia una sistemati. 
zación de las libertades que recoge: la libertad de loli pa- 
dres de elegir centro, la libertad de creación de centros 
docentes, la garantía de que los hijos reciban una educa- 
ción en libertad, la garantía de que puedan recibir la for- 
mación religiosa y moral que deseen y el sistema de con- 
ciertos que establece el Título IV. 

El señor PRESIDENTE Athgase, seiior Ministro, al Jc- 
bate del artículo 3.0 (Rumores en los bancos de la izqrrier- 
da.) ¡Silencio!, por favor. 

El seiior MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA (Ms. 
ravall Herrero): Sctior Preridente, contesto con ello al rr- 
gumento repetido por enésima vez de que lo que intenta. 
mos establecer es una escuela públlca única. Yo creo que 
estos argumentos desmontan completamente ese wolo. 
ganm. Se garantiza el carácter propio y queda garantizado 
en el articulo 22. Va a ser respetado en el marco de las ac. 
tividades escolares del centro, pero no se subordina ese 
derecho a todas las demás libertades, Las libertades dc 
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enseñanza n o  se reducen a crear un centro y a sostener 
un ideario, se extienden tambitin. muv fundamentalmen- 
tc, a la libertad dc cátedra; libertad dc cátcdra que signifi- 
ca rcspctar -v ello es un imperativo fundamental- la 
conciencia del profesor v la conciencia de los niños. 

Se han sacado de nuevo citas mal utilizadas y tergivcr- 
d a s .  Porque la cita real del señor Llopis, repito, es que 
cucstc lo que cueste hav que rcspctar la conciencia de los 
niños, y se quejaba de que se dieran como opiniones 
suyas las que c'l ponía en manos de militantes rusos. Por 
tanto, esa cita v esa defensa de la libertad de  enseñanza es 
una tergiversación, v lo he dicho antes. 

N o  es patrimonio del Partido Socialista o de  la izquicr- 
da, es 1ambii.n un patrimonio histórico de los liberales v 
lo di,ic en el discurso de presentación de la Lev. Por tanto. 
n o  me quiero en absoluto atribuir la defensa de la liber- 
tad de cátedra frente a otros. Simplemente quiero decir 
que la Ley lo recoge escrupulosamente v en el marco dc 
todas las dcniis libertades y de  todos los demás derechos. 
sin i~ccortcs, sin censuras v sin restricciones. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro. 

El señor FRAILE POUJADE: Para una cuestión de 01'- 

den. señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Si es una cucstibn que cn1i.a e11 

el fondo del debate, le quitari. la palabra inmediatamente. 

El señor FRAILE POUJADE: Por supuesto, y lo acatarc. 
scñor P i x d c n t c .  

Unicamcntc qucria decir, señor Presidente, que los 
Diputados del Grupo Popular sabemos nuestros derechos 
y nuestros deberes en la Cámara, pero, en todo caso, será 
S. S., señor Presidente, el que nos marque la cuestión, n o  
c s  un Ministro, quc n o  es miembro de esta Cámara, el quc 
nos tiene que decir cuándo actuamos y cuándo n o  actua- 
mos bien. Muchas gracias. ( A ~ ~ u I I . s ( J . s  C ~ I I .  l o s  huiicos de la de- 
i . L ~ C ~ l l l i . )  

El señor PRESIDENTE: La Presidencia conoce sus obli- 
gaciones, señor Diputado. 

El señor RUlZ GALLARDON: Y se lo agradeccmos, se+ 
ñor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Alzaga tiene la palabra 
por u n  minuto. 

El señor ALZAGA VILLAAMIL: Brcvisimamentc, señor 
Pi.csidcntc, para decir básicamente dos cosas al señor Mi- 
n i st ro. 

En primcr lugar, que en Ponencia estuvimos muchas 
horas y nos fuimos precisamente ante actitudes como las 
que nos reflejaron los ponentes socialistas de  no querer 
darnos conocimiento del juego de enmiendas transaccio- 
nalcs, que fue tema discutido e n  Ponencia, v hay otros po- 
nentes que pueden atestiguar la verdad de lo que digo. 
(Riiiiiores eir los haiicos de la izqirierda.) 

Nosotros queremos diálogo. Ayer por la tarde, a última 
hora, cruce los escaños pidiendo diálogo sobre la enrnien- 
da  transaccional al artículo 3.0 La respuesta fue: n o  hay 
diálogo. 

Yo reconozco haber nacido en Madrid. N o  soy catalán. 
Creo, hablando con seriedad, que lo que ocurre es que el 
diálogo se ha limitado a quienes no votaron las enmien- 
das a la totalidad v quienes votamos las enmiendas a la to- 
talidad hemos sido objeto por el Partido Socialista de  ex- 
comunión o de excomunión laica, n o  lo si.. (Ruiiiores.) 

La segunda afirmación que quería traer a colación es la 
siguiente: cuando nosotros decimos que los centros con- 
certados parecen ser un sistema de  transición de centros 
libres a centros públicos n o  estamos queriendo adjetivar 
la voluntad del Grupo Socialista. Esto es lo que el señor 
Mayoral ha dicho e n  Badajoz y. que yo sepa. n o  ha des- 
mentido lo que ha aparecido en u n  periódico de  Badajoz. 
Y eso es lo que el señor Torreblanca, pcrtenecientc al 
equipo del señor Ministro, ha dicho en Madrid en una 
reunión del Colegio de Licenciados y Doctores, afirmando 
que los colegios privados se irán transformando en colc- 
gios públicos. 
Yo n o  tengo en este momento las obras del señor Llo- 

pis. procurarc venir con ellas encima para la continuación 
de los debates y con mucho gusto sacaremos a relucir al- 
gunos páinfos de dichas obras, pero, repito, debemos su- 
perar los problemas actuales, no nos encerremos en la 
vieja dialbctica de las dos Españas en las cuales me temo ... 

mayoria, cn las cuales me temo que en su momento el 
tenia de la escuela fue u n  tema que abrió brechas difícil- 
mente bupciablcs. 

Nosotros n o  quci'cnios ( R i t i i i o i w . )  abrir heridas v no tc- 
nciiios excesivo intcrcs en seguir hablando de cómo se 
planteó la cucstión en la I I  República, porque la cuestión, 
como dijo muy bien don JosC; Ortega y GaSWl, se suscitO 
con la escus;i de superar problemas del pasado y sólo 
contribuyb a incrementar los pi.oblcnias del pasado. N o  
queremos que vuelva a ocurrir lo mismo. 

Nada niis y muchas gracias. ( P i ~ e s r u . ~  L ' I I  los huiicos de 

(PiUfeSfUS C'I1 / í J S  h1IilCU.S de  111 ¡ : , y i t ~ ~ l ' d l l . )  si, Scñoi-CS de la 

111 I:yilIerllli ?' 1ip~llii.S~J.S el1 /OS de /U derf!C'/tU.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Alzaga. 
Tiene la palabra el señor Ministro, muy brevemente, por 
favor. 

El scñoi. MINISTRO DE EDUCACION Y CIENCIA (Mü- 
ravnll H c i ~ c i u ) :  Dos palabras tan sólo. 

Agixlc/c.o ;iI señor Alzaga su voluntad de diálogo y 
quiciu clcx.ii  lc cltic por parte del Ministerio y, cstov seguro 
que del C;i.iipo t';ii.lamcntario, nadie se va a quedar atrás. 
Se va a i r  iii;i\ Im*ii por delante. 

En segundo lugar, y o  n o  he hecho hov ninguna rcfcren- 
cia al pasado. Tengo voluntad de solucionar los pro&- 
mas del dia de hoy. Y esa frase que se dice de que no poli- 
tici.is mi escuela cspcro que se aplique para todos. 

El señor PRESIDENTE: Terminado el debate vamos a 
proceder a las votaciones. (Ritinores.) 
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El señor MAYORAL CORTES: Pido la palabra por alu- 
siones. 

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Mayoral, ha sido 
citado. no aludido. Sicntcsc, señor Mavoral. (Proresrus.) 
Sithtcsc. 

El señor MARTIN TOVAL: Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra. 

El señor MARTIN TOVAL Mi criterio. señor Presidente. 
v el de mi Grupo es que el  precepto correspondiente del 
Reglamento, cuyo número n o  recuerdo ahora, pero que el 
señor Presidente sin duda tiene en mente. se refiere al 
tema de las alusiones y habla de  cuando se hagan juicios 
dc valor sobre palabras que n o  han sido citadas. Si n o  se 
ha citado el juicio de valor de que significaba la rcitcra- 
ción del principio de escuela única v pública ... 

El señor PRESIDENTE: Le voy a leer el articulo para re- 

cordrirsclo: (<Cuando, a juicio de la Presidencia, en el dcsa- 
iwdlo de los debates se hicicrcn alusiones, que impliquen 
juicio de valor o inexactitudes, sobre la persona o la con- 
ducta de un Diputado ... (Proresrus.) 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente ... 

El señor PRESIDENTE Señor Martin Toval. n o  tiene la 

Vamos a proceder a las votaciones. (Riiriiores y protes- 

¡Silencio, por favor! 
Vamos a votar con.juntamcnte las enmiendas de cada 

Grupo Parlamentario, si no hav inconveniente. Excluimos 
de esta primera votación cl artículo 3.0 

Quiero indicarles que en el articulo 8.0 del dictamen de 
la Coniisión hay una errata. Donde dice: *Se garantiza en 
los centros docentes el derecho de reunión de los profcso- 
res, personal de Administracibn v servicios, padres de 
alumnos v alumnos ...- hav que añadir: «... cuvo ejercicio se 
facilitará de acuerdo con la legislación vigente)). Y luego 
continúa: n... teniendo e n  cuenta el normal desarrollo d e  
las actividades docentes)). Tambicn se incluirá esta frase 
en la votaciodn del articulo 8.0 

Vamos a proceder a la votacihn de las enmiendas del 
Grupo Parlamentario Popular. 

Comienza la votación. ífuitsu.) 

palabia 

/ U d  

Efectiiuh lu i ~ u c i h r ,  dio el siguienre rescrltudo: Votos 
criiiridos, 265; u favor, 82; en coritru, 177; ubsreiiciories, c in-  
co; ititlos, 1ii1o. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Popular al Titulo Preli- 
minar, excluido el artículo 3.0 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Mino- 
iia Catalana. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efeciuudu lu vorucióri, dio el sigrtieiire resultado: Votos 
eirritidos, 267; u Iaiwr, 12: ~ J I  coiitru, 249: uhsreticionrs, seis. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
micndas del Grupo Parlamentario Minoria Catalana. 

Se ponen a votación las enmiendas del señor Bandrcs. 
del Grupo Parlamentario Mixto. 

Comienza la votación. (fuii.su.I 

E/ec/ituilii Iii iwtuciciri, dio el sigriieiire r-esrilrutlo: Voro.s 
cviiiriilo.s. 268; u fuiwr,  citiirro; eir corirru, 254; uhsrrriciories, 
10. 

El scnor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 

Votamos ahora las enmiendas del señor Pi.rcz Royo, 

Comienza la votación. (Puitsu.) 

miendas del señor BandrEs, del Grupo Mixto. 

tambith del Grupo Parlamentario Mixto. 

Efecicrudu Iri  iwtucióii. dio el sigiiirrire resiiltutlo: Votos 
ciiiitiilos, 268; u fui~or. (res; eri cori~ru, 265. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 

Votamos las enmiendas del señor Viccns, del Grupo 

Comicnia la votación. (Puirsu.) 

miendas del Grupo Mixto, scñor PL;rcz Royo. 

Mixto. 

E/eciiiuilu la iwtucicjri, dio el .sigctierire resiiltuilo: V í m s  
eiiiitidos, 269; u fuiwr-, ciirco; eri cori~r-u, 257; uhsreiicioiies, 
siere. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 

Se ponen a votaci8n las enmiendas del Grupo Parla- 

Comienza la votación. ( fu trsu . )  

miendas del señor Viccns. 

mentario Vasco (PNV). 

E/e~.irrudu Iu iwruciciii, dio el sigcrieiite resitliuilo: Votos 
eiriiriilos. 270; u fuiwr, 84; eri corirru, 178; uhsreiicioiies, ocho. 

El scñor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 

Hay una enmienda viva, me parece, señor García Agu- 

Vamos a votar la enmienda número 141, del Grupo Par- 

Comicnza la votación. IPaiisu.) 

miendas del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

din, del Grupo Centrista, la número 141. (Aseii/iiriieii/o.l 

lamentario Centrista. 

Efectitudu la iwtuciciii, dio el sigriieiire resrtliudo: Voros 
emiridos, 269; u fuvor, 86; eii conira, 176; ubsrenciorrrs, siete. 

El señor PRESIDENTE Queda desestimada la cnmien- 
da  número 141. del Grupo Parlamentario Centrista. 

Vamos a proceder ahora a la votación de  los articulos 
de  este Título Preliminar, con excepción del 3.". de acuer- 
do con el dictamen de la Comisión. 
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Comienza la votación. fPuiisu.1 

Efectiiudu la iwtuciorl, dio el sigiiierite rrsiiltudoo: Votos 
erriitiilos, 270; u fuilov. 174; eii coiitru, 86; uhstericioiies, 10. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los artículos 
del Titulo Preliminar de este proyecto de Ley de acuerdo 
con el dictamen de la Comisión, con excepción del articu- 
lo 3.", que se votará dcspucs de las enmiendas que vota- 
mos a continuación. 

Se someten a votación las enmiendas al articulo 3.~1 prc- 
sentadas por  el Grupo Parlamentario Popular. 

Comicnza la votación. (Ptriisu.) 

Efectiiuilu Irr i~oiucitirr, dio rl siKiiieiite i~e.siiltuilo: Voto.\ 
i~irlitidos, 269; u f i r i w . .  80; eri corrtr'u. 181; uhsteirciories. dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan dcscstiriiadas las cn- 
micndas del Grupo Parlanicntai-io Popular a este articulo 
3.0 

A continuación sonietcnios ;I votación la cnniicnda 9S, 
del Grupo Parlanicntaih Vasco (PNV). 

Coniicnza la votación. fPuii .su.)  

El señor PRESIDENTE: En consecuencia. queda dcscs- 
timada la cnniicnda 95. del Grupo Parlamcntai~io Vasco 
(PNV). 

Scguidanicntc sometemos a votación la enmienda 144, 
del Grupo Parlanicntario Mixto, del scñor PCicz Royo.  

Comienza la votación. fPirii.sii.) 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la cnmicn- 
da 144, del señor PC;i.ci. Royo, del Grupo Paikmicniai io 
Mixto. 

Vamos a someter a votación las cnniicndas 237 y 238, de 
la Minor ia Catalana. 

Com i c nza la votación . f Pir ii.sir. ) 

El  señor PRESIDENTE: En consecuencia, quedan deses- 
timadas las enmiendas 237 v 238, del Grupo Parlamcnta- 
rio Minor ia Catalana. 

A continuación vamos a votar el art iculo 3." de acucido 
con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. fPuiisu.) 

Efrciiiudu Ir iwtaciUir, ilio el sigiiietite rr.siiltudo: Votos 
emitidos, 267: a fuiwr, 176; eri cwritru, 89; uhsieiicioiles. dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el art iculo 3.1~ 
de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Vamos a entrar en el debate del Título 1. En  pr imer lu- Titulo i 

gai', debatiremos las enmiendas del Grupo Mixto: prime- Articulas 

ro, del señor Vicens; luego, del señor Pcrcz Royo, y, final- 9.' * 26 

mente, del señor B a n d r h  Tienen media hora y supongo 
quc se reparten este tiempo en tres periodos de diez mi- 
nu tos. fA.seri~iiiiirrito.) 

Tiene la palabra el señor Vicens. 

El  señor VICENS 1 GIRALT: Señor Pi.csidcntc. senoi.ias. 
tengo presentadas tres enmiendas al Titulo 1 de este 
piuyccto de Ley. las cnmicndas números 3, 4 y 5. En cstc 
i i iomcnio retiro la enmienda nún ic iu  3, quc ci'a uria cn- 
iii icnda al ai.ticulo 11.2 porque, uiilizando cI lcngua.jc de  
los servicios de la CBmara, no ticnc cncaic en csic iii(i- 

i i icnto, clcbitlo a que cl dictamen dc la Coriiisión ha clirni- 
nado totalmente el punto 2, al que y o  pcdia una suprcsi¿in 
pai.cial. Entonces cstinio asumida esta cniiiicnda y dcfcn- 
c1ci.c las numeix)s 4 y 5, que son enmiendas ;I los artículos 
14. I \ '  24.3. 

Puedo hacci. una justilicación global de las dos enmien- 
das, poiquc ticiicn el mismo scritido, la misiiia. diganios. 
filosolia poI i t  ica. 

El ni.ticulo 14, conio sabcnn SS. SS., es el que se i d i c r c  a 
los itquisitos inininios para inipai'tir la enseñanza; son 
csos i.cquisitos quc rcquicrc%n la autoi.i/.aci<iri d m i n i s t r a -  
i i v a  pi.cccpti\x para ahrii. ccriti'os doccriics privados, dc 
los que luego se habla e n  el articulo 23. ( E l  .\eiior Vic~e~prt .s i -  
t l s i  I te. Torres Boi i V.SU i I l t  , oci i p r  / U  P~.e.<itlci i c i ~ . )  

Mi enmienda pretende cambiar el texto del punto 1 en 
sus dos últimas lincas. El texto del dictamen dice: <<El Go- 
b i c im i  establecerá rcglamcntarianicntc dichos requisitos 
i i i iniii ios». Mi enmienda pretende que se diga: «El Gobici- 
no y, en su caso, la Comunidad Autbnoma, establecerán 
dichos ixquisitos mininios en la !orina que pi'occda». Sc- 
gun veo en la ordenación de enmiendas que han prcpara- 
do los servicios de la Cánini.a, esta enmicnda coincide con 
las de Minor ia Catalana, las del Grupo del PNV y las de 
los Diputados comunistas. 

La enmienda número 5 está foiniulada al articulo 24.3, 
que es el que cstablccc las condiciones riiiriimas para la 
cl. ,isi!icación . '  
que el punto 3 de ese ai.ticuI<i, que en el texto del dicta- 
i i icn dice: ,, El  Gobicimo de ic rminar l  i,eglanicritariameiit~. 
las condiciones mínimas que deban reunir los centros do- 
centes para su clasificación ...., ese texto del punto 3 se 

cambie por el de: .El Gobierno y, en  su caso. las Comuni- 
dades Autónomas con competencia en la materia detcrni i-  
narán las condiciones niininias que deban ... ., ctcetera, el 
resto scguiria igual que en el texto del dictamen. 

Veo que en esta enmienda coincido con el Grupo del 
PNV, con los Diputados comunistas, con el señor BandrCs 
v creo que 1ambii.n con la Minor ia Catalana, que piden la 
supresión completa de este punto. 

Dcspuks de haber leido mis enmiendas, está claro que 
pretenden defender la competencia plena, en materias de 
enseñanza v de educación, de aquellas Comunidades Au- 
tónomas en cuyos Estatutos de Autonomía asi se definan 

de centros docentes. Mi cniiiicnda pretende 
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estas competencias. Este es el caso de la Generalidad d e  
Cataluña v ,  para  q u e  quede claro lo q u e  significa compc-  
tcncia plena e n  esta materia, leo el texto del artículo 15 
del Estatuo de Autonomía de Cataluña. « E s  de la compe- 
tencia plena de la Generalidad de ixgulación v adminis- 
tración de la enseñanza e n  toda su extensión, niveles y 
grados, modalidades v especialidades, en el ámbito de sus 
conipetcncias, sin perjuicio de lo dispuesto e n  t-l articulo 
27 de la Constitución v Leves Orgánicas que, conforme al 
apartado primero del articulo 81 de la misnia, lo desarro-  
Ilcn, de las facultades que ati-ibuvc al Estado el n ú m e r o  30 
del apar tado  1 del articulo 149 de la Constitución. y de la 
alta inspección necesaria para su  cumplimiento y garan-  
t i ¿ I ~ > .  

Dcspucs de la lectura de cstc texto. para abreviar. creo 
que pueden agruparse las reflexiones e n  torno a r i i is  cn- 
niicndas e n  dos puntos. El pr imetu es muv breve. Me pa- 
rece evidente q u e  estos requisitos minimos de los que ha- 
bla el articulo 14 del proyecto que debatinios v las condi- 
ciones minimas a las que se refiei.c el articulo 24.3 del mis- 
mo no pueden ser ,  de ninguna manera,  derechos funda- 
mentales ni libertades públicas del articulo 27 de la Cons- 
titución q u e  hava que desarrollar por  Lcv Orgánica, según 
la reserva q u e  acabo  de leer q u e  hace referencia al articu- 
lo 81 de la Constitución. N o  creo que d e b a  perder  t iempo 
e n  demostrar  esto. 

En cambio,  cl segundo orden de reflexiones merece 
cier ta  atención. Es el que se refiere a la reserva d e  la coni- 
petencia plena a la Generalidad e n  cuanto  a lo q u e  son 
competencias exclusivas del Estado determinadas por  el 
articulo 149.1.30 de la Constitución. En ese texto constitu- 
cional se dice que  son competencias exclusivas del Estado 
la ((regulación de las condiciones de obtención, cxpcdi- 
ción v homologación de títulos a c a d h i c o s  v profesiona- 
les y normas básicas para  el desarrollo del articulo 27 de 
la Constitución a fin de garantizar el cumplimiento de  las 
obligaciones de los poderes  públicos e n  esta materia». 

Mi tesis es q u e  los requisitos minimos del articulo 1.1 y 
las condiciones minimas en cl caso del articulo 24.3 e n  cs- 
tas materias n o  pueden,  de  ninguna manera. considerarse 
normas  básicas. Ya si. perfectamente q u e  sobre esta tesis 
puede  tomarse la tesis contraria. Es decir. del texto consti- 
tucional se puede  hacer  una  lectura centralista o una  lec- 
tura autonomista. La lectura centralista es la que intenta- 
ron hacer  el Gobierno de UCD y el Partido Socialista 
Obrci-o Español con  su LOAPA, y ya se vio el i.xito que 
tuvo el Titulo 1 de la LOAPA e n  el Tribunal Constitucional; 
Titulo concebido para  recortar las competencias de las 
Comunidades Autónomas, entre  otras cosas e n  cuanto  al 
sent ido q u e  hay que d a r  a la cxpresión ... 

El señor  VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Senor 
Vicens, atkngase a la cuestión. 

El señor VICENS 1 GIRALT: Si, señor  Presidente, vo 
prefiero d a r  una lectura autonomista al artículo 149.1.30 
dc la Constitución, q u e  es el que se refiere a normas  bási- 
cas  para  el desarrollo del articulo 27. Y esa lectura auto- 
nomista me parece q u e  excluye c o m o  normas  básicas los 

requisitos del articulo 14 de la LODE v las condiciones mi- 
ninias d e  su  articulo 24.3, que es lo que y o  cstov intcntan- 
do .  

Los cxcluvc si es que hemos de ser partidarios de esa 
novedad q u e  apor ta  a nuestra Constitiición e n  el Titulo 
V I I I ,  q u e  es un nuevo diseno del Estado. el Estado ( u m ) )  
autononiias. más bien que Estado «de las. autononiias, 
mrno ha venido a decirse postcrioimcntc. Y es el dibu,jo 
de una concepción del Estado español niucho niás cfi- 
:¡ente que c'I viejo Estado centralista por la proximidad 
de la Adniinisti.ación al adniinistiado. Además, es mucho 
r i i i s  clicieiitc, evidentemente, cuando b e  trata dc Coniuni- 
Jadcs Autónomas, como es el caso de Cataluna. que tcn- 
gaii unas caiactcristicas de identidad cultural propia. 

Realmente me parece imposible q u e  puedan ser consi- 
deradas normas  básicas, por ejemplo, los requisitos mini- 
rnos a los que se refiere el articulo 14.2. y leo el texto del 
proyecto de la LODE: «... instalaciones docentes y dcporti- 
va,, número  de unidades escolares, n ú m c i u  rnininio y má- 
.iitiio de puestos escolares, instiunientación pcdagópi- 
;a...s. ¿Puede considerarse que estas son normas básicas 
de las reservadas. por el articulo 149.1.30 d e  la Constitu- 
i ó n .  a la competencia exclusiva del Estado? Me  parece 
que sólo podría considerarlo asi una lectura fucrtenicntc 
:cnti.alista v ,  por  tanto, contraria al espiritu autonomista 
de la Constitución. 

Mi conclusión, por  tanto, cs que es obvio que las Comu- 
nidades Autónomas con competencia plena podrán fijar 
dichos i.cquisitos niinimos mediante  Ley de sus ix!spccti- 
vos Parlamentos o bien por via reglamentaria, como po- 
testad ejercida por  sus órganos ejecutivos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor  VICEPRESIDENTE ( T o i ~ u  Boursault): Para 
defender  sus enmiendas al Titulo 1. tiene la palabra el se- 
ñor Pi.rcz Rovo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor  Presidente, sciioras 

Diputadas. señores  Diputados, los Diputados comunistas  
hemos presentado diversas enmiendas a cstc Titulo 1, que 
y o  voy a defender  distinguic'ndolas en diversos grupos. 

Voy a exponer ,  e n  el breve t iempo de que dispongo, e n  
pr imer  lugar, las enmiendas números 150 y 151, que trae 
cuusa de la anterior. Dichas enmiendas pretenden intro- 
ducir una  nueva clasificación de los centros. Frente a la 
doble  clasificación que establece el provecto. v actual- 
mente el dictamen,  en centros  públicos y centros  priva- 
dos, nosotros pretendemos,  e n  coherencia con lo que cn-  
tendemos que es el espiritu de la Ley, introducir una tri- 
ple clasificación: centros  públicos. centros  privados v ccn- 
tros concertados. 

Entendemos q u e  los centros  concertados, e n  la medida 
q u e  tienen un Estatuto juridico reconocido por  la Ley, es- 

pecifico v diferenciado del de los centros  públicos v del 
de los centros  privados e n  sentido estricto, a u n  s iendo 
privados e n  cuanto  a su fundación, deben  formar una 
nueva catcgoria diferente, d e  conformidad con los difc- 
rcntes  Estatutos jurídicos q u e  les reconoce el provecto dc 
Lev. 
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En consecuencia, proponemos que se establezca esta 
triple clasificación en centros públicos, centros privados y 
centros concertados, por coherencia con este espíritu de 
la Ley y por coherencia con nuestras propias enmiendas 
que intentan acentuar esta diferenciación del Régimen ju- 
rídico entre los centros concertados y los centros estricta- 
mente privados, como en una enmienda posterior explica- 
ré. 

Las enmiendas números 152 y 158 se refieren a la am- 
pliación de  los niveles educativos, introduciendo entre los 
niveles educativos, aunque sea  simplemente como ten- 
dencia, no de  una manera inmediata, la educación infan- 
til. Entendemos que la educación infantil -la educación 
entre cero y cuatro años- es un nivel educativo reclama- 
do  por sectores importantes d e  la población y que debe 
incluirse como potencial dentro de  los niveles educativos 
enumerados en el articulo correspondiente de  la Ley, es 
decir, en el artículo 1 1 . 1 ,  al cual proponernos la adición, 
como primer apartado, d e  ((Educación infantil,. 

La enmienda número 155 coincide prácticamente con 
una enmienda que ha defendido el señor Vicens anterior- 
mente. En consecuencia, voy a gastar poco tiempo en su 
explicación, porque suscribo uno por uno todos los argu- 
mentos que é l  ha explicado anteriormente. Dicha enmien- 
da trata sobre el tema de  quién tiene competencia para 
establecer los requisitos mínimos de  calidad en los cen- 
tros docentes. La Ley establece una remisión a la normati- 
va reglamentaria en cuanto a la determinación concreta 
de  estos requisitos mínimos de  calidad. Nosotros estamos 
de  acuerdo con esta remisión a la norma reglamentaria, 
es un punto propiamente de  Reglamento, pero con lo que 
no estamos de  acuerdo es con que el sujeto d e  esta potes- 
tad reglamentaria sea únicamente el Gobierno, sino todas 
las Administraciones públicas que tengan competencia en 
esta materia. 

Entendemos que puede chocar, como ha dicho el señor 
Vicens, con los Estatutos d e  Autonomía y, en consecuen- 
cia, no estamos de  acuerdo en que las propias Comunida- 
des Autónomas no puedan tener reconocidas estas corn- 
petencias, naturalmente en el caso de  que sus respectivos 
Estatutos asi se lo atribuyan. 

La enmienda número 159 trata d e  introducir un nuevo 
artículo 17 bis, que dijera lo siguiente: «La financiación de  
los centros públicos se hará con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado y, en su caso, de  las Comunidades 
Autónomas, previo informe del Consejo Escolar del Esta- 
d o  y homólogo correspondiente ... n, y aquí viene lo impor- 
tante, a mi juicio, ((teniendo en cuenta los requisitos a que 
se refiere el artículo 14, para una enseñanza en progresi- 
vas condiciones de  calidad,. Es decir, teniendo en cuenta 
los requisitos mínimos que establece el artículo 14. 

¿De qué se trata con esta enmienda? Me pueden decir 
ustedes que es innecesaria porque es  una corrección pro- 
gramática,que ustedes ya tendrán en cuenta. Se trata de  
introducir en esta Ley un criterio prograrnático irnportan- 
te, y es el cirterio - e n  el cual creo que debemos estar de  
acuerdo ustedes y nosotros los comunistas, al menos en 
teoría- d e  dar  prioridad a la escuela pública, de  dar prio- 
ridad a los centros d e  educación pública; prioridad que, 

dicho sea de  paso, no se advierte en ningún caso en esta 
Ley. En esta Ley hay, sin embargo, el compromiso concre- 
to de  financiación del sector privado, de  la escuela priva- 
da  o concertada y s  no obstante, no se ha admintido una 
enmienda como ésta que pretende establecer esta priori- 
dad en la relación a los centros públicos, centros públicos 
que ustedes saben se encuentran actualmente en un nivel 
de  dotación absolutamente deficiente. 

Tengo aquí una información muy reciente, que ustedes 
conocen igual que y o  -incluso mejor que yo, porque es 
una información oficial de la Inspección General de 
BUP-, en la que se dice, someramente, lo siguiente: que 
cerca del 30 por ciento de  los institutos necesitan obras 
importantes de  reparación, que el 7 por ciento de  los cen- 
tros se encuentra en condiciones calificadas corno muy 
deficientes, que el 21 por ciento de los centros se encuen- 
tra en condiciones de deficientes. Es decir, aproximada- 
mente el 30 por ciento d e  los centros se encuentra en con- 
diciones de  deficiencia, muy deficiente y deficiente; situa- 
ción que, por otra parte, se agrava, con la siguiente doble 
consideración: primero, porque es una situación que, lejos 
de  mejorar, según las propias calificaciones d e  esta ins- 
pección General, ha empeorado relativamente en los últi- 
mos períodos, y, en segundo lugar, porque, si se compara 
esta situación con la de  los centros privados, nos encon- 
tramos con que la dotacibn de  los centros públicos es in- 
ferior a la de  los centros privados del mismo nivel, en con- 
creto me estoy refiriendo a los centros de  BUP. No es, de  
ninguna manera, ocioso reclamar en esta Ley un compro- 
miso que deberá ser hecho y validado cada ano en la pro- 
gramación presupuestaria. Lamentamos este año  no po- 
der estar muy contentos con el tratamiento presupucsta- 
rio para la escuela pública. En cualquier caso, nosotros 
deslindamos los dos terrenos. Entendemos que en esta 
Ley debe introducirse este criterio: un carácter programá- 
tico de  prioridad para la escuela pública. 

Pasamos a un último bloque d e  enmiendas referidas al 
Capítulo 111 d e  este Título 1: Los centros privados. La en- 
mienda número 161 trata de  quikn tiene legitimación para 
crear y dirigir los centros. ¿Que dice el articulo 21 que en- 
mendamos? Dice: ((Toda persona física o jurídica de  ca- 
rácter privado y de  nacionalidad española tiene libertad 
para la creación y dirección de centros docentes priva- 
dos...*. Nosotros estamos d e  acuerdo en cuanto a la prime- 
ra parte. Es ya un reconocimiento constitucional el que 
toda persona física o jurídica de  carácter privado y de  na- 
cionalidad española tiene libertad para la creación y di- 
rección. Pero la dirección de  los centros es algo más com- 
plejo y no puede ser el único requisito para dirigir centros 
docentes, privados o no, el ser persona física o jurídica. 
Debe fijarse, corno decimos, un criterio de  mérito y de  ca- 
pacidad académica, al menos, para tener función directi- 
va. 

La enmienda número 162 trata d e  extender las incom- 
patibilidades de funcionarios en relación con la función y 
dirección de  centros docentes a todos los funcionarios, no 
solamente los de  la Administración docente, como esta- 
blece el proyecto actualmente. 

Finalmente, la enmienda número 163 es  una enmienda 



CONGRESO 
- 4002 - 

15 DE DICIEMBRE DE 1983.-NÚM. 84 

importante desde el punto de vista de la concepción de la 
Ley y la explico muy brevemente, porque, en turno poste- 
rior, tendré ocasión de referirme a ella, puesto que apare- 
ce en relación a los títulos de los centros concertados. Se 
trata de una enmienda relativa al ideario. 

El artículo 22 de la Ley reconoce el derecho de los cen- 
tros privados a establecer ideario en el marco de los prin- 
cipios constitucionales y de los derechos garantizados en 
el Título Preliminar de este proyecto de Ley. Los titulares 
de los centros privados tendrán derecho a establecer el 
carácter propio de los mismos; carácter propio o ideario; 
estamos, en definitiva, ante un mismo tema. 

Pues bien, a nuestro juicio, y en coherencia con lo que 
he dicho anteriormente sobre la diferenciación entre cen- 
tros públicos, privados y concertados, este derecho a esta- 
blecer ideario debe reconocerse única y exclusivamente a 
los centros privados en un sentido estricto, es decir, a los 
centros que se financian privadamente. Los centros que 
se financian privadamente, pero con fondos públicos, par- 
ticipan en cierta manera de la categoría de públicos, y, en  
consecuencia, entendemos que no se debe reconocer a és- 
tos el derecho a establecer un carácter propio, el derecho 
a establecer un ideario. Entendemos, en definitiva -por 
decirlo brevemente, y así ahorro incluso. tiempo del que 
tendría que consumir-, tomando prestadas las palabras 
del señor Guerra - q u e  lamento que no esté presente en 
este momento-, que dijo varias veces en esta Cámara que 
quien quiera enseñanza confesional que la tenga, pero 
que se la pague. Ese es, sencillamente -d i cho  muy breve- 
mente-, el principio que inspira nuestra enmienda. En- 
tendemos, como he indicado anteriormente, que a los 
centros, en la medida que son financiados por el conjunto 
de la comunidad, n o  debe reconocérseles el derecho de 
establecer un ideario específico, que es, en definitiva, el 
ideario propio de una porción concreta y singular de esa 
comunidad y no del conjunto de la comunidad que finan- 
cia esos centros. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Tiene 
la palabra el señor Bandrés Molet. 

El señor BANDRES MOLET SeAor Presidente, senoras 
y señores Diputados, esta Ley es una Ley que a mi, a Eus- 
kadiko Ezquerra nos parece una Ley progresista, una Ley 
que merece nuestro apoyo, una Ley que configura una es- 
cuela como la que nosotros queremos, una Ley que respe- 
ta las libertades que hay que respetar. Sin embargo, esto 
n o  ha sido obstáculo para tener que presentar un buen 
número de enmiendas también a su Título 1. 

A mi me gustaría -no puedo dar consejos a nadie- ex- 
hortar al Partido Socialista a que se fijara que aquellas en- 
miendas de contenido autonómico que consiguen el asen- 
timiento de Partidos tan discrepantes como pueden ser el 
PNV, Ezquerra Republicana, de Cataluña; Minoría Catala- 
na, Partido Comunista y el propio Euskadiko Ezquerra, 
que algo representamos en las minorías de las nacionali- 
dades; que cuando se ponen de acuerdo en determinadas 
enmiendas de tipo autonómico dos Gobiernos, el autonó- 
mico y el de la oposición eii' esos Gobiernos autonómicos 

de la propia nacionalidad, algo importante significará. A 
mi juicio, significa que en esta materia, en la materia auto- 
nómica, el Partido Socialista no ha llegado a alcanzar el 
grado de comprensión e importancia política que tiene. 
Con frecuencia, al llegar a este punto, a estos temas se ha- 
cen limitaciones, se dan interpretaciones limitativas esca- 
sas de contenido, que hacen que nos pongamos de acuer- 
do Partidos que somos Gobierno en las nacionalidades y 
oposición aquí, y que algo significamos en  su conjunto. 
Por eso nos vemos obligados a mantener un buen número 
de enmiendas, que brevísimamente voy a exponer. 

Mantenemos nuestra enmienda 58, enmienda que pre- 
tende que se introduzca justamente la frase: «Leyes de las 
Comunidades Autónomasu, ampliando las disposiciones 
legales a que hace referencia al artículo 9.0 ¿Qué quiere 
decir esto? Que aquí se está ventilando si, en definitiva, 
las Comunidades Autónomas tienen competencia para 
dictar Leyes en materia educativa. Este artículo, tal como 
está en el dictamen de la Comisión a nuestro juicio, está 
rechazando esta posibilidad por la vía pasiva. En el docu- 
mento que el Partido Socialista Obrero Español ha sacado 
a la publicidad para el debate en la calle - q u e  es lógico 
que se produzca y que ya se está produciendo-, en el pri- 
mer párrafo -no tengo el texto integro aquí, pero creo 
que lo tengo copiado de forma muy fiel-, en ese docu- 
mento, que se titula «Aprender en libertad., se dice: ULa 
Constitución española, en su articulo 27, establece los 
principios en que ha de fundamentarse la educación en ' 
nuestro país, pero estos principios tienen que desarrollar- 
se por medio de unas Leyes llamadas Orgánicas, las cua- 
les se completan mediante disposiciones de las institucio- 
nes competentes de las Comunidades Autónomas, así 
como por Decretos, Reglamentos y Ordenes ministeria- 
les.. Nos da la impresión de que, efectivamente, el Partido 
Socialista, en esta exposición popular a nivel inteligible 
para el pueblo, parece que no contempla la posibilidad de 
que las Comunidades Autónomas puedan regular, publi- 
car y aprobar Leyes en esta materia educativa. 

Creo que no hay contradicción entre las propuestas que 
hacemos conjuntamente todos estos Partidos que yo he ci- 
tado antes con la Constitución, porque la sentencia del 
Tribunal Constitucional sobre el Estatuto de Centros, sen- 
tencia de 13 de febrero de 1981, repetidamente citada en 
este debate, en su motivo cuarto establece que en una Ley 
Orgánica se tratan materias estrictas que están reservadas 
a Ley o materias conexas que, estando incluidas en una 
Ley Orgánica, pueden ser alteradas por una Ley ordiliaria 
de las Cortes Generales o, en su caso, por Leyes de las Co- 
munidades Autónomas. Subrayo esta posibilidad que es- 
tablece el.Tribuna1 Constitucional. Corresponde al Tribu- 
nal Constitucional, por sentencia, decidir si una Comuni- 
dad Autónoma, al elaborar una Ley educativa, ha invadi- 
do la materia estricta o se limita a tratar sobre materia co- 
nexa. 

Es .decir, a nuestro juicio, hay libertad para hacer Leyes 
en las Comunidades Autónomas y, luego, si estas Leyes se 
extralimitan, en su caso. en un recurso que se produzca, el 
Tribunal Constitucional, ya desde su competencia exclusi- 
va, determinará si se ha excedido o no en su Competencia 
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esa Comunidad Autónoma. Creemos que esta enmienda o 
una similar debería ser reconocida por el Grupo mayori- 
tario y debería convertirse en Ley. 

Mantenemos también nuestras enmiendas números 59 
y 60 - q u e  van conjuntas- al artículo 10, que pretenden 
añadir - é s t a s  no son de contenido autonómico, evidente- 
mente- las palabras ay  concertadas., y establecer tres 
clases de escuelas, en lugar de dos, porque las concerta- 
das, siendo privadas, son distintas de las privadas estricta- 
mente. 

En cuanto al articulo 10, apartado 3, decir: [(Son centros 
concertados aquellos centros de titularidad privada que 
son sostenidos* -aquí rectifico un error mecanográfico, 
porque decia uson contenidos,, upor fondos públicosu, y 
el resto del articulo seguiría igual. Nosotros creemos que 
también la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el 
Estatuto de Centros insiste en la diferencia entre los dos 
tipos de centros. Creemos que estas serian dos enmiendas 
también perfectamente aceptables. 

Con la enmienda número 61, nosotros pretendemos 
sustituir la palabra apreescolarw por la palabra ninfantilu. 
Esto va dentro de la filosofía que ha inspirado algunas de 
nuestras enmiendas, en el sentido de que no creemos que 
exista realmente una etapa preescolar. No se trata, sim- 
plemente, de guardar niños, sino de algo que en realidad 
es escolar, y por eso preferimos que se llame infantil. 
Creemos que esta enmienda tiene importancia desde el 
punto de vista de una posible discriminación social. En 
este sentido hay enmiendas muy similares del señor Vi- 
cens, que, naturalmente, apoyaré, y del Partido Comunis- 
ta. 

La enmienda número 62 tiende a establecer que se mo- 
difique el artículo 12, en su apartado 2, sustituyendo la 
frase n e l  Gobierno determine reglamentariamenteu por la 
siguiente: .Los poderes públicos, en el ámbito de su com- 
petencia, determinen reglamentariamenteu. iQué quiere 
decir? Esta es una enmienda de contenido también auto- 
nómico. Nosotros creemos que los centros docentes ex- 
tranjeros en Euskadi, por ejemplo, y en las demás Comu- 
nidades Autónomas, no sólo deben atenerse a lo que se es- 
tablezca con carácter general a nivel del Estado, sino que 
también, como partimos de que habrá Leyes y disposicio- 
nes de las Comunidades Autónomas, que éstas también 
deban afectar a estos centros extranjeros que están radi- 
cando en esa Comunidad Autónoma. 

La enmienda número 63 trata de sustituir el articulo 13 
en su conjunto por el siguiente texto: aTodos los centros 
docentes tendrán una denominación específica y se ins- 
cribiráu en un registro público dependiente de la Comu- 
nidad Autónoma en que estén radicados. Con los registros 
de las Comunidades Autónomas se constituirá un registro 
publico general dependiente del Ministerio de Educación 
y Ciencia. No podrán emplearse por parte de los centros 
identificaciones diferentes a las que figuren en la corres- 
pondiente inscripci6n registralu. 

Está claro que tratamos de simplificar un poco la buro- 
cracia. Tratamos de decir que un centro no tiene por qué 
inscribirse en dos registros. Si se inscribe en el registro en 
el que está radicado territorialmente, luego estos registros 

se pondrán de acuerdo, habrá una coordinación para que 
pasen estas anotaciones a un registro central, que es co- 
rrecto que exista, pero no irse a dos lugares, a dos oficinas 
públicas a inscribirse. Entiendo que es una enmienda de 
caracter secundario, pero simplificaría la burocracia y eso 
siempre seria bueno. 

Al articulo 14 mantenemos nuestra enmienda número 
64, que pretende adicionar a dicho artículo, apartado 1 ,  la 
siguiente frase: u Las Comunidades Autónomas podrán re- 
glamentariamente introducir mejoras de estos requisitos 
rninimos)). El tema -comprendemos y lo decimos con 
toda honradez- es complicado, porque hay un pronun- 
ciamiento expreso del Tribunal Constitucional, en la sen- 
tencia sobre el Estatuto de Centros a la que me vengo refi- 
riendo frecuentemente, que francamente entendemos que 
apoya más la redacción del texto que ustedes presentan 
frente a las enmiendas comunes de los Grupos Minoría 
Catalana, el señor Vicens, por Esquerra Republicana; 
PNV, PCE, etcétera. Sabemos que es así, pero creemos que 
estas enmiendas o el espíritu que anima a todas ellas res- 
peta más la idea de mínimos establecidos a nivel de Esta- 
do, introduce la idea, además, de que, a partir de éstos, 
existe una posibilidad de mejorar estos medios. 

Nuestra enmienda número 65 al articulo 15 pretende 
también adicionar a este artículo la siguiente frase: 
«Adaptar a sus estructuras y régimen de funcionamiento a 
sus propias características). Esta enmienda tiene su senti- 
do en lo siguiente: todo el mundo sabe que en muchos 
centros públicos no se respeta lo que dicen o lo que pro- 
nuncian las Leyes sobre el funcionamiento interno, por- 
que han ido creando en los propios centros peculiarida- 
des propias. Incluso en las revistas de renovación pedagó- 
gica se publican articulos que cuentan experiencias inte- 
resantes de funcionamiento con apoyo de padres, profe- 
sores y alumnos que no se ajustan a los marcos legales, 
aunque no los vulneran; que no sean contra la Ley, sino, 
en todo caso, al margen de la Ley. Pensamos que hay que 
dar una posibilidad legal para que estas experiencias si- 
gan funcionando sin preocupaciones exageradas de tipo 
legalista. En este sentido está de acuerdo con la enmienda 
157, del Partido Comunista. 

Mantenemos también nuestra enmienda número 66, de 
sustitución, en el artículo 16, apartado 1, de las palabras 
“educación preescolar* y acentros preescolares)) por 
«educación infantilu y nescuelas infantilesu, que no mere- 
ce mayor explicación, porque ha sido expuesta anterior- 
mente en  una enmienda que acabo de defender. 

La enmienda número 67 pretende la adición al articulo 
17 de un texto que diga: .En las Comunidades Autónomas 
contempladas en la Disposición adicional primera, la 
creación y supresión corresponderá en exclusiva al Con- 
sejo de Gobierno de dichas Comunidadesu. Se trata de 
despejar una lectura competitiva del artículo 17 y la duda 
en la redacción original es la de si el Gobierno central 
puede crear centros en Euskadi sin contar con el apoyo o 
basta el conocimiento del Gobierno vasco, en el caso de 
Euskadi a que me estoy refiriendo, aunque sería aplicable 
a las demás Comunidades Autónomas, evidentemente. 
Con la nueva redacción, que es una transacción entre el 
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PSOE y la Minoría Catalana, parece más claro, pero no lo 
suficiente, desde nuestro punto de vista, porque, en  reali- 
dad, ¿qué significa lo de #en el ámbito de sus competen- 
cias*? O las tiene el Gobierno vasco o las tienen los dos, y 
esto creemos que es algo que debe quedar perfectamente 
claro. 

Finalmente defendemos también -y voy a hacerlo con- 
juntamente- las enmiendas 68, 69 y 70. La primera de 
ellas trata de adicionar en el artículo 19, después de la pa- 
labra *profesoresu, .personal de administración y servi- 
cios». Creemos que éstos forman también parte de la co- 
munidad educativa y tienen ese derecho. 

En el artículo 25, apartado 3, queremos sustituir la pala- 
bra ((Gobiernos por «Podetees públicos., por entender que 
no es una materia reservada exclusivamente al Estado, si- 
guiendo la filosofía que hemos venido sosteniendo. 

Finalmente, en la enmienda número 70 queremos adi- 
cionar al artículo 26, apartado 2, nuevamente después de 
la palabra «profesoresn, la expresión o el texto upersonal 
de administración y servicios., por la misma razón que 
hemos indicado al defender la anterior enmienda nuestra, 
número 22, que se refiere al articulo 19, por entender que, 
tanto en el centro público como en  el privado, elpersonal 
de administración y servicios y el personal no docente 
forma parte, con equiparación de derechos o, por lo me- 
nos, con derecho< de la comunidad educativa. 

Esto es todo, señores Diputados. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Bandrés. 

Por el Grupo Parlamentario Popular y para defender 
sus enmiendas al Título 1, con exclusión del artículo 20, 
que será objeto de debate independiente, tiene la palabra 
el señor Uribarri. 

El señor URIBARRI MURILLO: Señor Presidente, seño- 
rías, este Título 1 del proyecto de Ley Orgánica de Centros 
Docentes trata, precisamente, bajo esa rúbrica, de los cen- 
tros docentes, y contiene tres Capítulos: <<Disposiciones 
generalesa, el primero: «De los centros docentes., el se- 
gundo, y #De los centros privados., el tercero. 

Se han presentado al mismo 125 enmiendas. Perdonen 
SS. SS. que haga esta introducción un tanto académica, 
pero que quizá sea necesaria para la ordenación del deba- 
te y para la máxima comprensión del mismo. 

De las 125 enmiendas presentadas a este Título, 72 han 
sido -si mis cuentas no fallan-, presentadas por mi Cru- 
PO o por Diputados pertenecientes al mismo, a quienes, 
sin duda, les hubiera gustado hacer uso de su derecho a 
parlamentar, esto es, a hablar o conversar unos con otros, 
según la primera acepción de nuestro diccionario, pero 
que la ordenación del debate, que desde luego aceptamos 
de grado, se lo impide y quedan pendientes de la humilde 
voz de este Diputado. 
Y aceptamos esta ordenación del debate porque nada 

más lejos de nuestra intención en la discusión de esta Ley 
y de cualquier otra que actuar parlamentariamente con 
ánimo de obstrucción, como de contrario se nos ha acusa- 
do algunas veces. Pero, bueno, esta acusación, de la que 

salgo al paso, es corriente como «slogan* dentro de la es- 
trategia de las mayorías socialistas, y así, por ejemplo, en 
Francia se dice: #Hay que culpar siempre a la oposición. 
Si se niega a volar en auxilio de los que arruinan alegre- 
mente nuestra economía, pues hacen política derrotista. 
Si se afanan por tratar de enmendar los proyectos de Ley 
cuyo peligro calibran (como es este caso), pues es que re- 
curren a la obstrucción. Si expresa sus dudas la oposición 
sobre los cambios emprendidos, entonces es que desesta- 
biliza.. Esta cita es del libro tan leído de ((Cuando la rosa 
se marchiten, que ustedes no, pero nosotros esperamos 
que sea pronto. 

Hemos presentado las enmiendas sobre la estructura 
misma del proyecto de Ley tratando de encontrar una y 
otra vez esas vías de diálogo que, desde el principio, esta- 
mos demandando para que el pacto escolar pueda ser po- 
sible entre nosotros. 

Y antes de entrar en el análisis de algunas de estas en- 
miendas, yo quisiera dejar constancia de cómo la misma 
sistematización de este Título, que he expresado al princi- 
pio, está indicando, desde ya, cómo el PSOE va a concebir 
en el futuro el sistema escolar del artículo 27 de nuestra 
Constitución. 

El articulo 27 consagra la libertad de enseñanza, como 
SS.  SS. saben, libertad que lleva aparejada la facultad de 
elegir centro docente, lo que supone facultad de elegir en- 
tre centros públicos y privados, también entre centros 
privados, también entre los distintos centros públicos, y 
n o  se olvide esta última precisión. 

Libertad de enseñanza que consiste en la facultad con- 
secuente de crear y dirigir los centros docentes, y también 
la de determinar la personalidad educativa a través de un 
ideario para que se pueda hacer esa elección del tipo edu- 
cativo que corresponde a los padres de familia. 

Pues bien, como la LODE viene a desarrollar un progra- 
ma socialista que manda caminar hacia la progresiva de- 
saparición de la enseñanza privada (mientras no se diga 
otra cosa), y a unas ideas, según expuso el señor Mayoral 
en ese ucuaderno del PSOE», que ya aquí ha sido aludido, 
y que sin duda ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Señor 
Mayoral, el debate de totalidad ya quedó atrás en la trami- 
tación del proyecto. Le ruego se ciña a la defensa de sus  
enmiendas. 

El señor URIBARRI MURILLO: Sí, señor Presidente, es- 
toy tratando de centrar mi discurso sobre la significación 
del título que me ha correspondido desarrollar. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le rue- 
go que centre su discurso. 

El seíior URIBARRI MURILLO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Como iba diciendo, con la cita del señor Mayoral se tra- 
ta de superar el nefasto dualismo -página 102- de la es- 
cuela privada frente a la escuela de propiedad estatal. Por 
eso los centros concertados no figuran en este Titulo, 
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como sería correcto en una interpretación sistemática, 
como una sección, bien de  los centros docentes públicos, 
bien d e  los centros docentes privados, es decir, Capítulo 
segundo y Capítulo tercero. En realidad, no se sabe, según 
este proyecto de  Ley, si los centros concertados son carne 
o pescado, si pertenecen al Capitulo segundo, ((Centros 
públicos., o pertenecen al Capítulo tercero, ((Centros pri- 
vados.. Por la advertencia que me ha hecho el señor Pre- 
sidente, n o  puedo seguir demostrando a S S .  SS .  cómo esta 
tendencia a la desaparición de  la escuela privada queda 
muy expresamente expuesta por el señor Torresblanca en 
los documentos a que se ha hecho referencia aquí esta 
mañana, relativos a la Ponencia celebrada en junio de 
1977 durante las Jornadas de  los Colegios Je Doctores y 
Licenciados, y que, mientras no se diga otra cosa, ocupa 
un alto cargo, marcando las directrices de  la política edu- 
cativa en la actual situación política española. 

Tenemos ya, pues, dibujado en este Título, lo que será el 
sistema socialista de enseñanza, un sistema socialista que 
supone una escuela única, con el solo escaparate d e  algu- 
nos centros privados, Capítulo tercero, para exhibir ante 
el concierto internacional que, efectivamente, en España 
tambikn se da  la libertad de  enseñanza, como se dice en el 
artículo 27 d e  la Constitución; pero es una libertad de  en- 
señanza sólo posible para ese escaso siete por ciento -si 
es que hay que atender a las estadísticas despuks del de- 
bate d e  los Presupuestos- que hace uso de  ese centro de  
escuela libre que se regula en el Capitulo tercero d e  este 
Título. Un sistema de  enseñanza, en definitiva, a la italia- 
na, que, enfáticamente, declara, en el artículo 34 de  su 
Constitución. que «la escuola e aperta a tutti,), pero ustc- 
des y y o  sabemos que esos .tutti» no son más que los pri- 
vilegiados política o económicamente - q u e  de  todo hay 
aquí y allí- que pueden abonar el importe, importe caro, 
de  esa escuela privada. 

Y por último, y para dar al señor Mayoral la oportuni- 
dad de  rectificar la informacibn, me va a permitir, señor 
Presidente, que cite acerca de  este camino de  desapari- 
ción d e  la escuela privada a través de  los centros concer- 
tados, para que lo desmienta en la réplica -y y o  me ale- 
graría mucho-, la información, a la que tambien se ha he- 
cho referencia esta mañana, sobre lo publicado en el pe- 
riódico d e  mi provincia el 30 d e  noviembre, según la cual 
bs asistentes a la conferencia del señor Mayoral indica- 
ron algunos aspectos menos positivos d e  la Ley, como el 
incremento de  la financiación pública a los colegios priva- 
dos. Sobre este último aspecto, indicó el Diputado que, en 
realidad, los colegios particulares, mediante la fórmula de  
concertación, dejarán de  ser empresas privadas. Si, efecti- 
vamente, esto no se ha dicho así, yo agradecería al señor 
Mayoral que lo desmintiera y que pusiera en marcha el 
mecanismo judicial correspondiente para tutelar el dere- 
cho que todos los españoles tenemos a recibir una infor- 
mación veraz. 

Aunque ya sé que el Ministro aquí presente sabe, como 
es su obligación, el contenido de  la LOECE, corno Dere- 
cho positivo que es, permítaseme que haga una correla- 
ción d e  artículos entre esta Ley hoy en vigor y este 
proyecto de  Ley, porque, después d e  su disertación al ter- 

minar la discusión del Título Preliminar, alguien, no del 
todo familiarizado con los temas educativos, pudiera 
creer que aquel himno d e  alabanza con que nos obsequió 
era inédito hasta ahora en España en cuanto a concepto y 
defensa de  los derechos fundamentales, de  la libertad d e  
enseñanza, de  dirección y creación d e  centros, etcétera. 
Cito, en primer lugar, el artículo de  la LODE y# en segun- 
d o  lugar, el de  la LOECE. El artículo 9.O corresponde al 1 .", 
el 10 al 8.0, el 1 1  al 9.0, el 12 al 10, e1 13 al 6.", el 14 al 12, el 
15 al 14, el 16 al 22, el 18 al 23, el 21 al 7 . O  y al 22, el 22 al 34, 
el 23 al 33, el 24 al 13. Claro es que todos los derechos con- 
tenidos en la LOECE son actualmente constitucionales 
después de  la sentencia del Tribunal Constitucional y que 
algunos de  los contenidos en la LODE pueden estar en 
marcha hacia ese Tribunal. 

Entrando en el análisis concreto de  algunas de  las e n -  
miendas que ha presentado mi Grupo, diré que, en cuanto 
al artículo 10, nuestras enmiendas, y en especial la 3 13, l i -  
jan de  manera muy clara y definitiva lo que es el centro 
público y el centro privado en contraposición a lo quc 
dice el texto del proyecto de  Ley, puesto quc según dicho 
texto son centros públicos aquellos cuyo titular sea un  po- 
der público, mientras que nosotros proponemos la si- 
guiente definición: <<Son centros públicos aquellos quc es- 

tkn gestionados por una Administración pública con coni- 
petencia específica en materia educativa)). 

De n o  aceptarse nuestra enmienda pudiera resultar que 
u n  poder público. el Consejo General del Poder Judicial, 
pongo por caso, o este mismo Parlamento, por las circuns- 
tancias que l ieren,  por ejemplo, para fomento de vocacio- 
nes jurídicas, para ayuda a familias de  hijos de  Diputados 
de  la provincia -y no se olvide lo dispuesto en el artículo 
39 de la Constitución sobre la protección a la familia-, 
decidiera abrir un centro docente, automáticamente, y se- 
gún la redacción d e  este artículo, vendría a ser calificado 
como centro público, lo que, evidentemente, no sería co- 
rrecto. 

Además, en esta enmienda 313 se rehúye de  la denomi- 
nación de  «concertados» sustituyéndola por la de  <( finan- 
ciadosu. dejando a la ciencia jurídico-administrativa, e n  su 
libre evolución, el concepto d e  servicio público. 

Al artículo 14 se ha presentado una enmienda del Dipu- 
tado Díaz-Pinés, concretamente la 472, que está dirigida a 
que los requisitos mínimos que se establecieran para los 
centros impartiesen una enseñanza con garantía de  cali- 
dad, primero, no se les restara la libre iniciativa social de  
creación de  estos centros, creación que viene expresa- 
mente amparada en el principio de  la libertad de  ense- 
ñanza, o, por lo menos, que no se restrinja por ello, ya que 
el Estado no fomenta a través de  esta Ley - c o m o  sería lo 
lógico y lo esperado por nosotros- la iniciativa privada 
de  creación d e  centros. En segundo lugar, que se evitara 
una competencia desleal para con los centros d e  la inicia- 
tiva privada por parte de  los centros públicos, o de  los 
centros privados para con los centros públicos. 

Por otro lado, otra de  las enmiendas, la 408, presentada 
por el señor Fraile, pide que se respeten los derechos ad- 
quiridos de  los centros actualmente existentes. 

La bondad d e  estas enmiendas se predica por ellas mis- 
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mas, sin que acertemos todavía a comprender por qué no 
han sido admitidas. 

En el artículo 15, mediante un artículo 15 bis, nosotros 
hubiéramos querido introducir una regulación de  los cen- 
tros experimentales en provecho d e  la evolución científi- 
ca de  la pedagogía, en provecho del reciclaje d e  los profe- 
sores y en provecho, en definitiva, del alumnado, sin que 
tampoco acertemos a comprender hoy día por qué no ha 
sido admitido y por qué en la Ley no se contempla, en nin- 
gún caso, esta posibilidad d e  experimentar en materia tan 
sumamente importante como KS la pedagogía. 

En el artículo 17 proponernos que la creación, transfor- 
mación y supresión de  los centros públicos se haga por 
Decreto y n o  por Orden ministerial, pues si bien es ver- 
dad -y y o  n o  lo voy a negar aquí- que todas las Ordenes 
ministeriales son bien intencionadas, tambien es verdad 
que con frecuencia no siempre son afortunadas. 

Nosotros en este mismo artículo también pedirnos que 
haya un informe previo del Consejo escolar, en concor- 
dancia con lo dispuesto en las facultades del Consejo es- 
colar del Estado en el artículo 32, sin que acertemos a 
comprender cómo ello no ha sido admitido. 

El artículo IR quisiéramos haberlo completado con la 
adición d e  la mención del artículo 10.2 de  la Constitución, 
al lado de la referencia que SK hace al artículo 27.3 de  la 
misma. Hay una cierta alergia siempre a introducir esta 
referencia al artículo 10.2 d e  la Constitución por parte de  
la mayoría socialista, que no es de ahora, que es de antes, y 
puede recordarse lo sucedido en el debate de la Comisión 
Constitucional del Senado, cuando se introdujo esta refe- 
rencia a dicho artículo 10.2 de la Constitución, que, en 
este caso más que en ningún otro, viene perfectamente 
encajado por estar determinando -el artícul- una refee- 
rencia expresa a un artículo también expreso, como es el 
27.3 d e  la Constitución. 

Sobre el artículo 19 tengo que decir a SS. SS. que nues- 
tro Grupo esta totalmente de  acuerdo con la participación 
en la Comunidad educativa de  los distintos miembros de  
las mismas. N o  en vano, las asociaciones de  padres, las 
asociaciones de  alumnos, órganos colegiados de  gobierno 
-entre ellos los Consejos de  centros-, no se regulan por 
primera vez en este proyecto de Ley, que ya están en la 
LOECE, que ya están e n  vigor hoy día, que ya están en el 
texto’alternativo que hemos presentado a este provecto 
de  Ley. 

Nosotros somos defensores de  la participación porque, 
sin ningún género de reservas, creemos en la Comunidad 
educativa, pero lo que n o  queremos es que el concepto 
mismo de  participación se desvirtúe para convertirse en 
una cuasi autogestión. Y lo pensamos así no sólo por razo- 
nes d e  fondo sino también por razones pragmáticas. Por- 
que, argumentando de  contrario, si SS. SS. me lo permi- 
ten, si se dice que el cheque escolar ha fracasado en otras 
experiencias, la experiencia de  la autogestión n o  resistira 
la más mínima consideración. 

(El señor Presidente ocupa la Presidencia.) 
Y este artículo 19, al elevar la participación a la catego- 

ría d e  principio rector de  las actividades académicas, ya 
está preparando el camino hacia esa escuela socialista au- 

togestionaria, que, si es lícito defender como una posible 
escuela dentro del pluralismo de  la escuela -y ahí esta- 
riamos nosotros también en su defensa-, no es lícito im- 
plantarla, a través de  una Administración pública, como 
una escuela para los españoles. 

Tenemos en la escuela pública tanto interés como el 
que más y en su defensa no cedemos el sitio a nadie. El 
tratar de  arrinconarnos como defensores exclusivos de  la 
escuela privada es, desde luego, una pura táctica de la 
mayoría que quiere ocultar con ella el fin que persigue de 
convertir esa escuela pública en una escuela socialista. 
Una escuela socialista que n o  encuentra sus raíces, señor 
Ministro, en el liberalismo del siglo pasado, a n o  ser que 
nos lo explique, sino que encuentra sus raíces en la tradi- 
ción socialista de  gestión democrática que recoge elemen- 
tos teóricos valiosos de  Rousseau, de  los socialistas utópi- 
cos y, hndarnentalmente, de  Carlos Marx: «La emancipa- 
ción como conquista de  poder de  control sobre la propia 
actividad y el entorno que la condiciona y la autogestión 
como construcción de estructuras que sustituyen progre- 
sivamente al Estado)), como, sin duda, la mayoría socialis- 
ta conoce. por ser una cita textual del señor Mayoral en el 
cuadro a que tantas veces nos estamos refiriendo. 

N o  me corresponde a mí, aquí, y ahora, hacer la crítica 
de  esa posible escuela cuasi autogestionaria que, indiscu- 
tiblemente, deberá ser examinada en el Título 111 cuando 
se estudien las competencias de  los Consejos escolares, 
pero sí me corresponde decir aquí cómo esa participa- 
ción, principio rector que lleva a la democratización de  la 
escuela, supone lograr -v sigue siendo cita textual- «el 
pluralismo ideológico en las escuelas» (página 100) “ y  exi- 
ge un nuevo sistema de relaciones entre profesores y 
alumnos que suprimirá la dialéctica dominante-dominado 
sobre la que descansa la educación tradicional,, (página 
101). 

Esta es, pues, señores, la nueva escuela pública socialis- 
ta o, por lo menos, la nueva escuela pública hacia la que 
tiende el Partido Socialista con la que nosotros, desde lue- 
go, no estarnos d e  acuerdo, porque nosotros sí que quere- 
mos una escuela pública, una escuela pública d e  calidad, 
una escuela pública participativa, n o  una escuela pública 
cuasi autogestionaria; queremos una escuela pública con 
esa neutralidad que dice la sentencia del Tribunal Consti- 
tucional y en la que se den todos los fines educativos q r e  
en la misma Constitución y en algunos artículos d e  esta 
Ley se proclaman. 

N o  estamos de  acuerdo con ese objetivo marcado por el 
Partido Socialista en el Poder, fijando la participación en 
los Consejos escolares como el único camino existente -y 
vuelvo a hacer una cita textual- «de transformar la orga- 
nización y dirección de  los centros educativos acabando 
con las lacras de  la burocratización, el centralismo y el au- 
toritarismo en lo que respecta a centros públicos y con la 
concepción patrimonial del centro, el adoctrinamiento y 
la intolerancia respecto a otras ideas y concepciones en 
los centros privados» (página 119). 

Debemos, pienso, estar hablando quizá en griego, y aquí 
el único que lo entiende, indiscutiblemente, o por lo me- 
nos el más caracterizado para entenderlo, es el señor Be- 
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viá, y los demás no nos aclaramos sobre qué escuela pú- 
blica es la que dice el PSOE que quiere y que está tratan- 
do  de  definir en este proyecto de  Ley que nos toca hoy 
examinar. Una escuela pública - é s t a  de  la LODE- que, 
por otra parte, excluye de  la comunidad educativa al per- 
sonal administrativo y d e  servicios, y cuya inclusión esta- 
mos reclamando nosotros en la enmienda que propone- 
mos a este mismo artículo. Y nótese, además, que noso- 
tros pedimos estos órganos colegiados que en la LODE se 
indican no solamente para la escuela pública, no solamen- 
te para la escuela concertada, sino también para la escue- 
la libre, lo que no hace el proyecto de  Ley. Escuela libre 
de  la que el señor Ministro dijo el otro día que la LODE le 
otorgaba nada más y nada menos que la dirección, como 
un hallazgo, lo cual es cierto en el artículo 21, pero da  un 
poco de vergüenza decir que esto sea un hallazgo y una de  
las virtudes que se tengan que proclamar. Tampoco deja 
de  ser cierto que no es nada nuevo, porque el artículo 32 
de la LOECE dice que se reconoce que todas las personas 
físicas o jurídicas podrán crear, gestionar y dirigir centros 
docentes. Lo que no queda claro en este proyecto de  Ley 
es si esa direccibn, que aquí se ha proclamado como un 
valor digno de  tenerse en cuenta y de  proclamarse a todos 
los vientos, está dada para todas las escuelas públicas o 
sólo para la escuela pública que se contempla en el Capí- 
tulo tercero de  este Título que estoy examinando y que 
vengo diciendo como escuela libre, no respecto a los cen- 
tros concertados. Y no  está claro n o  solamente por como 
se regula luego la dirección en el Título IV referente al 
proyecto de  Ley, sino porque, si no ha cambiado de crite- 
rio el Partido Socialista, esta es su concepción respecto a 
la dirección de  la escuela privada concertada. 

Decía el señor Gómez Llorente, cuando se discutía en la 
Comisión la LOECE, refiriéndose al señor De la Vallina, 
que había dicho que en la Constitución ~c rea rn  y «dirigir» 
se comprendían en el artículo 27. Ha habido, dice el señor 
Gómez Llorente, un nlapsus linguae» en la expresión del 
señor De la Vallina al decir que en la Constitución está 
«crear)% y ((dirigirs. Me permito hacer mención, simple- 
mente como advertencia, que y o  sé que no puede ser un 
error conceptual en un hombre tan riguroso como José 
Luis de  la Vallina, pero ha sido un ulapsusi> el decir que 
en la Constitucion está .crear* y «dirigir». En la Constitu- 
ción no está, señor De la Vallina, y n o  lo está por razones 
d e  fondo; no está, porque si hubiera estado n o  hubiera ha- 
bido consenso constitucional, y eso es un concepto impor- 
tante. Después sigue desarrollando por qué no ha habido 
consenso constitucional, y es para que sea coherente el 
punto 7 con el punto 8. Luego esa dirección en una parte 
d e  la escuela privada no  está tan nítidamente expresada 
como en el artículo 27 gran parte de  los constituyentes y 
gran parte d e  los españoles creemos encontrarla. 

Dentro d e  este Título se contempla el artículo 22, refe- 
rente al ideario educativo. Yo voy a pasar muy brevemen- 
te sobre él porque ya ha sido objeto d e  un profundo deba- 
te al examinarse el artículo 3.0 referente a la libertad de  
cátedra. Pero no podemos pasar este Título sin hacer al- 
guna mención al mismo, porque es uno de  los derechos 
básicos de  los españoles, porque, en definitiva, el ideario 

viene marcando el proyecto educativo, al cual quieren 
que se conforme la educación d e  sus hijos muchos de  los 
padres que eligen centro con este proyecto educativo, 
proyecto educativo cuya definición y o  n o  voy a hacer 
aquí, pero que es totalmente necesario para que el dere- 
cho de  elección de  los padres n o  quede mermado e n  
cuanto a la educación se refiere, puesto que, a la hora de  
realizar esa elección de centro, estarían actuando ciega- 
mente si no existieran centros con proyectos educativos 
dentro d e  la pluralidad de  escuela que la sociedad espa- 
ñola puede ofrecer. Qué educación ofrece éste o aquél 
centro parece que es la primera pregunta que un padre 
responsable debe hacerse antes de  enviar algún hijo a u n  

El Ministro, en aqnel descubrimiento que nos hizo tlc 
las excelencias d e  la LODE al terminar este Título Prclinii- 
nar y al cual insistentemente me estoy refiriendo ... 

colegio. 

El señor PRESIDENTE: Aténgase a la cuestión, señoi- 
Uribarri. 

El señor URIBARRI MURILLO: Sí, señor Presidente. 
El Ministro omitió decir que este derecho, como todos 

los demás, está consagrado en el artículo 34 de la LOECE, 
actualmente vigente. Nos preocupaba que este derecho 
no estuviera recogido en toda su amplitud como tal idea- 
rio y que estuviera restringido su concepto como carácter 
propio, hasta la intervención que esta mañana ha tenido 
el señor Ministro, que me gustaría que estuviera una vcz 
más ratificada, pero creo que ha quedado suficientemente 
claro que son términos sinónimos ((ideario. y ((carácter 
propio», según la locución que emplea este proyecto de  
Ley. Parece que ha quedado claro esta mañana que, e n  cl 
concepto del seiior Ministro sobre el proyecto de  Ley que 
estamos examinando, ((ideario,, y «carácter propio, ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Diputado, el tema del 
ideario no está en este momento en discusión. Le ruego 
que se atenga a las enmiendas al Título 1, que es el que se 

está debatiendo. No  se refiera al debate con el señor Mi- 
nistro, aunque puede referirse al tema, por supuesto, por- 
que el artículo 22 está implicadcb. 

El señor URIBARRI MURILLO: Señor Presidente, con 
mucho gusto acepto la advertencia. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que me excuse, por- 
que, efectivamente, hay artículos que se refieren al tema, 
pero no cabe aludir al debate con el señor Ministro, que 
es anterior y, quizá, posterior. 

El señor URIBARRI MURILLO: Señor Presidente, si me 
estoy refiriendo al señor Ministro es porque esta mañana 
he dicho que 61 interviene en uso de su derecho para de- 
fender este proyecto d e  Ley, y, por tanto, quizá esté dialo- 
gando desde esta tribuna más con él que con la mayoría 
socialista por esta atribución del derecho que el señor Mi- 
nistro parece que ha hecho esta mañana en la defensa de  
este proyecto de  Ley. 
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Decía, señor Presidente, que nos tenía preocupados si 
efectivamente, «carácter propio. e ((ideario. -porqur 
aquí, en  este proyecto de Ley, se habla repetidamente dt 
((carácter propio. y nunca se dice uideario»- eran térmi 
nos sinónimos. 

Nos tenía preocupados este tema. Parece que quedr 
aclarado, pero nos sigue preocupando, señor Presidente 
que el ideario no tenga la ordenación axiológica que as 
mismo le corresponde en el artículo 22 y venga pospues. 
to en la adición de este proyecto de Ley al derecho de 
profesores, padres y alumnos. Sin embargo, nosotros pro 
poníamos una enmienda que, si se hubiera admitido, to. 
das estas dudas y estas advertencias no hubieran tenidc 
que hacerse. Porque, con una claridad meridiana, queda. 
ría perfectamente expuesto -y termino enseguida, señor 
Presidente- qué es el ideario, cuál es su contenido, qué 
es el carácter propio y qué lugar debe ocupar. 

Me gustaría defender las enmiendas que tenemos pre- 
sentadas al artículo 23 sobre la revocación de la autori- 
zación a los centros privados, porque salimos ahí en sal- 
vaguarda de cualquier elemento discrecional por parte 
de la Administración, sea ksta o cualquier otra. 

Me gustaría haber podido defender también, señor Pre- 
sidente, la enmienda 328 al número 3 del artículo 24 y,  
asimismo, me hubiera gustado defender -permítaseme 
que lo diga antes de terminar- la enmienda 481, me- 
diante la cual, proponemos que esta pluralidad de escue- 
las, estos otros centros privados que no reciben los fon- 
dos para impartir una educación concertada, pudieran 
recibir la ayuda económica, si el Gobierno lo estima con- 
veniente, en virtud del artículo 27.9 de la Constitución. 

No hemos conseguido introducir enmiendas sustancia- 
les a este Título. N o  lo hemos conseguido -y debo expre- 
sarlo con preocupación- porque ya de antemano se fijó 
en 18 el número de enmiendas que podían admitirse a lo 
largo de todo el proyecto de Ley y nosotros no hemos 
tenido la suerte de haberlas presentado los primeros o, 
por lo menos, de que entraran en esas 18, habiéndonos 
quedado fuera de turno. Quizá no hemos tenido esa suer- 
te porque representamos al sector oscurantista de la 
sociedad, según el señor Ministro -y permítame, señor 
Presidente, que siga este diálogo con el-, a ese sector 
oscurantista de la sociedad que el señor Ministro parece 
dejar de lado o parece reprobar, lo que nos hace pensar 
-dicho .iocandi causau y, desde luego, con todos los 
respetos- que quizá se esté cerca de las posiciones de la 
célebre frase de Azaña de que antes que centros privados 
llenos de espíritu convencional son preferibles en España 
escuelas de tauromaquia. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor üribarri. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco, PNV. Tie- 

ne la palabra el señor Aguirre. 

El señor AGUIRRE KEREXETA: Señor Presidente, se- 
ñorías, a este Título 1 del proyecto de Ley Orgánica del 
Derecho a la Educacih, nuestro Grupo Parlamentario 
presenta las enmiendas números 101 a 106, correspon- 

dientes a los artículos 10, 11, 13 y 14, ninguna al Capítu- 
lo 11 y las números 22 y 24 al Capítulo 111 de este Título 1. 

La primera de ellas, referida al artículo 10, pretende, 
confirma y delimita, cosa que no lo hace el dictamen, las 
diversas clases de centros docentes que tras esta Ley 
vayan a sobrevivir mientras esté vigente. 

En opinión de nuestro Grupo, el proyecto socialista, en 
el apartado 1 ,  no define categóricamente la coexistencia 
de centros públicos y centros privados, a pesar de que, 
aparentemente, así lo dé a entender el texto. Tal vez por 
una cuestión puramente sintáctica. y es que el artículo 
10.1 dice que los centros docentes podrán ser públicos y 
privados, mientras que la primera parte de nuestra en- 
mienda establece claramente que los centros docentes 
podrán ser o públicos o privados. 

No es, señores Diputados, que quiera ver fantasmas 
donde ustedes me dirán que no los hay. Gramaticalmen- 
te, y esto lo sabe el señor Beviá, que para eso trabaja en 
Filología, la conjugación copulativa une, y es ésa la que 
aquí se utiliza. Unen centros docentes públicos y priva- 
dos, con lo que estamos ante una nueva figura con la que 
se puede, no digo que se haga, inducir a una interpreta- 
ción que, en el caso de una Ley tan polémica como ésta, 
no es conveniente interpretarla tergiversadamente. 

Puede inducir, por ejemplo, a que quienes no domina- 
mos el castellano a la perfección de su lectura lleguemos 
a deducir que los centros docentes previstos en esta Ley 
serán a la vez públicos y privados, lo cual no deja de ser 
sorprendente, pero no del todo descabellado a corto pla- 
zo, y mucho menos descabellado a largo plazo. 

iQue no hay fórmulas para que puedan coexistir en un 
mismo sujeto la titularidad pública y la privada? N o  lo 
sé, pero el sentido común me dice. y la lectura del texto 
de este proyecto me descubre, algo que ya pude ver y 
descubrir en lecturas diversas procedentes del Partido 
Socialista, y que ayer mismo y esta mañana fueron y han 
sido, en parte, citadas aquí por otros ponentes, sin que se 
haya permitido dar una explicación satisfactoria de estas 
citas. 

Ojeen ustedes el texto del artículo 50, apartado 4.  N o  
voy a decir que no lo hayan leído, pero se lo voy a recor- 
dar: ((Los salarios del personal docente serán abonados 
por la Administración al profesorado como pago delega- 
do y en nombre de la entidad titular ... u. ¿A quién? Al 
titular de los centros a extinguir ... Bueno, no quiero decir 
de los centros a extinguir, hoy por hoy son los centros 
concertados. 

El señor PRESIDENTE: Señor Aguirre, eso está fuera 
del Título. Le ruego que se atenga al debate de las en- 
miendas suyas a este Título. 

El señor AGUIRRE KEREXETA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Mediante esta vía del sernifuncionario tal vez se pueda 
permitir la coexistencia provisional en un mismo centro 
del carácter público del semifuncionario docente pagado 
por el Estado y del carácter privado del titular. Pero esto 
es una primera fase, puestos a interpretar. Desde esta 
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primera fase de  coexistencia mixta es muy fácil saltar a 
una segunda en la que se llegue a la desaparición absolu- 
ta de  la titularidad pública para los centros concertados. 
Y, una vez aquí, la estrategia a largo plazo, por supuesto, 
definidos con claridad dos tipos de escuela, la pública y 
la privada, pura, privada financiera y exclusivamente 
«per se», en aras de  eliminar ese clasismo elitista que 
surgiría, la desaparición de escuela privada sería ya Iógi- 
ca y no plantearía ningún problema. 
Y no estoy viendo fantasmas, señor Presidente. Tampo- 

co me salgo del debate; no estoy, ni es ésa mi intención, 
ni mucho menos, aunque a veces lo parezca, prejuzgando 
intenciones. Estoy recordando conclusiones que, de algu- 
na forma, han salido aquí a lo largo de los debates y que 
aparecen publicadas como conclusiones de asambleas, 
como conclusiones de pub,licaciones que llevan su ana- 
grama, su firma y nombre, y mientras esas determinacio- 
nes no sean desautorizadas tengo derecho a pensar que  
siguen vigentes y ,  por tanto, que pertenecen a una estra- 
tegia a largo plazo. 

En cambio, aceptando nuestra enmienda, que quizá 
sea pedir demasiado, lo sé, la garantía de permanencia 
de centros públicos y privados queda asegurada. Y si el 
lunes pasado el Ministro quería garantizar todas las l i -  
bertades, aquí y ahora tiene la oportunidad de hacerlo. 
Cambiar la «y. por la «o» sería aceptar una enmienda, lo 
cual utilizarían favorablemente ustedes para decir que, 
por lo menos, nos han aceptado una, y nos quedaríamos 
tan felices porque veríamos que la coexistencia de los dos 
tipos de centros estaba asegurada por la Ley. 

¿Qué más dice nuestra enmienda? El apartado 2 del 
proyecto dice que «son centros públicos aquellos cuyo t i -  
tular sea un Poder público)); mientras tanto, nuestra pos- 
tura quiere y pretende definir con precisión quiénes pue- 
den ser titulares d e  centros públicos. Es una precisión de  
voluntad y de  definición necesaria en esta Ley, como lo 
avala el hecho de  que aquí la interpretación que se hace 
de  un artículo único de  la Constitución. el artículo 27, sea 
tan distinta. Lo mismo puede suceder también a través de  
la definición de  centro público cuyo titular sea un Poder 
público cualquiera. Nosotros pretendemos definirlo con 
mayor precisión estableciendo que el Estado, la Comuni- 
dad Autónoma o los entes institucionales de  ella depen- 
dientes configuren la titularidad d e  esos centros públicos. 

Incluso con esta misma redacción que pretendemos, 
pueden disiparse recelos por ambas partes, pueden disi- 
parse ciertas desconfianzas hacia sus intenciones de go- 
bierno en materia educativa; incluso la mención a las Co- 
munidades Autónomas pienso que puede ser positiva, 
porque establece un catálogo de  derechos y obligaciones 
para las Comunidades Autónomas, derechos y obligacio- 
nes que van a tener que atender si es que efectivamente se 
han hecho cargo de  lo que los respectivos Estatutos les 
puedan confiar. El sentido de  la obligación d e  atender en- 
tonces a la educación no universitaria, por parte de  los 
Poderes públicos autónomos, quedaría así reflejado, mar- 
cado perfectamente en esta Ley. Eso es positivo porque es 
una garantía d e  que acceden a cotas de  responsabilidad 
que muchas veces se les achaca que no han asumido. 

En cuanto al artículo 13 tenemos presentada, defendida 
sin éxito, claro, y mantenida, como es tambiOn habitual, 
una enmienda de  adición, que es conforme con las com- 
petencias ya asumidas por el Gobierno autónomo. El sen- 
tido de la misma es lograr una mayor interconexión entre 
las dos Administraciones -entre la Administración cen- 
tral y la Administración autónoma- y buscar una efectivi- 
dad en las relaciones entre ambas Administraciones. 

¿Por qué? Porque en el dictamen de  la Comisión la ins- 
cripción previa de  un centro docente en el registro de la 
Comunidad Autónoma e n  que esté radicado, según el tex- 
to, no es más que un paso necesario y anterior para su ins- 
cripción definitiva en los registros del Ministerio de  Edu- 
cación y Ciencia, detentados hasta hoy, creo, tambit'n por 
parte del señor Ministro, con intenciones de  seguir deten- 
tándolos en los próximos meses. U n  trámite, pues, nada 
más que un trámite ante la Administración autónoma que 
de por sí no surte efectos definitivos, sino efectos pura- 
mente administrativos. 

Para nosotros el concepto de  autonomía no es un con- 
cepto administrativo; es un concepto eminentemente po- 
lítico que hay que  llenar de  contenidos no administrati- 
vos, s ino politicos, aunque el desarrollo político de  la Co- 
munidad le lleve, por supuesto, a generar, a crear y man- 
tener unos contenidos y un marco administrativo propios. 

Desde esta óptica de  la autonomía política en el campo 
educativo es desde donde con nuestra enmienda preten- 
demos estrechar lazos entre ambas Administraciones, en- 
tre el Ministerio d e  Educación y Ciencia y el Departamen- 
to de  Educación d e  la comunidad Autónoma. De esta for- 
ma y con esta enmienda, la Administración autónoma ins- 
cribiría e n  su registro público al centro docente e n  cue5- 
tión, para inmediatamente despuks de  inscrito y con ca- 
rácter obligatorio comunicar al Ministerio de Educacióri Y 
Ciencia dicho trámite. De esta forma, una vez recibida la 
comunicación, sería la propia Administración central la 
que, de  acuerdo con esa comunicación procedente de la 
Comunidad Autónoma, lo inscribiría e n  su registro. 

Y o  creo que esta enmienda, además d e  llenar de  conte- 
nido político a un proceso autonómico, incluso desde cl 
punto de  vista del ahorro de trámites para los interesa- 
dos. supone un paso adelante en la agilización y e n  la re- 
forma d e  la Administración que el Partido del Gobierno 
pretende. En este caso, y o  vería con agrado, supongo que 
también la propia Administración socialista, la agilización 
de los trámites para los interesados. 

Claro está, señor Presidente, señores Diputados, que 
una cosa son las declaraciones d e  buenas intenciones, que 
hemos oído muchas desde el lunes pasado -y esta Ley es 
una buena muestra de  intenciones dignas de  mejor cau- 
sa-, y otra muy distinta el actuar legislativo, que tiene un 
reto para agilizar la Administración y para, a la vez, llenar 
de contenido las facultades autonómicas de  las que pue- 
dan disponer. Pero mucho me temo que sea un reto y una 
ocasión perdida, porque tal vez no han reflexionado seria- 
mente sobre las intenciones de  comunicabilidad y de  es- 
trechamiento de  lazos, que suscribimos con esta enmien- 
da. 

La enmienda 104 es una enmienda de  clara inspiración 
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autonómica desde el punto de vista político, administrati- 
vo y de eficacia de lo que debe ser una Administración 
próxima a los lugares de conflicto, próxima a las necesi- 
dades del entorno. En efecto, el informe de la Ponencia de- 
ja en m a n a  del Gobierno - d e j a  muchas cosas- en este 
caso concreto, el egtablecimiento reglamentario de los re- 
quisitos mínimos que deben reunir los centros docentes 
para impartir las enseñanzas con garantía de calidad. (El 
señor Vicepresidente (Torres Boursault) ocupa la Presiden- 
cia.) 

Ello lo hace para garantizar la calidad. No me invento 
nada; está en el texto: el Gobierno establecerá reglamen- 
tariamente los requisitos mínimos para impartir las ense- 
fianzas con garantía de calidad. Muy bien. La garantía de 
calidad es digna de elogio. ¿Cuáles son esos requisitos mí- 
nimos? ¿Qué es lo que el Gobierno va a dictar para garan- 
tizar la calidad educativa? En el número 2 se señala que 
dictará la titulación académica del profesorado. En este 
punto no tenemos nada que objetar. El artículo 149.1.30 
de la Constitución deja en manos del Estado las condicio- 
nes de homologación; creo que por ahí se puede encauzar 
el tema, pero incluso es lógico también que un nivel rnini- 
mo de calidad exija también una titulación mínima para 
quienes impartan la docencia. En este punto ya ven que 
nuestras intenciones son limpias y no hay ningún proble- 
ma. 

A continuación habla de la relación numkrica alumno 
profesor. Señor Presidente, aqui hay ya cuestiones técni- 
cas. Quizá haga falta un guión, una barra inclinada para 
poder separar alumno y profesor. También la cuestión 
sintáctica puede ser útil y, en este caso, señores Diputa- 
dos, puede haber, ya, discrepancias profundas. Por ejem- 
plo, la de aquellas Comunidades en las que exista, ade- 
más, una lengua propia, distinta del castellano, y se inten- 
te potenciarla, se intente recuperarla y se intente utilizar- 
la como vehiculo de comunicación, de educación y de en- 
señanza. Es lógico, y ustedes lo saben muy bien, que una 
«ratio», una proporción alumno-profesor lo más baja posi- 
ble es metodológica y pienso que también científicamente 
más adecuada que una relación elevada de equis alumnos 
por profesor. Aquélla, la baja, es más adecuada para el 
aprendizaje de cualquier lengua. 

También es cierto, y ustedes lo saben -saben mucho y 
son muchos-, que homogeneizar esta rratiou alumno- 
profesor con carácter general no se corresponde en el es- 
pecial respeto y protección de las lenguas que la Constitu- 
ción establece en el último párrafo del articulo 3.0 Por 
tanto, habría que tratar de llegar a un camino o tronco co- 
mún y, por otro lado, el citado establecimiento de la rela- 
ción alumno-profesor no solamente se puede considerar 
desde este punto lingüístico, porque estaríamos haciendo 
un articulo quizá dedicado exclusivamente a tres Comuni- 
dades Autónomas, lo que desvirtuaría la aplicación gene- 
ral de la Ley. Es posible considerar incluso esta uration 
alumno-profesor desde otros puntos de vista múltiples. 
Por ejemplo, desde el punto de vista de la distribución es- 
pacial de la población, sin ir más lejos, sobre todo en 
aquellas áreas de población dispersa o de población glo- 
bular que al menos afectan a buena parte de Galicia, a 

buena parte del litoral del País Vasco e, incluso, a buena 
parte de Cataluña. Desde donde mejor se puede estudiar 
y establecer tanto el número de aulas como la «ratio» 
alumno-profesor es desde el propio entorno donde se dan 
esas situaciones de distribución espacial de la población. 
Por tanto, desde los órganos de administración directa- 
mente implicados en esa distribución de la población, 
desde el ámbito de la Administración autónoma. 

De ahí que pretendamos que estos requisitos mínimos 
puedan establecerse desde la Comunidad Autónoma por- 
que ya tiene competencias, y circula por ahí un Real De- 
creto - q u e  luego les citaré para que esta tarde lo vean y 
me contesten-' en el que aparece bastante bien estableci- 
do el tema. Homogeneizar, como aquí se pretende, para 
toda la Península, desde el alejamiento que supone legis- 
lar desde la calle de Alcalá, desde lejos, a 500 ó 600 kiló- 
metros del foco del problema, homogeneizar todas las va- 
riables que un poblamiento tan peculiar como el de la Pe- 
ninsula entraña, es olvidar unos de los posibles mecanis- 
mos básicos de integración que la educación en libertad 
pueda suponer. 

Se habla también de más cosas, y entre los requisitos 
mínimos aparecen las instalaciones docentes y deporti- 
vas. Aquí ya, señores Diputados, senor Ministro, señor 
Presidente. la indefinición es total. ¿ A  qué se refieren las 
instalaciones docentes y deportivas? ¿Qué se entiende 
por instalaciones docentes? El número de unidades esco- 
lares, número mínimo y máximo, de puestos escolares; 
número de unidades escolares, ya viene a continuación. 
iSe refiere acaso a las aulas? ¿A otras instalaciones, co- 
mo pueden ser laboratorios o talleres para esas enseñan- 
zas medias refundidas que el seiior Ministro nos anuncia- 
ba el lúnes? i A  bibliotecas, comedores, servicios sanita- 
rios, servicios de administración? No lo sé. Como no ha 
habido memoria explicativa, no lo sé. Supongo que tam- 
bién las instalaciones recreativas y de esparcimiento en- 
tran aquí; en este apartado está bastante bien citado y 
ahí, de nuevo, entra en juego la adaptación al entorno, la 
adaptación al hábitat social donde radiquen estas ins- 
talaciones. 

Por ejemplo, donde el poblamiento es globular o en 
constelación, en caso de buena parte de las áreas que 
antes he indicado, y que coincide justamente con aque- 
llas tres áreas de lengua propia que les decía, la instala- 
ción de comedores escolares es de todo punto necesaria. 
Puede no ser necesaria donde la población sea concentra- 
da: las dos mesetas, Andalucía, Extremadura, buena par- 
te de Levante, Aragón: pero donde la población es disper- 
sa, globular o en constalación. por supuesto, la instala- 
ción de comedores es necesaria, a no ser que exista una 
buena red de transporte escolar de carácter público. Y 
para tener inversiones rentables en las rentas social y 
económica en algo tan simple como los comedores esco- 
lares no basta con estos criterios de distribución de la 
población, lo sabe muy bien el profesor de Sociología, el 
señor Ministro; hace falta también estudiar cuál es la 
proyección de la población, cuál es la tendencia de la 
población, no solamente para establecer el carácter de 
rentabilidad económica, sino, incluso, de rentabilidad 
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social, no sea que nos falten aulas y nos sobren comedores, 
o nos sobren comedores y nos falten comensales, y a es- 
tas horas, resulta dramático hablar del tema. 

Aquí, de nuevo, nadie mejor que los propios interesa- 
dos que sufren el problema, que lo tienen a la puerta de 
su casa, nadie mejor que las propias Comunidades Autó- 
nomas para establecer las instalaciones docentes y de- 
portivas mínimas que puedan tener. Pero hay más. Unas 
instalaciones de esparcimiento (y me parece que pueden 
incluirse las deportivas, por lo que, además del carácter 
de formación integral, puedan tener), por ejemplo, en el 
País Vasco o en Galicia, necesariamente, han de contem- 
plar incluso las condiciontes climatológicas. En nuestra 
tierra llueve mucho, señores Diputados, y,  a veces, a des- 
tiempo, aunque a los efectos administrativos, el Gobier- 
no, en. ocasiones, no ha querido reconocerlo, y #  entonces, 
es necesario prever áreas cubiertas de esparcimiento e, 
incluso hoy, cuando la p~anificación urbanística se revela 
necesaria en múltiples áreas congestionadas, es necesario 
también cuidar del entorno y adecuar las instalaciones y 
hasta la arquitectura de las mismas al propio entorno 
donde se vayan a enclavar.'Es necesaria la protección 
paisajística o ecológica. Indudablemente, ustedes cono- 
cen cómo en muchas ocasiones, con anterioridad, por 
supuesto, a la Administraci6n autónoma, las mismas fo- 
tocopias de los planos que servían para establecer insti- 
tutos, escuelas de EGB o escuelas de Preescolar en Anda- 
lucía, con sus terrazas y ladrillos muy monos, servían lo 
mismo en áreas lluviosas como Guernica, Bermeo o Mar- 
quina. Es decir, que no hay tampoco aquí posibilidad, a 
través de los órganos de decisión central, de atenerse a lo 
que la sociedad hoy viene reclamando, como un factor 
más de integración y respeto al paisaje y a las corrientes 
ecológicas. 
Y podríamos seguir así, señores Diputados. Igual ocu- 

rre con el artículo 14.2, pero es igual, lo dejo al criterio 
de SS. SS., insistiendo en que reclamo para las Comuni- 
dades Autónomas la reglamentación de estas condiciones 
mínimas. 

En relación con el Capítulo 11, ya decfa que no tengo 
ninguna enmienda y espero que me feliciten por ello. En 
cambio, en el Capítulo 111, tengo dos enmiendas, una al 
artículo 22, de la cual ya hemos hablado al mencionar el 
ideario, y aun reconociendo que el artículo 22 establece 
el derecho de los titulares, a efectos de registro incluso, a 
contar en su documentación y a establecer el carácter 
propio del centro, sin embargo, el lugar apropiado no era 
éste. Y no era éste porque hay una referencia en este 
mismo artículo 22 al Título preliminar y ,  concretamente, 
dentro del mismo, al artículo 3: Ahí es donde debía exis- 
tir esa referencia al ideario. 
No me vale tampoco decir que si allí estaba garantiza- 

da la libertad de cátedra, ahora está garantizada aquí la 
libertad de establecer el carácter propio de los mismos, 
porque este artículo 22, de acuerdo con el propio texto 
del número 1 ,  lo fija en el marco de los principios consti- 
tucionales, lo cual está muy bien, pero los derechos de- 
ben ser garantizados en el Título preliminar, en el mismo 
no se garantiza el derecho al ideario y, por tanto, hay 

ma  supeditación clara que creo que ha sido puesta de 
eelieve por algún otro ponente. 

En relación a este artículo no voy a insistir más, ya lo 
iemos tocado, porque si no el señor Presidente me va a 
iecir que repito cuestiones. 

Paso a una última retlexión al hilo del artículo 24, nú- 
mero 3, que viene enmendado y empalmo con la determi- 
nación f-eglarnentaria de esas condiciones mínimas a las 
que acabo de aludir hace un momento, con ejemplos con- 
cretos y zonas específicas concretas también. 

Hay un Real Decreto de 1980, no les voy a dar el núme- 
ro, búsquenlo ustedes que tienen muchas facilidades para 
ello, tampoco les voy a dar el mes (Risas.) relativo al tras- 
paso de servicios y competencias al País Vasco. En este 
Real Decreto de 1980 se dice que es competencia de las 
Comunidades Autónomas, y concretamente de la Comuni- 
dad Autónoma del País Vasco -les voy a leer-, la deter- 
minación del régimen jurídico y administrativo de los 
centros. Así de claro. Si ustedes lo buscan, bien, y si no les 
daré la fórmula esta noche. 

Señores del Partido Socialista, si ustedes persisten en 
su postura, nos ratificarán a nosotros en la nuestra y sa- 
ben que en este caso concreto esta Ley -lo dije en el de- 
bate de totalidad- tendrá unos requisitos mínimos que 
suponen un cambio hacia atrás, que suponen una marcha 
atrás, que supone que facultades que están ya atribuidas y 
que vienen siendo ejercidas, por cierto bastante mejor 
que antes, por la Comunidad Autónoma vasca, cuando 
esta Ley entre en vigor pasen a depender de la Adminis- 
tración central, de Madrid. Esto es un retroceso, pero no  
solamente es un retroceso por la gravedad que esto pueda 
entrañar, sino sobre todo es grave porque supone un des- 
precio al Estatuto y supone, quizá, atizar aún más los en- 
frentamientos, de por sí ya demasiado atizados, entre am- 
bas Administraciones, entre ambas Comunidades. En lu- 
gar de hacer de este Título y esta Ley (ahora me refiero a 
este Título), un elemento apaciguador de enfrentamientos, 
viene a ser un bidón de gasolina que se arroja con este re- 
troceso de competencias hacia Madrid, un bidón de gaso- 
lina que se arroja a las llamas al incendio de la cuestión 
vasca. Esto es francamente preocupante y ya hay motivos 
suficicntes de preocupación para ir añadiendo uno nuevo. 

En el mismo contexto en que yo lo venía haciendo cuan- 
do asistí a la Ponencia y a la Comisión, porque también he 
estado bastante horas en la Comisión, señor Ministro, 
vuelvo a hacer una llamada a la reflexión y quisiera poder 
lograr que al menos reflexionaran ustedes, aunque me 
temo que sea inútil, Al menos me queda la posibilidad de 
intentar, con lo que debe ser una Ley integradora, apagar 
poco a poco los efectos de desintegración que hoy puedan 
existir. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Se suspende la sesión hasta las cuatro y media de la tar- 
chas gracias, señor Aguirre. 

de. 

Eran las dos y veinte minutos de la tarde. 
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Se reanuda la sesidn a las cuatro y cincuenta minutos de 
la tarde. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se rea- 
nuda la sesión. 

Por el Grupo Parlamentario Minoría Catalana, para de- 
fender sus enmiendas al Título 1, tiene la palabra el señor 
López de  Lerma. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, al Título 1 del proyecto d e  
Ley que debatimos mantenemos cuatro enmiendas: la nú- 
mero 244 y la número 245 al artículo 14 en cada uno de  
sus puntos; la número 248 al artículo 20 y que será ex- 
puesta en su momento, y la número 251 al artículo 24. 

El artículo 14 del proyecto de Ley Orgánica del Derecho 
a la Educación trata de  garantizar unos requisitos míni- 
mos que deben cumplir objetivamente todos los centros 
docentes con el fin d e  asegurar que la enseñanza sea i rn -  
partida con garantía de calidad, cuando el gran debate 
que debería tener lugar e n  esta Cámara, referido por su- 
puesto a educación, es el relativo a la calidad d e  la ense- 
ñanza que se imparte en España y n o  la filosofia educativa 
o la ideología politica que debe subyacer en el sistema 
educativo y que debe impregnarlo. 

Creemos que en un proyecto de  Ley que trata de  articu- 
lar buena parte del artículo 27 d e  la Constitución sólo'una 
vez se consigna de  modo expreso algo que tiene que ver 
con esa calidad que es, además, aspiración, me atrevería 
a decir que unánime, de todos los ciudadanos de este 
país. Curiosamente, en el lenguaje escolar, se dejan para 
mañana deberes que deberían realizarse hoy. 

Ese apartado concreto del proyecto legislativo que nos 
ocupa trata de  asegurar esa calidad mediante tres instru- 
mentos cuya importancia no  vamos a discutir por ser ob- 
via: primero, titulación académica del profesorado; segun- 
do, relación numérica profesor-alumno y. tercero, instala- 
ciones que debe poseer todo centro docente. Siendo bue- 
no que una Ley que trata sobre la educación fije un míni- 
mo d e  garantías por las que  esa educación a impartir sea 
cualitativamente aceptable, siendo como digo bueno, de- 
bía hacerse teniendo e n  cuenta el modelo d e  Estado que 
diseña el Título VI11 d e  la Constitución y, por tanto, como 
consecuencia d e  los Estatutos de  Autonomia y de  las 
transferencias realizadas, las competencias que debe asu- 
mir el Estado, por una parte, y las Comunidades Autóno- 
mas en ejercicio de  su derecho, por la otra. 

En este sentido, ocurre que el actual redactado del ar- 
tículo 14 del proyecto, siendo bueno y conforme el objeti- 
vo que pretende, incurre -al menos para nosotros- en 
presunta inconstitucionalidad al dejar para el Gobierno 
central la relación d e  unos requisitos denominados míni- 
mas, pero que en la práctica son máximos, con lo cual se 
vacía competencialmente a las Comunidades Autónomas 
y se confunde la homologación que fija la Constitución 
con el igualitarismo desde el centro del Estado. Porque si 
echamos una ojeada a la Constitución, veremos que en su 
artículo 149 se dice que el Estado tiene competencia ex- 
clusiva, entre otras materias, en la regulación de  las con- 

diciones de  obtención, expedición y homologación d e  t í -  
tulos académicos y profesionales, y normas básicas para 
el desarrollo del articulo 27 d e  la Constitución, el cual tra- 
ta d e  materias educativas, a fin d e  garantizar el cumpli- 
miento de  las obligaciones de  los poderes públicos en esta 
materia. 

Es evidente que el artículo 14 del proyecto de  Ley Orgá- 
nica del Derecho a la Educación no trata sobre títulos aca- 
démicos o profesionales; luego se deduce que esos requi- 
sitos tendentes a garantizar la calidad de  la enseñanza na- 
cen en principio como normas básicas a establecer por el 
Estado y con obligación d e  cumplirlas en todo el territo- 
rio espaíiol. Pero ipuede considerarse como norma básica 
la instrumentacióon pedagógica, es decir, por ejemplo el 
número de  microscopios con que debe dotarse a una es- 
cuela o si ha de  tener un centenar o varios centenares de 
diapositivas del reino animal o vegetal? Y ipueden consi- 
derarse como norma básica, además, los servicios comple- 
mentarios cuando ese mismo adjetivo indica que  no es 
sustancial? Minoría Catalana entiende que no, y entende- 
mos además que si bien el Gobierno central puede regla- 
mentar los requisitos minimos cuando de  verdad sean rní- 
nimos, no puede hacerlo cuando esos requisitos son todos 
los habidos y por haber. 

La enmienda 251 lo es al artículo 24, concretamente al 
número 3. Dice el texto enviado por el Gobierno y dicta- 
minado por la Comisión de Educación y Cultura de  esta 
Cámara que el Gobierno central será quien determine re- 
glamentariamente las condiciones mínimas que deban 
reunir los centros docentes privados para su clasificación, 
as¡ como los efectos derivados d e  la misma. 

Nuestro Grupo Parlamentario, señorías, solicita la su- 
presión de  este apartado por entender que su actual re- 
dacción invade las competencias que ya en estos momen- 
tos algunas Comunidades Autónomas, entre ellas por su- 
puesto la catalana, poseen y ejercen en el marco d e  sus 
respectivos Estatutos y como resultado de las transferen- 
cias habidas en su día. (El señor Presidente ocupa la Presi- 
der1cia.l 

El artículo 14 d e  este proyecto de  Ley habla de  las con- 
diciones que todo centro docente debe reunir para garan- 
tizar que la ensetianza que en él se imparta goce d e  una 
calidad aceptable. Pues bien, mantenida y expuesta nues- 
ta discrepancia con su redacción concreta, nos llega este 
articulo, el 24, que reconduce hacia el Gobierno central 
una clasificación que hoy está en manos de  Gobiernos de 
las Comunidades Autónomas. Cosa bien distinta sería 
que este apartado 3 del artículo 24 otorgase al Gobierno 
central potestad para reglamentar las condiciones míni- 
mas en que se deban impartir las enseñanzas en los cita- 
dos centros para su clasificación. 

En ese supuesto, señorías -y ya avanzamos-. n o  nos 
costaría nada dar nuestro voto favorable. 

El señor PRESIDENTE: iTurno en contra? (Pausa.) 
Tiene la palabra el señor Beviá. ¿Cómo se van a repartir 

el tiempo, señor Beviá? 

El señor BEVIA PASTOR: Diez minutos cada uno, señor 
Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Yo pongo el reloj en media 
hora y ustedes se lo reparten como buenos hermanosa. 

El señor BEVIA PASTOR: Señor Presidente, señorías, el 
Capítulo 1 del Título primero del proyecto d e  Ley Orgáni- 
ca del Derecho a la Educación plantea unas disposiciones 
generales a las que deben sujetarse todo tipo de  centros, 
los centros públicos y los centros privados. 

Hay, por una parte, en el artículo 9." el enmarque de  la 
Ley, es decir, el ámbito d e  aplicación de  la Ley de  todos 
los centros excepto aquellos estrictamente universitarios. 
Hay después en dos artículos una clasificación de  los cen- 
tros docentes: una en funci6n de la titularidad, el artículo 
10, y otra en función de  los niveles de  enseñanza que im- 
parten, artículo 11.  Se contempla asimismo la estructura y 
el rtigimen de  funcionamiento, tanto de  los centros espa- 
ñoles e n  el extranjero como de  los centros docentes ex- 
tranjeros en Espana. DespuEs del articulo 13 contempla la 
obligatoriedad de  una inscripción registral de  los centros. 

El artículo 14 contempla la necesidad de  unos requisi- 
tos mínimos que han de cumplir todos los centros para 
impartir sus enseñanzas con una garantia de  calidad. 

El articulo 15 se refiere a una autonomía pedagógica d e  
los centros docentes. 

Yo les puedo adelantar ya -aunque después hablaré de 
ellas- que propondremos, no dentro de  ese ejercicio que 
hablaba antes dan  Oscar Alzaga 4 e  una especie de  ejcr- 
cicio planificado de  la trágala- sino en virtud de  la relle- 
xión a la que han obligado hasta donde ha podido ser por 
la presencia de  otros grupos en el debate de  Ponencia y 
Comisión-, una transaccional al 'artículo 13 a las enrnien- 
das números 63, del señor Bandrés, y 103, del Grupo Vas- 
co, y una transaccional al artículo 14 a la enmienda núme- 
ro 245, de Minoría Catalana. 

¿Que es lo que plantea realmente este Capitulo 1, según 
el proyecto de  Ley? Creo que fundamentalmente hay cin- 
co  notas caracterizadoras del mismo, a algunas de  las cua- 
les se han interpuesto determinadas enmiendas. 

En primer lugar, se plantea daramente el rigor en la 
clasificación de  los centros, en el articulo 10, d e  acuerdo 
con el titular de  esos centros. Ya claramente el centro pú- 
blico será aquel que tenga como titular un poder público; 
y entendemos por poder público un ente público territo- 
rial, con personalidad jurídica plena, un poder público 
que tiene competencia educativa plena. Esos poderes pú- 
blicos quedan claramente enmarcados en el Titulo VIII, al 
hablar de la organización territorial del Estado y al decir 
que el Estado se organiza en municipios, provincias y Co- 
munidades Autónomas. 

Hay un elemento que y o  querría destacar aqyi muy bre- 
vemente, como es la incorporación d e  los Ayuntamientos, 
como poderes públicos, a la creación d e  centros públicos. 
Es una larga tradición la que se reanuda con la LODE, una 
tradición que comienza en la Constitución de  1812, que es 
después recogida en la Ley Moyano, que después fue com- 
pletada con la necesaria presencia del Estado desde 1902, 
en que ya el servicio público d e  la educación se considera 
también como un deber del Estado; pero esa tradición, 

que fue quebrada despuks, hoy dia se reanuda con esta 
Ley. 

Se trata sobre todo, a partir de  la adicional segunda, de 
vertebrar lasformasa través de  las cuales los Ayuntamien- 
tos pueden cooperar en la construcción, en la creación y 
en el mantenimiento de  los centros docentes, d e  modo 
que la conexión centro-entorno pueda ser mucho niás 
permeable y más efectiva; es decir, que el centro n o  sea 
una isla en el entorno. Y para evitar cualquier pretensión 
caciquil, cualquier pretensión de  protagonismo excesivo, 
puesto que el dinero es un dinero de  todos, se establece 
en la adicional segunda la necesidad de  unos convenios 
entre las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos 
para que, efectivamente, esos centros públicos creados 
por los Ayuntamientos puedan incorporarse a la progra- 
mación de  la enseñanza que preví. el articulo 27. Ese es un 
rasgo importante de este Capitulo. 

En segundo lugar, a travOs de  este Capítulo se busca un  
equilibrio -diriamos- entre dos tipos de enmiendas que 
se han planteado a 611 en el articulo 10. Por una parte, las 
enmiendas de los señores Bandrí.s y Perez Royo, que tra- 
tan de  buscar una identificación máxima, casi total. entre 
centros concertados y centius públicos. Creertios que n o  
es &te el sitio, que la clasificación que hace el articulo 10 
es en función de  la titularidad, y es evidente quc e n  los 
centros concertados clarisimamentc la titularidad es pri- 
vada. Por otra, también queremos que quede suliciente- 
mente claro que las diferencias que hay entre centros pri- 
vados en sentido estricto y centros privados sostenidos 
con fondos públicos son relevantes; tan relevantes corno 
tuvo que reconocerlo la propia sentencia del Tribunal 
Constitucional de  13 d e  febrero de  1981, e n  el motivo sc- 

gundo, 14, segundo. en donde habla de  dos tipos de ccn- 
tros cuyas diferencias son relevantes desde el punto clc 
vista constitucional. EQ tercer lugar, hay un respeto since- 
ro a las competencias de las Comunidades Autónomas. 

Nosotros creíamos que la agilidad del proceso n o  se cn- 
torpecía, en absoluto, porque hubiera un doble -di- 
ríamos- momento registral; un momento registral en 
el que el centro se registra previamente, con su denomi- 
nación especifica, en el Registro de  la Comunidad Autóno- 
ma correspondiente, y un segundo momento registral en 
que ese centro se registra e n  el registro Correspondiente 
del Ministerio de  Educación y Ciencia. 

Pero ante las reflexiones a las que nos llevaron en el dc- 
bate, especialmente de  Comisión, y a la vista de  enmien- 
das como, repito, la 63, del señor Bandrks, o la 103, del 
Grupo Vasco, vamos a proponer una enmienda transac- 
c'ional que diga: ((todos los centros docentes tendrán una 
denominación especifica y se inscribirán en un registro 
público dependiente de  la Administración educativa com- 
petente, que deberá dar traslado a los asientos registrales 
al Ministerio de  Educación y Ciencia en el plazo máximo 
d e  un mes». 

Esta enmienda transaccional, señorías, es una  muestra 
evidente de  que no es cierto aquello que nos achacaba el 
señor Aguirre en su intervención, de  una falta de  scnsibili- 
dad del Partido Socialista hacia los problemas competen- 
ciales o hacia los problemas autonómicos. 
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De otro lado, la enmienda transaccional que propone- 
mos, si es aceptada, a Minoría Catalana iría con su en- 
mienda 245, en la que se mantiene que es una obligación 
del Estado como tal, del Gobierno central del Estado, 
mantener unas exigencias minimas e iguales en  todos los 
sitios para que realmente no traslademos lo que ha sido 
hasta ahora. Hasta ahora, a nivel de  calidad lo que se ha 
producido es que había un páramo prácticamente sin cali- 
dad, desierto de  calidad, y unas cimas o unas cumbres que 
coincidían con determinados centros privados d e  élite; no 
vamos a trastornar esto y a trasladarlo a un posible cam- 
bio, en donde las cumbres d e  calidad o una cierta altura 
d e  calidad pueda darse en unas nacionalidades y regiones 
y en cambio en otras, por ser zonas más deprimidas o 
dentro de  ellas mismas, realmente continúe existiendo un 
páramo d e  calidad. 

Son necesarios unos requisitos mínimos y la propia sen- 
tencia del Tribunal Constitucional reconoció que eso era 
competencia del Gobierno central del Estado. Sin embar- 
go, aquilatando, reflexionando sobre las observaciones 
que se nos han hecho, vemos que esos requisitos mínimos 
pueden referirse -y con ello no  merma ese mínimo d e  
calidad- «a titulación académica del profesorado, rela- 
ción numérica alumno-profesor, instalaciones docentes y 
deportivas y número d e  puestos escolaress. Estas son las 
dos enmiendas transaccionales que entrego a la Presiden- 
cia para que en su momento se tengan en cuenta. 

Hay, finalmente, un respeto a la autonomia del propio 
centro desde la perspectiva de  este Capitulo 1 del proyec- 
to d e  Ley. 

Con ello creo que básicamente quedan contestadas las 
observaciones que por parte de los señores Pérez Royo, Vi- 
cens y Bandrés se han hecho a este proyecto d e  Ley. 

El señor López d e  Lerma yo  creo que puede encontrar- 
se realmente satisfecho con esta respuesta. Espero que si. 

Al señor Aguirre hemos de decirle que, cuando discutía- 
mos en Comisión lo de  la « y »  o la « o u ,  é l  hablaba de  que 
ahí había gato encerrado. La verdad es que el gato que ha 
sacado é l  ha sido tan complicado que, señor Aguirrc, eso 
es una pantera, pero no  existe tal pantera ahí dentro. La 
,<<y. es una conjunción copulativa, que une; las copulativas 
unen, pero no confunden. (El señor Aguirre pronuncia pa- 
labras que no se perciben.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Aguirre, solamente el 
Presidente puede interrumpir al orador. 

El señor BEVIA PASTOR En cambio, la n o n  puede ser 
una disyuntiva incluso excluyente. Si decimos «los cen- 
tros docentes serán públicos o privados. en teoría cabe la 
posibilidad de  un desarrollo posterior en que todos los 
centros fueran públicos y no privados. Ese no es el gato 
encerrado y no  es la pantera. 

Yo le ponía aquel ejemplo tan sencillo, que usted y yo 
aprendimos en la escuela, d e  que en una clasificación los 
diferentes miembros se enuncian por simple adición y 
por copulativas. Hablaba del ejemplo aquel que todos 
aprendimos de  que los nombres pueden ser comunes y 
propios; y no es que un mismo nombre sea a la vez común 

y propio, sino que es el sistema normal de  la clasificación, 
adición mediante copulativas. 

Mires usted, en esta Ley no hay ningún desprecio a las 
autonomias. ninguna marcha atrás en las autonomías. 
Creo que esas enmiendas transaccionales apuntan algo de  

Y al señor Uribarri difícilmente le puedo contestar a sus 
enmiendas con relación a este Capítulo 1, porque su inter- 
vención se ha planteado desde una doble actitud. Y o  diría 
que, por una parte, ha sido una actitud dialéctica otoñal y, 
por otra, una actitud paterno-comprensiva. 

Una actitud dialéctica otoñal en la medida que ha ha- 
blado del marchitarse ... 

eso. 

El señor PRESIDNETE Señor Beviá, sus diez minutos 
están pasados. 

El señor BEVIA PASTOR: ... una declinación, por lo vis- 
to, de  la enseñanza privada, según él, y un canto de  cisne 
de  la LOECE; y, por otra parte, una actitud paterno- 
comprensiva hacia esa historia, que usted rememora, del 
proyecto educativo socialista; pretende decirnos que, de  
una mancra sutil, deficiente, está escondido en las entra- 
ñas de cste proyecto de  LODE. 

Pero n o  hemos entrado en el meollo de  las enmiendas 
concretas; quizá en la réplica y e n  la dúplica podamos en- 
trar en él. 

No hay en absoluto nada de  esto. N o  se puede decir quc 
cs una Ley a la trágala, porque este proyecto de Ley ha te- 
nido muchas introducciones, muchas modificaciones. En 
cambio, resulta sorprendente que se pueda decir esto, 
cuando la verdad es que se está alentando, en diferentes 
actitudes a lo largo del proceso en Ponencia y en Comi- 
sión (quizá menos en el Pleno, hay que ser sinceros), a los 
padres a que se unan a movimientos extraños; son movi- 
mientos que van en contra d e  una Ley que reconoce unos 
derechos de  participación que jamás la LOECE ni otras 
Leyes hasta ahora les habían reconocido. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. iVan a presen- 
tar alguna otra enmienda transaccional? 

El señor MAYORAL CORTES: Si, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Nieto tiene la palabra. 

El señor NIETO GONZALEZ: Señor Presidente, los ar- 
ticulos 16 al 20, excluyendo el 20, que se ha dejado para 
una discusión específica de  ese artículo, se refieren a los 
centros públicos. A ellos, con absoluta brevedad, voy a rc- 
ferirme, tratando de, al mismo tiempo, explicar el conteni- 
d o  del texto y hacer referencia a las enmiendas más signi- 
ficativas que se han presentado al mismo. 

El artículo 16 es una reproducción, en su apartado 1, 
del articulo 22 d e  la LOECE (como esta mañana muy bien 
decia el señor Uribarri), con un segundo añadido que se 
refiere a las modalidades específicas d e  cierto tipo de  cen- 
tros que considerábamos de  necesidad reconocer en este 
texto legal y que no aparecía en la LOECE; en cambio, si 
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estaban reconocidos los centros que aparecen en el apar- 
tado 1. 

El artículo 17 se adapta a la creacibn de  centros públi- 
cos, al nuevo régimen autonómico; al mismo tiempo, se 
reserva el Estado una posibilidad de  futuro de  creación 
de  centros y, sobre todo, se reserva el Estado la posibili- 
dad de  creación d e  determinados tipos de centros. 

Existen determinados tipos de centros especiales (y 
quiero insistir un poco en este tema, como consecuencia 
de  la referencia que hacía el señor Bandrés en la interven- 
ción de  esta mañana a que se recortan las competencias 
de  las Comunidades Autónomas que tienen asumidas to- 
das las competencias en materia de  educación), como, por 
ejemplo, centros españoles en el extranjero, de  convenios 
con otros Ministerios, centros de  ámbito estatal, como 
puede ser el CENEBAD, el Instituto Nacional de  Pedago- 
gía del Sordo u otros similares. 

Los artículos 18 y 19 son los dos artículos, dejando apar- 
te el 20, donde más discusibn se ha producido e n  Comi- 
sión, y en los que voy a hacer un mayor análisis, debido a 
que tambiln se han presentado a ellos mayor número de  
enmiendas. 

El artículo 18 establece, para los centros públicos, la 
neutralidad ideológica de  acuerdo a lo que dice la senten- 
cia del Tribunal Constitucional de 13 d e  febrero. El artícu- 
lo 18.1 concretamente establece el marco d e  actuación de  
los centros públicos dentro d e  tres parámetros tundamen- 
tales. 

Uno  muy general es la sujeción a los principios constitu- 
cionales, que ya de  por sí es un marco lo suficientemente 
amplio y amparador de  todos y cada uno de  los derechos 
y libertades contemplados en el texto constitucional para 
los miembros d e  la comunidad escolar. cuyo ejercicio 
debe realizarse en un espacio educativo determinado, que 
es el centro escolar. 

Otro de  los parámetros está constituido por la procla- 
mación que el texto de  la LODE hace, como decia hace un 
momento, d e  la neutralidad ideológica. La apoyatura de  
esta definición está avalada suficientemente por la juris- 
prudencia constitucional, a través de  la sentencia de  13 de  
febrero de  1981, al establecer que la neutralidad ideológi- 
ca está justificada en nuestro Estado de  Derecho por exi- 
gencia del pluralismo político, por exigencia d e  la libertad 
ideológica y religiosa d e  los individuos y por la aconfesio- 
nalidad del Estado, tal como se reconoce en nuestra Cons- 
titucibn. Y el Tribunal dice que -y cito textualmente- 
«todas las instituciones públicas, y muy especialmente los 
centros docentes, han de  ser, en efecto, ideológicamente 
neutrales)). 

Pero, por si fuera poco, el precepto engarza -y quiero 
decir esto con mucha claridad- con nuestra propia histo- 
ria ideológica, a la que se han hecho ciertas referencias a 
lo largo d e  este debate. Ya en el Congreso que celebró el 
Partido Socialista el año 1918 se incluían unas bases para 
un programa de  instrucción pública, en las que, entre 
otras cosas, se decía que entre las características del mo- 
delo de  escuela socialista se apuntaba la d e  una escuela 
plural ideológicamente, lejos de  cualquier tipo de  dogma- 
tismo ideológico o político. 

En estos postulados no veníamos a ser innovadores, 
sino que veníamos a recoger la tradición histórica que en 
este sentido habían planteado los Partidos políticos libe- 
ral-progresistas a lo largo d e  nuestra historia. 

En el apartado 1, de  este mismo artículo 18, figura una 
afirmación muy concreta de  respeto a las opciones reli- 
giosas y morales, que aparece en el artículo 27 y en otros 
apartados d e  nuestra Constitución. Por parte del texto de  
la LODE se establece un escrupuloso respeto a lo que 
nuestra Constitución dice sobre estos temas. En este ar- 
tículo se quiere hacer un especial hincapié -pero al mis- 
mo tiempo se viene a expresar en otros, como pueden ser 
los artículos 1.0, 2.0,4.0, 5.0, 6.” y otros- en el respeto abso- 
luto a los principios constitucionales. 

Hay un  segundo apartado del artículo en el que trata- 
mos de  reflejar que los Poderes públicos -y no sólo los 
órganos colegiados o unipersonales de  los centros, sino 
fundamentalmente los Poderes públicos y también los ór- 
ganos colegiados e individuales o personales de  los cen- 
tros- tienen la misión de  velar por el cumplimiento de  lo 
preceptuado en el apartado anterior, lo que está en línea 
con lo que dice el artículo 27 de  la Constitución, siempre 
que se refiere a los Poderes públicos. 

A este artículo se han presentado varias enmiendas. 
Voy a referirme fundamentalmente a la del Grupo Popu- 
lar y a una presentada por el señor Díaz-Pinés, del mismo 
Grupo Parlamentario. En la enmienda del Grupo Popular 
se pretende una adición, haciendo una referencia al ar- 
tículo 10.2 de  la Constitucibn; en la del señor Díaz-Pinés se 
pretende la supresión de la expresión “neutralidad ideo- 
lógica)). 

Como he explicado anteriormente, el proyecto de 
LODE se coloca en una posición d e  interpretación equili- 
brada del juego de principios, derechos y libertades va- 
rias que confluyen en el tratamiento constitucional de  la 
educación. Este juego viene determinado no sólo por el 
articulo 27 de  la Constitución espanola, sino también por 
el apartado 1 ,  c), de  este mismo artículo 27, y por el artícu- 
lo 10.2, a que hace referencia la enmienda del Grupo Po- 
pular. 

Nosotros consideramos, por tanto, que huelga una refe- 
rencia a un artículo cuyo valor no es otro que el de  la 
mera interpretación de  derechos y libertades fundamen- 
tales contenidos en la Constitución, derechos y libertades 
a los que el artículo se remite expresamente al hablar de  
los centros públicos, estableciendo que éstos desarrolla- 
rán sus actividades con sujeción a las normas constitucio- 
nales. 

La enmienda del señor Díaz-Pinés propone suprimir la 
expresión “neutralidad ideológican. Nosotros no podemos 
aceptar esta enmienda, ya que viene a tratar de suprimir 
una referencia tan importante para el funcionamiento d e  
los centros públicos, sobre todo porque es una doctrina 
totalmente consolidada después de las diversas senten- 
cias del Tribunal Constitucional. 

La neutralidad ideológica es una exigencia no fácilmen- 
te soslayable, como se desprende d e  la citada sentencia, y 
no se puede hacer recaer sólo sobre los profesores la car- 
ga de  la neutralidad; no es algo que sólo deba exigirse a 
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los profesores como si fueran dignos d e  recelos, según pa- 
rece desprenderse d e  la citada enmienda, o depositarios 
d e  su miedo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Nieto, le quedan menos 
d e  diez minutos. 

El señor NIETO GONZALEZ: Termino, señor Presiden- 
te. 

Nosotros pensamos que la neutralidad ideológica debe 
exigirse a la institución como tal -es decir, al centro es- 
colar, a la actividad que se desarrolla en este centro-, y 
n o  solamente al profesor, como parece desprenderse d e  
la enmienda del Grupo Parlamentario Popular a la que 
hacia referencia. 

Para terminar, señor Presidente, en el articulo 19, que 
se refiere a la participación de  la comunidad escolar en la 
gestión d e  los centros escolares, se han aceptado parcial- 
mente varias enmiendas, algunas d e  las cuales supongo 
que han sido retiradas. En este artículo se trata d e  recono- 
cer la importancia o el carácter fundamental del principio 
de  participación como principio que debe adornar y 
orientar la actividad d e  la vida escolar. Para nosotros la 
participación -no sólo porque se reconwzca en este ar- 
ticulo, sino porque luego se desarrolla profundamente a 
lo largo d e  toda la Ley- debe ser un principio fundamen- 
tal que oriente la actividad, la vida y todo tipo de  actua- 
ciones de  los centros escolares. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Nieto. 
Tiene la palabra el señor Mayoral. 

El señor MAYORAL CORTES: Señor Presidente, seño- 
rías, para terminar de  contestar a los planteamientos he- 
chos por diversos Grupos, voy a mencionar, en primer lu- 
gar, las enmiendas presentadas por los señores Vicens, 
Pérez Royo y Bandrés, desgraciadamente ausentes en este 
momento d e  la Cámara, en relación con el artículo 24.3. 

De todas maneras creo conveniente hacerlo, porque 
creo que es necesario establecer una clarificación en rela- 
ción a las competencias del Estado y d e  las Comunidades 
Autónomas, en orden a la determinación de  las condicio- 
nes mínima que deben reunir los centros para su clasifica- 
ción. 

Solamente quiero decir que en este punto el proyecto de 
Ley Orgánica del Derecho a la Educación pretende desa- 
rrollar la Constitución en los artículos 27.8, relativo a la 
homologación del sistema educativo, 139.1.1, relativo a las 
condiciones mínimas, y 149.1.30, donde se establecen las 
bases para el desarrollo del articulo 27 como competencia 
del Estado, en  relación, naturalmente, con el articulo 27.6, 
que recoge el derecho a la creación de  centros. 

A partir d e  esta posición el Grupo Parlamentario Socia- 
lista estaría dispuesto a introducir una enmienda, para lo 
cual ofreceremos la consiguiente transaccional, al objeto 
d e  establecer una flexibilización en orden a la actual re- 
dacción que tiene el artículo 24.3. 

Esta redacción tendería, fundamentalmente, a cambiar 

la actualmente existente que dice: «... las condiciones mí- 
nimas que deban reunir los centros docentes para su cla- 
sificación...)) por: «... las condiciones mínimas en  que se de- 
ban impartir las enseñanzas ... u. Nosotros consideramos 
que es una redacción que puede contribuir a una flexibili- 
zación del precepto y a una mejor adecuación al espíritu 
con que se han planteado algunas de  las enmiendas a esta 
parte del proyecto d e  Ley. 

En relación al planteamiento del señor Uribarri y a las 
enmiendas que ha defendido en nombre del Grupo Parla- 
mentario Popular, y o  quisiera, antes de  entrar en el análi- 
sis de  algunas de  ellas, dejar zanjada una cuestión que se 
ha planteado aquí esta mafiana y que reiteradamente se 
ha puesto d e  manifiesto por parte del señor Uribarri y 
otros ilustres miembros del Grupo Parlamentario Popu- 
lar. 

Señor Uribarri, en primer lugar, yo creo que, cuando se 
utiliza información procedente de  la Prensa, hay que valo- 
rar a qué Prensa se refiere uno. He de  decir que la que us- 
ted ha mencionado en el diario regional d e  Extremadura, 
el diario ex hoy», donde, precisamente, hemos encontrado, 
de  manera reiterada, una posición muy poco comprensiva 
respecto a las posiciones del Partido Socialista; más bien, 
con frecuencia, hemos encontrado un cierto grado de  hos- 
tilidad. 

Por otra parte, usted sabe, señor Uribarri, que los co- 
rresponsales, cuando no son especialistas en la materia 
que tratan, suelen dar a veces informaciones en plan di- 
ríamos un poco grueso, en una dimensión que, quizá no se 
ajusta a lo que debe resultar de  un conocimiento puntual 
de  los temas. Con esto, naturalmente, no quiero descalifi- 
car a nadie. Simplemente quiero constatar una realidad 
que, a veces, se produce cuando los temas no son suficien- 
temente bien conocidos. 

Quiero decirle, señor Uribarri, que la LODE no agota el 
acervo ideológico del Partido Socialista. En ese sentido 
cualquier expresión mía o de  cualquier otro miembro del 
Partido Socialista, cuando hemos tratado estas cuestiones 
con una perspectiva doctrinal peculiar, son cuestiones 
que hay que respetar, que hay que considerar desde la 
perspectiva que se plantea en  la dimensión de  realización 
d e  unos objetivos a medio o a largo plazo. 

Quisiera también decirle que, en  relación a la cuestión 
estricta planteada, es decir, la situación en que quedan las 
empresas privadas de  enseñanza dentro de  este proyecto 
de  Ley, la situación es muy clara. N o  hay que dar  más 
vueltas, ni crear más sensaciones d e  peligro, ni idea algu- 
na de  que aquí se trata de  nacionalizar o d e  institucionali- 
zar nada. 

Decir eso estuvo muy bien como pórtico o fogueo, cuan- 
d o  empezó a debatirse esta Ley, por parte de  un ilustre re- 
presentante de  este Grupo, que nos amenizó con unas 
consideraciones que, en cierta medida, eran también di- 
vertidas. 

Entrando seriamente en el fondo de  la cuestión, quiero 
decir, para clarificar este tema -y espero que quede zan- 
jado de  una vez por todas-, que el tratamiento que la 
LODE da  a las empresas privadas de  enseñanza deriva d e  
los siguientes puntos. 
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En primer lugar, se trata de  aplicar el articulo 27.7 de  la 
Constitución en los centros públicamente financiados, lo 
cual implica una intervención de la comunidad escolar en 
su control y gestión. Primera cuestión que tiene que cam- 
biar. 

Segundo punto. Que estas empresas, como reconocen 
muchos d e  sus propietarios, no tienen fines de  lucro, pres- 
tan un servicio educativo; para nosotros, desde la pers- 
pectiva en que planteamos la cuestión, prestan un servi- 
cio público y pueden colaborar a la prestación de servi- 
cios públicos, sin necesidad de  ser nacionalizadas o inte- 
gradas en el servicio público de enseñanza desde la pers- 
pectiva de  su cambio de  naturaleza. Segunda cuestión, 
por tanto. 

Tercera cuestión. Que el derecho a la educación, desde 
el Planteamiento que hace el proyecto de  Ley, se realiza a 
travks tarnbien de la financiación del sector privado en la 
enseñanza, que d e  esta manera colabora, como he dicho 
anteriormente, a la prestación de  servicio público y cola- 
bora, en la medida en que se firme un concierto, a que se 
establezca una concertación de  intereses entre los intere- 
ses especificamente derivados del promotor del centro y 
los intereses del Poder público, que, naturalmente, no tie- 
nen por que coincidir estrictamente con los intereses del 
promotor del centro privado; en cambio, si coinciden en 
un punto hmdamental, y es en la prestación del servicio 
gratuito de  enseñanza con cargo a fondos públicos. 

Pues bien, todos estos factores que he mencionado con- 
figuran un nuevo modelo de  empresa que no es estricta- 
mente la empresa tradicional de  enseñanza que conoce- 
mos, que tiene fines lucrativos, que no da participación, 
ctcktcra. Por tanto.  cuando y o  me refería a que algo esta- 
ba cambiando, a que algo iba a cambiar en este sector, es- 
taba refirikndome fundamentalmente a esto. 

Debo añadir tambien que, desde la perspectiva ideoló- 
gica, nosotros nunca hemos defendido la nacionalización 
de la empresa privada de enseñanza desde hace bastante 
tiempo, entre otras cosas porque, según la elaboración 
teórica que nosotros tenemos publicada, por lo menos, al- 
guno de  los miembros del Partido Socialista, hemos dicho 
que más importante que determinar quién es el titular de  
la empresa de  enseñanza, si es el Estado o si es un particu- 
lar, más importante que eso es saber cómo se gestiona la 
empresa de  enseñanza. 

Por eso nosotros Ipxnos hablado de  la escuela comuni- 
taria, porque es lo fundamental; hemos considerado que 
la titularidad es secundaria. Y ese es un planteamiento 
que tenemos también escrito, que tenemos publicado y 
que tenemos asumido. 

Dejando ya aparte este tema, que quisiera quedara ya 
suficientemente clarificado y zanjado, señor Uribarri, y 
pasando a otras enmiendas que S. S. ha defendido, tendria 
que decirle -en relación a la enmienda relativa a la men- 
ción de  la nacionalidad española, a la hora de  hablar del 
titular, de  las personas que puedan crear centros-, que 
en las enmiendas del Grupo Popular se aprecia en este 
punto una incoherencia. Por una parte, presentan ustedes 
una enmienda en la cual se pide la supresión de  esa deter- 
minación, d e  que el titular deba tener nacionalidad espa- 

nola, y, sin embargo, en otra enmienda posterior, lo exi- 
gen, lo plantean. De acuerdo con lo que tengo entendido 
que puedan ser las posiciones de determinados miembros 
del Grupo Popular, estimo que ese internacionalismo edu- 
cativo pueda resultar muy encomiable; me parece muy 
bien que algunos defiendan las multinacionales de  la en- 
señanza, pero, señor Uribarri, creo que el titular extranje- 
ro que quiera crear un centro en España se puede acoger 
perfectamente al articulo 12.2 de  este proyecto de Ley, 
donde se habla de  los centros extranjeros en  España. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que vaya terminando. 

El señor MAYORAL CORTES: Si, señor Presidente. 
Por otra parte, refiriéndome también a otra enmienda 

planteada por el señor Uribarri, la relativa al tratamiento 
de  los centros n o  financiados públicamente y sin fin de  lu- 
cro, donde se pide un tratamiento similar a las fundacio- 
nes benefico-docentes, quiero decir simplemente que 
tambiCn nos parece que aquí el Grupo Popular está mani- 
festando un cierto desconocimiento, por n o  decir incohe- 
rencia, de  la situación. Porque, señores del Grupo Popu- 
lar, n o  basta con n o  tener S in  dc  lucro, para obtener un 
apoyo, bien sea directo o indirecto del Estado, ya que pue- 
de sei' que una empresa cit. enseñanza n o  tenga fin de  lu- 
cro, pero que tenga unos costes tan elevados, que, en defi- 
nitiva, sea prohibitivo para el ciudadano escolarizar en 
ella a sus hijos. Todos sabemos que hay empresas priva- 
das de  enseñanza, donde para ingresar se necesita hacer 
una aportación, a veces, del orden de  las 300.000 pesetas o 
más, y, efectivamente, puede que sean instituciones sin fin 
de lucro. 

Nosotros entendemos que ese tratamiento n o  puede 
darse por asimilación, porque no es igual una empresa 
privada d e  enseñanza que una fundación, pues una Sunda- 
ción se define como fundación benCfico-docente, lo cual 
quiere decir que, efectivamente, tiene que realizar una 
función benkfica. i Y  cómo se determina la realización de  
esa función benefica? Pues acudan ustedes al Reglamento 
de Fundaciones, aprobada por Decreto 2930, de  21 de  ju- 
lio de  1972. ¿ Y  que se dice allí? Se dice que para que una 
tundación tenga carácter d e  tal, tiene que acogerse a un 
procedimiento, bastante complejo, en el que, en primer 
lugar, se va a ver sometida al protectorado, por parte de  la 
Administración, y a un control y una supervisión, por par- 
te d e  esa Administración. Y, lo que es más importante, y 
con esto acabo, para que una fundación sea benéfico- 
docente. las prestaciones que realice deben ser gratuitas, 
y los destinatarios o beneficiarios deben carecer de  me- 
dios. 

Señores míos, creo que éste no seria el caso de esas em- 
presas de  las que ustedes están hablando. Muchas gracias. 
(El señor Mavoral hace entrega del texto de la enmietida 
transaccional a la Mesa. El  señor Diaz-PinPs pide la pala- 
bra.) 

El señor PRESIDENTE: iPara qué desea intervenir, se- 
ñor Diaz-Pinés? 
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El señor DIAZ-PINES MUÑOZ: Quería intervenir para 
una cuestión d e  orden. 

Cuando se hace referencia a la enmienda de  un Diputa- 
d o  y se tergiversa clarísimamente el sentido de  la enmien- 
da  ... 

El señor PRESIDENTE: Eso no es una cuestión de  or- 
den. 

El señor DIAZ-PINES MUÑOZ Le estoy preguntando, 
señor Presidente. ¿No cabe una intervención? 

El señor PRESIDENTE: N o  cabe una intervención en 
este momento. 

El señor DIAZ-PINES MUÑOZ Me lo temía. 

El señor PRESIDENTE No es que se lo tema, es que us- 

Vamcb a ver las enmiendas transaccionales. 
Existe una primera enmienda trasaccional al articulo 

13, que es transaccional con la enmienda número 63, del 
señor Bandrés, y con la 103, del Grupo Parlamentario Vas- 
co. En relación con esa enmienda, iel señor Aguirre, del 
Grupo Vasco, retira su enmienda? 

ted conoce muy bien el Reglamento, señor Díaz-Pinés. 

El señor ACUIRRE KEREXETA: Si el Grupo Parlamen- 
trio Socialista va a someter a votación ésta, nosotros no 
tendríamos ningún inconveniente en retirar la nuestra. 

El señor PRESIDENTE Es al revés. Para poderla some- 
ter a votación, la tienen que retirar. 

El señor AGUIRRE KEREXETA: Sí, sí, nosotros la reti- 
ramos porque se encuentra asumida por completo en la 
transaccional propuesta. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. 
El señor Bandrés no  está presente. La Presidencia, por 

esta circunstancia, supone que queda decaída su enmien- 
da  al no  podérsele preguntar en este acto. ¿Hay alguna 
objeción a este planteamiento? (Pausa.) 

¿Algún Grupo Parlamentario se opone a la admisión a 
trámite d e  esta enmienda transaccional? (Pausa.) 

El señor Soler Valero tiene la palabra simplemente 
para indicar si se opone o no. 

El señor SOLER VALERO: Señor Presidente, para indi- 
car que, como se ha abierto una estrecha vía de  diálogo en 
esta enmienda, no nos oponemos a su tramitación. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. Por consiguien- 
te, se adFi te  a trámite esta enmienda. 

Enmienda transaccional al artículo 14.2 con la 245, de  
Minoría Catalana. Señor portavoz de Minoría Catalana, 
¿se retira la enmienda 245? 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Si, señor Presi- 
dente. Queda retirada. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Y también con la 515, del señor Romay. ¿Está en dispo- 

sición el seiior portavoz del Grupo Popular de retirar 
también la 515, del señor Romay? 

El señor SOLER VALERO: Señor Presidente, es que no 
entiendo cuál ha sido la transacción con la 515, del señor 
Romay. ¿A qué artículo se refiere esa transacción? 

El señor PRESIDENTE: Se refiere al artículo 14.2, serior 
Soler. 

El señor SOLER VALERO: Bien, señor Presidente. Es 
que no estaba hecha la referencia a esa enmienda, en con- 
creto. 

Estamos de  acuerdo en que se someta a tramitación. 

El señor PRESIDENTE O sea, ¿que se retira la 515? 
(Asentimiento.) 

¿Algún Grupo Parlamentario se opone a la tramitación 
de esta enmienda? (Pausa.) Se admite esta enmienda tran- 
saccional. 
Y, por fin, hay una enmienda transaccional al articulo 

24.3, con la 251, d e  Minoria Catalana. 
El señor López de  Lerma tiene la palabra. 

El señor LOPEZ DE LERMA I LOPEZ: Serior Presidente, 
queda retirada en estos momentos. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. ¿Algún Grupo 
Parlamentario se opone a la tramitación d e  esta enmien- 
da? (Pausa.) 

El señor Soler tiene la palabra. 

El señor SOLER VALERO: Nuestro Grupo se opone a la 
tramitación d e  esta enmienda, en concreto. 

El señor PRESIDENTE: Por consiguiente, no se admite 

Para turno d e  réplica, el señor Uribarri tiene la palabra 
a trámite la enmienda transaccional al articulo 24.3 

por cinco minutos. 

El señor URIBARRI MURILLO: Señor Presidente, seño- 
rías; quiero, en estos cinco minutos, tratar de  sintetizar o 
dar la respuesta que debo, en virtud de  la cortesía parla- 
mentaria, a las menciones y a los argumentos que se han 
hecho en contraposición a las tesis por mi mantenidas 
aquí esta mañana. 

En primer lugar, muchas gracias al Diputado señor Be- 
viá por esas amables palabras, por esos adjetivos a mi in- 
tervención, calificándola d e  otoñal y d e  paterno- 
comprensiva, que estoy totalmente seguro d e  que han 
sido dictados por el corazón y que en el mismo sentido yo 
se lo agradezco. 

Pero, si mi intervención ha sido otoñal, por la oda a la 
LOECE que he hecho, yo le quisiera sacar de  ese error. N o  
ha sido una oda a la LOECE; ha sido un monumento de ad- 
miración a la oración fúnebre que a la LOECE le dedicó el 
señor Ministro d e  Educación, y que, sin duda, lo merece, y 
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lo merece exhaustivamente porque, gracias a esta Ley, ac- 
tualmente vigente, ustedes fueron capaces de plantear, 
con toda sinceridad, con toda crudeza, sus argumentos 
frente a lo que era el ideario educativo. Los llevaron al 
Tribunal Constitucional y se .ha dictado sentencia por el 
mismo, una sentencia que ejtá siendo mencionada hoy 
por todoo los Grupos Parlamentarios, y de la cual no nos 
podemos apartar. Y, señor Beviá, esa sentencia a quien fa- 
voreció no fue a la tesis del Partido Socialista, sino a las 
tesis mantenidas por la LOECE. 

En cuanto a esa actitud paterno-comprensiva, respecto 
a la ideología subyacente, que yo he expuesto aquí con do- 
cumentos que no me he inventado, que todas sus senorias 
y supongo que todos los políticos conocen, que son docu- 
mentos socialistas, y que como, efectivamente, ha dicho 
luego su compañero, el señor Mayoral, es el hilo conduc- 
tor por donde va el pensamiento socialista y por el que va 
marcando los objetivos. Y es muy lícito y es totalmente 
necesario ponerlos a la luz del día, para que no haya nadie 
en la sociedad española que, desconociéndolos, vaya a 
caer en el error de creer que no hay nada por debajo de 
esta Ley que n? vaya marcando esos objetivos que yo de- 
cía esta misma mañana. Pero lo que sí le puedo decir es 
que nosotros no estamos alentando esas manifestaciones 
masivas, que, por lo visto, a ustedes les preocupan, en con- 
tra de esta Ley. Son las asociaciones intermedias de la so- 
ciedad, e n  las cuales nosotros, desde luego, creemos, son 
esas asociaciones intermedias las que se están manifes- 
tando, no  en contra de esta Ley; sino en defensa de los de- 
rechos que actualmente tienen para elegir el tipo de edu- 
cación de sus hijos y para que en España puedan seguir 
existiendo las libertades del artículo 27 de la Constitu- 
ción, para que en España pueda seguir existiendo la liber- 
tad de enseñanza, sin nubes de ningún género, sin cortapi- 
sas de ningún género, para que estas normas puedan se- 
guir alentando a las familias españolas. 

Ha heEho usted una breve referencia a una de las en- 
miendas de mi Grupo, relativa a la titularidad, distin- 
guiendo los Poderes públicos. Señor Beviá, usted podrá 
entender, su Grupo podrá entender qué es Poder público, 
pero éste es un concepto técnico que n o  admite el que 
unos u otros digamos que, a nuestro juicio, son éstos o 
aquéllos, sino los que, efectivamente, sdn en derecho. Por 
tanto, de n o  aceptarse esa enmienda. puede inducir al 
error que yo he puesto aquí de manifiesto esta mañana. 

En cuanto al señor Nieto, respecto a las enmiendas que 
nosotros hemos presentado al articulo 18, ha hecho una 
exposición de este artículo, haciendo un canto de esta 
neutralidad ideológica que debe tener la escuela pública, 
y le quiero recordar que, precisamente, nosotros estamos 
tan totalmente de acuerdo, que eso es lo que hemos man- 
tenido desde el principio, eso es lo que se recoge en la Ley 
actualmente vigente, no se inventa en la LOECE, y eso 
está recogido en este proyecto de Ley, gracias a que al ha- 
ber ido al Tribunal Constitucional, éste ha tenido que de- 
cirles a ustedes: no, señor, la libertad de cátedra en la es- 
cuela pública tiene estos límites y hay que manifestarse 
de esta manera, porque hay un derecho anterior, que es 
el de los padres, para elegir el tipo de educación. y éste es 

anterior, incluso en la escuela pública, para todo el profe- 
sorado. 

Eran, pues, ustedes los equivocados; ustedes fueron al 
Tribunal Constitucional, rectifican ahora en este articulo 
18, y todos nos alegramos. Si la escuela socialista era neu- 
tral en el año 1918, nosotros también nos alegramos, y vol- 
vemos a repetir una y otra vez que esa escuela socialista 
es posible dentro del sistema escolar que nosotros cree- 
mos que establece el articulo 27, como una de las escuelas 
que pueden darse y que es licito mantener. Pero a lo que 
nosotros nos estamos oponiendo es a que, a través de la 
Administración, esa escuela socialista, que yo he descrito 
aquí esta mañana, vaya a ser la escuela pública del Estado 
español. Que el artículo 10.2 no es necesario incluirlo en 
el artículo 18, al lado del 27.3; bueno, son apreciaciones; 
pero la verdad es que el artículo 10.2 está siendo objeto 
siempre -perdón, senor Presidente, si me excedo unos 
minutos- ... 

El señor PRESIDENTE: Unos minutos no. Uno o dos 
minutos, como máximo. 

El señor URIBARRI MURILLO: Gracias, señor Presi- 
dente. Bien, no sólo tiene este valor interpretativo. Usted 
recordará, señor Diputado, cómo este artículo 10.2 entró, 
en definitiva, en el Senado, cuando se redactaba la Cons- 
titución, para que quedara muy claro que la facultad de 
dirección de los centros se pudiera significar en la facul- 
tad de creación de los mismos. Y esta mañana, por repre- 
sentantes de la Minoría Catalana se han expuesto aquí 
textualmente las palabras del portavoz, de la Ponencia, 
señor Roca, de cómo lo entendía en el trámite anterior, 
del Congreso, pero se volvió a discutir en el Senado la 
facultad de dirección. 

Al señor Mayoral le tengo que decir que los juicios de 
valor que ha hecho sobre la Prensa de mi provincia y de 
su región me duelen profundamente. Yo no hubiera espe- 
rado nunca que se pudiera decir tamaña cosa sobre un 
medio de comunicación, y muchísimo menos de una re- 
gión a la que uno pertenece. Pero, señor Mayoral, lo que 
he leído textualmente,'jes verdad o no que usted lo dijo? 
Porque ésta es la cuestión. Si es verdad, diga usted que 
es verdad, y si dice que na, mandamos rectificar; así se lo 
he dicho esta mañana, ya que el artículo 20 de la Consti- 
tución, a usted, a todos los Diputados y a todos los espa- 
ñoles nos ampara para que recibamos una información 
veraz. Y si no lo es, mandamos rectificarla, y yo le aplau- 
diría, pero que se diga si es verdad o no. 

El serlor PRESIDENTE: Termine, serlor Uribarri, por 
favor. 

El señor URIBARRI MURILLO: Muy brevemente, se- 
ñor Presidente, y muchas gracias por su bondad. 

Es cierto que todo el acervo ideológico no se agota en 
esa pasada que he hecho de la concepción de la escuela 
socialista, pero la preocupaci6n nuestra es que ustedes 
están ahora en el Gobierno, y la verdad es que aquí se 
plantea un dilema: si ustedes dicen eso cuando no están 
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en el Gobierno, y se lo dicen a sus bases y a sus militan- 
tes para acceder al Gobierno, y luego no lo ponen en 
práctica cuando están en el Gobierno, aquí parece que 
algo está fallando y que no es del todo correcto. 

En cuanto a las nacionalizaciones, que no lo ha dicho 
ningún socialista, señor Mayoral, el señor Torreblanca 
dice que apara hacer frente a las nacionalizaciones o, en 
su caso, a las municipalizaciones, habría que crear un 
fondo de reserva equivalente en su cuantía al dedicado 
anualmente a subvenciones, en la transición de los cen- 
tros subvencionados que se nacionalizarían de esta ma- 
neran. Luego no era del todo incorrecto, aunque usted no 
conociera este documento del señor Torreblanca. 

Señor Diez-Pinés, lamento no haber tenido tiempo sufi- 
ciente para haber expresado los argumentos de la cn- 
mienda, pero la bondad del señor Presidente quizá y a  no 
me lo permita. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor üribarri, 
Tiene la palabra el señor Aguirre, por un tiempo máxi- 

mo de cinco minutos. 

El señor AGUIRRE KEREXETA: Me sobran, señor Pre- 
sidente, y ,  muchas gracias. 

Muy brevemente, siento yo y mi Grupo que el Gobier- 
no socialista no haya acabado de asumir plenamente, no 
voy a decir la literalidad de nuestras enmiendas, sino 
posiblemente tampoco el espíritu de colaboración que a 
lo largo de la discusión y debate del Título 1 hemos ofre- 
cido, y que, tras tantas horas de debate y los sucesivos 
trámites parlamentarios, aún continúe en el aire el respe- 
to escrupuloso a los Estatutos vigentes y a las competen- 
cias que hayan ya sido transferidas y vienen siendo ejer- 
cidas por las Comunidades Autónomas. 

Esto es una lástima. Muestra. de ello cs el manteni- 
miento -a pesar de la enmienda transaccional- de bue- 
na parte de las condiciones y requisitos mínimos que el 
Estado se reserva para sus facultades reglamentarias y 
que, en nuestra opinión, de acuerdo con las competencias 
ya asumidas, en buena medida, deben ser competencia 
de las Comunidades Autónomas, con fuerza suficiente pa- 
ra ello, y en otras, por esa adecuación a la problemática 
real, social, económica e, incluso, de esos caracteres geo- 
gráficos que esta mañana he tratado de esbozar, debie- 
ran de quedar los centros de decisión mucho más próxi- 
mos a los que sufren los problemas y,  en consecuencia, 
puedan también ejercer las vías de solución adecuadas. 

Pero, señorías, ésta es la esencia del juego democrático, 
y aún disintiendo del resultado final de este Título 1, no 
nos queda otra opción que escuchar, en su momento, y 
acatar, por supuesto, el resultado que emane de la sen- 
tencia que en su día dicte el Tribunal Constitucional. 

Afortunadamente, nuestras argumentaciones a la en- 
mienda presentada al artículo 13 parece que han motiva- 
do algo ese proceso de reflexión que yo esta mañana he 
estado ofreciendo y, efectivamente, esta misma tarde nos 
ha sido entregada una pequeña rectificación de su posi- 
ción en relación a los registros de las correspondientes 
Administraciones públicas, central y auton6mica, rectifi- 

cación plasmada en la aceptación por parte del Grupo 
Socialista de nuestra enmienda, en su tenor literal. 

Esto indica, señorías, que, afortunadamente, aún que- 
da margen de maniobra, aún queda margen de diálogo, 
de comprensión, y que aún es posible que este proyecto 
sea susceptible de mejoras similares. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Aguirre. 
El señor López de Lerma tiene la palabra por un tiem- 

PO máximo de cinco minutos. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Señor Presiden- 
te, señorías, al artículo 24, en su apartado 3, mantenía- 
mos, y desde luego mantenemos, una enmienda que tra- 
taba, precisamente, de ajustar s u  redactado al artículo 
149.1.30 de la Constitución, ajustarlo, a su vez, a diversas 
sentencias del Tribunal Constitucional y ,  en concreto, a la 
sentencia sobre la LOECE, así como al marco establecido 
por el Tribunal Constitucional en s u  famosa sentencia 
sobre la LOAPA. 

La aportaci6n hecha mediante una enmienda transac- 
cional del Grupo Socialista, en una línea dialogante, dig- 
na de agradecer y de subrayar, convertía este texto en 
una redacción de mínimos, ajustada a la Constitución, 
ajustada a las sentencias del Tribunal Constitucional, 
por la que las condiciones mínimas que el Gobierno, en 
uso de sus facultades, debía reglamentar eran las condi- 
ciones en las que debían ser impartidas las enseñanzas y 
no las condiciones que debían reunir 10s centros docentes 
para su clasificación. 

Ha sido, señor Presidente, señorías, una auténtica Iás- 
tima que una enmienda que posibilitaba no  sólo un 
acercamiento a nuestras propuestas, sino un ajuste lite- 
ral a la Constitución y a las sentencias del Tribunal Cons- 
titucional, haya sido vetada. 

Acaso, me pregunto, ¿hay interés en esta Cámara para 
que ésta incurra en inconstitucionalidad expresa, cuando 
de aprobar un artículo concreto de una Ley se trata? ¿O 
hay, quizá, y acaso, algún inconfesable interés tras este 
veto? 

La posición de Minoría Catalana ante este proyecto de 
Ley es diáfana desde el primer día y aquí fue expuesta 
por mi compañero el señor Durán, y recordada esta mis- 
ma mañana. No nos gustó el proyecto enviado por el 
Gobierno, pero nuestra voluntad es de mejorarlo, como 
también ha sido voluntad, que subrayo y reconozco, del 
Grupo Socialista de mejorarlo en la doble línea de hacer- 
lo constitucional de arriba abajo y en la línea de hacerlo 
mejor y más aceptable por la sociedad. Los vetos, seño- 
rías, vengan de donde vengan, no nos pondrán nerviosos, 
no pondrán nervioso al Grupo Parlamentario de la Mino- 
ría Catalana, ni nos apartarán ni un solo milímetro de la 
línea de diálogo que caracteriza a este Grupo. 

Nada más, señor Presidente, y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. Tiene la pala- 
bra el señor Beviá. 
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El señor BEVIA PASTOR: Taquigráficamente casi. 
Con relación a lo indicado por el señor Aguirre, nos 

complace que haya reconocido esa disposición nuestra 
de, al menos, iniciar el acercamiento. 

Hay un respeto profundo por parte del Grupo Socialis- 
ta hacia los Estatutos; ello nos llevó a presentar una serie 
de motivos de recursos de inconstitucionalidad frente a 
La LOECE, y como consecuencia de la respuesta del Tri- 
bunal Constitucional, algunos contenidos de estos artícu- 
los van por la línea que el propio Tribunal Constitucional 
señaló. 

Con relación al señor Uribarri, por supuesto nos conoce- 
mos muchos anos para saber que cualquier adjetivación 
siempre nace del afecto y de la cordialidad. Me indica 
que la contribución que, al menos la LOECE, ha hecho 
ha sido que favoreciera el asentamiento definitivo, desde 
la sentencia del Tribunal Constitucional, sobre el ideario, 
y que esa sentencia cayó, como dirían los antiguos, de la 
parte de ustedes, que ustedes ganaron; digamos que, en 
el mejor de los casos, y cordialmente, quedó en empate. 
El ideario se aceptó, pero el ideario se interpretó, y se 
marcaron unos límites. En lo que no hubo límites fue con 
relación a la declaración de inconstitucionalidad, del in- 
tento de equiparar absoluta y totalmente los centros es- 
trictamente privados y los centros privados financiados 
con fondos públicos. Luego, y o  en este momento ya ni 
siquiera me atrevería a darle el empate, sino que pondría 
el uno a nuestro favor. 

Con relación a todo aquello del objetivo mío ([paterno- 
comprensivo», hay movimientos sociales que son los gru- 
pos intermedios; unos grupos intermedios que todos sa- 
bemos muy bien, ustedes y nosotros, que tienen conexio- 
nes relativamente profundas, íntimas o frecuentes con 
algunos de los partidos políticos que están en su Grupo 
Parlamentario. 

Nosotros hemos hablado en reiteradas ocasiones de 
que la LODE no es la aplicación estricta del proyecto de 
política educativa socialista, sino que tratamos de que 
sea un desarrollo total y completo de este pacto que está 
implícito en el artículo 27 de la Constitución. Eso es lo 
que yo quería que usted oyera una vez más. Lo ha oído 
muchas veces, pero n o  le interesa oírlo. Ahí está el pacto, 
y no otros pactos, porque, si no, yo diría que lo que nos 
están proponiendo -también se lo digo con todo afect- 
es un sinónimo agrio, un sinónimo ácido de  pactar. Nos 
están proponiendo el sinónimo coludir, «collud&re», que 
significa jugar con otro. Hoy hemos estado hablando del 
gato, y del ratón ahora. Jugar con otro, es decir, pactar 
con daños a terceros. Nosotros no podemos llegar más 
allá en ningún pacto que pueda significar un abandono 
de aquéllos que están mucho más desprotegidos y que 
pueda favorecer, entonces, un pacto entre los que en de- 
terminados niveles puedan considerarse un poco más 
privilegiados. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: El señor Mayoral tiene la pa- 
labra. 

El señor MAYORAL CORTES: Señor Presidente, seño- 
rías, señor Uribarri, en primer lugar le tengo que decir 
que por mi parte en ningún caso se ha puesto en cuestión 
la profesionalidad de ningún periodista y,  desde luego, lo 
que quiero dejar bien claro es que tengo un elevado con- 
cepto del ejercicio de sus funciones, sea en Extremadura 
o sea en el resto del Estado español. Pero sí tengo que 
lamentar -y eso es lo que he hecho y lo reitero otra 
vez- el carácter, a veces excesivamente unidimensional, 
con que se dan las noticias, y las sensaciones que a veces 
se transmiten, que no corresponden, ni mucho menos, a 
la realidad de los hechos, ni a la realidad de las palabras 
dichas. 

Por lo que se refiere al veto que se ha manifestado 
aquí, en relación con la enmienda transaccional que he- 
mos propuesto, evidentemente tengo que lamentarme, 
con el señor López de Lerma, de que esto no haya sido 
aceptado. Es una manifestación, creo yo, de cómo algu- 
nos entienden los acuerdos y pactos. Yo creo que ha sido 
una manifestación de voluntad de acercamiento, por 
nuestra parte, que no se ha querido entender ni aceptar. 
De todas maneras, nosotros consideramos, señor López 
de Lerma, que en  cl Senado podremos tener ocasión de 
volver a replantear esta cuestión. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. El señor Nie- 
to tiene la palabra. 

El señor NIETO GONZALEZ: Señor Presidente, muy 
brevemente. Cuando he intervenido en defensa del man- 
tenimiento de la neutralidad ideológica, en el articulo 18, 
lo he justificado en base a dos razones fundamentales, 
señor Uribarri: una, que enlazaba con nuestra historia 
doctrinal del Partido, y hacía referencia a 1918, hace mu- 
cho tiempo. En aquella época, en el Congreso del Partido 
celebrado en esa fecha, se señalaba, en las bases para un 
programa de instrucción pública -y voy a leérselo por si 
no se ha entendido bien la primera vez-, que «las carac- 
terísticas del modelo de  escuela propuesta por los socia- 
listas apuntaba al de una escuela plural ideológicamente, 
lejos de cualquier tipo de dogmatismo ideológico y polí- 
tico». Esta es la apoyatura política o doctrinal del Parti- 
do  Socialista que yo le daba, pero le daba otra de tipo 
jurídico, apoyada en la sentencia del 13 de febrero, del 
Tribunal Constitucional. Esta sentencia establece que la 
neutralidad ideológica está justificada en nuestro Estado 
de Derecho por exigencia del pluralismo político, la l i -  
bertad ideológica y religiosa de los individuos y la acon- 
fesionalidad del Estado. Todos estos principios están 
consagrados en nuestra Consti tucih.  

Refiriéndose a la escuela, el Tribunal dice textualmen- 
te: aTodas las instituciones públicas, y muy especialmen- 
te los centros docentes, han de ser, en efecto, ideológica- 
mente neutrosB. Usted, señor Uribam, quería eliminar el 
término neutralidad ideológica, no sólo a través de una 
enmienda, sino a través de tres enmiendas: la enmienda 
número 25, del señor Zarazaga; la enmienda 322, del 
Grupo Popular, y la enmienda 473, del señor Díaz-Pinés. 
Señor Uribarri, esto me hace pensar que ustedes no que- 
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rfan que se contemplase la neutralidad ideológica de las 
escuelas públicas, de los centros públicos, quizá porque 
adorasen un tipo de escuela pública distinta, no con neu- 
tralidad ideológica, sino un tipo de escuela pública como 
la que hemos vivido en otras épocas. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Nieto. 
Vamos a entrar en el debate del artículo 20. A dicho ar- 

tículo se mantienen las enmiendas 26 y siguientes del 
Grupo Popular. Para su defensa, tiene la palabra el señor 
Soler Valero. 

~ ~ I C U I O C  

20 Y 54 

El señor SOLER VALERO: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, antes de entrar en la defensa de las 
enmiendas al artículo 20, quiero hacer unas aclaraciones 
ante la Cámara que me parecen procedentes y es que, ló- 
gicamente, dada la relación absoluta que existe entre el 
artículo 20 y el 54, en principio, y salvo que hubiese defen- 
sa en concreto del artículo 54 en su día, agruparé la defen- 
sa de nuestras posiciones con respecto a estos dos articu- 
los. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Soler. 

El señor SOLER VALERO: Por otra parte, y puesto que 
no hemos tenido ocasión, en relación con las enmiendas 
transaccionales que se han presentado, de hacer algunas 
aclaraciones que nos parecen importantes, quiero aprove- 
char el momento y hacerlas ahora, porque creo que es de 
capital importancia que esto se haga así, sobre todo a la 
vista de las gravísimas imputaciones que se han hecho 
esta tarde por algún miembro de algún Grupo Parlamen- 
tario. 

Señor López de Lerma, no tenemos secretas intencio- 
nes ni propósitos inconfesables. 

El señor PRESIDENTE: Señor Soler, le ruego que, en lo 
posible, se concrete a la defensa de sus enmiendas, sin 
perjuicio de que yo, como no ha tenido S. S .  ocasión de in- 
tervenir, le deje que intervenga, pero eso generará indu- 
dablemente una réplica del señor López de Lerma. 

El señor SOLER VALERO: Es evidente, señor Presiden- 
te, gracias, pero creía que era importante hacer esta acla- 
ración porque el sentido estricto de nuestra oposición a 
los trámites de esta enmienda que, como ustedes mismos 
han dicho, tendrán oportunidad de hacerla prosperar en 
el Senado, se reduce exclusivamente a dos cuestiones. La 
primera, a la ya sistemática falta de cortesía parlamenta- 
ria, en el sentido de que nos enteramos de la enmienda 
transaccional aquí, cosa a la que ya estamos habituados, 
por otro lado. La segunda es una cuestión de fondo, im- 
portante, y es que entre que el número 3 del artículo 24 
haga referencia a. que el Gobierno determinará reglamen- 
tariamente las condiciones mínimas que deban reunir los 
centros docentes para su clasificación, así como los efec- 
tos derivados de las mismas, a que diga que el Gobierno 
determinad regiamentariamente las condiciones míni- 

mas en que deban impartirse las enseñanzas con los cen- 
tros... etcétera, hay una diferencia abismal, desde nuestro 
punto de vista que, por supuesto, es opinable. 

Como digo, hay una diferencia abismal. Esto tiene una 
explicación muy sencilla, y es que el momento concreto 
en el que se autoriza por la Administración la puesta en 
funcionamiento de un centro o las relaciones de ese cen- 
tro con la Administración a través de un concierto, es de- 
cir, el número inicial en el cual la Administración pública 
tiene que comprobar cuáles son las condiciones mínimas 
que reúne ese centro para impartir las enseñanzas, no tie- 
ne nada que ver con el tracto continuado y sucesivo que 
significa la nueva redaccibn en el sentido de que sobre 
esa base el Gobierno, que además tiene esa competencia 
irrenunciable a través de la inspección, estaría sistemáti- 
camente en condiciones de establecer si las enseñanzas se 
estaban impartiendo de acuerdo con las condiciones mí- 
nimas y, por tanto, no había un principio inicial, sino que 
éste se traslada a lo largo de toda la vida del centro. 

Estos planteamientos pueden ser opinables, pero espe- 
ro el mismo respeto que nosotros tenemos para otros 
planteamien tos. 

Quisiera hacer también una última aclaración para que 
nos olvidemos de estos temas. Nosotros, desde el princi- 
pio del debate de esta Ley, jamás hemos dicho, ni dentro 
ni fuera del hemiciclo, que defendamos ni representemos 
a ningún grupo intermedio, de una clase o de otra. Uste- 
des saben, porque aquí se ha dicho, y fuera de aquí, que 
hay un grupo político determinado que dice que sí lo re- 
presenta y, en ese sentido, así está pactando con ustedes 
determinadas soluciones. En consecuencia, quizá noso- 
tros somos los que menos representemos aquí a grupos 
intermedios; éstos irán por otro lado y con otros partidos 
políticos, y seguramente no con nosotros. 

Hechas estas aclaraciones, señor Presidente, entro en la 
defensa de nuestras enmiendas al artículo 20, que enten- 
demos que es un articulo de capital importancia. 

Quiero, de acuerdo con el sistema que hemos estableci- 
do y que queremos seguir hasta el final del debate de esta 
Ley, hacer de entrada una glosa de las diferencias literales 
que existen, de las cuales se desprenden aspectos sustan- 
tivos entre nuestra propuesta de redacción a este artículo 
y la redacción del artículo 20 del dictamen. 

Dice el artículo 20 de! dictamen: a l .  La admisión de 
los alumnos en los centros públicos se ajustará a los si- 
guientes criterios prioritarios: situación socioeconómica 
de la familia, proximidad del domicilio y existencia de 
hermanos matriculados en el centro. En ningún caso ha- 
brá discriminación en la adquisición de alumnos por razo- 
nes ideológicas, religiosas o morales o requisito alguno 
que contravenga lo dispuesto en los artículos 14 y 16.2 de 
la Constitución. 

Una programación adecuada de los puestos escola- 
res gratuitos, en los ámbitos territoriales correspondien- 
tes, satisfará tanto la posibilidad de escoger centro docen- 
te como la efectividad del derecho a la educación.. 

Nuestro texto es así de claro: a 1. Los criterios de admi- 
sión de los alumnos en los centros públicos no podrán ser 
discriminatorios, en ningún caso, por razones ideológicas, 

2. 
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religiosas o morales, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 14 y 16.2 de la Constitución.. Coincide práctica- 
mente casi en la forma y desde luego, en el fondo con el fi- 
nal del-párrafo 1 del texto de la Comisión. 
<(No se considerará discriminación la existencia de cen- 

tros específicos para cada sexo.# 
((2. Los centros, en la admisión de sus alumnos, se 

ajustarán a los siguientes criterios prioritarios: Primero. 
Libre elección de la familia. Segundo. Precedentes fami- 
liares de escolarización en el mismo centro. Tercero. Pro- 
ximidad del domicilio.» 

En los niveles en los que aún no haya sido implan- 
tada la gratuidad, tanto los centros públicos como los pri- 
vados financiados, valorarán como criterio prioritario la 
situación socioeconómica de la familia.)) 

Después de esta lectura de los dos artículos quiero cen- 
trarme en los problemas concretos que, desde nuestro 
punto de vista, se suscitan en este artículo importante. 

Primero, se plantea aquí un problema que, por supues- 
to, también es opinable, como gran parte de lo que esta- 
mos discutiendo a lo largo de la Ley, pero entendemos 
que es de fondo. ¿Debe tenerse en cuenta en los niveles 
obligatorios y gratuitos, declarados así por la Constitu- 
ción y por las Leyes vigentes españolas, como criterio 
prioritario la situación socioeconómica de la familia? 
¿Es o no un derecho general válido, y por tanto, exigible 
con carácter general por todos los ciudadanos, sea cual 
sea su situación socioeconómica, tal como está declara- 
do en nuestra Constitución y en las leyes, que el nivel 
obligatorio y gratuito de la educación sea igual para to- 
dos y,  en consecuencia, no se pueda establecer con carác- 
ter general -como aquí se hace- y con carácter priori- 
tario uno de los factores esenciales como es la situación 
socioeconómica de la familia? 

Me  podrán contestar, y están en su legítimo derecho, 
que las diferencias socioeconómicas de las diversas fami- 
lias espanolas es una realidad incuestionable que ha de 
ser tenida en cuenta a la hora de compensar con servicios 
sociales, con una renta social, a esas familias y ,  en este 
caso, con las rentas de educación. 

Les tengo que decir que de acuerdo, pero debo recor- 
darles que el Estado y todos los Gobiernos deben tener 
establecidos los mecanismos de redistribución material 
de las rentas económicas, de forma que los trabajos y las 
acciones de nivelación, de equiparación económica y de 
igualdad de oportunidades ante todos los bienes sociales 
se lleven a cabo precisamente a través de otros mecanis- 
mos, esencialmente los fiscales. 

Se puede plantear este tema, como lo hacemos noso- 
tros en nuestra enmienda, en los niveles no gratuitos, por 
ejemplo en el Bachillerato, pero con carácter absoluto, 
con carácter prioritario para todos los ciudadanos, sin 
distinción de ninguna clase, como se plantea en los nive- 
les gratuitos y obligatorios, entendemos nosotros que no 
se puede hacer. Esa es una cuestión de fondo, aunque 
suponemos, como es lógico, que saldrá adelante el artícu- 
lo tal y como está redactado, pero por lo menos debemos 
dejar sentada aquí nuestra opinión sobre esta materia. 

Con independencia de este problema de fondo, en la 

((3. 

redacción de este artículo hay un aspecto importante 
desde nuestro punto de vista. Me refiero a las cuestiones 
que plantean opciones determinantes en la política de 
gobierno en materia de educación. Nosotros hemos plaq 
teado como criterio primero, quizá no prioritario, porque 
todos deben ser conjugados conjuntamente, el de la libre 
elección de centro por la familia. 

Hay que plantearse la opción muy claramente, es una 
alternativa muy clara: a la hora de elegir un padre para 
su hijo el centro docente, idebe, con carácter general, 
considerarse como el primer derecho la libre elección de 
la familia o debe plantearse, como de aquí se deduce, la 
zonificación de los centros y,  como consecuencia y crite- 
rio prioritario, el que el padre lleve a sus hijos al centro 
más próximo? 

Desde nuestro punto de vista (y a la vista de algunos 
gestos no se sabe si quieren decir que ninguno de los dos 
criterios se deben plantear con carácter prioritario) tene- 
mos que decir que, desde un criterio de buena adminis- 
tración de los fondos públicos, desde un criterio bueno de 
economía de educación, es indudable que la programa- 
ción por zonas, la barrialización de los centros y los cri- 
terios no coactivos, los criterios no obligatorios de llevar 
los hijos al centro que,está al lado de casa, sí deben ser 
utilizados en una buena gestión de gobierno para que, 
subiendo la calidad general de esos centros, sean públi- 
cos o privados, se pueda elegir un centro determinado. 
Estoy planteando el problema tanto en centros públicos 
como en privados, senores Diputados, porque quieran o 
no quieran, en este tema concreto de la educación, no 
hay ni un solo centro educativo, ni público ni privado, 
que sea igual a otro. 

La experiencia de todos los días no está demostrando 
que tanto en los padres que llevan a sus hijos a centros 
públicos como en los padres que llevan a sus hijos a 
centros privados, se está dando la tendencia lógica de los 
padres a llevar a sus hijos a unos centros determinados, 
sean éstos públicos o privados, porque les gusta más ese 
centro, porque tienen una especial tendencia a llevarles, 
porque les han dicho que funcionan mejor, etcétera. Esto 
también funciona en los centros públicos, y si quieren les 
puedo poner los ejemplos que más les gusten con nom- 
bres y apellidos. 

Sin embargo, aquí se nos plantea una cuestión: ¿yo 
puedo elegir -aunque tenga un centro público al lado de 
mi casa- llevar a mi hijo al Ramiro de Maeztu, por 
nombrar un instituto de prestigio tradicional en Madrid, 
o no? 

El señor Ministro, en relación con este y con otros te- 
mas, en la primera intervención que tuvo, contestando 
precisamente al Diputado que les habla en este momen- 
to, en la primera tarde de debate de esta Ley, habló de 
ésta como de una Ley de las libertades. Y es verdad. Lo 
que hay que saber es si se trata de una Ley de libertades 
enfrentadas y, en consecuencia, en conflicto unas con 
otras, o es una Ley en la que las diversas libertades de los 
distintos grupos de las diferentes comunidades que jue- 
gan en 1a.educación. se concatenan de forma que no se 
limiten gravemente unas a otras. Y entonces tengo que 
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decir 4 o m o  le decía entonces al señor Ministr- que 
es en el análisis concreto, artículo por artículo, cómo 
vamos viendo -ya lo hemos visto en el artículo 3.0, se- 
gún nuestra opinión, y ahora lo vemos y lo vamos a ver 
en este articulo 2 0 - ,  que estas libertades se van limitan- 
do  progresivamente y encauzando en el sentido concreto 
que quiere el Partido del Gobierno. 

Naturalmente, las diversas libertades, derechos y de- 
beres que juegan en esta Ley se encadenan unas con 
otras y si se rompe la candena por una de ellas queda 
danado el ejercicio concreto del resto de las libertades 
proclamadas en la Ley. 

Yo,  en defensa de la libre elección de centro. como 
proncipio general, quiero plantearles a ustedes las si- 
guientes cuestiones. ¿Consideran o no que este derecho 
dana el artículo 19 de nuestra Constitución? 

En el párrafo primero del articulo 27 se reconoce la 
libertad de enseñanza, y yo  les pregunto a ustedes: tcó- 
mo se ejerce la libertad de  enseñanza por parte del que 
quiere recibirla, no por parte del que la da,  no  por parte 
del titular de un centro, sino por parte de los padres en 
representación del alumno, que es su hijo o pupilo? Y 
advierto que aquí esta mañana se ha vertido un concepto 
absolutamente contrario a toda la doctrina internacio- 
nal. Diga quien diga ese concepto y tenga los anteceden- 
tes que tenga, el profesor no es el sujeto de la educación. 
El sujeto de la educación, de acuerdo con toda la doctri- 
na internacional. es el alumno y alrededor de 61 los de- 
más agentes que transmiten los saberes y forman al 
alumno. Esta es la doctrina aceptada internacionalmente 
y es la doctrina de la Unesco; lo digo como aclaración, 
porque ya por dos veces se ha citado precisamente al 
profesor como el centro del sistema. 

¿Cómo se ejerce la libertad de enseñanza? La libertad 
de  opción, que tambikn la tiene el padre, la tiene el profe- 
sor, como se ha dicho, en la libertad de  cátedra, la debe 
tener el titular del centro, aunque n o  está garantizada 
aquí al establecer el ideario del centro, y la tendrá que te- 
ner también el alumno y en su representación el padre. 
¿Cómo la ejerce si, por ejemplo, quiere especificamente 
llevar a su hijo a un centro d e  determinado carácter. idea- 
rio o Ilámesele como se quiera, pero todos entendemos lo 
que queremos decir? 

El párrafo segundo dice que la educación tendrá por 
ob,jeto el pleno desarrollo d e  la personalidad humana en 
el respeto a los principios democráticos de  convivencia y 
a los derechos y libertades fundamentales. 

Desde el punto de  vista del planteamiento del ciudada- 
no que quiere que su hijo reciba un determinado tipo de  
educación, vuelvo a insistir, sea en un centro público, sea 
en un centro privado, ¿cómo se realiza esa opción si pe- 
rentoria y obligatoriamente tiene que llevar a su hijo a un 
centro determinado, le guste o no, o tenga las característi- 
cas generales determinadas que no le van ni con sus 
creencias ni con su determinado tipo de  educación o la 
que quiere para sus hijos? 

El párrafo tercero dice: Los poderes públicos garanti- 
zan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos 
reciban la formación religiosa y moral que esté de  acuer- 

d o  con sus propias convicciones. ¿Cómo se puedc garanti- 
zar esto tanto para el padre que quiere llevar a su hijo a 
un centro público como el que quiere que vaya a un cen- 
tro privado concertado con carácter propio? Como se ha 
dicho aqui y se ha puesto de  manifiesto en algunos de  los 
escritos de  ilustres dirigentes del Ministerio de  Educa- 
c i h ,  los puestos escolares de  centros concertados debe- 
rán entrar en el saco general de  los puestos municipaliza- 
dos o de  los' puestos estatales y, en consecuencia, distri- 
buirse por el Ministerio corno se distribuyen todos los de- 
más de los centros públicos. 

Les planteo esos temas y me gustaría que se me contes- 
tara expresamente cómo se realiza la garantía de  los derc- 
chos constitucionales representados en el artículo 27 dc 
la Constitución. En consecuencia, vuelvo a insistir -por- 
que lo creo importante- que el tema de la zonifica- 
ción, el tema de  establecer, como criterio prioritario, la 
proximidad al domicilio n o  debe ser planteado nunca con 
carácter absoluto como está planteado aquí. Debe ser te- 
nido en cuenta, desde luego, d e  forma sustantiva por los 
Poderes públicos a la hora de establecer la gestión y bue- 
na distribución del dinero que tiene de los contribuyen- 
tes, pero, indudablemente, n o  creemos que deba ser teni- 
d o  e n  cuenta como criterio de  prioridad absoluta a la 
hora de  conceder una plaza a un alumno que la haya soli- 
citado, sea en un centro público, sea en un centro privado 
concertado. 

No quiero entrar -porque le he prometido al señor 
Presidente hrevedad en mi intervención- en la explica- 
ción y detalles de la doctrina de la va repetida sentencia 
de  13 d e  febrero de  1981 del Tribunal Constitucional, cn 
el sentido de  ver cómo se garantiza ese tcnia a travcs de  la 
obligación de ir a un centro determinado v ,  desde luego, 
n o  quiero entrar en el repaso de las situaciones y de las 
regulaciones constitucionales dc los paises de nuestro 
.marco eúropeo, en los cuales, en su inmensa mayoria, n o  
existe esa obligación. 

Quiero terminar con un ejemplo y me va a permitir, se- 
nor Ministro, con el mayor afecto, que sea claro y gráfico. 

Usted. señor Ministro, es público y notorio -además 
tiene perfecto derecho a hacerlo, y me parece muy bien- 
ha elegido para la educación de  sus hijos un centro deter- 
minado. Un centro determinado con unas características 
propias, como y o  le he oído decir. Un centro determinado, 
por cierto, privado, que es el que usted considera más 
adecuado para seguir adelante con determinado tipo de  
formación que quiere para sus hijos. 

Y o  le pregunto a usted qué le parecería si, como conse- 
cuencia de  la aprobación d e  esta Ley, el ano próximo, o 
cualquier otro año, ese centro firma un concierto, por 
ejemplo, con el Gobierno para ser centro concertado, y al 
día siguiente -sea usted el -propio Ministro o no- la Ad- 
ministración le dice que para el próximo curso n o  puede 
usted llevar a sus hijos a ese colegio porque tiene otros 
más cerca d e  su casa. Este ejemplo es válido, aun en el 
caso d e  que me diga que ese centro se le costea usted 
completamente cun su propio dinero y no recibe, en este 
momento, dinero del Estado. Pero yo  Ic pregunto, y dejo 
la pregunta flotando en el hemiciclo, ¿ese derecho a la Ii- 
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bcrtad de elección que ticiic usted, porque se Ic pucdc 
pcrriiitii., ipor  quC; be lo niega, en los nive les  giatuitos, a 
los dcniás ciudadanos que no ticncn las posibilidades cco- 
nóniicas suvas? 

El scñoi' PRESIDENTE: Muchas gix ias ,  señor Soler. 
Dado que cI Gi.upo Pni.lanient:ii.io Popular ha agrupado 

la dclcnsri de los articulos 20 y S i l  -agiupación que la 
P iu idcncia  considei.a iiiuy i.amniiblc, piupongo que la 
agiupación se extienda al iuto de los  Ci.upos Parlamcnta- 
iios. (Aseii / i i i i iL.ri/o.I 

Poi. consiguiente, a cstc terna no existen mis enmiendas 
que las del bcñoi. P c r c ~  Royo. del Gi.upo Mixto, quc quc- 
dan i.ctii.adas, y las de Miiioria Catalaiia. N o  hav más cn- 
iiiicndas. 

EII noiiibi.c de  la Minoi-ia Catalaria tiene la palabra el 
se rio 1' Du 1.á n . 

El señor DURAN LLEIDA: Scñoi. Pi.csidcntc, señoras y 
s c ñ o i u  Diputados, conio acaba clc anunciar el scñoi. Prc- 
sidcntc de la Cárnaia, inc propongo dclcndci. las cnmicn-  
das núiiicros 248 al articulo 20 del  pi~oyccto de  Ley dicta- 
minado por la Comisión y al articulo S4. cnniicnda 280. 

La rrizón de l a  agiupacion clc las enmiendas es notoria, 
en tanto que el ai'ticulo 20 cstahlccc los criterios de admi-  
sión de alumnos para los  cent ius  públicos y el articulo 54 
de  cstc mismo pi.oyccto de Lcv remite a los ci-itciios dc 
iidmisión de  aluiiiiios de los ccntius públicos paia asiriii- 
lai-los a los centros concci.tacloh. 

Espciu (poiquc ya se ha dicho poi. el ixpiucntantc del 
Gi.upo Pai.liinicntario P~p~il: i i .  v tniiibiCn lo asumo cii 

iioiiibi.c de nuestro G i ~ ~ p o  Pdanici i ta i - io  ante este inipor- 
tiiiitc articulo del pi.oyccto clc Ley Oi-gzinica del Derecho a 
la Educación) que podaiiios ciicoiiti'ai. una via de diálogo 
p ~ i i ~ ~  Ilcg!ai. a una solucibii sntislnctoi.ia para aquellos CIIJ- 
pus que, al menos. pi.c-tciiclan c n t i x  en cstc posible diiilo- 
go. 

El ; i i ~ i c ~ ~ I o  27.1 de  1;i Coristitucióii, como saben SS. SS.. 
cstablccc la l i h c i x d  de ciisctian/a. La intci.pi.ctación que 
de cualquier piincipio constitucional den los contenidos 
de este Titulo 1,  de  a c ~ ~ c i & ~  con  el ai-iiculo 10 del misino 
tcsio supi-cnio politico. dchc hncciw con aquellos tcstos 
internacionales susci'itos por el  Cobicimo español. Si \'a- 
inos al ai.ticulo 26 de la Dcclnixi t in  Univci.sal de  Dcrc- 
chos Hunianos o al articulo 13 del Pacto Internacional rc- 
Iritivo ;i los d c i w h o s  cconoinicos, sociales y culturalcs, ci- 
tados ambos  textos i.citcixlniiicntc por el scñoi. Ministiu, 
vci'cnios que se cstablccc el derecho de los padres a clcgii. 
el tipo de  educación que quici.cn pata sus hi.jos y, por tan- 
to. el derecho a cscogci' cscucI;is distintas de las creadas 
por los Poderes públicos. 

Se tiata ahora concivtamcntc de csplicitai. en el articu- 
lo 20 el derecho de los pac1i.c~ o tutores a clcgii. el centro 
en que sc eduquen sus hijos o pupilos, que no es sino una 
consecuencia del derecho a elegir cI tipo de educación. 
Es cici.to que este derecho inicialmente vicnc rcconoci- 

d o  en cI ai.tículo 4." del proyecto de la LODE, cuando dice, 
en su apartado h), que los padi.cs o tUtoi'es, en los tcrrni- 
nos que las disposiciones legales establezcan, ticncn del-e- 

cho a escoger centro docente distinto de los creados por 
los Poderes públicos. 

Vamos a suponer que se reconoce el derecho de que exis- 
tan escuelas o centros escolares diferentes de los creados 
por los Poderes públicos, y digo suponer porque, si bien 
dicho d c i t c h o  viene establecido en el rirtículo 21 del 
provecto de Lcv dictaminado por la Coinisión, hav que tc- 
ncr en cuenta que el provecto de Lcv debe ser contcmpla- 
do, examinado en su globalidad v, lógicamente. hasta que 
no cstcn niodilicados preceptos como el  artículo 3.0 
-que. evidentemente, no por voluntad del Gobierno, ni  
del Pai-tido Socialista, ni de  nuestro G i u p o  Parlanicntario, 
no ha sido debatido esta iriañana- o como el articulo 50, 
por ejemplo, dificilmcntc pucdc pcnsarsc en la subsistcn- 
cia de ccnti'os cscolai,cb dilcrcntcs de los ci.cados por los 
Poderes públicos; pero, imaginemos que existen -hay 
clcniciitos racionales para ci.ccrlo así-, cntoriccs hay que 
pensar s i  este articulo 20 del provecto, cuando fija la ad-  
iiiision de alumnos cii los centros públicos -y, consc- 

cucntcnicntc. i.cmitiCndonos al a i ~ i c u l o  54, en cuanto a 

los ciitcrios para los centros p r i \ d o s  conccr.tados-, cstri 
i q x t a n d o  el  derecho de los padres o tutorcs a clegii. 
centro escolar, o contrariamcritc se esta limitando gravc- 
incntc cstc derecho. 

Nosotius entendemos que el actual ai.iiculo 20 inviabili- 
/ a  cI d c i w h o  iwonocido paia padi.cs o tutores en  el ar- 
ticulo 4.1) de este niisino proyecto de Le\ ,  a que antes me 
i'c Ic i x i .  N ucst i'ii c n in i c n d a p i'c t e n d c p i'cc i s a  inc n t e q uc c I 
;irticulo recoja la i.cfci-cncia al Dcixxho constitucional dc- 
i.i\.ado de  las iiitcrpi-ctacioncs ;i que cl a i ~ i c u l o  10 de  nucs- 
ti'o i i i i i x i i i i o  testo legal nos conduce. Poi. esto piuponc- 
i i ios. scñoi.ias, que se constate el dci.ccho pidcrcntc de 
los padi.cs y, en todo cíiso y subsirliai.iaiiicntc, se apliquen 
los s~ipucstos  que el actual testo del piuyccto dictaniina- 
d o  cn coiiiisioii P i ' C \ ' C .  

El clcsi.ccho de clcccion de l  centro cscolai., señoras y sc- 

tioi.c+ Diputados, es paia cstc Grupo Paidriiiicntai.io un dc- 
i u '  ho 1 u iid anicn tal, iiu t ónoiiio. Ust cdcs pod 1.5 n dcci imic 

que v a  se contempla, coiiio yo niisnio clccin antes, en el ai'- 
ticulo 4 . ~ ~  Pci.o nosotius. tras iupondci .  aliriiiativanicntc a 
tal planteamiento, dcbcnios añadii. que para que asi lucra 
i.calnicntc dcbcria o incluii-se nuestra c~pi -esa  nicnción o. 
íII I11cnos, cspliciiai. que los 1-cquisiios que el articulo 20 
cstnblccc solo \ 'nn ii  cnti'ai. en juego cuando no existan 
plazas sul'icicntcs. es decir, en  aquellos supucstos en que 
la clciiinnda sohivpasc a In olci.ta, y aplicable únicamente 
a esos excedentes. Entonces si podría decirse que los pa- 
di.cs pueden cscogci. centro cscolai. para sus hijos. Poi. 
oti'a p a i ~ c ,  si asi no lucra. podrianios encontrarnos con 

todo tipo d e  intento de c\,adii-sc piccisanicntc de la apli- 
cacion de ta l  normatiima nicdiantc cambios de domicilio, 
cnipadixmamicntos lalsos. ctcc!tci'a. Y si esto ha sucedido 
en Francia, por e.jcmplo, o en Estndos Unidos -aunq,uc 
aqui poi. razones muy diferentes-, iniagincnsc cuáles van 
íi sci- las ai.tiniañas para cviidii. en España esta Ley; arti- 
mañas que, en este caso, cstariaii dentro del marco consti- 
tucional y sci-ia precisamente la noimia quien cstaria alc- 
iada de tal constitucionalidad. 

Respetamos, pues, el piincipio de  elección de centro cs- 
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colar; si no lo hiciéramos, como antes dije. difícilmente 
podríamos hablar d e  tipo de  educación v, por tanto, difi- 
cilmente podría hablarse d e  libertad de  enseñanza, de I i -  
bertad de  escoger por parte d e  los padres centro escolar 
diferente de los creados por los Poderes públicos, por el 
Estado. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senor Durán. 

iSeiior Soler? 
(El setior Soler Valero pide la paluhru.) 

El señor SOLER VALERO: Para una cuestión de  orden. 
Nuestro Grupo ha tenido acceso a la redacción de  la cn-  
micnda transaccional al número 3 del artículo 24, v como 
prueba evidente d e  que no son ciertas las imputaciones 
que nos han hecho, a la vista de esa redacción, si el Prcsi- 
dente no tiene inconveniente. nuestro Grupo la admitiría 
a trámite. 

El señor PRESIDENTE: N o  se ha producido todavia la 
votación; la decisión depende de la voluntad d e  su Grupo. 
Por consiguiente, una modificación produce de hecho la 
admisión. 

Tras la manifestación de voluntad del scnor Soler, quc- 
da  en este momento admitida a trámite la' enmienda 
transaccional al artículo 24.3. Muchas gracias, señor Soler. 

Tiene la palabra el scilor Nieto para un turno e n  contra 
de  los artículos 20 v 54, por u n  tiempo de  veinte minutos. 

El señor NIETO GONZALEZ: Señor Presidente, scno- 
rías, quisiera anunciar, antes del inicio de mi intcrvcn- 
ción, que, en nombre del Grupo Parlamentario Socialista. 
vamos a presentar una enmienda transaccional al artículo 
20, que tendrá sus repercusiones en el articulo 54, puesto 
que los dos están íntimamente ligados. 

La enmienda transaccional que pasarti a la Presidencia 
tiene, esencialmente, dos modificaciones: la primera. es 
decir, se cambia el orden de los dos números del mismo: 
e l 2  se convierte en I v el 1 se convierte en 2. El número 1 ,  
nuevo, habla de la programación y e n  el 2 se habla de los 
criterios de  admisión de  alumnos; v en este número 2, 
nuevo, anterior I del texto del provecto, se introduce una 
modificación. La modificación consiste en la sustitución 
de  «se ajustará a. - d i c e  el texto del provecto .La admi- 
sión d e  alumnos en los centros públicos se ajustará a*- 
por «la admisión d e  los alumnos en los centros públicos, 
siempre que existan plazas suficientes, se regirá porn, y el 
resto del número I y ahora 2 queda redactado cxactamcn- 
te igual. 

Paso la enmienda a la Presidencia como transaccional 
con la número 248, del Grupo Parlamentario d e  Minoria 
Catalana. (El señor Nieto González hace entrega del tex~o  u 
la Mesa.) 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. 

El señor NIETO GONZALEZ: Señorías, la introdución 
d e  esta modificación. que quizá para algunos Grupos sig- 

nifique una transacción muy pequeña, pero para otros 
puede significar más, viene a clarificar, desde un punto d e  
vista técnico, lo que nosotros queriamos decir implícita- 
mente en el artículo 20 respecto a los criterios de  admi- 
sión d e  alumnos. Pensamos que queda expresado mucho 
más correctamente con la redacción que introduce esta 
enmienda transaccional si es aceptada a trámite, si nin-  
gún Grupo se opone a ella v al final prospera. 

Queremos distinguir claramente que en aquellos cen- 
tres públicos o concertados donde la oferta d e  plazas es- 
colares sea inferior a la demanda n o  hav que aplicar nin-  
gún criterio. En aquellos centros donde siempre hava pla- 
zas escolares y donde las vacantes de plazas escolare5 
sean superiores a la petición d e  matricula por parte de  
padres de  alumnos. evidentemente todo padre de alumno 
que solicite matricula en ese centro tendrá derecho a ser 
admitido en el mismo, sea, repito, centro público o centro 
concertado. Cuando surge el problema dc  una oferta y 
una demanda distintas. necesariamente hav que emplear 
unos criterios prioritarios para la admisión de alumnos. 
Para estos supuestos prioritarios, el texto del articulo 20 
fija tres criterios ordenados, podíamos decir, del uno al 
[res. aunque no llevan numeración alguna, que son: la si- 
tuación socioeconómica d e  las familias, la proximidad del 
domicilio del alumno al centro v la existencia de herma- 
nos matriculados en el centro. Son tres criterios que in- 
tentan racionalizar la asistencia de alumnos a los centros 
y, a travtis del primero, d e  la situación socioeconómica, sc 

me argumentará posteriormente -v va se ha hecho en al- 
guna de  las intervenciones previas- que es un criterio 
que puede discriminar o puede ser discriminatorio. Desde 
esta tribuna tengo que decir que sí es un criterio discrimi- 
natorio hablar de  la situación socioeconómica para la ad- 
misión de  los alumnos, pero es un criterio discriminatorio 
positivo. Evidentemente, se discrimina positivamente a 
las familias con menos recursos a la hora de acceder a un 
centro, sea público o concertado. que, además está próxi- 
mo a su domicilio y donde el alumno puede tener hcrma- 
nos. 

Se han estado utilizando argumentos comparativos en 
muchas ocasione en  el tema de la admisión de alumnos 
en centros públicos diciendo que vamos a zonificar o a ba- 
rrializar los centros, a barrializar la escuela, v normalmen- 
te se recurre a situaciones existentes en otros paises. No- 
sotros, señorias, n o  queremos barrializar o zonificar nada. 
Lo que n o  querernos es que los barrios se queden sin es- 
cuela; no queremos que las zonas escolares, sean urbanas 
o rurales, se queden sin escuela; no queremos que ciertos 
barrios por el hecho d e  n o  barrializar se conviertan en ba- 
rrios-dormitorio d e  alumnos que son transportados masi- 
vamente por las mañanas v devueltos masivamente por 
las tardes en autobuses a los colegios v desde tistos a su 
lugar de  residencia Queremos que existan escuelas de  
todo tipo en los barrios. escuelas públicas y escuelas con- 
certadas, si ya existen o si se crean en el futuro; querernos 
que el alumno tenga un centro próximo al domicilio don- 
d e  vive, y creemos que esto es algo razonable y bueno 
para el alumno y para las familias. 

Antes d e  seguir con este planteamiento quisiera recor- 
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dar al Grupo Popular -y se lo voy a leer- el tratamiento 
que se d a  en algunos países a este tema. Por poner un 
ejemplo les diré que, dentro de  la diversidad d e  Estados 
con legislación distinta que existen en la federación de  Es- 
tados Unidos, así como d e  distritos escolares, puede admi- 
tirse libremente a alumnos de  otros, bien por convenio 
entre los distritos, bien por conveniencia del individuo, y 
el distrito que recibe al alumno puede cobrar el servicio a 
los usuarios. Esto en Estados Unidos. En Suiza, en cada 
uno de  los cantones suizos y entre todos ellos e n  general, 
la situación es muy parecida a la descrita para Estados 
Unidos. En Inglaterra, y precisamente según la ((Educatio- 
nAct., de  1980, de la señora Thatcher, pueden cambiarse 
de  distrito los alumnos sin ningún problema, pero la ad- 
misión siempre estará condicionada a que n o  perjudique 
la provisión de educación eficiente o el uso eficiente de  
los recursos; o sea, siempre estará condicionada a las posi- 
bilidades del distrito al que se va a acceder, si n o  se es ori- 
ginario d e  ese distrito. 

Podría citarle muchos más ejemplos, pero v o v  a referir- 
me a uno en concrcto con algo más de  detenimiento, 
puesto que los Diputados del Grupo Popular suelen hacer 
referencia a i.1 con cierta frecuencia. En Bdgica v Holan- 
da  es la autoridad quien está obligada a proveer a los pa- 
dres de  los alumnos - c o m o  muv bien saben ustedes- d e  
las escuelas de  s u  preferencia dentro de  una distancia de- 
terminada. El traslado a otro distrito se contempla como 
una medida excepcional, n o  como una medida ordinaria. 

Concretamente, e n  Bdgica, el derecho de los padres a 
la elección de escuela se encuentra matizado por los crite- 
rios de  accesibilidad física, razones de  distancia v razones 
económicas introducidas en la Lcv de  29 de  mavo de  1959, 
Lcv que, en su articulo 4.". dice: .El derecho de  los padres 
a elegir el genero dc  educación de  sus hijos implica la po- 
sibilidad de  encontrar a una distancia razonable una es- 
cuela que corresponda a su elección v que los honorarios 
no impidan de hecho la entrada en  esa escuela». Me estov 
refiriendo, señores Diputados del Grupo Popular, a la Lev 
de 29 d e  rnavo de  1959, articulo 4.0. Ley belga. que regula 
estos aspectos de los que estamos tratando. 

iQuC sucede, scñorias, e n  la LODE? La LODE n o  prefija, 
n o  dice en absoluto nada d e  zonas escolares, n o  dice nada 
de  barrios o distritos escolares, s ino que simplemente 
marca unos criterios de  admisión de  alumnos, marca 
unos criterios que, por otro lado, n o  solamente tienen que 
pensar SS. SS. que pueden estar amparados por lo que su- 
cede e n  otros paises de  nuestro entorno, algunos muy 
queridos por los parlamentarios del Grupo Popular. e n  lo 
referente a la ordenación de  la educación e n  un país 
como Bdgica. sino también podemos hacer referencia y 
está apoyado en lo que está o ha estado pasando en nues- 
tro pais. Porque la admisión de  alumnos en los centros 
públicos, regulada -estoy hablando d e  memoria-. no re- 
cuerdo la fecha, pero creo que es una Orden ministerial 
del año 60 ó 61, marca unos criterios de  admisión de  
alumnos para los centros públicos donde el criterio prio- 
ritario es  la situación socioeconómica; en segundo lugar. 
la proximidad domiciliaria; en tercer lugar, el número de  
hermanos en el centro, y hav otros dos añadidos más, 

como son el número d e  hijos de  la familia - c r e o  recor- 
dar- y el d e  hijos deficientes en esa misma familia. 

En este sentido creo que no estamos trayendo nada ex- 
traño, sino que estamos echando mano d e  una normativa 
que se ha estado aplicando durante los últimos años e n  
todos los centros públicos. Y les diría más, señorías: en la 
Orden ministerial de  1 d e  enero d e  1972, uBoletin Oficial 
del Etadom de  10 d e  febrero de  1972, por la que se otorgan 
las subvenciones a los centros docentes no estatales con 
carácter provisional -se decía en esa Orden ministeriai- 
hasta la aprobación de  los conciertos señalados en la Ley 
General de  Educación, dichas subvenciones se hacían en 
consideración a las familias que disponen de  e s c ~ s o s  me- 
dios económicos. En un intento de  racionalización, el 
apartado 3 de  la Orden señala como destinatarios de  la 
subvención a aquellos centros de  Educación General Bá- 
sica que reúnan las siguientes condiciones: primera, que 
los titulares carezcan de  medios económicos suficientes 
para hacer frente a la gratuidad; segunda, estar situados 
en zonas rurales v núcleos de  población d e  modesta eco- 
nomía, tercero, tener debidamente atendida s u  capacidad 
escolar, v cuarta, seleccionar a su alumnado entre resi- 
dentes próximos a la zona donde está ubicado el centro. 

Creo que n o  estamos descubriendo nada nuevo, creo 
que no  estamos importando -aunque seria una importa- 
ción positiva- nada d e  fuera d e  nuestras fronteras, s ino  
que estamos plasmando en un texto legal criterios de  ad- 
misión de  alumnos en centros públicos v e n  centros con- 
certados que se han estado aplicando habitualmente en  la 
enseñanza pública, que n o  se han aplicado sisteniática- 
mente en la enseñanza privada subvencionada, pero que 
estaban reflejados en cierta medida e n  la primera Orden 
ministerial que regulaba las subvenciones a la enseñanza 
privada. 
Y yo les diría algo, señorías, para terminar, antes de  quc 

el señor Presidente me llame la atención por el tiempo, 
que debe andar muv justo; y o  les diría que ustedes v esos 
grupos intermedios a los que aquí se ha hecho referencia, 
o csas asociaciones intermedias que defienden en estos 
momentos la libertad de  enseñanza, que defienden en es- 
tos momentos el derecho de  los padres a elegir libremen- 
te un centro, que me parece totalmente razonable tanto la 
defensa de  la libertad de enseñanza como la defensa de  
estos grupos d e  la libertad de los padres a elegir un cen- 
tro, como la exigencia de  participación plena en la gestión 
del sistema educativo d e  los centros; estas personas o es- 
tos grupos que e n  estos momentos o en estos días se ma- 
nifiestan e n  el sentido verbal de  la palabra, que n o  en 
otro, aunque en el otro es perfectamente legal v pueden 
hacerlo también, pero que se manifiestan verbalmente v 
por escrito en defensa de  estos intereses, estos grupos, se- 
ñores Diputados del Grupo Parlamentario Popular, nunca 
han protestado hasta la fecha, v ustedes nunca han dicho 
nada hasta la fecha por los criterios d e  admisión de  alum- 
nos que se empleaban para los centros públicos, nunca 
han dicho nada por los criterios d e  admisión d e  alumnos 
que se perfilaban e n  la Orden ministerial de  I de  enero de  
1972 v que nunca se cumplieron. 

Muchas gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Nieto. 
Para rkplica tiene la palabra el señor Soler Valero, por 

tiempo máximo de  cinco minutos. 

El señor SOLER VALERO: Señor Presidente, scfioras v 
señores Diputados, yo, como h e  dicho e n  otras ocasiones, 
n o  suelo hacer juicios de intenciones, valga la rima, pero 
tengo en mis manos un documento que es la transición a 
la escuela pública de l o s  centros subvencionados, lirniado 
por don Josi. Torreblanca, Ponencia de julio de 1977, en 
Jornadas del Colegio de Doctores y Licenciados. en el 
que, en cuanto hace referencia al alumnado, dice que si 
los puestos escolares en los centros subvencionados por 
la gratuidad están financiados públicamente, nada más 
lógico que se consideren puestos escolares públicos, equi- 
parados a los estatales, y ,  por tanto, a disposicibn de los 
órganos municipales democráticos, por supuesto, para la 
escolarización. La totalidad de  puestos escolares gratui- 
tos por distritos estatales y privados subvencionados de- 
be ser ofrecida a los solicitantes teniendo en cuenta la 
proximidad a su domicilio sin distinción entre unos v 
otros. Creo que la lectura de este párrafo me exonera de 
entrar en más explicaciones sobre las intenciones o no de 
futuro en relación con la barrialización. xonificación, o 
como se le quiera llamar. 

En cuanto a los ejemplos que y o  he citado siilo dc pasa- 
da. pero que. desde luego, n o  he leido, de Derecho ccinsti- 
tucional de nuestro entorno curopco. tengo quc tlccii.lc, 
señor Nieto ,  que o y o  me he explicado mal u usted n o  nic 
ha entendido, pero yo lo que he quci.ido clccii., \ CI-eo quc 
lo he dicho con bastante claiidad, cs que aqui cstanios 
discutiendo, primero, dcl rccoiiociniicnto de los cici.cchos, 
y he dicho bastante claramcnic, incluso cii v a i i i b  ocasio- 
ncs, en mi intervención que cs u n  critciio dc buciia adnii- 
nistración de los fondos públicos el tener muv cuenta 
-wecisamente en una buena programación. v a ese tema 
algo me he dedicado profesionalmcntc-, l a s  zonas justa- 
mcntc necesitadas de puestos csco1arc.s poi- barrios, por 
zonas geográficas más amplias, ctcCtcra, para ii. cubricn- 
do el territorio nacional e incluso el de las ciudades, de 
forma que se eviten al máximo los desplazamientos cxcc- 

sivos. Este es un criterio de  buena adniinistración, pciu 
eso n o  cmpecc e n  absoluto, ni tiene por quC hacerlo, al 
hecho concreto de que en el frontispicio de los criterios 
prioritarios para la admisión de  alumnos sc reconozca 
con carácter general el derecho a la 1ibi.c elección por 
parte de un padre para llevar a un hijo a un centro con 
unas u otras caracteristicas determinadas, sobre todo 
cuando esos puestos escolares t ienen una calificación uni- 
taria, como dice el señor Torreblanca, y están mezclados 
los centros privados concertados v,  en consecuencia, con 
ideario, con carácter propio reconocido, v los centros pú- 
blicos, que, como he dicho antes, n o  existe ninguno igual a 
otro, y existe también la preferencia de los padres para 
elegir según sus gustos. 

No hay contradicción en ese tema, v es perfectamente 
compatible tanto ese principio d e  buena administración 
con el principio de  la libertad de elección, con carácter 
general, como incluso con el tema concreto que está en 

nuestra enmienda dc  la considcracibn de la situación su- 
cioeconómiea de  las familias. 

He planteado aquí Uh tema de fondo a consideración, 
por supuesto, v es si éste puede seb u n o  un critet-io priuri- 
tario a tener c h  cuenta, hava habido Iais Ordenes minlstc- 
riales que haya habido. 

Entre otras cosas, tenga que decirle que la mayoría dc  
esas Ordenes ministeriales que usted ha citado son ante- 
riores a la Constitución, al hecho ccincretu de que ese cri- 
terio tendrá que ser tenido como criterio priorliarlo en el 
nivel dc educación obligatoria y gratuita, para el cual el 
derecho es uniforme para todos los ciudadanos, igual 
para todos los ciudadanos, sea cual sea su situación. 

Otra cosa muv distinta es va la realidad de  las cosas, v la 
realidad de las cosas futlcioha de otra manera. Por cjcm- 
plo, es lógico pensar que cualquier padre d e  familia, si tic- 
ne un centro al lado de su casa, desee libremente Ilcvar a 
su  hijo a ese centro, y eso sucederá en el 90 por ciento de 
los casos, y es lógico pensar, por supuesto, que, a travcs de 
todas las ayudas que sean necesarias por parte del Estado 
en este aspecto, cualquier Estado de  cualquier coloi. en 
estos tiempos tiene esa obligación primaria de avudar a 
las familias en situación sociocconómica peor que oti'as a 
levantar el nivel de sus rentas v acceder a las oportunida- 
des con igualdad para todos. sobre todo las oportunida- 
des de la educación, 

Creo que esto lo he explicado con bastante claridad y, 
en consecuencia. vamos a ver si distinguimos entre lo que 
es el reconocimiento de un derecho que, si n o  se rccono- 
cc,  como he intcntado dcinostrar antes, daña seriamente 
el cjcrcicio dc los demás derechos tambicn reconocidos 
e n  este proyecto de Ley y, desde luego, e n  nuestra Consti- 
tución, y lo que cs administración de las cosas todos los 
dias, que se tiene que adaptar a las circunstancias cam- 
biantes. 

Aqui estamos hablando, como digo. de derechos. y en 
cuanto hace referencia (porque me alegro. además, de 
que el debate vaya teniendo la fluidez necesaria, de lorma 
que las transaccionalcs vavan surgiendo sucesivamente ... 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que termine, scñoi. So- 
ler. 

El señor SOLER VALERO: Precisamente para n o  agotar 
otro turno, simplemente, decir que nuestro Grupo n o  se 
opone a la admisión a trámite de esta transaccional, que 
establece el orden de situación de este articulo práctica- 
mente como nosotros lo tenemos redactado e n  nuestra 
enmienda, v que introduce -tengo que reconocerlo- un 
factor importante de  mejora de  este articulo v que, por 
tanto. vamos a admitir que se tramite. 

Pero. transaccional por transaccional, señores del Parti- 
d o  del Gobierno y señores del Gobierno, nosotros votaria- 
mos favorablemente este articulo, v hago esta declaración 
públicamente aqui, si el punto 2,  que comienza: <<La admi- 
sión de  los alumnos en los centros públicos., antes d e  que 
siga la coletilla .siempre que n o  existan plazas suficientes 
se regirá., exactamente como está, incluidos los aspectos 
socioeconómicos, dijera: «La admisión de  los alumnos en 
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lou centros públicos garantizará con carácter general el 
dcrwho a la libre elecciiin de  las familias. Cuando n o  exis- 
ian plazas suficientes, se regira por los siguientes criterios 
prioritarios: siluacibn sociocconórnica de la familia, proxi- 
midad dcl domicilio y asistencia de hermanos matricula- 
dos en el centro., ctc¿'terí). 

las manos a la Admi- 
niotrac.iiin a la hora de una buena administración y ges- 
[¡bu, apro?irnando lus centros q los aluninos. y salva lo 
quu hemos estado defendiendo en esta intcrvencibn: cl re- 
conocimiento do yn  derecho que, si no se hace así, daña el 
ejercicio de  los demás Jcrechos reconocidos e n  la Consti- 
iuciYn. 

C ~ C ' Q ,  sinceramente. que  eso po 

El1 soi)or PREGIDENTE: ¿Es upa transaccional? (Aseti- 

iiruiertto.) Escríbala. 

El Eerior DURAN LLEIDA: Pido la palabra, señor Presi- 
dente. 

&I scñur PREGIDENTE: ¿Par? qqí' dese9 iptervenir? 

El snor DURAN LLEIDA: Es que creo que se nos debe- 
ríí) prcguntar si  retirapos puestra enmienda en función 
de la transacciqnal presentada por parte del Grupo So- 
cialista. 

El wñor  PRESIDENTE: Como se presenta tambikn 
otra, haremos la pregunta al final; cuando terminen los 
lyrnob de rt@lipa le Jarú 13 palabra para tratar sobre la 
transsccispal al qrtiwlo 20, a la csperq de la llegada de la 
transavcipnal del s c n ~ r  Vglero, que acaba de enunciar. 

El iicñor DURAN LLEIDA: En todo caso, utilizando el 
derecho do rúplica, como qpiera quc pesar de  que no se 
ha cunoumido el trámite parlamentario de consulta sqbrc 
la retirada de enmiendas, pero en el transcurso de la 
intervonción del representante del Grupo Socialista si se 
ha dado lectura y e8plicación del alcance dc la enmienda 
transaccional a la cnmienda prescptada por la Minoría 
Catalana. nosotros aceptamos el coptenido de esta en- 
mienda. 

Creumos quc V I  derecho de los padres. no de la familia, 
queda explícitamente reconqcidq en el artícplo 4.", b), de 
cste proyecto de Ley dictaminadq cn Comisión y qyp, en 
todo caso, que hace la crimiendí, trapsaccio~al es in- 
trnducir Ií ,  seguridad de la aplicación, en terminos gene- 
raluii, Jr este derecho JF elección, por parte de los pa- 
dres, y, explícitamente, referido a aquellos casos excep- 
cionales pn que no vxistan plazas suficientcs, establece 
ciertos elernentoo, Fomo san la situacióq socioeconómica 
de la familia, Ií, proximidad del centro o el hecho de 
tener hermanos matriculados en el centro. 

AgFad@CGmO6 al representante del Grupo Popular su 
amabilidad al aceptar a trámite la enmienda traqsaccio- 
nal precantada por el Grupa Socialista a la enmienda de 
Minoria Catalana. transaccional que consideramos posi- 
tiva. Esta manana ha dichn ~ l u e  no regatearíamos esfuer- 
zos para considerar positivamente aquello que, a nuestro 

entender, mejorara sensiblemente la Ley en el sentido de 
encauzarla hacia la libertad reconocida en el artículo 27. 
Creemos que í'ste es un paso definitivo -ya he dicho que 
otros se han quedado a medio camino- y espero que en 
el futuro el resto de la Ley, o los puntos sustanciales al 
menos, puedan ser mejorados. 

Nada más y muchas gracias. (El señor López de Lerniu 
pide lu pulubru.) 

El señor PRESIDENTE: ¿Con qué intención, senor Ló- 
pez de Lerma? 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Por alusiones 
del señor Soler V a h o  en su primera intervención. 

El señor PRESIDENTE: No ha sido usted aludido per- 
sonalmente; ha sido usted citado v sus argumentos han 
sido aludidos. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Creo que no 
sólo he sido citado, sino aludido v replicado en  mi inter- 
vención, fuera de lugar, además. 

El señor PRESIDENTE: Sobre hechos que se refieran a 
su conducta. no. 

El scñor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Sí: ha habido 
una imputación de cortesía parlamentaria, hecha por el 
señor Solcr Valero. 

El scnor PRESIDENTE: Tiene la palabra. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Muy brcvcmcn- 
te; primero, scnor Presidente, para que  conste a las seno- 
ras ? señores Diputados que la enmienda transaccional 
aportada por cl Grupo Parlamentario Socialista al artí- 
culo 24.3 n o  ha sido facilitada al Grupo Parlamentario 
Popular con posterioridad a su presentación oficial, sino 
con anterioridad. Queda rechazada, por tanto, la imputa- 
ción hecha a cste Grupo de descortesía parlamentaria. 

En segundo lugar, para agradecer, v muy sinceramen- 
te, al señor Soler Valero, que ha actuado en nombre del 
Grupo Popular. que hava retirado su veto a la tramita- 
ción de esta enmienda. 

El señor PRESIPENTE: Eso va no forma parte de las 
alusiones. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: He terminado, 
señor Presidente. (El setior Soler Valero pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, pero para 
referirse sólo a la primera Parte. 

El señor SOLEP VALERO: Si! señor Presidente. Setior 
López de Lerma, yo sólo soy responsable de lo que hago y 
recibo, y como Wrtavoz de mi Grupo, en este iqstante, lo 
que he dicho es verdad. (Runiores.) 
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El señor PRESIDENTE: iSilencio!, por favor. Están 
admitidas a trámite todas las enmiendas transaccionales 
al Tftulo, con excepción de las referidas al artfculo 20. 

Hay una enmienda transaccional del Grupo Socialista 
que dice lo siguiente: .La admisión de los alumnos en los 
centros públicos, cuando no existan plazas suficientes, se 
regirá por..... El resto igual. 

La enmienda transaccional del Grupo Parlamentario 
Popular, que es transaccional a la del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, es decir, es un matiz a la transaccional y,  
por consiguiente, vinculada a ella, supone, señor Soler 
Valero -si no me equivocw, añadir al principio la si- 
guiente frase: *La admisión de los alumnos en los cen- 
tros públicos garantizará, con carácter general, el dere- 
cho a la libre elección de la familia.. Inmediatamente 
sigue: *La admisión de los alumnos., etcétera. 

Lo que ocurre es que esa enmienda transaccional tiene 
que suponer la retirada de su propia enmienda, porque 
no se puede pedir la reserva de la enmienda sobre la cual 
se construye, que es la otra transaccional. 

El señor SOLER VALERO: Es evidente, señor Presiden- 
te, que si en este aspecto hubiese una manifestación posi- 
tiva por parte del Grupo Parlamentario Socialista. retira- 
ríamos nuestra enmienda. 

El señor PRESIDENTE Perdón, señor Soler. La mani- 
festación que se pide ahora es de admisión a trámite. no 
es en cuanto al contenido del voto. 

El señor SOLER VALERO: Estamos de acuerdo. 

El señor PRESIDENTE En el supuesto de que se admi- 
ta a trámite se retira la enmienda del Grupo Parlamenta 
rio Popular, sea cual fuere el resultado posterior de la vo- 
tación. 

El señor SOLER VALERO: De acuerdo, señor Presiden- 
te. 

El señor PRESIDENTE Dando por hecha la manifesta. 
ción del señor Durán de que retiraba su enmienda, ialgún 
Grupo Parlamentario se opone a la admisión de la en. 
mienda transaccional del Grupo Parlamentario Socialis. 
ta? (Pausa.) 

iAlgún Grupo Parlamentario se opone a la admisión de 
la enmienda transaccional del Grupo Parlamentario Po 
pular? (Pausa.) 

Se admiten a trámite las dos enmiendas transacciona 
les. 

El setior NIETO GONZALEZ: Señor Presidente, no ha 
bía utilizado la réplica y si es posible me gustaría utilizar 
la para hacer una aclaración muy breve. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el señor Nieto. 

El señor NIETO GONZALEZ: Mi intervención va a sei 
de réplica a la del señor Soler Valero, que ha sido utiliza 

da para ofrecer una transacción sobre la transaccional 
nuestra. 

Solamente quería decir una cosa, señor Soler. En la re- 
dacción del articulo 20, en los términos que quedaría una 
vez incorporada nuestra enmienda transaccional, queda 
reconocido de una forma implicita v clara que, cuando 
existen plazas vacantes, los padres tienen libertad absolu- 
ta para elegir cualquier tipo de centro. Es decir, el artícu- 
lo 20 no imposibilita, no priva a ningún padre de alumno 
para matricular a su hijo en cualquier tipo de centro. La 
redacción de este artículo, v de cualquier otro de la Lev, 
no impide a ningún padre la libre matriculación de su 
hijo en un centro. Eso sí, si allí no existen plazas vacantes 
hay una serie de cautelas o unos criterios prioritarios. 

Si en un centro elegido por un padre de alumno que sea 
residente, por poner un  ejemplo, en Madrid v quiere ma- 
tricular a su hijo en u n  centro de la provincia de Segovia 
-aunque no va a ser lo normal-, nadie se lo va a impe- 
dir. Evidentemente entrarán en juego criterios sociocco- 
nómicos, criterios de proximidad domiciliaria v criterios 
de número de hermanos, e n  el supuesto de que en  aquel 
centro de Scgovia al que quiera llevar a su hijo no existan 
tantas plazas vacantes como solicitudes se realicen en ese 
centro. Si existen plazas vacantes, evidentemente no  hay 
ningún problema. Ese padre lleva a su hijo. v lo recoge to- 
dos los dias, al colegio libremente elegido por él v no cxis- 
te ningún problema legal. No se plantea ningún problema 
legal, ni en  esta Ley, ni en el articulo 20, para que esa libre 
elección del centrddocente por parte del padre de un 
alumno se realice. 

La enmienda que usted propone trata, exclusivamente, 
de poner delante de cuando no existan plazas suficicn- 
tesB la referencia a la libertad de elección de centro por 
parte del padre. Nosotros consideramos, señor Soler Vale- 
ro, que no añade nada. No nos vamos a oponer a la admi- 
sión a trámite de la enmienda transaccional ofrecida por 
usted, pero, evidentemente, señor Soler Valcro, sí vamos a 
votar en contra de la enmienda transaccional que usted 
plantea, porque creemos que no añade nada al texto. que 
quedaría como está después de la adición de la enmienda 
transaccional que nosotros hemos ofrecido. 

Señor Presidente, muchas gracias. (El serior Soler pide lo 
palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Soler, no hay réplica. 

El señor SOLER VALERO: Es una aclaración. 
A la vista de las manifestaciones, retiramos nuestra en- 

mienda transaccional. 

El señor PRESIDENTE: Pero no renace la enmienda an- 
terior. 

El señor SOLER VALERO: Por supuesto, señor Presi- 
dente. Dejamos vivas todas nuestras enmiendas y rctira- 
mos la transaccional. 

El setior PRESIDENTE No, perdón, señor Soler. Lo he 
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explicado muv claramente. Es un problema de forma, 
pero la forma es niuv importante. 

La enmienda anterior ha sido retirada. 1.0 he dejado an- 
tes muv claro. Se lo he preguntado. Lo he dicho dos veces. 
Si se retira, señor Soler, n o  renace la enmienda suva al ar- 
tículo 20. 

El señor SOLER VALERO: Tiene usted toda la raz.ón, se- 
ñor Presidente. 

Nuestra propuesta de buena voluntad en este terreno 
ha sido. quizá, un poco sorprendida, pero, efectivamente. 
iqito, ticnc toda la razón. (El srtior' Martiti T o i d  pidc. la 
ptr ln hr'u. ) 

El señor PRESIDENTE: Señor Martin Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: Para una cuestión de orden 
con ix.lación a este tenia. 

En algún momento, antes. he intentado aclararlo. pero 
creía que el señor Prcsidcntc lo habia hecho. El señor Prc- 
sidcntc habia planteado que la enmienda transaccional 
del scñoi' Soler lo era a la transaccional socialista, si bicn 
luego ha dejado bicn claro que no, toda vez que era un 
añadido que n o  limitaba el texto de la transaccional socia- 
lista. De ahí que el Grupo Socialista n o  se haya manifcsta- 
do respecto de la retirada, o no, de la transaccional. 

El Grupo Socialista tiene por norma, v lo saben los JC- 

ñorcs del Grupo Popular. n o  oponerse nunca a la tramita- 
cibn de Iris enmiendas transaccionalcs. votando, eso si, en 
cuanto a su contenido. según corresponda a los criterios 
del Grupo Socialista. 

Es lo que hemos hecho una vez mas y n o  pueden Ila- 
rnarse a sorpresas. 

Muchas gracias, señor Prcsidcntc. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar las enmiendas 
del Titulo 1. con excepción de las coiwspondicntcs a los 
articulos 13, 14.2, 20 y 24.3. 

Votaremos todas las cnniicndas -ya ircnios diciendo 
de quc Grupo-,  con excepción de las enmiendas a los ar- 
iiculos en los quc hay enmiendas transaccionalcs. 

Enmiendas del Grupo Popular, con excepción de las re- 
ferentes a esos iii.ticiilo4. 

Comienza la v ~ l ~ i ~ ~ ~ o i i .  //'<iii.\u. J 

Efel~[IIu(Iu la 1 y ) / ( l c , i ( j i  1 ,  f lif J 1.1 I / ,i: I 1 i c '  i 111' r ' ~ S / i / t U d ~ . '  VOtCI.5 

c.iiiiric/os, 260; u /<~IYJI., 7s; C I I  t ' ( u i r i u ,  / i 7 :  <lhsieiicioiie.\., sieie; 
rrl i l f l . s ,  1 1 1 1 0 .  

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
miendas del Grupo Parlamentario Popular al Titulo 1, con 
excepción de las referentes a los artículos antes scnala- 
dos. 

Enmiendas dcl señor Viccns, del Grupo Parlamcntaiio 
Mixto. 

Comienza la votación. (Puirsu.) 

Efectiradu la iwtucióri, dio el sigiiieiite resirltu(1o: Votos 
eriiitidos, 266; u fuilor, 11; eri cotitru, 247; uhsteticioiies, siete; 
lii~los. rino. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

Enmiendas del señor Pi.rcz Rovo. 
Comienza la votación. (Puiisu.) 

miendas del señor Viccns, del Grupo Mixto, a este Titulo. 

Efrdrtadu la iwtucioii. dio el sigitiritte rrsirltudo: Votos 
eiiiitidos, 267; u f w o r ,  cirico; eii coritru. 261; nirlos, iirio. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 

Votamos las enmiendas del senor Bandrés. 
Comienza la votación. fPuiisa.) 

miendas del señor Pi.rez Royo a este Título. 

Efectitudu la iwtucióri, dio el sigirirrite resititudo: Votos 
eiiritidos, 266; u fuipor, ririeiv; eii coiitru, 250; uhsteticioiirs, 
seis; tilllos, 1111o. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del señor Bandrcs. 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco 

Comienza la votación. fPulr.sa.) 
(PNV). 

Efwtitudu la i~otuciúii, dio el sigitirrire resitltado: Votos 
ciiritidos, 267; u fuiwr, 85; L ' I I  coiitru, 180; ubsteiicioiies, iriia; 

ilillos, 1t11o. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
miendas del Grupo Parlamentario Vasco. 

Enmienda 244 al articulo 11 (no al 14.2). del Grupo Par- 
lamentario Minoria Catalana. La transaccional es sobre la 
245 y votamos la enmienda 214. 

Comienza la wtacibn. (Puiisu.) 

Efrctiiudu la i~otuciúri, dio c.1 sigiiierite r'esirltudo: Votos 
eiiiitidos, 267; U /u iwr ,  10; rir c ~ r t r ' a ,  249; uhsteirciotres, siete; 
riiilos, 11110.  

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la enmien- 
da 244, del Grupo Parlamentario Minoria Catalana. 

Vamos a votar ahora el texto del Titulo 1 de  acuerdo 
con el dictamen de la Comisión, con excepción d e  los ar- 
tículos previamente reservados por ia existencia de en- 
micndas transaccionalcs. 

Comienza la voiacicin. ffuir.sa.) 

Efectiiudu la i~otucióri, dio el sigiiietite resititudo: Votos 
eiiiitidos, 267; a fuvor, 179; eri coiitru, 84; ubsteiiciorirs, tres; 
riitlos, 1 1 1 1 0 .  

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el Título 1, con 
la reserva d e  los artículos que ahora votaremos, d e  acuer- 
d o  con el dictamen de la Comisión. 

Al articulo 13 quedan vivas solamente las enmiendas 21 
v 316, del Grupo Parlamentario Popular. Vamos a procc- 
dcr a la votación de las enmiendas 21 v 316. del Grupo 
Parlamentario Popular. 

Comienza la votacibn. (Puiisa.) 
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Efectuada la ~ " ~ i ó t i ,  dio el sigirieriie resirltado: Voios 
rrniiidos. 269; u fuvor, 77; en contru, 177; ahs/ericionrs, 14; 
n i h .  i ~ o .  

El señor PRESIDENTE Quedan desestimadas las c n -  
miendas 21 y 316, del Grupo Parlamentario Popular. 

Vamos a proceder a la votación de  la enmienda transac- 
cional, del Grupo Socialista, que ofrece un texto altcrnati- 
vo íntegro al artículo 13. 

Comienza la votación. (Pairsa.) 

Efectitudu la i~oiucióri, dio el ~igirieiiie resirliado: Volos 
riniiidos, 271; u f u i w  260; eii  co~iiru, ciiutro; Uh.\te!i~io!lf3, 
seis; rirrlos, w o .  

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
transaccional, del Grupo Parlamentario Socialista, que 
sustituye al articulo 13 del dictamen de la Comisicin. 

Al artículo 14.2 hav una enmienda transaccional, del 
Grupo Socialista, que es transaccional con lo 245, de Mi- 
noría Catalana, v con la 515, del señor Romav. Queda viva 
la 156, del Grupo Parlamentario Mixto, presentada por el 
señor PCrez Royo, que se somete a votación. 

Comienza la votación. (Puitsu.) 

Efectiruda la i~o~ución, dio el sigirieriie resitltrido: Voios 
ernitidos. 272; u fuwr,  I I :  eii cotiiru. 184; absteiicioiies. 76; 
JiUlOS, 11tlO. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la enmien- 
da 156, del Grupo Parlamentario Mixto, presentada por el 
señor Pérez Royo. 

Queda viva la enmienda 547, del Grupo Parlamcntario 
Popular, que vamos a votar inmediatamente. 

Comienza la votación. (Puicsa.) 

Efectiiada Iu i~oiuciórr, dio el siguiente resirltgdo: Votos 
ernitidos. 273; u fuiwr, 81; eri conlru. 174; ubsteticioties, 16: 
nidos. dos. 

El señor FRESlPENTE: Queda desestimada la enmien- 
da 547, del Grupo Parlamentario Popular. 

Vamos 9 votar ahora la enmienda transaccional, del 
Grupo Parlamentario Socialista, al articula 14.2, que es 
transaccjonal con la 245, de Minoría Catalana, y la 515, del 
señor Romay. 

Comienza la votación. lParrsa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente residtudo: Votos 
emitidos, 273; a favor, 188; en contra, citico; nbstenciones, 
79; nulos, uito. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
transaccional que sustituye al número 2, del articu1o 14 
del dictamen de  la Comisión. 

El sepor MARTIN TOVAL: N o  sé si es consciente el 
señor Presidente de que el número 1 del artículo 14, se- 
gún el dictamen de la Comisión, no está vQtado. 

El scnor PRESIDENTE: Sc Iiii wtado  todo cl dictamen 
de la Comisión menos lo ~ L I C  ic-iiia expresamente en- 
mienda transaccional. 

El senor MARTIN TOVAL: i S c  ha votado el artículo 
14.1? 

El señor PRESIDENTE: Se ha votado todo el dictamen 
de la Comisión menos lo que tenia exprcsamcntc cn- 
miendas t ransacc iona les. 

El articulo 20 tenemos que votarlo entero. La cnmicn- 
da transaccional tiene dos partes. Una parte de paso dcl 
apartado segundo al apartado primero y a la invcrsa y 
luego la segunda parte quc c5, conlo recuerdan SS. Ss . ,  
el principio del apartado segundo, antes primero, quc 
dice: .La admisibn de los alumnos e n  los centros públi- 
cos, cuando no existan plams suficicntcs, se regirá 
por...". Esto es lo que dice la enmienda transaccional. (El 
setior Dttrán pide Iu pulubru.) 

Tiene la palabra el scnor Durán. 

El señor DURAN LLEIDA: Scnor Presidente, para soli- 
citar la lcctura del articulo 20 tal como queda en este 
momen tu. 

El señor PRESIDENTE: El artículo 2 0  queda con el 
número 2 como número 1 c'xactamente corno estaba en el 
dictamen de la Comisión con el número 1 ,  que seria 
número 2, con el siguiente tenor: uLa admisión de los 

alumnos en los centros públicos, cuando no oxistan pla- 
zas suficientes, se regirá por los siguientos criterios prio- 
ritarios., ctcdtera. ¿Es eso? fPurcsa.l 

A este artículo 20 han sido retiradas las cnmiendas del 
Grupo Popular y las de Minoria Catalana por razón de la 
transaccional. No queda más que una enmienda, al mar- 
geq de la transaccional. que os la enmienda número 160, 
del senur p&ee Royo del Grupo Parlamentario Mixto, a 
cuya votación vamos a proceder cn este momento. 

Comienaa la votación. íPactsu.l 

EfeciHade la wtaciói i ,  dio el sipitietite resirltado: Votos 
emiiidos, 273; a fuvor,  ocho; e81 contra, 261; abstenciories, 
citatro. 

El s e i q  PRESIDENTE: Queda desestimada la cn-  
mienda nfimero 160, del señor PPrez Royo del Grupo Par- 
lamentario Mixto. 

El señor Soler tienc la palabra. 

El señor SOLER VALBRO: Quería solamente saber, 
sefipr Presidente, si al volar la transaccional del Grupo 
Parlamentario Socialista, si  se aprueba, ya no es necosa; 
rio votar la nuestra. 

El señor PRBSIPENTE: Es que vo había entendido 
que retiraba su enmienda transaccional. 

El señor SOLER VALERO: No he podido retirarla por 
razppes obvias. 
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El señor PRESIDENTE: Rectificamos, no hay proble- 
ma, pero había entendido que se retiraba y le había ad- 
vertido que eso suponla la retirada de sus enmiendas. 

El señor SOLER VALERO: Ruego que se vote la en- 
mienda transaccional, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: En ese caso, procede vatar pri- 
mero la transaccional del Grupo parlamentario Popular 
y después la enmienda transaccional del Grupo Parla- 
mentario Socialista. 

Enmienda transaccional del Grupo Parlamentario Po- 
pular al número 2, para encabezar dicho número. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 274; u favor, 84; en contra, 177; abstenciones, 13. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 
mienda transaccional del Grupo Parlamentario Popular 
al artículo 20.2. 

Enmienda transaccional al apartado 2 ,  antes 1 ,  del 
Grupo Parlamentario Socialista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 273; a favor, 184; en contra, 85; abstenciones, 
cuatro. 

El senor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
transaccional al artículo 20 que sustituye al apartado 2, 
antes 1 ,  del dictamen de la Comisión, y en cuanto supone 
la inversión de los dos apartados. 

Ahora vamos a proceder a la votación del apartado 1 ,  
antes 2, de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 272; a favor, 184; en contra, 80; abstenciones, 
ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el apartado 
1 ,  antes 2, del artículo 20, de  acuerdo con el dictamen de 
la Comisión. 

El artículo 54 se votará en el momento en que proceda, 
aunque ya está debatido. 

Vamos a votar la enmienda del señor Vicens, del Gru- 
po Parlamentario Mixto, al artículo 24.3. 

comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 272: a favor, 15: en contra, 250; abstenciones, 
siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la cn- 

Votamos la enmienda 106, del Grupo Parlamentario 

Comienza la vo tac ih .  (Pausu.) 

mienda del señor Vicens, del Grupo Mixto. 

Vasco (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 274; a favor, 92; en contra, 182. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 

Enmienda número 164, del señor Pérez Royo, del Gru- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda número 106, del Grupo Parlamentario Vasco. 

po Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 274; a favor, 12; en contra, 261; nulos, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 
mienda número 164, del señor Pérez Royo, del Grupo 
Parlamentario Mixto. 

Enmienda número 69, del señor Bandrés, del Grupo 
Parlamentario Mixto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 274; a favor, 17; en contra, 248; abstenciones, 
siete; nulos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la enmien- 
da número 69, del señor Bandrés, del Grupo Parlamenta- 
rio Mixto.  

Vamos a votar las enmiendas números 30,414 y 480, del 
Grupo Parlamentario Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 275; a favor, 88; en contra, 175; abstenciones, 11; 
nulos, uno. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
micndas números 30, 414 y 480, del Grupo Parlamentario 
Popular. 

Vamos a votar ahora la enmienda transaccional, del 
Grupo Parlamentario Socialista al artículo 24.3 con la en- 
mienda número 251 del Grupo Parlamentario Minoria Ca- 
talana. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
erriitidos, 275; a favor, 194: en contra, 80; abstenciones, una. 

El senor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmicnda 
transaccional que sustituye al número 3 del artículo 24 
del dictamen de  la Comisión. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco (PNV) al Tí- Titulo 1 1  
Afliculoc tulo 11. 27 a 36 

El señor Aguirre tiene la palabra por tiempo de  treinta 
minutos. 

El señor AGUIRRE KEREXETA Señor Presidente, de 
acuerdo con la magnanimidad d e  esa Presidencia intenta- 
re aligerar al máximo mi defensa para permitir que otros 
Grupos puedan hacer suyo el tiempo que y o  pueda dejar 
dc utilizar. 
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Señorías, voy a intervenir muy brevemente porque 
nuestra posición en lo relativo a este Titulo 11, que trata 
de  la participación en la programación general de  la ense- 
ñanza, es simple, y me atrevería a decir que es casi mono- 
corde con las actuaciones que e n  materia educativa nos 
planteamos teniendo en cuenta el vicio originario que nos 
merecen los proyectos d e  Ley procedentes de  la callc Al- 
calá. (El seiíor Vicepresidente, Torres Borrrsaitlt, ocirpa la 
Presidettcia.) Nuestra posición es simple y monocorde 
para solicitar la supresión total d e  los articulos 27,28,35 y 
36 del dictamen de  la Comisión, la supresión parcial de 
las letras t) y g) del número 1 del articulo 32 y la sustitu- 
ción parcial del articulo 34 y d e  la palabra .existirá». 

¿Qué pasa con el artículo 27, señores Diputados? El ar- 
tículo 27, como otros muchos de  esta Ley, atribuye al Es- 
tado la competencia exclusiva en la ordenación general 
del sistema educativo y en la programación general d e  la 
enseñanza e n  concordancia, según señala el texto, con el 
articulo 27 de  la Constitución; pero lo atribuye n o  en este 
artículo 27, s ino  en la Disposición adicional primera que 
señala e n  su número 2 que e n  todo caso, y por su propia 
naturaleza, corresponde al Estado: la ordenación general 
del sistema educativo, la programación general de  la ense- 
nanza en los términos establecidos en el articulo 27 d e  la 
presente Ley, la fijación d e  las enseñanzas mínimas, la re- 
gulación d e  las demás condiciones para la obtención, ex- 
pedición y homologación de  titulos académicos y profe- 
sionales y la alta inspección. Estos dos últimos puntos es- 
tán bien porque son constitucionales. Pero una vez más 
en un alarde d e  habilidad, habitual por otra parte en el ar- 
ticulado d e  esta Ley, se asocia la programación general de 
la enseñanza, articulo 27.1 del proyecto, al contexto d e  la 
planificación económica general del Estado, con lo que se 
atribuye al Estado la facultad de  determinar las necesida- 
des prioritarias en materia educativa, articulo 27.2, la de  
fijar los objetivos d e  actuación para el periodo que el Es- 
tado considere oportuno, articulo 27.2, y también se deja 
al Estado la determinación de  los recursos -supongo que 
serán los recursos económicos-, artículo 27.2. 

Aqui volvemos a encontrarnos en posiciones enfrenta- 
das, senor Ministro. De lo que antecede parece olvidarse, 
o a lo mejor no se han dado cuenta porque esta Ley es ur- 
gente -al menos su tramitación parlamentaria, señor 
Presidente, ha sido muy urgente-, que la planificación de  
la actividad económica, si es que cabe una asociación en- 
tre planificación educativa y planificación económica, al 
menos en el País Vasco corresponde a la propia Comuni- 
dad Autónoma en virtud del articulo 10.25 del Estatuto de  
Guernica, que les voy a leer. Dice así: *La Comunidad Au- 
tónoma del Pais Vasco tiene competencia exclusivas - 
señores ponentes del Grupo Socialista: competencia ex- 
clusiva, por tanto, única, es el único que tiene esta compe- 
tencia exclusiva y luego les entregaré una fotocopia para 
que se constituyan en parte- .en las siguientes materias: 
25. Promoción, desarrollo económico y planificación de  la 
actividad económica del País Vasco de  acuerdo con la or- 
denación general d e  la economiau; d e  acuerdo con la or- 
denación general de  la economía, que es la que fija el Es- 
tado, pero la planificación económica dentro del Pais Vas- 

co es competencia exclusiva d e  la Comunidad Autónoma 
vasca, que quede claro, porque en los debates d e  la Ley d e  
Reforma Universitaria, en el tratamiento d e  enmienda a la 
totalidad de  la Ley, durante el mes d e  octubre, tambikn 
quedó claro, aunque no hicieron caso de ello. 

Por otra parte, parecen olvidarse también que, en vir- 
tud de la sentencia del Tribunal Constitucional en rela- 
ción con la LOAPA (que, dicho sea de paso, se dictó en 
agosto d e  1983, cuando esta Ley tiene fecha d e  julio del 
mismo año y no habría estado mal que el Grupo Socialista 
hubiera acomodado el proyecto legislativo inicial a la sen- 
tencia sobre la LOAPA, porque asi nos evitaríamos este 
trámite d e  denuncia), el Estado, a travks de  los planes pre- 
vistos en el articulo 131 d e  la Constitución -si quieren se 
lo leo también-, puede fijar las bases de  la economía en 
general -en general y las bases- y d e  sectores económi- 
cos concretos, y estoy seguro de  que dentro de  su concep- 
ción, la enseñanza no es precisamente un sector económi- 
co concreto, pienso que no. así al menos ha quedado sufi- 
cientemente claro en la serie d e  excelentes intcrvencio- 
nes  del senor Ministro y de los ponentes socialistas. En 
cambio, según la sentencia del Tribunal Constitucional, 
n o  puedc establecer una norma que n o  tenga otro objeto 
diferente al d e  delimitar las competencias entre el Estado 
y las Comunidades Autónomas. Y aún más, el articulo 27.2 
del provecto dice que se determinarán los recursos nece- 
sarios y aqui, de  nuevo, volvemos a encontrarnos en posi- 
ciones enfrentadas. 

Si bien es cierto que para la mayor parte del Estado 
quien determina los recursos económicos necesarios es el 
Gobierno central, a través de  los  Presupuestos, n o  es me- 
nos cierto que este principio y norma general no se aplica 
ni en la Comunidad Autónoma vasca ni en la Comunidad 
Foral d e  Navarra y que e n  ambas comunidades existe la 
figura hacendistica, particular y específica, derivada del 
concierto económico o del convenio económico respecti- 
vamente, y que en ambas comunidades quien determina 
los recursos económicos necesarios es el órgano corres- 
pondiente de  las Comunidades Autónomas actualcs. Por 
tanto, el texto que ustedes nos proponen, surgido del trá- 
mite de  Ponencia, la verdad es que n o  predetermina cxpli- 
citamente quikn va a fijar las necesidades, quién va a ha- 
cer y a marcar los objetivos d e  actuación y quién va a de- 
terminar los recursos necesarios. Sin embargo, a traves de  
la Disposición adicional primera -aquí está la trampa de  
nuevo, la cortapisa d e  las libertades, la vuelta al revcs de  
los artículos precedentes-, el Estado se reserva en exclu- 
siva la ordenación y la programación. Por tanto, quien de- 
fine las necesidades especificas, quien fija los objetivos de  
actuación para ese espacio temporal a determinar y quien 
fija también los recursos económicos necesarios es el Es- 
tado, y d e  nuevo volveremos al Tribunal Constitucional, 
porque, desde luego, no vamos a renunciar al concierto 
económico y supongo que los navarros tampoco van a re- 
nunciar a su convenio. 
No es menos cierto que la garantía del derecho a la edu- 

cación. previsto en el artículo 27.1 y en la que figuran 
como garantes el Estado y las Comunidades Autónomas 
conjuntamente, aparece luego cercenada, controlada y en 
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manos del Estado segun la Disposición adicional primera, 
numero 2, letras a )  y b). Aparentemente, señoras y señores 
Diputados, se respetan los Estatutos de  Autonomía, y se 
respetan incluso en su literalidad, si n o  estrictamente, al 
menos, e n  regimen compartido, aunque ello conlleve in- 
dudablemente una merma de  competencias y d e  faculta- 
des, pero tal compartición es ficticia, porque la Disposi- 
ción adicional primera anula el articulo 27, excepto en lo 
referente a la programación especifica de  los puestos es- 
colares, artículo 27.3. 

Aqui sí que el Grupo Parlamentario Socialista, con esta 
actitud d e  afirmar en el articulo 27 una cosa y negarla en 
la Disposición adicional, hace suyo el precepto bíblico, lo 
digo sin acritud, de que no sepa tu mano derecha lo que 
hace la mano izquierda. Aprueban en un lado v lo dan la 
vuelta en el otro. Es decir, ustedes también leen la Biblia; 
n o  les vendrá mal. 

Solicitamos la supresión del artículo 28, como práctica- 
mente la d e  todos los articulos de  este Título. ¿Por que? 
Porque quizá para dar  apariencia de  diálogo ( n o  está el se- 
ñor Ministro v precisamente quisiera que se enterase de  
esto, supongo que lo leerá) entre el Ministro v los Consejc- 
ros titulares de  las Comunidades Autónomas se crea aquí 
una Conferencia de Consejeros titulares de Educación de 
los Consejos de  gobierno de las Comunidades Autbno- 
mas. Calculen ustedes qui. título más grande llevarán los 
sobres: Conferencia de Consejeros titulares de  Educacibn 
de  los Consejos de gobierno de  las Comunidades Autóno- 
mas. 

Señores socialistas, para empezar, en el caso del Pais 
Vasco n o  tenemos Consejo de  Gobierno; tenernos Gobier- 
no. Por tanto, si quieren aplicar este artículo cambien en 
lo sucesivo el título, porque, de  lo contrario, n o  nos senti- 
mos afectados por la convocatoria; no tenemos Consejos 
de  Gobierno, tenernos un Gobierno y que se nos convo- 
que como tales. 

Además, esta Comisión tiene dos fines que yo  me atre- 
vería a decir que son sorprendentes. Uno, la coordinación 
de  la política educativa, algo que e n  sí parece aceptable v 
hasta conveniente, si es  que fuera real. Y otro, el intercam- 
bio de  información. Esto me suena a gato encerrado tam- 
bién. 

¿Coordinación de  que, señores Diputados? Ya veo que 
el ponente socialista se ríe; naturalmente, si n o  hav fondo, 
si no hay nada que coordinar, ¿coordinación de  que? Con 
esta Ley que estamos debatiendo poco va a quedar que 
coordinar. A no ser que se quiera coordinar la programa- 
ción general de  la enseñanza, que ustedes la reservan 
para el Estado. A n o  ser que se quieran coordinar las ne- 
cesidades prioritarias, que ustedes reservan al Estado. A 
no ser que se quiera coordinar algo en lo que tenemos fa- 
cultades exclusivas. que es el rcgimen de  las necesidades 
económicas, que éstas las fijamos nosotros, y no admiti- 
mos coordinación. a través del concierto económico. 

Por tanto, aqui no hay nada que coordinar. Para que sea 
posible la coordinación se necesitan materias coordina- 
bles, campos de  actuación que, desde el ejercicio de  los 
derechos reconocidos en los respectivos Estatutos, sea ne- 
cesario conjugar, sea necesario armonizar. 

iArmonizar qué? ¿Acompasar qué? Actuaciones diferen- 
tes y diversas que surgen precisamente por la asunción de  
competencias diferentes o al menos competencias a nive- 
les distintos. Aquí no hay que coordinar. No hay que coor- 
dinar porque no aceptan ustedes un diálogo, porque no 
aceptan la coordinación, porque quieren dictarlo todo. N o  
hay que coordinar. 

Este supuesto, señores Diputados, hasta el momento no 
se da, al menos en lo que llevamos debatido de  este 
proyecto de  Ley, aunque puede ser interesante seguir 
manteniendo el articulo 28 en este momento, si ello quie- 
re decir que de  aquí en adelante, a través de  enmiendas 
transaccionales, nos van a dar materias a coordinar. Vere- 
mos a ver quL; pasa. En principio, no las hay, aunque es 
posible que d e  aquí al lunes, durante el fin d e  semana, us- 
tedes estudien el tema. Seríamos los primeros en congra- 
tularnos dc  que existan en el futuro materias a coordinar. 
Tal como está, este artículo sobra, a no ser que ustedes 
pretendan intercambiar información v, entonces, y o  les 
sugeriría, de  acuerdo con la temporada, una seric de  res- 
taurantes para que cambiaran tranquilamente informa- 
ción los Consejeros del Consejo escolar y la Conferencia 
de Consejeros titulares de Educación de los Consejos de 
gobierno de  las Comunidades Autónomas con el señor Mi- 
nistro de  Educación y Ciencia quien, por lo que se ha visto 
esta mañana, tiene muchas ganas de  seguir en el cargo. 

El artículo 33, señores Diputados, es  otra figura nueva, 
pero va tiene unas atribuciones, hasta seis o siete para el 
Consejo escolar del Estado. Pedimos también la supresión 
de  sus letras 0 v g). ¿Por que? Fundamentalmente porque 
el Consejo escolar del Estado, tal como aqui se concibe, 
sólo puede ser consultado. Es un  convidado de piedra. 

Se le pide opinión sobre seis o siete cuestiones, pero 
puede ser una opinión perfectamente no válida; se puede 
dar el caso de  que oído el Consejo escolar del Estado ..., 
pero me lo salto a la torera. No hay, pues. una posición 
vinculante en el Consejo escolar y si no hay posición vin- 
culante con la composición que tenemos en el articulo 31, 
en el que por cierto, los sindicatos aparecen representa- 
dos en tres ocasiones a través de  distintos sistemas, no 
hav que oír, n o  hay nada que escuchar ni que vincular. 

De todas formas, la letra 0 la discutimos, fundamental- 
mente. porque esta facultad de  incidir en la ordenación 
general de  la enseiianza ya está reservada al Estado en la 
Disposición adicional, y poco importa, de  verdad, que sea 
oído o no el Consejo escolar, va lo tiene reservada la Ad- 
ministración central. 

En cuanto a la supresión de  la letra g), porque no esta- 
mos de  acuerdo, como hemos visto esta mañana en la de- 
terminación de  los limites máximos y mínimos del núme- 
ro d e  aulas, la fijación de  plantillas, los requisitos minimos 
que deben reunir los centros escolares, etcétera, y como 
no estamos d e  acuerdo con el tema, lo metemos también 
e n  el sistema d e  depuración d e  textos superfluos que no 
tienen razón de  ser. 

Al artículo 34 también tenemos una pequeña enmienda, 
porque el contenido d e  este articulo supone, en nuestra 
opinión, inmiscuirse en las Facultades d e  las Comunida- 
des Autónomas al obligarles, repito, a que constituyan un 
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Consejo escolar. Y no me digan ustedes que es facultativo 
de la Comunidad Autónoma .el que pueda o no constituir 
un Consejo escolar a su gusto. Según este artículo es obli- 
gatorio que cada Comunidad Autónoma constituya su 
propio Consejo escolar, aunque sea una Comunidad Autó- 
noma uniprovincial; aun en ese caso, como ocurre con Na- 
varra, Asturias, Cantabria o La Rioja, que obligatoriamen- 
te necesitan un Consejo escolar para su ámbito uniprovin- 
cial. A mí no me parece mal que lo hagan, si quieren, pero 
no que se les obligue, puesto que ello supone interferirse 
en la libertad legislativa. Reconózcase a la Comunidad Au- 
tónoma correspondiente que, si le parece oportuno, legis- 
le sobre la necesidad de un Consejo escolar especifico 
para su ámbito territorial, pero vamos a dejarnos de pa- 
ternalismo. Hay Comunidades Autónomas que ya tienen 
órganos legislativos mayorcitos, que saben legislar y en 
ocasiones lo hacen bien. Prueba de ello es que normal- 
mente muchas de sus Leyes son remitidas por ustedes al 
Tribunal Coristitucional, razón por la que no deben legis- 
lar del todo mal. Por tanto, saben lo que hacen. Déjenles a 
ellos que sean quienes decidan la procedencia o no de es- 
tablecer un Consejo escolar de caracter territorial. 

Los artículos 35 y 36 pasan ya del paternalismo al ma- 
triarcado, porque no sólo van a poder tener obligatoria- 
mente un  Consejo escolar, sino que ya en el colmo de la 
dejación de derechos, en  el colmo de las transferencias, se 
les faculta a que puedan establecer otros Consejos escola- 
res a nivel comarcal, municipal, de barrio, incluso al nivel 
que quieran. Déjenlos, denles material para legislar, por- 
que si durante los tres años que nos quedan de mandato 
socialista siguen como este año en que llevamos supedita- 
dos a ustedes, las Asambleas legislativas no van a tener 
apena; materia para reunirse. Déjenles que, al menos, de- 
cidan libremente lo que quieran o no hacer. 

Finalmente, el articulo 36 dice algo muy útil, pero que 
es obvio, por lo que también sobra. Habla de que los Po- 
deres públicos competentes. en este caso las Comunida- 
des Autónomas, dictarán dentro del ámbito de sus respec- 
tivas competencias y del marco establecido por esta Ley, 
las disposiciones necesarias para la organización y funcio- 
namiento de los Consejos escolares previstos en el artícu- 
lo anterior -eso es voluntario, no obligatorio-, así como 
para la regulación de la participación en los mismos, etcé- 
tera. Esto es paja, señores Diputados. Estos últimos artícu- 
los del Título 11, el 34,35 y 36, una de dos, o están para ter- 
minar con un número par en el Titulo correspondiente, o 
están para satisfacer, quizá, tres semanas de trabajo de al- 
gunos miembros del Grupo Parlamentario que de esta 
forma pasarán a las posteridad a través de su inclusión en 
el .Boletín Oficial.. Desde luego no tiene razón de ser y, 
lo que es peor, tienen un contexto puramente paternalis- 
ta, impropio de una Ley de estas características. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Por el 
Grupo Parlamentario Popular, y para defender sus en- 
miendas al Título 11, tiene la palabra el señor Alvarez. 

El señor ALVAREZ ALVAREZ: Señor Presidente, al Ti- 
tulo 11, el Grupo Popular tiene 43 enmiendas que no han 

podido ser defendidas en Comisión y que obviamente no 
pueden ser defendidas ahora con el tiempo que cuento, 
aunque tengo, como es natural, fe en la comprensión y ge- 
nerosidad del Presidente en el uso del tiempo. 

Ante todo voy a tratar de defender de este Título las 
ideas que considero indispensables para que sea efectivo 
el objetivo que se propone la Constitución en su artículo 
27: que la educación en los niveles obligatorios sea libre y 
gratuita; es decir, que cada alumno n o  sólo tenga un dere- 
cho a un puesto escolar - q u e  es, por lo visto, lo que quie- 
re el señor Ministro y todo el mundo, como es natural-, 
sino que lo tenga en condiciones de poder elegir en liber- 
tad el tipo de educación que sus padres quieren y sin dis- 
criminación económica, o sea, que puedan optar por un 
centro privado o público, por un centro libre o estatal, sin 
que su opción por un centro libre le prive del derecho 
que la Constitución le reconoce de recibir enseñanza gra- 
tuita, que es lo que parece que quiere la Constitución y lo 
que parece también que quiere la inmensa mayoría de los 
españoles. 

A nosotros nos parece muy bien que se haga una pro- 
gramación de la enseñanza, como dice el artículo 27 en su 
párrafo quinto. Parece que para el señor Ministro -lo 
dijo así al menos en la Comisión el 1 1  de febrero, cuando 
presentó su programa-, las prioridades comenzaban en 
este párrafo quinto. Ahora no está aquí; parece que  eso de 
las prioridades lo dijo entonces y que ahora ya no  son tan 
prioritarias. 
Yo quiero decir que ese párrafo quinto, con ser muy im- 

portante, no es el primero; por delante hay otras priorida- 
des. Pero no es problema de prioridades ni vamos a discu- 
tir eso. Yo creo que hay que procurar aplicar e interpretar 
simultáneamente todas las ideas que inspiran el artículo 
27. 

Los señores ponentes ya me han oído una cosa: yo creo 
que la esencia, la a cosa: yo creo que la esencia, la nove- 
dad y el progresismo de nuestra Constitución en el artícu- 
lo 27 está precisamente en poner a disposición de los es- 
pañoles las tres cosas juntas: la educación, la libertad y la 
gratuidad. Y el acierto de los legisladores tiene que ser 
conseguir hacer eso realidad; es decir, que todos tengan 
derecho a la educación, pero que todos tengan derecho a 
la educación con libertad de elegir y con la consecuencia 
de que, elijan lo que elijan dentro de las Leyes, no vaya a 
convertirse en una discriminación económica; es decir, 
que no pierdan la gratuidad. 

A nosotros nos parece muy bien que en esa programa- 
ción se tenga en cuenta - c o m o  ha dicho el señor Minis- 
tro; todas estas frases son suyas- una distribución terri- 
torial adecuada de los centros. 

Nos parece muy bien que se atiendan preferentemente 
las zonas o bolsas deprimidas sociológicamente, y espe- 
cialmente el medio rural. Lo dijo también el 1 1  de febrero. 
Por cierto, no se cita para nada en la LODE esa preferen- 
cia. Lo dice el señor Ministro de vez en cuando, cuando 
habla de la política general. 

Nos parece muy bien que se atienda especialmente 
- q u e  también lo dijo- a la Educación Especial o a la 
educación Preescolar, que tampoco se cita en la LODE. 
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Coma saben mqy bieo, cuando hemos querido introdu- 
cir unq preseqcia de la Preescolar, esa presencia no ha 
sidp adrpitida, a pesar de  que la enmienda del Partido So- 
ciallsta pp la anterior Ley precisamente está en parte in- 
corpQrPda ep la LOECE. Pues bien, ahpra ni siquiera se 
g&$p ]p que defendió el Rartido Socialista cuando esta- 
ba en la oposición. 

En todo eso estgmos de acuerdo; estamos de acuerdo 
en esas cosas, ,en esas ideas de  programación. Pero lo que 
no qugyemos es que, sc) pretexto de hacer plapificación y 
prograpacjon, SF rompa la realidad de nuestra estrpctura 
,edpcatjva, se rompa la coexistencia de centros privados y 
piblicos, se qraqpe a la iniciativa social para crear nuevos 
F F ~ ~ ~ D S  y que ya solo pvedan crearse, de hecho, mas que 
centrps públicos, y se vaya privando asi a los ciudadanos 
de su FaFUltad de  elegir, de su libertad de enseñanza. 

usted, señor l$nistro, ha dicho qpe quiere articular la 
qferfa pyivadq y la pública para satisfacer el derecho a la 
edycqcisp. AbsQJytameqte conformes Nosotros quere- 
pps  qyudar]eq ~n ello; le proponemos que lo hagapos 
juntos. 

Nosotros qyeremos que el señor Ministro diga aqui que, 
efectivavente, no es la volqntqd de  este Titulo impedir la 
cqexistencia R I  atacar la iniciativa social para crear nue- 
V 0 5  centros. Que se va a dar el mismo tratamiento a la !ni- 
ciativq del Estado, o del Gobierpo y a la iniciativa de la so- 
cipdad y l~ pecJi~os, señor Ministro, que intervenga usted 
y pos diga pue  so es asi, porque creo que es bueno para 
tranqpillza~ q la ppiqion# qqe n o  va a haber en este punta 
discriminacion en cuanlo a la programacion y capacidad 
de  ii.qHro de creaciqn de centros. 

BI sg!ñor MinistrR, en su iqlepención en la Camara el 1 1  
4e febrero, ,exponiendo la política general de  su MiniSle. 
FiR. dijo, hablando de la calidad de la enseñanza, que se 
@tg, Ror tqfilo, de pfpTover la calidad y rendimientc 
que tiene mqnifestaciones muy variadas 

El señor Mipisfro seguramente sabe, y los ponentes 
Capkieri, que las encuenlas más recientes dan que el 46 
ppr cipptp de la Rpblación prefiere mandar a sus hijos a la 
escuela privada y creeq que el rendimiento es mejor en 
@s&, frppte q Un 25 por ciento p e  prefieren la publica. El 
54 pQf Fief fp  $e los espafioles es pr t idar io  de la coexis 
fFRcia $e Ips cFntrps y, adema?, resulta que, al revés de  Ic 
qpe y dice q yeces, de los Que van a cfntros privados, un 
49 por ciento se considerq clase media y media alta y el 5 1 
por ciento clase baja y media baja. Luego está repartida la 
poblaciqp e p t F  los cpntros públicos y privados de  una 
mfinp~~t  na!ur?l, ge  una manera espontanea y de una ma. 
rlorg ypluntariq. 

esfipr Ministro, quiero que quede claro que deseamos 
p ~ e  /a escuela pública se equipare, o si es posible, hasta 
flpp e ~ a  Y F ~ O ~  , s ~ f ;  la Rrivagp, porque tenemos un extraor. 
dinario jqlerés Por ello, porque el 62 por ciento de los es. 
paiisles estíjq yep$q en es? nivel a la escuela pública y 
p ~ r  tanip, g ~ g ! ~ e m s 5  Que sea fpuy buena la escuela públi. 
cq, p q ~  ~p sohre la base d e  rebajar la privada ni de asfi. 
rjar +fa, sjqr) al revés. Quefeyos que la calidad y el ren. 
dimiento 59 qurqepten por la competencia y por el esfuer- 
zo d e  ambas. 

También dijo el Ministro, en esa misma ocasión, que 
cada país tiene un sistema característico, un sistema edu- 
cativo propio, que resulta de su historia social y de su his- 
toria política. En el sector educativo español, el sector pri- 
vado ocupa, sin duda alguna, una proporción muy impor- 
tante. Y añadió que los artículos 16,20, 27 y 44 de  la Cons- 
titución representan las bases para la coexistencia articu- 
lada de  la enseñanza pública y privada. Forman conjunta- 
mente, dijo, un sistema de pesos y contrapesos que expli- 
can la aceptación generalizada de la Constitución como el 
marco indiscutible para la convivencia plural de todas las 
opciones politicas. Y tqdavía añadió que era consciente de  
que los centros no estatales cubren una proporción rele- 
vante de  la escolarización en los niveles obligatorios. 

De acuerdo con todas estas manifestaciones, señor Mi- 
nistro. Lo que queremos es que eso se lleve a la realidad. 

Quiero además recordarle que hace Ún par de días dijo 
aquí que ya no hay dramatismo en la demanda de puestos 
escolares, pero sí en  los puestos escolares dignos., Eso, 
unido a las criticas al pasado que hizo ese mismo día, yo 
creo que exige una aclaración sobre la programación. 
Mire, ese dramatismo ha desaparecido hace muy poco. 
Usted lo debe saber muy bien. Es en 1979 cuando por pri- 
mera vez sobrepasó la oferta a la demanda en toda Espa- 
ña, es decir, se garantiza a todos en EGB el derecho a la 
educación. 

Para que se scpa, n o  ha habido discriminación ni impro- 
visación - q u e  también dijo del pasado- hacia la escuela 
pública. En lo que llamó el señor Ministro del pasado, y o  
quiero decirle que por lo menos en el pasado reciente no 
ha habido discriminación ni improvisacion. 

Fijese, usted sabe muy bien que en 1978 se construye- 
ron 500.0QO puestos escvlares poblicos; en 1979, otros 
500.000: en 1980, 430.000, y entre las realizaciones de  que 
se enorgullecen en el primer año los socialistas -lo ha di- 
cho el Presidente del Gobierno, que era de lo que estaban 
más orgullosos- es de la creación de 1 .O00 puestos esco- 
lares diarios. Eso representaba 365.000 puestos escolares; 
baslaples menos de los que se crearon en los años ante- 
riores por ese reciente pasado que PO creo que en este as- 
pecto deba ser criticado. 

Pero es que, además, todos sabemos que e n  doce meses 
no se pueden hacer los proyectos, buscar los terrenos y 
hacer las construcciones escolares; de  manera que, esos 
puestos de los que ustedes, como nosotros, estamos tan 
contentos son de  la consabida herencia, que algunas ve- 
ces parece que se recibe, y no a beneficio de  inventario, 
sino confundiéndola en  el patrimonio del heredero, como 
en este caso. Sí, señor Ministro, así es. Pero cerrepos el 
paréntesis. 

Es verdad que esos puestos nuevos son buenos; pero 
hay algunos de los viejos que, como dijo el señor Ministro, 
no son dignos; son malos; están envejecidos. Pero, señor 
Ministro, eso pasa tanto en los centros públicos, como en 
los privados. Lo que ocurre es que en estos últimos se sue- 
len conservar y mantener mejor, COTO es tradicional en la 
iniciativa privada, respecto a la pública en general. 

Nosotros queremos que todos esos centros, todos, los 
públicos y los privados, se renueven, se mejoren, y, espe- 

Original en mal estado
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cialmente, que se mejoren los públicos porque, normal- 
mente, lo necesitan más; pero sin olvidar los otros. 

Pues bien, lo que queremos es que el señor Ministro sea 
consecuente y afirme aquí, por tanto, que en la programa- 
ción no va haber discriminación para los centros privados 
ni en su subsistencia, ni en su capacidad de crear los nue- 
vos para atender a la demanda de ellos donde se produz- 
ca. 

Ruego al setior Ministro que, por la paz, que es lo que 
nosotros deseamos, por la conformidad y por el acuerdo, 
nos diga esto. 

Si dice que sí a esto, que está en la línea de todas sus 
manifestaciones de todos estos meses, que, además, creo 
qu: es lo que se desprende de nuestra Constitución, ha- 
bremos llegado a un punto de acuerdo y lo único que ha- 
brá que hacer es sacar las consecuencias en beneficio de 
toda la educación en este Tltulo. 

Para lograrlo creo que habrá que tener en cuenta en la 
programación de puestos escolares de nueva creación, en 
los niveles obligatorio y gratuito, la oferta previa existente 
de centros concertados y públicos. Es decir, atender a esa 
realidad; a esa proporción de la que usted hablaba para 
mantener el sistema educativo propio de nuestra socie- 
dad, para mantener esa coexistencia y convivencia plural 
que usted mismo decía que explica la aceptación generali- 
zada de la Constitución. 
Y esto, sefior Ministro, es lo que dicen textualmente 

nuestras enmiendas 31 y 440. En vez de decir: *sólo debe- 
rá tener en cuenta, en todo caso, la oferta existente de 
centros públicos y de centros concertados., digámoslo 
más claro para que no haya malas interpretaciones. Digá- 
moslo más claro: .deberá tener en cuenta, en todo caso, la 
oferta existente de puestos escolares en centros públicos 
y privados concertados, así como las posibilidades de au-  
mentar estos últimos con nuevos conciertos.. 

Admita esta redacci6n que no es más que una pequeña 
modificación, una aclaración de lo que es su idea y, en 
este punto, estaremos de acuerdo. Habrá ese pacto que 
nosotros estamos defendiendo e intentando. Es, apenas, 
nada, porque queremos disminuir los casos de fricción. Y 
en  el fondo no va contra el esplritu de la LODE, salvo que 
se esté intentando, sin decirlo - c o s a  que no puedo supo- 
ner- hacer imposible en el futuro la creación de esos 
centros privados bajo la capa de esa planificación. Quede 
claro que eso no lo creo. Pero, para que nadie lo pueda 
creer, hagámoslo más claro. Usted mismo ha dicho que no 
pretende eso. 

Además, le quiero advertir otra cosa. Por el juego de 
una transitoria que dice que durante tres años puede ha- 
ber centros subvencionados, pero no concertados, se po- 
dían no computar como plazas escolares, otiecidas en gra- 
tuidad, las de esos centros. Ello podrla conducir a error 
en la programación; error que con nuestra enmienda se 
previene y desaparecerla. 

Con esto, señores, estamos tratando de programar, 
aprovechando los recursos educativos de España. Hay 
que evitar la tentación de que se creen nuevos centros de 
ECB, donde haya públicos y privados que satisfagan las 
demandas de los españoles; o donde la iniciativa social, 

con los apoyos necesarios los quiera crear, ahorrando así 
dinero al Estado, al que siempre le cuesta más la cons- 
trucción de nuevos centros, que el aprovechamiento de 
los existentes. Y además, como sabe el señor Ministro, le 
cuesta más el puesto escolai. público, que el puesto sub- 
vencionado. Así con ese ahorro podemos dedicar esos re- 
cursos a esa educación Preescolar que usted y nosotros 
defendemos: a la Educación Especial y extenderla a los 
quince y dieciséis años que nos preocupa mucho a todos, 
aunque también sobre esto le voy a puntualizar algunas 
cosas que dijo. 

Usted dijo que había fallos en el Bachillerato y en la 
Universidad para que todos puedan alcanzar los mismos 
niveles. Estoy de acuerdo. Hay que conseguir evitar esos 
fallos entre todos, sin guerras escolares ni dogmatismos. 

Pero usted nos ha dicho hace dos días, me parece, que 
estamos en escolarización como Bélgica e Italia. Luego no 
estará tan mal el reciente pasado que critica porque ¿qué 
más quisiéramos que estar en todos los campos a nivel de 
Bélgica e Italia? Pero es que en algunos aspectos estamos 
mejor y hay que alegrarse de ello; hay que tenerlo en 
cuenta para esa programación. 

En alumnos de Bachillerato los números del Ministro 
serán más actuales que los míos, pero estamos en 
1.100.000 alumnos, lo que nos convierte en uno de los paí- 
ses con mejor porcentaje del mundo y me parece que el 
segundo de Europa, después de Dinamarca, y en la Uni- 
versidad, con 650.000 alumnos, estamos también mejor 
que estábamos antes, y cada vez es menor, aunque existe 
todavla, la discriminación de clases de la que usted habló. 
Ha disminuido mucho en estos últimos años, y no por 
obra de ustedes, 16gicamente. Espero que ustedes sigan 
ese trabajo y lo actualicen, porque siempre lo han dicho. 

El señor Ministro ya dijo que la Constitución perfila un 
sistema mixto en el que coexisten enseñanza pública y en- 
señanza privada. Le cito tanto porque quiero seguir su lí- 
nea y el criterio que hemos mantenido siempre de llegar a 
acuerdos en este campo, no de producir rupturas. Para 
conseguir esa coexistencia en la programación creo que 
hay dos piedras de toque básicas. Una es el articulo 27, en 
el que pedimos que se acepten esas pequefias modifica- 
ciones de las enmiendas 31 y 440. Si no las aceptan, es que 
la expresión constitucional del artículo 27.5 - q u e  el Mi- 
nistro dijo que considera lo más importante de ese artícu- 
lo-, acreación de centros docentes-, entendemos que po- 
dría interpretarse que queda restringida al ámbito de los 
centros públicos. Estoy seguro que esto no  es así, que ni el 
Ministro ni el Grupo Socialista lo interpretan así, que 
creen que cuando la Constitución se refiere a los centros 
docentes se refiere a todos sin distinción, tanto a los pú- 
blicos como a los privados, porque es la realidad en la que 
vivimos. Si es así, evitemos la duda en la Ley que estamos 
haciendo. Admitan ustedes esa redacción y habremos aca- 
bado con una suspicacia nuestra, a lo mejor injusta, que 
desearlamos que desapareciera, y nos alegrarla coincidir 
con usted en este punto, en beneficio de la convivencia 
plural, de ese pluralismo real y de esa coexistencia pre- 
sente y futura de centros públicos y privados. 

La segunda piedra de toque se refiere a la renovación y 
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creación de nuevos centros privados gratuitos. En la en- 
mienda 334 proponemos la introducción de un articulo 28 
bis que reconozca la doble posibilidad de construir, reno- 
var y equipar centros públicos y de estimular la libre ini- 
ciativa de la sociedad en la construcción, renovación y 
equipamiento de los centros privados. Establecemos una 
regulación que estamos dispuestos a aligerar, pero que 
queremos que reconozca la semejanza de trato a la inicia- 
tiva estatal y no estatal. Para este aligeramiento vamos a 
presentar, lo anuncio desde ahora, una enmienda transac- 
cional para que, si lo tienen a bien, la estudien y vean si 
pudiera servir para llegar a un acuerdo en este punto. 

Este artículo 28 bis es la garantia de la voluntad del Go- 
bierno, que dice que no quiere la congelación actual de 
los centros privados, ni su paulatina, pero inexorable, de- 
saparición, que se produciría por falta de renovación. Si 
no admiten ustedes este precepto no va a existir la posibi- 
lidad de que se creen centros privados y gratuitos, contra- 
riando así lo que el Ministro ha dicho y, lo que es más gra- 
ve, reconoce la Constitución, interpretando conjuntamen- 
te los párrafos 4 , 6  y 9 del artículo 27. Se deben crear cen- 
tros docentes por los particulares, que no son los empre- 
sarios con ánimo de lucro, porque con la Ley no puede ni 
debe haber ánimo dc lucro, puesto que las cooperativas 
de padres y profesores, las hindaciones, las asociaciones 
laicas o religiosas que quieran impartir educación libre y 
gratuita tienen que someterse a un concierto. Es requisito 
básico de la Ley. Por tanto, no teman ustedes eso y cuen- 
ten con que las ayudas que prevé el párrafo 9 del artículo 
27 de la Constitución se refieren concretamente a centros 
privados. Y digo que concretamente se refieren a centros 
privados porque habla de ayudas y los centros privados 
son los que deben ser ayudados. puesto que los estatales 
no son ayudados, sino mantenidos, como es natural. No  
cabe otra interpretación posible del párrafo 9 del articulo 
27. Si no se hace así, se está yendo contra ese párrafo. Lo 
digo para evitar una posible declaración de inconstitucio- 
nalidad. Si no se hace eso, repito que la interpretación 
será absurda, porque si los centros concertados no pue- 
den tener fines lucrativos y el Estado no instrumenta un 
sistema de ayudas similar al que se propone en esta cn- 
rnienda, ¿quién podrá construir un nuevo centro escolar? 
¿No estaremos matando la iniciativa social? ¿O queremos 
que haya sólo colegios privados para ricos y no haya cole- 
gios privados gratuitos nuevos ya nunca? Creo que eso va 
contra lo que usted debe desear, contra lo que deseamos 
casi todos y contra los principios de la Constitución. Eso 
no es lo que la sociedad quiere y por eso creo que usted 
tampoco lo quiere. Eso no es un reflejo del pluralismo. 
Eso no es mantener el derecho de los padres a tener un 
colegio distinto, como dice la letra b) del articulo 4.0 de la 
LODE, letra redactada por ustedes. Eso no es, en una pala- 
bra, lo que se desprende del articulo 27.9. Ustedes han di- 
cho que el texto de la LODE es mejor que el de la Ley an- 
terior porque se ha planteado por el Gobierno como el 
desarrollo completo del artículo 27, salvo el artículo 10, 
que es de la Ley de Reforma Universitaria. N o  olvidemos, 
por tanto, el número 9 del articulo 27 de la LODE, que es 

el único que parece que no se tiene en cuenta. (El serfor 
Presidente ocupa la Presidencia.) 

Si como ustedes dicen queremos de verdad mantener el 
pluralismo, la coexistencia de centros públicos y privados 
y el derecho a elegir, es preciso no provocar directa ni in- 
directamente una paulatina, pero inexorable, desapari- 
ción de los centros privados, una consiguiente estataliza- 
ción de todos los centros por absorción. 

A veces, leyendo algunas cosas me da miedo que quie- 
ran eso. Cuando oigo al Ministro aquí en las Cortes o en la 
televisión pienso que no lo quiere, porque él se expresa en 
cste sentido y habla de la coexistencia de los centros pri- 
vados y de que no se va a limitar el derecho de los padres. 
¿Por qué no le voy a creer? Cuando el señor Ministro ha- 
bla, yo tiendo a creerle. En cambio, cuando le oigo ha- 
blando en la UGT empiezo a no  creerle porque dice otras 
cosas, y cuando oigo al Subsecretario casi ya n o  creo 
nada. El señor Torreblanca ya dijo en el ano 1977 que 
para convertir los centros privados no  subvencionados en  
centros públicos había que controlar la dirección, el pro- 
fesorado y elegir el alumnado por la proximidad de domi- 
cilio. Está publicado. Estos principios son los que se si- 
guen en el artículo 58, letras a) y b), y en los articulos 30 y 
54, que acaban de ser defendidos hace un momento. El se- 
tior Torreblanca acaba de decir en el último número de la 
revista «Comunidad Escolar)): n L a  finalidad de esta Ley 
- d e  la LODE- es la de integrar las redes privadas soste- 
nidas con fondos públicos en la red de centros privados., 
que es lo que siempre ha defendido, por otra parte. 

Mire: coordinar, programar, racionalizar, de acuerdo en 
todo. Se lo he dicho al señor Ministro muy claramente: 
queremos ayudar en todo lo q u e  sea posible a ello. Ahora, 
creo que al hablar de integrar en la red se está cediendo a 
la vieja idea para él tan querida de la desaparición de esos 
centros públicos concertados. Me alegro que nos digan 
que no, que no es eso, y así nos quedaremos mucho más 
con ten tos. 

Es preciso -que es lo que pretende esta enmienda- 
permitir la renovación y mejora de los centros existentes, 
no sólo anquilosarlos v asfixiarlos para que tengan que 
ser cerrados v sustituidos. Es preciso que puedan hacerse 
nuevos centros públicos v privados. Quiero decirle una y 
mil veces que nosotros no estamos en contra de los cen- 
tros públicos, todo lo contrario, estamos claramente en fa- 
vor de los dos, de que sean mejores para mantener esa ri- 
queza plural de las dos iniciativas, la pública y la privada, 
que es en lo que se inspira no sólo todo este tema, sino 
también toda nuestra Constitución. Si los articulos de esta 
Ley impidieran de hecho esa subsistencia, ese pjuralismo, 
esa facultad de crear nuevos centros docentes estaríamos 
yendo contra el espíritu de la Constitución, aunque a ve- 
ces respetáramos algunas de sus palabras. 

Esto se va a ver más claro con algunos ejemplos. Si no 
se les apoya a los centros privados sin ánimo de lucro que 
están prestando un  buen servicio a la sociedad, contra- 
riando el número 9 del artículo 27, en su renovación v 
subsistencia, de forma similar, no igual, a los centros pú- 
blicos -comprendo que tiene que haber una diferen- 
cia-, se les condiciona a rebajar su calidad y ello condu- 
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ce a su destrucción. Y con eso va a costar luego más su 
sustitución. 

Además, no se puede pensar que ya están todos los cen- 
tros creados y que no hacen falta otros. No se pueden des- 
vitalizar los centros existentes porque hay que dejar que 
se creen nuevos, con una salvedad: aunque las plazas es- 
colares ofertadas en centros públicos y privados exceden 
a las solicitudes, se van a producir, se tiene que seguir 
produciendo, cambios de poblaciones, migraciones, ba- 
rrios nuevos y, como consecuencia, habrá que cerrar cole- 
gios en algunos sitios y abrirlos en otros. En los sitios don- 
de haya que hacerlo tendrán que ser centros públicos y 
privados si queremos mantener lo que la gente quiere y lo 
que el señor Ministro ha dicho muchas veces. 

Y o  no creo que podamos llegar de momento a la Ley 
belga de 1959, que fue la que instauró el pacto escolar, en 
la cual se reconoce el derecho de los padres a elegir para 
la educación de sus hijos el centro que mejor responda a 
sus convicciones; desde el punto de vista financiero los 
centros privados reciben del Estado la misma contribu- 
ción que los centros públicos para gastos de personal do- 
cente, administrativo y auxiliar, así como subvenciones 
para gastos de funcionamiento y equipo. La Ley, también 
belga, de 1 1  de julio de 1973, estableció subvenciones para 
la construcción de centros privados. El articulo 4.0 de esa 
Ley incluso llega a que se tengan que crear nuevos cen- 
tros. 
Yo comprendo que nuestra situación no nos da para 

tanto. Ya querríamos todos, pero, si no podemos llegar a 
eso, no caigamos en las antípodas y* sobre todo, no desco- 
nozcamos la realidad. 

En poco tiempo, usted lo sabe, señor Ministro, mejor 
que yo, seguramente van a sobrar cientos de miles de 
puestos escolares en ECB. Hay que ser muy cuidadosos 
en la programación, y no hay que derrochar el dinero, y 
para eso es buena la participación que ustedes dicen de- 
fender en la forma que la estamos pidiendo en este caso: 
la participación para tener en cuenta la oferta previa exis- 
tente de centros públicos y privados. Ese dinero nos pue- 
de servir, como decía, para otras cosas porque ya hoy hay 
regiones espanolas en las que se está por encima del 20, 
casi llegando al 30 por ciento de puestos escolares públi- 
cos sin ocupar, libres, que no se llenan, y porque además 
aunque eso pasa hoy, seguirá pasando porque el descenso 
de natalidad es enorme, Este año han nacido 150.000 ni- 
ños menos que hace siete años. Por tanto, en siete años va 
a haber necesidad de un millón de puestos escolares me- 
nos. Par esos cambios que va a haber es preciso de una 
parte mantener los que existen, unas y otros, y ayudar a 
reriovarlos y na cerrar las puertas a las iniciativas socia- 
les; es decir, na hacer impasible que los centros privados 
si la gente los pide, puedan existir y nacer donde hagan 
fqlta, no naturalmente donde no sean necesarios, porque 
eso va en contra dsi principio básico de la programación, 

Creo que hay que dar un trato ssmejante a los centros 
públicos y 4 los privados -eso es lo que defiende nuestra 
enqienda- atendiendo a la demanda. Yo espero que el 
Gobierno y el Partido Socialista no  se opongan a eso por 
un puro anacronismo o por un dogmatismo trasnochado 

que no quiero suponer en las personas que hoy lo repre- 
sentan, y no caigan en crear centros públicos que no se 
necesiten, que no tienen demanda y que puedan provocar 
el cierre de otros privados que tengan una demanda real. 

Que quede claro que tampoco queremos centros priva- 
dos nuevos donde no se necesiten. Lo que estamos ha- 
ciendo es llamando a la convivencia, a la coexistencia y a 
la subsistencia de ambos tipos de educación. Lo que que- 
remos es que exista la posibilidad basada en la igualdad, 
la libertad y el pluralismo de que habla el artículo 1 .O de la 
Constitución para que vivan, se desarrollen, se mantengan 
y se renueven los unos y los otros, los públicos y los priva. 
dos. Eso es lo que pretendemos con estas modestas en- 
miendas a las que me acabo de referir respecto a los ar- 
ticulos 27 y 28. 

El otro gran tema de este Titulo, ya que no puedo defen- 
der todas las enmiendas, es la composición y funciona- 
miento del Consejo escolar del Estado. Hay muchos temas 
más, pero este sistema de tiempos a que se nos ha someti- 
do y de discusiones seguidas que cansan a la Cámara, 
como es natural, y al tener que discutirlo por Títulos y no 
poder defender las enmiendas particulares llevando in- 
cluso a privar de la voz a los enmendantes que las habían 
presentado, me obliga a prescindir de ir punto por punto. ' 

Voy a referirme al otro gran tema desde nuestro punto 
de vista de este Título: el Consejo escolar del Estado. 
Yo creo que debe ser un órgano objetivo, representati- 

v o  y educacional, no de otro carácter, ya que va a ser con- 
sultado y va a hacer propuestas sobre temas educativos. 
Me dicen que sí. Espero que asi sea; vamos a ver si lo 
construimos así. 

El enfoque parcial socialista se nota en todo el artículo. 
Ustedes enfocan la relación dentro de la escuela como un 
problema de relaciones capital-trabajo, y ya lo verán en su 
redacción. Sí, sí, lo verán. Eso es un  reduccionismo y em- 
pobrecimiento absurdo contra el que tienen que clamar 
todos los educadores de España. Educar es una profesión 
muy importante. Hay que defender sus derechos, sus re- 
muneraciones, su trabajo y ampliarlos; en ello estaremos 
siempre. Pero ni el que pone un colegio es un puro em- 
presario ni el profesor ha elegido esa carrera fundamen- 
talmente sólo por motivos económicos, sino casi siempre 
por vocación docente. 

No están acertando si se concibe la escuela como u n  lu- 
gar de encuentro capital-trabajo exclusivamente; también 
existe eso, pero no fundamentalmente. 

Para nosotros y para los buenos educadores -y en esto 
estoy seguro que coinciden todos, cualquiera que sea su 
filiación política- la relación más importante no es ésa. 
Digo esto por una raz6n: porque al atribuir la representa- 
ción de los profesores y de los titulares -no lo digo por 
ninpun preconcepto, en absoluto- se cae en ello. 

Bien está la representatividad a través de las centrales y 
asociaciones sindicales de los profesores; nos parece muy 
bien, pero no es el único lazo. Están también las asociacio- 
nes do docentes y los Colegios profesionales, que no son 
sindicatoe. Bien están las organizaciones empresariales, 
que también las citan ustedes en otro párrafo. Bien están; 
pero existen organizaciones y asociaciones de titulares, de 
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larga tradición, que no son organizaciones empresariales. 
Dejémosles que estén también representados en el Conse- 
jo escolar del Estado. 

Nos parece muy bien, como es natural, que los profeso- 
res sean los primeros llamados, pero queremos que se 
acepte la idea de  nuestras enmiendas 442 y 487, es decir, 
que la designación se efectuará por sus centrales sindica- 
les y por sus asociaciones y Colegios profesionales, en fun- 
ción d e  su representatividad, d e  modo que estén propor- 
cionalmente representados los diferentes niveles educati- 
vos y los sectores público y privado de  la enseñanza. Esa 
es la redacción que les proponemos. Es importante la fra- 
se: «en función d e  su representatividad...». 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que vaya terminando, 
señor Alvarez. 

El señor ALVAREZ ALVAREZ: Muchas gracias. Si usted 
me permite unos minutos ... 

El señor PRESIDENTE: Que n o  sean muchos, señor Al- 
varez. 

El señor ALVAREZ ALVAREZ: Haré lo posible. Muchas 
gracias. 

Espero que no se opondrán a poner aquí «en función de  
su representatividad», porque resulta que en el texto d e  la 
LODE, de  este artículo lo pone en los apartados d )  y e )  y 
no  en el a). ¿.Por quk? Espero que no será porque la afilia- 
ción global en todos los sindicatos es reducida, especial- 
mente en UGT, ya que no llegan entre todos a un 20 por 
ciento, mientras que hay más de  60.000 docentes integra- 
dos en los Colegios de  Doctores y muchos d e  ellos no es- 
tán obligados a sindicarse y porque además el articulo 28 
de  la Constitución, que reconoce el derecho de  sindica- 
ción, dice textualmente: .Nadie podrá ser obligado a afi- 
liarse a un sindicato,,. 

Y o  por eso les pido que admitan la referencia a los Co- 
legios y a las asociaciones profesionales y a la representa- 
tividad, porque si no lo hacen no  tendremos más remedio 
que decir a los docentes que n o  están sindicados que se 
les quiere hurtar su representación, que se les quiere obli- 
gar a sindicarse y que no  se quiere que el Consejo escolar 
del Estado sea representativo. Yo no quiero decir que va a 
ser manipulado desde el primer momento, no; pero da  la 
sensación como si n o  quisieran que fuera totalmente re- 
presen tativo. 

Paso por alto los apartados b) y c )  y voy a otra omisión 
muy grave que creo que se debe subsanar. En nuestras en- 
miendas se dice que debe estar representado en el Conse- 
jo escolar el Consejo General d e  los Colegios de  Doctores 
y Licenciados. El PSOE -ustedes lo saben- le dio mucha 
importancia mientras gobernó y mandó en él, y ahora, 
como allí no ha ganado las elecciones, sino que las han ga- 
nado los independientes y profesionales -no tampoco 
gente que tenga nada que ver con nuestros Partidos d e  la 
Coalición-, parece que ya no quiere que el Consejo Gene- 
ral de  Doctores y Licenciados figure en nada. ¡No sean us- 
tedes pesimistas! Si a lo mejor ustedes otra vez las ganan, 

y el Consejo General debe estar representado, quien quie- 
ra que sea su Presidente y su Junta, sea d e  una línea o sea 
de  otra, porque los Colegios profesionales están citados 
en el artículo 36 de  la Constitución. Parece como si tuvie- 
ran ustedes miedo a los Colegios profesionales. ¡No se lo 
tengan! Los cuerpos intermedios son fundamentales, son 
la esencia de  una sociedad democrática, y pretender do- 
minarlos, apagarlos o retirarles facultades es un buen ca- 
mino hacia lo contrario del sistema democrático. No sigan 
ese camino. Les pido por favor que metan al Consejo Ge- 
neral, ¡y bien que nos sirvieron los Colegios profesionales 
cuando no  había las libertades que hoy proclama la Cons- 
titución! Muchos de  ustedes son testigos y muchos hemos 
vivido esos Colegios profesionales. 

Además, hay una cosa que resulta hasta divertida. El ar- 
tículo 5." del Estatuto de  los Colegios de  Doctores y Licen- 
ciados resulta que es muy parecido a este articulo del 
Consejo escolar e n  cuanto a facultades, como si hubiera 
influido e n  él. Ya que han influido las actividades que te- 
nia el Consejo General, no le quiten del Consejo escolar 
porque realmente no se puede excluir a una institución 
como el Consejo General d e  Colegios. 

Acepten, por lo menos, esa enmienda. Si no  quieren 
aceptar enmiendas nuestras, piensen ustedes que tam- 
bién hay una enmienda d e  Minoría Catalana, la número 
259, que propone lo mismo. Acepten ustedes ésa. 

El señor PRESIDENTE: Ese es un tema que no le co- 
rresponde, señor Alvarez. 

El señor ALVAREZ ALVAREZ: Perdone, señor Presiden- 
te. 

Quiero terminar ya diciendo que el texto de  la LODE 
deja la distribución y fijación del número d e  miembros 
del Consejo, así como su organización y funcionamiento, a 
un rango inferior al legal, salvo la fijación d e  un mínimo 
de  un tercio para los cuatro primeros apartados. Creemos 
que esto es dejar al Gobierno una materia que tiene una 
extraordinaria importancia y que no está bien sustraer al 
Parlamento el conocimiento d e  este tema tan importante. 
También se lo pedimos. 

Piensen que formaran la mayoría en el Consejo, respe- 
.tando ese tercio, los que se nombraran, por ejemplo, en 
un apartado cualquiera, en el g) o en el i), que puede ser; 
no creo que el Gobierno nunca fuera a hacer eso porque 
estaría mal, pero, tal como está redactado, ustedes po- 
drían nombrar d e  la Administración educativa del Estado 
a muchísima gente, porque pueden determinar el núme- 
ro, y ésos prácticamente mandarían en el Consejo escolar. 
Con la Ley, tal como ustedes lo han hecho, pueden hacer- 
lo. N o  creo que lo quieran. Pues si no lo quieren, pásenlo 
por el Parlamento. 

Ahora ni les propongo el número, porque tenemos una 
enmienda en  ese sentido. Me conformo con que se admita 
la idea de  que, respecto al funcionamiento y respecto al 
número, el órgano que se cree sea representativo; e in- 
cluyamos e exijamos el rango d e  Ley, no orgánica - 
ustedes dicen que no lo han metido en ésta porque es or- 
gánica-, como dice nuestra enmienda 441; o admitan una 
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enmienda transaccional para decir que esto se regulará 
por Ley. Con eso nos conformamos. 

Señor Presidente, por su atención renuncio a la defensa 
de las enmiendas 33, 34, 35 y 36 porque, materialmente, 
con este sistema es imposible. 

Respecto a la enmienda 341, que no quiten la palabra 
*proporciones* en la representatividad. 'No hablen sólo 
de principios, no sea que tengamos lugar a pensar que no 
quieren el sistema proporcional. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. ¿Renuncia, señor Alva- 
rez, a defender las enmiendas 33,34,35 y 36, pero las man- 
tiene? (Asentimiento.) 

El señor Alvarez ha presentado dos enmiendas transac- 
cionales a los artículos 27 y 28 bis. El señor Secretario se 
servirá dar lectura a la enmienda transaccional al artículo 
27 para proceder al trámite de admisión. 

El señor SECRETARIO (Trías de Bes i Serra): .Artículo 
27. Párrafo 1. El Estado y las Comunidades Autónomas ga- 
rantizarán el ejercicio efectivo del derecho a la educación, 
mediante una programación general de la enseñanza, ela- 
borada con la participación de todos los sectores afecta- 
dos, que atienda adecuadamente las necesidades educati- 
vas y la creación de centros docentes públicos y priva- 
dos.* 

*Párrafo 2. igual que en el texto de la Comisión.. 
*Párrafo 3. La programación específica de los puestos 

escolares, en el marco de la programación general de la 
enseñanza, corresponderá a las Comunidades Autónomas, 
que determinarán las comarcas, municipios y zonas don- 
de dichos puestos hayan de crearse.w 

*Párrafo 4. La programación específica de los puestos 
escolares de nueva creación en los niveles obligatorios y 
gratuitos deberá tener en cuenta la oferta previa existente 
de puestos escolares e n  centros públicos y privados, sub- 
vencionados o concertados, así como las posibilidades de 
aumentar estos últimos con nuevos conciertos.. 

*Párrafo 5. Una vez establecidas las necesidades de ins- 
talación de nuevos centros docentes, la Administración 
educativa competente las hará públicas. Las personas físi- 
cas y jurídicas a que se refieren los artículos 10 y 25 de la 
presente Ley podrán optar por colaborar en la .... (Rumo- 
res.) 

El señor PRESIDENTE Un momento, por favor. iQuie- 

Continúe. 
ren sentarse, por favor, señorías, y guardar silencio? 

El señor SECRETARIO (Trías de Bes i Serra): *Párrafo 
5. Una vez establecidas las necesidades de instalación de 
nuevos centros docentes, la Administración educativa 
competente las hará públicas. Las personas físicas y jurí- 
dicas a que se refieren los artículos 10 y 25 de la presente 
Ley podrán optar por colaborar en la construcción y fun- 
cionamiento de los mencionados centros, acogiéndose a 
los beneficios establecidos para las obras declaradas de 

interés social, subvenciones y otras ayudas ya estableci- 
das o que se establezcan.. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. En relación 
con la enmienda transaccional al artículo 28 bis, la Presi- 
dencia tiene una dificultad, y rogaría al señor Alvarez que 
la ilustrase sobre las razones que, a su juicio, deberían Ile- 
var a aceptar una enmienda que no se refiere a ningún ar- 
ltículo del dictamen, sino a otra enmienda, exclusivamente 
del Grupo. 

El señor ALVAREZ ALVAREZ: Es así, señor Presidente; 
como usted dice. Lo que pasa es que esa redacción está 
aligerada respecto de la redacción primitiva del artículo 
28 bis, y para facilitar que pueda ser considerada y acepta- 
da esa redacción es por lo que hemos presentado una fór- 
mula más sencilla y más probablemente admisible para 
los otros Grupos, especialmente para el Grupo Socialista. 

Si el señor Presidente lo estima oportuno, se podrá ad- 
mitir como enmienda ein voce» o como enmienda tran- 
saccional. Si el señor Presidente o el Grupo Socialista no 
quiere admitirla, no tendríamos más remedio que pedir 
que se votara la enmienda -a lo que tenemos derech- 
párrafo por párrafo, para que pudieran votar a favor de al- 
gunos de ellos los que estén de acuerdo y les gusten, y re- 
chazarlos los que no les gusten. 
Yo pediría, porque es más sencillo, que se vote la en- 

mienda en esa redacción, pero si el señor Presidente esti- 
ma lo contrario, acepto la decisión de la Presidencia. 

El señor PRESIDENTE: Yo tengo algunas dudas. N o  sé 
si algún otro Grupo querrá decir algo, pero tengo algunas 
dudas, por el hecho de que, en realidad, no es una en- 
mienda transaccional, sino que es un trámite de sustitu- 
ción de enmienda. El único problema es ése. ¿Algún otro 
Grupo quiere intervenir? (Pausa.) Tiene la palabra el se- 
ñor Martín Toval. 

El señor MARTIN TOVAL Mi Grupo, sin que esto pue- 
da después llevar a sorpresa, respecto de su actitud final, 
por parte del Grupo Popular, entiende que entre el dicta- 
men de la Comisión, que no tiene texto, y un texto de en- 
mienda, puede introducirse perfectamente una transac- 
ción, que quiera serlo entre la nada y el algo, a efectos re- 
glamentarios estrictamente, señor Presidente. No estoy 
defendiendo nada más respecto a esa enmienda. 

El señor PRESIDENTE Teniendo en cuenta que, ade- 
más, el artículo 27 se refiere también a la programación 
de puestos escolares, y este artículo 28 bis, tanto en la re- 
dacción inicial como en ésta, se refiere a la política de 
creación de puestos escolares, la Presidencia estima que, 
sin que esto suponga un precedente para que se admita la 
sustitución en enmiendas de los propios Grupos Parla- 
mentarios, en una autocreación que el Reglamento no 
contempla, en este caso se puede admitir a trámite, de 
acuerdo con los argumentos de los señores Alvarez y Mar- 
tín Toval. 

Tiene la palabra el señor Alvarez. 
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El señor ALVAREZ ALVAREZ Quiero sencillamente 
dar  las gracias al señor Presidente y al portavoz del Grupo 
Socialista. 

El señor PRESIDENTE: Estamos en el trámite inicial. 
Ahora quiero preguntar, en relación con la enmienda 
transaccional al artículo 27, que supone la retirada d e  las 
enmiendas del Grupo Popular, números 484 y restantes, 
todas las enmiendas al artículo 27, si algún Grupo se opo- 
ne a la admisión a trámite d e  esta enmienda transaccio- 
nal. (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Martín Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: Mi Grupo no se opone a la 
tramitación de  la enmienda. Quede constancia que a la 
tramitación d e  la enmienda, para que después algún Gru- 
po no se llame a sorpresa. 

El señor PRESIDENTE No. Se lo he preguntado en un 
castellano clarísimo. 

Artículo 28 bis. ¿Algún Grupo se opone a la tramitación 
de  la enmienda transaccional al artículo 28 bis? (Pausa.) 
Ningún Grupo. Se admiten a trámite ambas enmiendas 
transaccionales. 

Me  parece que es el momento de  escuchar al señor 
Bandrés, del Grupo Parlamentario Mixto, quien tiene la 
palabra por diez minutos. 

El señor BANDRES MOLET Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. Agradezco fundamentalmente su buena intención 
al pedir la atención del hemiciclo para escuchar al que en 
este momento tiene el honor d e  dirigirse a él. Yo no estoy 
tan seguro de  que se vaya a escuchar, pero de lo que si es- 
toy seguro es d e  que voy a hablar, al amparo de  la Presi- 
dencia. 

Quiero también aprovechar para anunciar la retirada 
de  las enmiendas números 71, 72 y 75, presentadas a di- 
versos artículos de  este Título 11 del proyecto de  Ley Or- 
gánica del Derecho a la Educación. Mantenemos, pues, la 
enmienda número 73, presentada al artículo 31, que pre- 
tende suprimir, en el número 1, letra a), desde la expre- 
sión Ude modo. hasta el final. Es decir, para que se entien- 
da  mejor, si el artículo 31, número 1,  letra a), dice: .Los 
profesores, cuya designación se efectuará por sus centra- 
les y asociaciones sindicales más representativas, de  
modo que estén proporcionalmente representados los di- 
ferentes niveles educativos y los sectores público y priva- 
d o  d e  la enseñanza., pretendemos suprimir este inciso fi- 
nal. Y lo hacemos porque creemos que la Administración 
no tiene, en principio, por qué establecer unos criterios 
según los cuales las centrales sindicales designen sus re- 
presentantes en el Consejo escolar del Estado, y, además, 
por una cierta coherencia, porque es muy curioso que el 
proyecto de  Ley no explica ni a los padres de  los alumnos, 
ni a los propios alumnos, ni al personal de  administración 
y servicios, ni a los titulares, en su caso, cómo tienen que 
nombrar a sus representantes y, sin embargo, sí lo hace, 
en este caso especifico de  los profesores, indicando a sus 
centrales y asociaciones sindicales cómo tienen que hacer 

esta designación. Creemos que si el proyecto no  se inmis- 
cuye en otros sectores, tampoco debe hacerlo en éste en 
concreto. 

Retirada la enmienda 75, mantenemos la número 76, 
formulada al articulo 34. Esta enmienda número 76 dice 
exactamente que se sustituya el artículo 34 por el siguien- 
te texto: uEn cada Comunidad Autónoma, dentro del ám- 
bito de  sus competencias, existirá un órgano de  participa- 
ción efectiva en la programación d e  la enseñanza. Su com- 
posición y funciones serán reguladas por Ley de  la Asam- 
blea de  la Comunidad Autónoma correspondiente.. Noso- 
tros creemos que la forma d e  designación que propone- 
mos se ajusta mejor al artículo 275 d e  la Constitución, y la 
referencia a la composición y las funciones es difícil de  
mantener, dada la radical diferencia d e  funciones, ya que, 
como es natural, el Consejo escolar del Estado debe acor- 
dar exclusivamente aquellas materias reservadas al pro- 
pio Estado, no las reservadas a las Comunidades Autóno- 
mas. Así pues, tendríamos un primer argumento de  carác- 
ter político, consistente en dejar mayor autonomía a las 
Comunidades en este tema concreto, y también un argu- 
mento de  carácter tkcnico, ya que pensamos que la com- 
posición y las funciones no tienen por qué ser similares a 
las del Consejo de todo el Estado. Por lo que respecta a su 
composición, creemos. además, que n o  podrían cumplirse 
los apartados g), h) y j), cuya lectura ahorro, del articulo 
correspondiente, y en cuanto a las competencias, tampo- 
co podrían cumplirse de  este modo los apartados a), b), c), 
d), 0 y g) y quizá alguno más todavía, de  los comprendidos 
en el artículo. 

Todas estas razones, de  índole política, técnica e inclu- 
so, d e  imposibilidad de  cumplir estos apartados, nos em- 
pujan a mantener esta enmienda. 

Mantenemos también la enmienda número 77, que pre- 
tende adicionar al artículo 35, entre las palabras upúbli- 
cosu y *en el ejercicio., la expresión apor Ley.. Nosotros 
creemos que todo lo que se refiera a la creación del Con- 
sejo escolar debe hacerse por Ley, y no distinguir dos cla- 
ses de  Consejos: por un lado, los Consejos más importan- 
tes, los del Estado y las Comunidades Autónomas, en los 
que se haría por Ley y, por otro, los menos importantes, 
los comarcales y locales, en cuyo caso se haría por Regla- 
mento. 

Además, creo que hay una necesidad de  coherencia en 
el Grupo Parlamentario que apoya al Gobierno, porque 
cuando el PSOE presentó e n  su día la proposición de  Ley 
sobre Consejos Escolares se trataba todo con rango d e  
Ley y, sin embargo, ahora se hace esta diferenciación que 
no terminamos d e  entender. 

No defendemos ninguna enmienda más. 
Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor Bandrés. 
Existen, asimismo, enmiendas del señor Pérez Royo, 

que no está presente y que quedan decaídas y, existen, asi- 
mismo, enmiendas del señor Vicens, que no  están presen- 
tes y que quedan decaídas. 

Finalmente, existen enmiendas del Grupo Parlarnenta- 
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rio de la Minoría Catalana, que va a defender el seiior Ló- 
pez de Lerma, quien tiene la palabra. 

El señor LOPEZ DE LERMA 1 LOPEZ: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, al Título 11 mantenemos las' 
enmiendas 256, 259 y 261, pero retiramos en estos mo- 
mentos, señor Presidente, la enmienda número 261, toda 
vez que ya fue incorporada al dictamen elaborado por la 
Comisión de Educación y Cultura de esta Cámara y que 
sólo un error imputable a este Grupo Parlamentario ha 
hecho que fuera mantenida para este Pleno. Presentamos 
nuestras disculpas y, por tanto, queda retirada dicha en- 
mienda número 26 l. 

La enmienda 256 lo es al artículo 30. Este artículo dice 
que el Consejo escolar del Estado, como recordarán per- 
fectamente SS. SS., es el órgano superior de la participa- 
ción de los sectores afectados en la programación general 
de la enseñanza y, a la vez, de asesoramiento respecto a 
los proyectos de Ley o Reglamentos que hayan de ser pro- 
puestos o dictados por la Administración educativa del 
Estado: lógicamente, dictados o propuestos, en el ámbito 
de sus competeiicias. 

Nosotros opinamos que el Consejo escolar del Estado, 
cuya existencia celebramos, cuya composición no discuti- 
mos y cuyos fines tampoco pretendemos modificar, no de- 
biera recibir el calificativo de ser el órgano superior de 
participación. Lo será, sin duda; será el órgano superior, 
al nivel que le corresponde, es decir, en relación directa al 
ámbito territorial en que ejercerá sus funciones y cumpli- 
rá sus fines, pero también los Consejos escolares de cada 
Comunidad Autónoma serán en esa Comunidad concreta, 
en ese marco geográfico, el órgano superior de participa- 
ción en la programación general y también específica de 
aquel territorio, y posiblemente de asesoramiento de la 
Administración educativa de la Comunidad Autónoma, de 
acuerdo con lo que estipule en su día la Ley de creación 
de ese órgano, de fijación, de composición y funciones, 
que deberá elaborar el Parlamento autonómico, de acuer- 
do tambikn con lo que ya señala el dictamen de la Comi- 
sión de Educación y Cultura de esta Cámara, y, en cambio, 
no reciben tal tratamiento, de órgano superior, en este 
proyecto de Ley, un tratamiento que entendemos noso- 
tros accesorio, superfluo, y que por ello no solicitamos, 
pero también lo consideramos así el que se da, concreta- 
mente, al Consejo escolar del Estado y, por tanto, propo- 
nemos su completa supresión. 

La enmienda 259 lo es al apartado primero del articulo 
31 y trata de incorporar el Colegio de Doctores y Licencia- 
dos en Filosofía y Letras y en Ciencia al Consejo escolar 
del Estado. 

Entendemos que es un sector, cuantitativa y cualitativa- 
mente, importante y que sería bueno contar con su apor- 
tación, oír su voz, en el Consejo escolar del Estado. 

Nada más, señor Presidente y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López de Lerma. 
Para turno en contra de las enmiendas defendidas a 

este Título 11, tiene la palabra el señor Mayoral, por veinte 
minutos. 

El señor MAYORAL CORTES: Sefbr Presidente, sefio- 
rías, para cohsumir un turno en defensa del proyecto de 
Ley, referido al Título I L  Quiero iniciar mi intervención, 
haciendo una referencia al eignlficedo de dicho Título 11 
iel proyecto de Ley. 

En primer lugar, hay que dejar claramente sentado que 
:on este Título se tiende a la consecuclón de tres objeti- 
vos fundamentales, de tres objetivos sustanciales, de poll- 
:ica educativa, Primero, la racionalizaclón y diitrlbución 
iueta de los recursos, a través de una programación gene- 
ral de la enseñanza. Segundo, la democratización de la 
gestión del sistema educativo, mediante el sistema de par- 
:icipación de sectores interesados, que se prevé en el Con- 
iejo escolar del Estado y en los restantes Consejos, 
Y el tercer aspecto es apuntar también a la consolida- 

ción del Estado autonómico, a través de una programa- 
ción general de la enseiianza, de responsabilidad compar- 
tida, que atienda a aquellos aspectos que se consideran 
básicos de la unidad del sistema educativo y a la igualdad 
de derechos de todos los ciudadanos, con independencia 
de cuál sea el territorio del Estado donde residan. 

Se trata de tres innovaciones que se instrurnentan de la 
siguiente manera: 

La programación general de la enseñanza y la progra- 
mación específica realizada por los Poderes públicos: por 
una parte, el Estado, y, por otra, la Comunldad Autónoma. 

La creación de una serie de órganos colegiados de parti- 
cipación de los interesados, cuales serían el Consejo esco- 
lar del Estado, los Consejos escolares de Comunidad Au- 
tónoma y los Consejos escolares a otros niveles territoria- 
les. 

Se prevé, asimismo, la existencia de una Conferencia de 
Consejeros de Comunidades Autónomas, al efecto de 
coordinar las políticas educativas y prever también aque- 
llos aspectos que son necesarios, en orden a la programa- 
ción general de la enseñanza. 

De esta manera damos cumplimiento a tres artículos de 
la Constitución. En primer lugar, y de manera preferente, 
al artículo 27.5, donde claramente se explicita que los PO- 
deres públicos garantizan el derecho a la educación, me- 
diante la programación general de la enseñanza, con par- 
ticipación de los sectores interesados. 

Damos cumplimiento también al artículo 51.2 de la 
Constitución, según el cual los consumidores y usuarios 
serán escuchados por los Poderes públicos. 
Y damos también cumplimiento al articulo 105 de la 

Constitución, donde se habla de la audiencia dc los ciuda- 
danos cuando la Administración tiene que decidir sobre 
cuestiones de interés para ellos. 

Por tanto, tenemos, como he dicho antes, racionaliza- 
ción y distribución justa de los recursos. 

El problema de la asignación de los recursos en materia 
de enseñanza es un problema fundamental, es un proble- 
ma que está sin resolver en nuestro país. Es necesario es- 
tablecer un mecanismo, un dispositivo, que permita la se- 
ñalización de unos objetivos claros, la atención de unos 
niveles preferentes y, en definitiva, atender a la polltica 
que nosotros hemos llamado política de prioridades. 

Se trata también de hacer una opción entre dos mane- 
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ras de distribuir los recursos. La planificación, la raciona 
lización y la distribución de estos recursos, o bien la utili 
zación del mercado libre, la Utilización de  iiistrumentos 

serían aquellos que en esta Cámara se han denomina 
do cheques o bonos escolares, y que constituyen parte dt 
toda una filosofía sobre la enseñanza y la manera d e  satis 
facer las necesidades. 

pues bien, en este proyecto de Ley hay una opción a fa 
Vor del sistema de  programación de la enseñanza, me 
diante un sistema de  programación general, que es e 
usual en los países occidentales. 

No voy a abundar ahora en los planteamientos sobre el 
bono o cheque escolar, las iniciativas y experirnentacio, 
nes que se han hecho y el fracaso que este sistema ha teni. 
do, o, por lo menos, la imposibilidad, por lo pronto, de PO. 
nerse en marcha. 

Está claro que, si queremos utilizar los recursos públi. 
cos con un minimo de racionalidad y d e  acuerdo con unos 
principios d e  justicia, tenemos que acudir a la distribu. 
ción d e  acuerdo con un sistema programado, que es, en 
definitiva, el que recoge nuestra Constitución. 

De esta manera, señorías, acometeremos la solución de  
la situación d e  la planificación educativa en nuestro país. 
Es un problema no resuelto, a pesar de  que en España ha 
habido planificación, supuestamente a través de los anti- 
guos Planes de  Desarrollo, y de ciertas actuaciones de  la 
Administración; sin embargo. en ningún momento se ha 
dispuesto d e  un cuerpo legal, de un mandato imperativo, 
que haya hecho posible que esa planificación se ponga en 
marcha. 

Nosotros entendemos que ésta será la manera de  resol- 
ver los desequilibrios regionales, los desequilibrios socia- 
les que se plantean en nuestro país y que se plantean de 
manera acuciante, de  manera lacerante en aquellos secto- 
res d e  población que están afectados de  una manera más 
directa. d e  una manera más brutal por el fracaso escolar y 
que coinciden, como saben SS. SS., con aqucllos sectores 
de la población que viven e n  el medio rural o que viven 
en las áreas suburbanas de  nuestras ciudades. Evidente- 
mente, d e  esta manera vamos a poder afrontar una politi- 
ca de carácter compensantorio a nivel de  Estado que ten- 
drá una serie de  cauces, en los que se incorporará, natu- 
ralmente, el Fondo de  Compensación Interterritorial y en 
el que, naturalmente también, se tendrán en cuenta ya ini- 
ciativas y políticas que por parte del Ministerio de  Educa- 
ción se vienen desarrollando, como es el programa de  
educación compensatoria, o bien aquella política deriva- 
da de Decretos que vienen d e  actuaciones prioritarias. En 
10 que se refiere a la democratización de  la gestión, seño- 
rías, nosotros entendemos que d e  esta manera, a través de  
la participación d e  los interesados en la solución de pro- 
blemas educativos que a ellos les afectan, se ponga en 
marcha, d e  alguna manera, un camino, un cauce de pro- 
fundización en la democracia, porque n o  otra cosa es que 
10s interesados, aparte de participar, como todos los ciu- 
dadanos, en los distintos procesos electorales, puedan 
también participar de  una manera continua, de una ma- 
nera activa, en la solución de  sus propias cuestiones en 
materia d e  educación. 

En todo el mundo occidental existe en este momento 
un movimiento de  participación de los interesados. Los 
Poderes públicos abren continuamente cauces para que 
los interesados pueden intervenir en todo este tipo d e  de- 
cisiones, y de  ahí se ha derivado incluso una transforma- 
ción de  los antiguos órganos electorales de  carácter con- 
sultivo que venían asesorando a la Administración, s u  
transformación en órganos representativos d e  intereses, 
en cauces abiertos para que los distintos núcleos d e  la po- 
blación afectados en materia d e  educación o cualquier 
otra materia, puedan participar. Esto es lo que, en  definiti- 
va, señorías, pretendemos. Por eso, una de  las primeras 
cuestiones que van a ser afectadas mediante la aplicación 
de  este proyecto de  Ley va a ser la reforma del Consejo 
Nacional de Educación. 

El actual Consejo Nacional de Educación, señorías, sa- 
ben ustedes que es un órgano que tiene una tradición. No 
siempre se llamó así; anteriormente se llamó Consejo d e  
instrucción Pública, etcétera, y ahora va a recibir una 
nueva denominación, pero va a recibir también cometi- 
dos que hasta la fecha no ha realizado. Hasta la fecha, el 
Consejo Nacional de Educación ha sido un órgano, funda- 
mentalmente, de  asesoramiento técnico, un órgano de  re- 
presentación, en cierta medida orgánica, pero en  ningún 
caso ha sido lo que ahora pretendemos que sea: funda- 
mentalmente un cauce a través del cual, los sectores inte- 
resados, a nivel de  Estado, participen en la programación 
general de  la enseñanza, participen de  manera activa tam- 
bién en el asesoramiento al Gobierno en aquellos proyec- 
tos de  Ley de  desarrollo del articulo 27 de  la Constitución, 
y, en definitiva, de  toda la labor legislativa y administrati- 
va que realice el Gobierno a nivel normativo. De esta ma- 
nera consideramos que haremos realidad el artículo 27.5 
de la Constitucion. 

Esta es la razón de  ser, fundamentalmente, señorías, d e  
las aportaciones que se contienen en nuestro proyecto d e  
Ley. Por eso, una vez dicho esto, tengo que iniciar la con- 
Lestación a algunos d e  los ilustres enmendantes, comen- 
zando, en primer lugar, por aquellos que han pedido la su- 
presión de  este articulo. de  los artículos 27 y 28, como ha 
danteado el serior Aguirre. 

Nosotros entendemos, señor Aguirre, que el plantea- 
niento que se ha hecho por su parte es un planteamiento 
que quizá no sea suficientemente correcto, porque usted 
i a  expuesto que, según el artículo 27, el Estado asume d e  
nanera exclusiva la programación general d e  la ensenan- 
!a, d e  manera exclusiva. 

Bien, señor Aguirre. Frente al planteamiento que  se nos 
iace de  discutir esta facultad del Estado, nosotros quisié- 
'amos recordarle, en primer lugar, que, según el artículo 
49 de  la Constitución, el Estado tiene competencia exclu- 
iva para regular las condiciones básicas que garanticen 
a igualdad de  todos los espanoles en el ejercicio d e  sus 
lerechos. También tiene facultad para regular las normas 
)ásicas en-rden al desarrollo del artículo 27 d e  la Consti- 
ución. 

Pero es más, señor Aguirre: si vamos al Decreto de  
ransferencias, de  traspasos de servicios a la Comunidad 
Lutónoma vasca, veremos que el argumento que usted 
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mencionaba quedaba vacío de contenido. Porque, según 
el Anexo del Decreto de transferencias, en el apartado b), 
servicios e instituciones que se traspasan, que se transfie- 
ren a la Comunidad Autónoma vasca, se dice lo siguiente: 
*La elaboración y aprobación de programas de inversio- 
nes, en coordinación con la política económica general 
del Estado.. Eso está bien claramente expresado en este 
Decreto de transferencias y repetido, en cierta medida, en 
otro Decreto de transferencias que también se dictó para 
la Comunidad Autónoma vasca, donde, de la misma mane- 
ra, se dice: .La ejecución y el control de programas de in- 
versiones, en coordinación con la política general del Es- 
tado.. En consecuencia, señor Aguirre, no sé de dónde 
saca usted los argumentos para combatir nuestra posi- 
ción. 

En relación a la otra enmienda planteada por el señor 
Aguirre relativa a la conferencia de Consejeros, nosotros, 
señor Aguirre, no esperamos que, por una cuestión de 
simple semántica, el equivalente al Consejero de Educa- 
ción de su Comunidad Autónoma esté ausente de esta 
conferencia, porque usted dice: UNO hay nada que coordi- 
nar.. Yo creo, nosotros creemos que sí hay mucho que 
coordinar. Baste con que usted vea el artículo 27.2, tran- 
saccional, que después le vamos a pasar, aunque, de todas 
maneras, no hubiera sido necesario esperar a esto; hubie- 
ra sido suficiente con que usted hubiera meditado sobre 
la sentencia del Tribunal Constitucional relativa a la alta 
inspección del Estado, donde, de una manera clara, se ha- 
bla de la unicidad del sistema educativo a nivel de Estado 
español y de la necesidad, naturalmente, de establecer los 
dispositivos adecuados de carácter orgánico para que se 
mantenga esa unicidad, fundamentalmente a través del 
diálogo y, naturalmente, se desarrolle también esa labor 
de programación general de la enseñanza que, por impe- 
rativo del artículo 27.5 de la Constitución, tenemos que 
desarrollar. 

En lo que se refiere a subvención al Consejo escolar de 
la Comunidad Autónoma, nosotros creemos, señor Agui- 
rre, que este Consejo escolar de la Comunidad Autónoma 
deriva del artículo 27.5 de la Constitución, donde se esta- 
blece una participación de los sectores afectados. ¿Cómo 
vamos a hacer posible la participación de los sectores 
afectados en la programación de la Comunidad Autónoma 
vasca si no es mediante la creación de este organismo? 

En ningún caso nosotros quisiéramos que de estas pala- 
bras se dedujera ningún elemento de paternalismo o de 
extralimitación en lo que se refiere a la distribución de 
competencias entre el Estado y las Comunidades Autóno- 
mas. Nosotros queremos hacer una lectura sena y nguro- 
sa del artículo 27 de la Constituci6n, de la que no se de- 
duzca en ningún caso la vulneración de ninguna compe- 
tencia de la Comunidad Autónoma vasca ni de cualquier 
otra de las Comunidades que tienen un nivel de compe- 
tencias como las adquiridas por esta Comunidad. 

Por tanto, nosotros, señor Aguirre, estimamos ... Perdón, 
en este momento no está presente el señor Aguirre y yo, 
francamente, me estaba equivocando al dirigirme a él; 
pero me dirijo a sus compaileros de escaño, que espero 
que le transmitan nuestra posición. 

En relación a la intervención del seAor Alvarez, yo creo 
que ha sido una intervención, a mi juicio, sincera. Quizá 
haya pecado un poco en el tono lastimero: quizá haya pe- 
cado también en exceso de un tono sugerente a una can- 
cioncila pegadiza. De todas maneras, señor Alvarez, yo le 
quisiera contestar empezando, quizá, por alguna cuestión 
que no sea la más fundamental de las que usted ha plan- 
teado. Porque usted ha mencionado una distribución es- 
pontánea de la escolarización en este momento en nues- 
tro país. Ojalá que hubiera sido una distribución espontá- 
nea de la escolarización. Nosotros creemos que durante 
mucho tiempo esa distribución no ha sido espontánea, 
sino que ha sido derivada de aquellas facultades -no voy 
a utilizar un término más duro- o situaciones que deter- 
minados sectores han disfrutado en nuestro país. No es 
cuestión de entrar ahora en ningún tipo de polémica. No 
quiero que de mis palabras se deduzca esto, pero sí quiero 
por lo menos constatar que esa escolarización de espontá- 
nea quizá haya tenido algo, pero no tanto como ha dado a 
entender el señor Alvarez. 

El señor Alvarez se ha introducido en su intervención 
en un terreno en el cual parece que se adivinan o se pre- 
sienten una serie de peligros para la iniciativa privada; 
que, so pretexto de la programación, se ataque a la inicia- 
tiva privada es otra de las cuestiones que ha dicho; que no 
exista discriminación del sector privado en la programa- 
ción general. 

Señor Alvarez, yo creo que, según el planteamiento que 
está realizado en el proyecto de Ley, esa discriminación 
no existe, salvo que el hecho de no mencionar un conjun- 
to de elementos normativos que siguen en vigor sea consi- 
derado por S. S. como un peligro o como una dejación. 
Porque yo le puedo decir al señor Alvarez que, al margen 
de las previsiones contenidas en esta Disposici6n del 
proyecto de Ley que se ha traído aquí a discusión, usted 
sabe que hay toda una normativa relativa a la declaración 
de interés social, hay un Decreto del año 1973 relativo a 
los apoyos a la iniciativa privada, hay una serie de normas 
que han configurado en la tradición inmediata de nuestro 
país una línea de apoyo al sector privado para la creación 
de puestos. Ahí está, nadie la ha tocado, señor Alvarez. En 
consecuencia, nosotros consideramos que el planteamien- 
to que usted realiza en torno al artículo 28 bis no es proce- 
dente, es inútil plantearlo aquí, puesto que se trata de una 
normativa que está ahí intacta. 

En lo que se refiere a la posibilidad de que la iniciativa 
privada vaya a formar parte también de aquellos elemen- 
tos que van a configurar la satisfacción de las necesidades 
de escolarización, yo me remitiría también, sefior Alvarez, 
a la adicional quinta, nueva, antes sexta, donde se contem- 
pla la posibilidad de nuevos conciertos. Ahí queda la 
puerta abierta para que nuevos centros existentes puedan 
acogerse al sistema de conciertos. Yo creo que con la 
mera lectura de esa parte del proyecto de Ley sobraría ya 
cualquier otro comentario. 

En lo que se refiere al Consejo escolar del Estado, antes 
de pasar al comentario del contenido de su enmienda qui- 
siera referirme también, a título anecdótico, a una cues- 
tión que ha mencionado usted. Usted ha dicho que noso- 



- 4047 - 
CONGRESO 15 DE DICIEMBRE DE 1983.-NúM. 84 

tros planteamos las relaciones en la escuela como relacio- 
nes capital-trabajo, y a mí me ha sorprendido y me ha 
chocado este planteamiento. Porque yo, esta mañana, en 
mi intervención en relación al artículo 3.0, me esforcé en 
demostrar cómo no somos nosotros precisamente los que 
planteamos las cosas así, sino que hay otros sectores, qui- 
zá todavía no suficientemente mentalizados, que son los 
que plantean así la cuestión. Lo dije esta mañana. No creo 
que eso sea mayoritario, pero se da, y es el causante de 
ciertas situaciones que existen en la enseñanza. 

Quizá el señor Alvarez decía esto fundamentalmente 
pensando que en el proyecto de Ley no se recoge, a la 
hora de configurar la composición del Consejo escolar del 
Estado, a los Colegios profesionales. Yo creo que esta afir- 
mación suya es necesario realizarla previo análisis de lo 
que es un Colegio profesional, porque si no, evidentemen- 
te, la cosa pudiera ser aparentemente chocante. Tenemos 
que diferenciar lo que es un Colegio profesional de lo que 
es un sindicato y de lo que son otro tipo de entidades y 
asociaciones de orden voluntario. Porque, como usted 
sabe perfectamente, la primera característica que tiene 
un Colegio profesional es que no tiene carácter volunta- 
rio, porque los profesionales que ejercen su profesión, en 
un ámbito territorial determinado, están obligados a cole- 
giarse para ejercer su profesión, con lo cual tenemos dos 
elementos atípicos que determinan la ausencia de volun- 
tariedad derivada de la cuestión del tipo de intereses que 
los Colegios profesionales tienen que defender: territoria- 
lidad y no voluntariedad. 

En consecuencia, se trata de organizaciones que quizá 
no sirvan para expresar un pluralismo de ideas, un plura- 
lismo de planteamientos que tiene que haber en materia 
educativa. Porque ¿cómo va a configurar un Colegio pro- 
fesional la opinión de todos sus asociados, siendo así que 
teóricamente tiene que conformar una sola opinión? Den- 
tro del Colegio profesional pueden existir múltiples opi- 
niones. Sin embargo, las asociaciones voluntarias, bien 
sean sindicales o de otro género, sí tienen un carácter vo- 
luntario y pluralista, y, en consecuencia, pueden configu- 
rar libremente su opinión sin problemas de orden inter- 
no. 

Por otra parte, y para terminar esta cuestión, usted sabe 
perfectamente que los Colegios profesionales existen, fun- 
damentalmente, para la defensa de intereses relativos a 
profesiones liberales. Y todo el mundo sabe que hoy la 
profesión de enseñante no  tiene las características de pro- 
fesión de carácter liberal, al menos tal como se entiende 
normalmente este término en comparación con otros pro- 
fesionales. Estoy hablando de cuestiones de orden real, 
no estoy tratando en este punto de teoría. 

El señor PRESIDENTE: Vaya terminando, señor Mayo- 
ral. No se entretenga en diálogos con el señor Alvarez. 

El señor MAYORAL CORTES: Con relación a la enmien- 
da transaccional que nos ha planteado, tengo que anun- 
ciarle que lo que plantea no es una enmienda transaccio- 
nal, señor Alvarez. Usted plantea una política educativa al- 
ternativa de apoyo a la creación del sector privado. Lo 
plantea alternativo. Quizá hubiera sido mejor la mención 
en el artículo 28 bis. Lo que plantea en el artículo 27 es 
una cuestión distinta a lo que se entiende por enmienda 
transaccional. 

Antes de terminar, señor Presidente, quisiera anunciar 
algunas de las enmiendas transaccionales que el Grupo 
Socialista está dispuesto a admitir en este Título 11. 

En primer lugar voy a hacer mención a una enmienda 
transaccional relativa al artículo 27, que si el señor Presi- 
dente me permite ... 

El señor PRESIDENTE Entregue las enmiendas a la 
Presidencia. 

El señor MAYORAL CORTES: Las entregaremos y el se- 
ñor Secretario, se supone, dará lectura de las mismas. 

Otra enmienda transaccional va referida al artículo 30 y 
está relacionada con algo que planteó el señor López de 
Lerma anteriormente. Quisiera decirle al señor López de 
Lerma que nosotros podríamos aceptar que no se mencio- 
nara ese carácter, esa dimensión superior, pero, en todo 
caso, sí queremos plantear que sea el ámbito nacional en 
el que el Consejo escolar del Estado realice su función. 

Quiero también mencionar una enmienda transaccio- 
nal relativa al artículo 31.1, a), en la que se establece un 
sistema proporcional para la participación de los profeso- 
res, a través de la designación que corresponda a las aso- 
ciaciones y centrales sindicales. 

Por último, quisiéramos presentar otra enmienda tran- 
saccional de aproximación de posición relativa a aquellos 
Poderes públicos que, al desarrollar aquellos Consejos es- 
colares de ámbitos territoriales distintos, pueda, al mismo 
tiempo -ya se reconocía por parte nuestra en el proyecto 
de Ley-, tener la posibilidad de dictar Disposiciones ne- 
cesarias en orden al funcionamiento de los mismos. 

Lo que pretendemos, señor Presidente y señorías, es, 
fundamentalmente, una síntesis entre lo que decían los 
anteriores artículos 35 y 36. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor Mayoral. 
El trámite de admisión de estas enmiendas transaccio- 

Se suspende la sesión hasta maiíana a las diez de la ma- 
nales se producirá mañana por la mañana. 

tiana. 

Eran las nueve y veinte minutos de la noche. 
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